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Nº 9-19
CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL.- San José, a las ocho horas treinta minutos del cinco de febrero del dos mil diecinueve.
Sesión ordinaria con asistencia de la Vicepresidenta Patricia Solano Castro, quién sustituye en este acto al señor Presidente, Magistrado Fernando Cruz Castro. De los integrantes doctor Gary Amador Badilla, máster Carlos Montero Zúñiga, las licenciadas Sandra Pizarro Gutiérrez y Sara Castillo Vargas, Asiste también la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.
[bookmark: _Toc536713165]ARTÍCULO I 
DOCUMENTO N° 1339-19
En sesión N°94-18 celebrada el 30 de octubre de 2018, artículo III, se prorrogó la suspensión sin goce de salario en el ejercicio del cargo a la servidora Marilyn Mora Mora, Técnica Judicial del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, a partir del 29 de octubre de 2018 y hasta el 29 de enero de 2019. 
El servidor Carlos Mora García, Técnico Judicial del Juzgado Penal de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José, mediante correo electrónico del 4 de febrero de 2019, remitió la minuta de la audiencia programada dentro del expediente N°14-000042-1322-PE, suscrita por la licenciada Karol Castro Fallas, Jueza del citado despacho, que dice:
DETALLES DE LA RESOLUCIÓN:
SE DA INICIO A LA VISTA ORAL: Se le da la palabra a la representante del Ministerio Público quien expone su solicitud. Manifiesta que el grado de probabilidad de participación de los encartados esta presente indica que esta presente el peligro de Obstaculización. Se escuchan todos y cada uno de los argumentos de los defensores, la Licda. Araya Chaverri no se opone a la solicitud, la Licda. Segura Monge se opone a la petición y el Lic. Arias Rojas se opone a la solicitud. SE RESUELVE: Una vez escuchadas las partes, considera esta juzgadora debe ser acogida la solicitud de la representante fiscal.
LO PROCEDENTE EN ESTE CASO ES DICTAR LA PRÓRROGA DE LAS MEDIDAS CAUTELARES QUE PESAN SOBRE LOS ENCARTADOS RAYMUNDO PÉREZ CASTILLO, ROGELIO MORA GAMBOA, MARILYN MORA MORA Y FRANCIS TEJADA BARRANTES POR TODO EL PLAZO QUE DURE EL PROCESO HASTA QUE SE LLEGUE UN ACTO CONCLUSIVO, POR LO TANTO, SE MANTIENEN INCÓLUMES TODAS Y CADA UNA DE LAS MEDIDAS CAUTELARES. SIENDO QUE PERMANECE EL PELIGRO PROCESAL DE OBSTACULIZACIÓN, EN EL CASO DE LA IMPUTADA MARILYN MORA MORA SE PRORROGA ADEMÁS LA MEDIDA CAUTELAR DE SUSPENSIÓN DEL EJERCICIO DEL CARGO POR TRES MESES A PARTIR DEL 29/01/2019 Y HASTA EL 29/04/2019, DE CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS 239, 241, 253, 257 y 258 del C.P.P. La realización de la audiencia consta en formato digital. Quedan todas las partes notificadas. NO SE PRESENTA RECURSO DE APELACIÓN. Es todo. Licda. Karol Castro Fallas. Jueza Penal.”
-0-
En razón de la medida cautelar impuesta por el Juzgado Penal de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José, en el proceso penal Nº14-000042-1322-PE, lo ordenado por el citado Juzgado en la resolución dictada a las diez horas treinta y cinco minutos del veintinueve de enero de dos mil diecinueve, al amparo de lo que establece el artículo 81, inciso 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y lo indicado por la Sala Constitucional en la sentencia número 003966-2014, se acordó: Prorrogar la suspensión sin goce de salario en el ejercicio del cargo de la servidora Marilyn Mora Mora, Técnica Judicial del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, a partir del 29 de enero y hasta el 29 de abril de 2019. 
	El Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, el Juzgado Penal de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José, el Tribunal de la Inspección Judicial, la Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”
ARTÍCULO II 
Documento N° 3066-18, 1303-19
En sesión N° 21-18 celebrada el 15 de febrero de 2018, artículo VIII, de conformidad con lo que establece el artículo 81 inciso 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se trasladó temporalmente con goce de salario y sustitución a la licenciada Rangel María Batres López, de la Defensa Pública de Turrialba a la Defensa Pública de los Tribunales de Justicia de Cartago, a partir del 21 de marzo de 2018 y hasta que el procedimiento disciplinario número 18-00446-0031-IJ, que se sigue en su contra sea resuelto por el fondo.
En relación con lo anterior, la servidora Joselyn Karina Jiménez Castillo, Técnica Judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, mediante correo electrónico del 4 de febrero de 2019, remitió la resolución de las catorce horas y treinta y un minutos del primero de febrero del dos mil diecinueve, que dice:
“(…)
CONSIDERANDO
I. NULIDAD DE TRASLADO DE CARGOS: La defensa técnica de la encausada en su escrito de conclusiones en relación a los del quejoso Fabián Calderón, solicitad la nulidad del Traslado de Cargos indicando lo siguiente:
“…En relación con este cargo, se observa que no cuenta con los elementos requeridos para una debida imputación e intimación, es decir que contenga hechos claros, precisos y circunstanciados. En primer lugar se acusa que mi representada dejo de comunicarse con Fabián Calderón pero no indica con base en que hecho se sustenta esta aseveración. No se indica cómo se materializo esta supuesta incomunicación realizada, si fue que Rangel dejo de contestarle a sus llamadas, correos, consultas etc. No se describe de manera expresa en que se basa esta acusación y por lo tanto, no hay posibilidad para mi representada de referirse en concreto a ese hecho lo cual contraviene a todas luces su derecho de defensa.
En segundo lugar, se indica en el traslado de cargos que Rangel comenzó a publicar mensajes e imágenes en la red social Facebook queriendo insinuar un desprestigio o lealtad a sus compañeros, sin que se individualice en este cargo cual mensaje se publicó o a cual imagen se hace referencia. Lo cual evidentemente resulta incompleto para la confección de una correcta imputación. De  manera tal, el traslado de cargos atribuye acoso laboral por este hecho sin dar contenido preciso y claro de cual, cómo y cuando se desarrollo la conducta acusada. Es claro entonces, que en primera instancia el traslado de cargos carece de uno los elementos sustanciales de la causa disciplinaria como lo es el respeto al principio de intimación e imputación, lo cual provoca un vicio de carácter absoluto de conformidad con el artículo 158 incisos 1,2 y 3; 223 y 220 de la Ley General de la Administración Pública… Se resuelve: En procedimientos como el que nos ocupa, una correcta imputación de cargos conlleva poner en conocimiento a la encausada, de forma clara y precisa, los hechos concretos que se le atribuyen. Esa claridad y precisión, garantiza que éstos no sean variados en el curso del proceso y que sean identificadas plenamente las causas reales que originan la investigación. Asimismo, permite a la persona encausada ejercer una legítima y amplia defensa, en atención a los principios de intimación e imputación, a los cuales la Sala Constitucional, ha hecho referencia como "... el derecho a ser instruido de los cargos que se le imputan a cualquier persona o personas, y el principio de imputación, el derecho a tener una acusación formal, en el sentido de individualizar al o los imputados que se pretenden someter a proceso, describirá de forma detallada, precisa, clara y circunstanciada el hecho que se les acusa... ”
(Voto Nº 1874-98 del 24 de abril de 1998). En este punto, analizado en detalle el auto de traslado del presente proceso disciplinario, este Órgano estima que, se cumple a cabalidad con el principio de imputación, en tanto los hechos objeto de investigación fueron redactados de forma clara, detallada, circunstanciada y precisa, determinando fechas de la ocurrencia de los hechos. En ese sentido, no se observa ambigüedad alguna en la relación de hechos acusados, que hiciera nugatorio el derecho de la encausada de ejercer ampliamente su defensa. La pieza acusatoria cumple con los demás requisitos establecidos en el Ley General de Administración Pública y la jurisprudencia de la Sala Constitucional, a saber, se puso a disposición de las partes el expediente administrativo, se le informó de su facultad de aportar la prueba que estimara pertinente, se le previno la posibilidad de designar representante legal y de la obligación de señalar lugar o medio para atender notificaciones, con lo cual no se observa la vulneración a los derechos fundamentales que hace referencia. Por lo anteriormente indicado, se rechazan los alegatos de la defensa técnica. 
II. PRUEBA PARA MEJOR RESOLVER: Revisado el escrito de contestación de la audiencia final de la Licda. Nazira Merayo, solicita que se tenga como prueba para mejor resolver, fotocopia de la Epicrisis del Hospital de Cartago de fecha 6 de enero del 2017, donde consta la situación de salud que ella presentaba. Al respecto, primeramente se debe entender que la prueba para mejor resolver es parte de la averiguación oficiosa del Juez, la cual según la jurisprudencia, tiende a disipar el estado dubitativo del juez cuando la prueba producida por las partes no sea suficientemente clara, y ya el proceso esté listo para dictar sentencia. Por consiguiente, la misma posee un carácter complementario, tendiente a disipar el estado dubitativo del juez cuando la prueba producida por las partes no es lo suficientemente clara, siendo el aspecto medular de la prueba para mejor proveer su carácter facultativo o discrecional, no pudiendo ser exigida por las partes; su ordenación depende, enteramente, de la iniciativa, prudente arbitrio y criterio del órgano decisor, al respecto se puede consultar el voto número 203 de las 14 horas 35 minutos del 15 de noviembre de 1991 de la Sala Primera. Por lo anterior expuesto, este Tribunal, estima innecesaria la prueba aportada por la quejosa, al no encontrarse lo que con ella se pretende demostrar dentro del contradictorio, se procede a rechazar la copia aportada.- 
III. HECHOS PROBADOS: De acuerdo con los elementos de prueba aportados a los autos, se tienen por demostrados los siguientes hechos de importancia:
1. Que la funcionaria Rangel María Batres López presenta veinticuatro anualidades, según oficio N 3881-AP-2017 SICE: 14823-201392-AP-2018 SICE: 5008-2018 de fecha 22 marzo del 2018, emitido por la Oficina de Subproceso Administración de Personal Gestión Humana.
2.- La investigada Rangel María Batres López presenta una sanción disciplinaria de Amonestación Escrita de fecha nueve de mayo del 2007, según se observó en el oficio 1432-AP-18-REF-5008-18del 23 de marzo del 2018, emitido por la Oficina de Subproceso Administración de Personal Gestión Humana 
En relación a VIANNEY MAURICIO PEREIRA QUIRÓS:
1. Que en los primeros días de abril del 2017, se llevó a cabo el juicio oral y público en la causa penal 15-0000264-1219-PE, seguido contra Luis Francisco Brizuela Agüero, mismo que se desarrolló en los Tribunales de Justicia de Cartago y donde el señor Vianney Mauricio Pereira Quirós, fungía como Defensor Público de uno de los imputados. (Hecho no controvertido)
2. Que en fecha 26 de abril del 2017, la encausada Rangel María Batres López, en el chat grupal denominado “Turrialba”, en la aplicación de Whatsapp, integrado por personal de la Defensa Pública de Turrialba, así como defensores públicos que han tenido nombramientos en Turrialba, escribió: “Mauricio y Fabián???? Ustedes ahorita llegan???? Es que los llamaron del Tribunal de Cartago y dijeron que habían suspendido de las 11:00 a m….”, por cuando el debate dentro del proceso 15-000264-1219-PE, se había suspendido en la primera audiencia, siendo que Pereira Quirós permaneció en la segunda audiencia en los Tribunales de Cartago para la revisión de una prueba e informar el día siguiente al Tribunal que era de interés para ser reproducido. (Hecho no controvertido, copia de las imágenes de whatsapp a folio 95 formato PDF, declaraciones de NANCY ZUÑIGA MATAMOROS, Fabián Calderón Barrientos, y Vianney Mauricio Pereira Quirós, contestación de traslado de cargo a folios 198 al 212 en formato PDF) 
3. Que entre el 27 de junio del 2017 y 05 de marzo del 2018, la funcionaria Rangel María Batres López aprobó los viáticos de manera tardía del licenciado Vianney Mauricio Pereira Quirós, correspondientes a las visitas carcelarias o juicios celebrados en los Tribunales de Cartago. (Ver contestación cargo a folios 198 al 212 en formato PDF, declaraciones de Mauricio Pereira, Fabián Calderón, y Nancy Zúñiga, copia de las imágenes de whatsapp a folio 95 formato PDF). 
4. Que el Lic. Vianney Mauricio Pereira Quirós fue atendido en la Unidad de Atención Psicosocial del Servicio de Salud del I Circuito Judicial de San José, por presentar desmotivación, insomnio, problemas gástricos, pesadillas, presión en el pecho y llanto fácil. (Copia de Oficio 082-SS-ISJ-2018 del Servicio de Salud del I Circuito Judicial de San José)
En relación a FABIÁN CALDERÓN BARRIOS
1. Que en los primeros días de abril del 2017, se llevó a cabo el juicio oral y público en la causa penal 15-0000264-1219-PE, seguido contra Luis Francisco Brizuela Agüero, mismo que se desarrolló en los Tribunales de Justicia de Cartago y donde el señor Vianney Mauricio Pereira Quirós, fungía como Defensor Público de uno de los imputados. (Hecho no controvertido) 
2. Que en fecha 26 de abril del 2017, la encausada Rangel María Batres López, en el chat grupal denominado “Turrialba”, en la aplicación de Whatsapp, integrado por personal de la Defensa Pública de Turrialba, así como defensores públicos que han tenido nombramientos en Turrialba, escribió: “Mauricio y Fabián???? Ustedes ahorita llegan???? Es que los llamaron del Tribunal de Cartago y dijeron que habían suspendido de las 11:00 a m….”, por cuando el debate dentro del proceso 15-000264-1219-PE, se había suspendido en la primera audiencia, siendo que Pereira Quirós permaneció en la segunda audiencia en los Tribunales de Cartago para la revisión de una prueba e informar el día siguiente al Tribunal que era de interés para ser reproducido. (hecho no controvertido, copia de las imágenes de whatsapp a folio 95 formato PDF, declaraciones de NANCY ZUÑIGA MATAMOROS, Fabián Calderón Barrientos, y Vianney Mauricio Pereira Quirós, contestación de traslado de cargo a folios 198 al 212 en formato PDF ) 
3. El 22 de agosto del 2017, al ser aproximadamente las 14:40 horas la funcionaria Rangel María Batres López ordenó al licenciado Fabián Calderón Barrios que atendiera la indagatoria de cuatro detenidos por el robo agravado en la causa 17-000898-00067-PE, siendo que dicha labor le correspondía a ella. (Testimonial de Fabián Calderón Barrientos, y ZIANNE MARIN TORRES) 
4. El 22 de agosto del 2017 a eso de las 15:20 horas, momento en el cual aún no se había atendido la indagatoria de la causa Penal 17-000898-00067-PE, el licenciado Fabián Calderón Barrios decidió atenderla, por lo que le solicitó a la funcionaria Rangel María Batres López las minutas para realizar las indagatorias, le negó la entrega de las minutas para realizar las indagatorias que le habían sido entregadas con anterioridad para la diligencia, tomando el licenciado Calderón Barrios tomar minutas en blanco para atender la diligencia. (Testimonial de Zianne Marin).
5. Que en relación a lo acontecido con la indagatoria de la causa penal número 17-000898-00067-PE, la Licda. Rangel María Batres López realizo una comunicación a la Unidad de Supervisión de la Defensa Pública, en contra del licenciado Fabián Calderón Barrios, iniciándose un procedimiento disciplinario en contra de Calderón Barrios, donde se llegó a desestimar bajo la resolución número 0114-2017. (Copia de la resolución 114-2017 a folio 5 al 14 en formato PDF, correo del 22 de agosto del 2017)
En relación a NAZIRA MERAYO ARIAS 
1. Que la Licda. Nazira Merayo Arias realizo varias gestiones ante el Consejo de Administración de los Tribunales de Justicia de Turrialba, relacionadas con el parqueo asignado a la Defensa Pública de Turrialba. (Hecho no controvertido) 
2. El día 12 de junio del 2017 el programa de Adaptación del Puesto y Reubicación Laboral del Poder Judicial, remitió a usted Rangel María Batres López formulario denominado “Descripción de las tareas y actividades rutinarias y no rutinarias” para ser completado directamente por usted, ante el programa de Readaptación Laboral en el cual se encontraba la servidora Nazira Merayo Arias. Dicho formulario le fue reenviado en fechas 01 de agosto del 2017 y 28 de agosto del 2017. (Cadena de correos iniciando el 12 de julio del 2017 remitido por Gloriana Soto Blanco a Rangel Batres López).
3. Que la encausada Rangel María Batres López, no completó el formulario indicado en el hecho anterior, teniendo la licenciada Merayo Arias que completar dicho formulario y entregárselo a su persona para que fuera remitido hasta el mes de setiembre del 2017, al programa de Adaptación del Puesto y Reubicación Laboral del Poder Judicial, generando una atraso en el trámite que gestionaba el Programa de Adaptación al Puesto y Reubicación Laboral solicitado por la señora Nazira Merayo Arias. (Cadena de correos iniciando el 12 de julio del 2017
remitido por Gloriana Soto Blanco a Rangel Batres López)
INCUMPLIMIENTO DEL HORARIO LABORAL:
1. Que el día 08 de marzo del año 2018, la encausada Rangel María Batres López, registró de forma injustificada llegada tardía a la primera audiencia de la jornada laboral, ingresando a trabajar posterior a las 08:15 horas. Incumpliendo con el horario de labores del Poder Judicial, el cual indica que la hora de entrada para la Defensa Pública de Turrialba, en la primera audiencia laboral es a las 07:00 horas. (Hecho no controvertido, Testimonio de Fabián Calderón y Nazira Merayo).
IV. HECHOS NO PROBADOS:
1. No se demostró que la encausada RANGEL MARÍA BATRES LÓPEZ hayan incurrido en hechos constitutivos de acoso laboral u otros actos discriminatorios en perjuicio de Fabián Calderón Barrios, Vianney Mauricio Pereira Quirós y Nazira Merayo Arias, tal y como fuera denunciado en su momento por estos. (No existe prueba que así lo respalde).-
En relación a Vianney Mauricio Pereira Quirós:
1. El día 27 de abril del 2017, el señor Vianney Mauricio Pereira Quirós le informó a usted Rangel María Batres López, la situación que generó permanecer en los Tribunales de Justicia de Cartago, según el punto anterior, a lo que usted Batres López con una presunta conducta intimidante y provocando desmotivación laboral únicamente mostró su molestia por el descargo realizado. (Ausencia de prueba)
2. Sin precisar fecha pero si entre el 27 de junio del 2017 y 05 de marzo del 2018, la Licda. Rangel María Batres López presuntamente con un comportamiento tendente a producir desmotivación laboral y evidente arbitrariedad con el propósito de inducir a permuta, aprobó los viáticos de manera tardía del licenciado Vianney Mauricio Pereira Quirós, correspondientes a las visitas carcelarias o juicios celebrados en los Tribunales de Cartago, tramitados durante el espacio temporal indicado, incluso en algunos casos hasta con dos meses de atraso desde la presentación de los mismos. (Testimonio de Nancy Zúñiga) 
3. Sin precisar fecha exacta pero en el mes de junio del 2017, la acusada Rangel María Batres López con un presunto comportamiento tendente a menoscabar la dignidad e inducir la permuta, traslado o renuncia de Pereira Quirós, le dijo a la fiscal Cinthya González Quirós que se encargaría de sacar “a patadas” a Pereira Quirós de la Defensa Pública de Turrialba. (Testimonio de Cinthya González Quirós)
4. Sin precisar fecha exacta pero a inicios de enero del 2018, ante el otorgamiento de una plaza de Defensor Público destinada para el des congestionamiento de los Tribunales de Justicia de Turrialba, la encausada Rangel María Batres López presuntamente insistió en que dicha plaza fuera ocupada por Mauricio Pereira Quirós para interrumpir la continuidad de la plaza interina que venía ocupando en la Defensa Pública de Turrialba y así lograr “sacarlo” de Turrialba. (Ausencia de prueba)
5. Que la encausada Rangel María Batres López, ante las presuntas conductas y situaciones de acoso laboral en perjuicio de Vianney Mauricio Pereira Quirós, descritas en los hechos numerados del 01 al 12, ocasionó afectación en la salud de Pereira Quirós, incluso requiriendo ayuda psicológica, por cuanto sus sentimientos y estado de ansiedad llegaron al punto de sentirse triste en el trabajo, además de experimentar sensaciones de persecución, maltrato y entorpecimiento laboral en cuanto a sus funciones y su persona. (Ausencia de prueba) 
En relación a FABIÁN CALDERÓN BARRIOS 
1. Sin precisar fecha exacta pero aproximadamente en el mes de junio del 2017, ante el proceso disciplinario incoado por Mauricio Pereira Quirós, contra usted Rangel María Batres López, y siendo que el señor Fabián Calderón Barrios fue llamado como testigo en dicho proceso, usted Batres López con una presunta conducta intimidante dejó de comunicarse con Pereira Quirós e incluso comenzó a publicar mensajes e imágenes en la red social Facebook, queriendo insinuar un desprestigio a la lealtad de los compañeros ante el proceso disciplinario que enfrentaba. (Ausencia de prueba) 
2. El 22 de agosto del 2017 a eso de las 15:00 horas, la funcionaria Rangel María Batres López continuando con una presunta acción arbitraria, intimidatoria e intención de provocar desmotivación laboral, ingresó muy alterada a la Defensa Pública y dijo a Ziane (secretaría) en voz alta “llame a San José porque este incumplimiento de deberes no puede ser pasado por alto”, esto por los argumentos de Fabián Calderón Barrios de que por rol le correspondía atender la indagatoria a usted Batres López, aunado que Calderón Barrios ese mismo día ya había atendido otras dos indagatorias de dos causa penales. (Declaración de Zianny Marin)
4. Que la Licda. Rangel María Batres López, ante las presuntas conductas y situaciones de acoso laboral en perjuicio de Fabián Calderón Barrios, descritas en los hechos numerados del 01 al 07, ocasionara afectación en la salud de Calderón Barrios, incluso requiriendo ayuda psicológica, por cuanto sus sentimientos y estado de ansiedad llegaron al punto de sentirse afligido en el trabajo, además de experimentar sensaciones de persecución, maltrato y entorpecimiento laboral en cuanto a sus funciones y su persona. (Ausencia de prueba) 
En relación a Nazira Merayo Arias 1. Sin precisar fecha exacta pero a finales de junio del 2017, encontrándose en la oficina de la Coordinadora de la Defensa Pública de Turrialba y ante la consulta de Nazira Merayo Arias a la Licda. Rangel María Batres López de que si había contestado un hábeas corpus que se había planteado en contra de la Defensa Pública de Turrialba, con un presunto comportamiento tendente a menoscabar la autoestima, y de forma grosera dijo, “ese no es su problema, a mi no me diga lo que tengo que hacer, yo sé lo que tengo que hacer. (Ausencia de prueba).
2. Que a finales de junio del 2017, durante la huelga del Poder Judicial, ante presuntas llegadas tardías de la funcionaria Rangel María Batres López a la Defensa Pública de Turrialba, el licenciado Fabián Calderón Barrios asumió la representación de la Defensa Pública de Turrialba en las reuniones que se organizaban en el circuito, haciéndose acompañar en algunas ocasiones por la licenciada Nazira Merayo Arias, por lo que la Licda. Batres López con una supuesta acción tendiente a provocar desmotivación dejó de hablarle a Merayo Arias, incluso realizaba gestos faciales inapropiados al verla (“malas caras”).
(Ausencia de prueba).
3. Sin precisar fecha exacta pero entre noviembre del 2016 y el año 2017 ante varias gestiones realizadas por Nazira Merayo Arias al Consejo de Administración de los Tribunales de Justicia de Turrialba, relacionadas con el parqueo asignado a la Defensa Pública de Turrialba, usted Rangel María Batres López aparentemente con una conducta intimidatoria y tendiente a provocar desmotivación laboral, se molestaba, le negaba el parqueo a Merayo Arias y le decía “que necia que ya eso está resuelto, que era de la macha” refiriéndose a la Secretaría Nancy Zúñiga. (Ausencia de prueba).
4. El día 22 de enero del 2018, ante la asignación de la licenciada Nazira Merayo Arias en la plaza de reducción de circulante por parte del Área de Nombramientos de la Defensa Pública y la aceptación de dicha licenciada, la Licda. Rangel María Batres López con una presunta conducta tendiente a causar desmotivación laboral y de manera molesta le dijera a Merayo Arias “por que usted, porque la llaman a usted”, dándole a entender que no podía asumir dicha plaza. Incluso remitiendo un correo electrónico a los encargados de nombramientos para que Nazira no ocupara la plaza de reducción de circulante que había sido asignada a la Defensa Pública de Turrialba. (Correos del 22 de diciembre del 2017, del 19 y 23 de enero del 2018 a folios 16 al 22 formato PDF).
5. El día 25 de enero del 2018, usted Rangel María Batres López con una presunta acción tendiente a provocar desmotivación, ordenó a Nazira Merayo Arias que debía salir de la oficina que ocupaba y debía trasladarse al pasillo cerca de la recepción, y que si no quería cambiarse de ubicación debía rechazar el nombramiento en la plaza de reducción de circulante. Asimismo con una presunta acción tendiente a entorpecer el cumplimiento de la labor, presuntamente retiró los permisos de agenda Cronos y el Sistema de Seguimiento de Casos (SSC) a Merayo Arias. (Ausencia de prueba, testimonio de Nancy Zúñiga).
INCUMPLIMIENTO DE HORARIO LABORAL
1. Que el día 05 de marzo del año 2018, la encausada Rangel María Batres López de forma injustificada, registrara llegada tardía a la primera audiencia de la jornada laboral, ingresando a trabajar posterior a las 08:15 horas. Incumpliendo con el horario de labores del Poder Judicial, el cual indica que la hora de entrada para la Defensa Pública de Turrialba, en la primera audiencia laboral es a las 07:00 horas.
(Principio in dubio pro operario)
IV. SOBRE EL FONDO: El presente proceso se inicia por queja interpuesta por lo funcionarios Fabián Calderón Barrios, Vianney Mauricio Pereira Quirós y Nazira Merayo Arias, contra RANGEL MARÍA BATRES LÓPEZ, Defensora Pública Coordinadora de la Defensa Pública de Turrialba, por hechos que podrían configurar conductas y situaciones de acoso laboral, de conformidad al Reglamento Autónomo para Prevenir, Investigar y Sancionar el Acoso Laboral en el Poder Judicial. En tiempo contesta la Licda. Rangel María Batres, rechazando los cargos que se imputan. Así en el escrito de conclusiones la Licda .Jessica Retana indica que la situación acontecida entre estos funcionarios en sí mismos no implica acoso laboral, que los quejosos se hacen valer de disconformidades que mantuvieron con Rangel para justificar el acoso denunciado, de acuerdo al análisis de prueba testimonial y documental la conducta de acoso laboral queda completamente descartada, por lo que solicita se archive la presente causa a favor de su representada por no constituir los elementos de acoso indicados en el Reglamento de Autónomo para Prevenir, Investigar y Sancionar el Acoso Laboral en el Poder Judicial, así también indica que la llegada tardía de la señora Rangel resulta justificada, como se demostró con la constancia del mecánico de su representada. Por su parte la defensora Licda. Ana Emilce Carranza, indica en resumen que se ha demostrado fehacientemente que la encausada incurrió en varias de las modalidades de acoso laboral que establece el artículo 2.a.1) del Reglamento Autónomo para Prevenir, Investigar y Sancionar el Acoso Laboral en el Poder Judicial. Específicamente, la encausada incurrió en Maltrato Laboral, puesto que quedó acreditado que la encausada tenía problemas con Mauricio, Fabián y Nazira, así también que incurrió en la conducta de Persecución Laboral, con respecto a los mensajes enviados para ubicar a Mauricio y a Fabián dando a entender que los mismos se habían ausentado posterior al juicio que celebraban en Cartago y al tratar de ubicar a Mauricio, servidor interino, en la plaza de reducción de circulante. Además, del tema de reubicación de Nazira en el cubículo en el pasillo y sobre la asignación arbitraria de indagatoria a Fabián, cuando éste ya había atendido dos indagatorias previamente, amedrentándolo con llamar a San José y no dándole las minutas para que éste atendiera a la persona detenida que estaba a la espera de defensor. Así también aduce en la figura de Entorpecimiento laboral. Asimismo, en la figura de Entorpecimiento laboral cuando no llenó el formulario para la reubicación laboral de Nazira, la no aprobación de viáticos de Mauricio, la ausencia de coordinación para gestionar los sistemas de cronos y SSC en el cubículo que ocupó Nazira temporalmente para lograr realizar sus labores en la plaza de reducción de circulante. Como ultimo alegó que todos estos hechos le provocaron a los quejosos Pereira Quirós, Calderón Barrios y Merayo Arias, tal y como lo refirieron, una serie de afectaciones emocionales, físicas y psicológicas en sus relaciones de trabajo, sin deseos de presentarse a laborar o manteniéndose encerrados en las oficinas para evitar los problemas con la encausada y así evitar seguir siendo víctimas de de acoso por parte de Batres López. Por lo que solicita que se declare con lugar la presente causa disciplinaria, imponiéndole la sanción correspondiente a la encausada Rangel Batres López. Pues bien, para efectos de resolver el presente proceso, se debe tener claro que lo procedente en este proceso disciplinario, es determinar si en este caso se ha producido hostigamiento laboral, también llamado mobbing, para ello debe en primer término señalarse que se requiere demostrar idónea y fehacientemente la existencia de ciertas características o elementos esenciales, como: a) La intencionalidad de minar la autoestima y dignidad del funcionario. B) La reiteración de la agresión por un período prolongado de tiempo. C) Que ésta provenga de quienes tienen la capacidad de causar daño. D) Que su finalidad consista en presionar al servidor para que abandone su trabajo y así dar por terminada la relación de empleo. (Voto número 012008165 de la Sala Constitucional). Para ahondar en estas situaciones, es necesario definir lo que se entiende como acoso laboral, también denominado “mobbing”, de manera que pueda determinarse si las actuaciones indicadas pueden catalogarse como abusivas. De esta forma, se deben de determinar tres elementos importantes para concluir que una conducta es abusiva: a) que se trate de alguna actitud, sin diferenciar si son gestos, palabras, comportamientos; b) que sea un acto repetido, sistematizado; c) que sea un ataque contra un trabajador, que degrade su ambiente de trabajo o ponga en peligro su empleo y, que atente contra su integridad, ya sea física o psicológica. Así también, es de importancia recordar que no puede confundirse el ejercicio del poder de dirección, que es inherente a todo ejercicio del empleador y que forma parte de sus obligaciones, con una actitud
de acoso laboral a menos que hubiera existido correlativamente con el ejercicio de ese poder de dirección una clara e indubitable intención de minar la autoestima, dignidad y provocar la desmotivación laboral de los funcionarios y funcionarias, que se tratare de conductas reiteradas de “agresión” por un período prolongado de tiempo.- Ahora bien, la presencia de cualquier conflicto, no determina la presencia de un acoso laboral, el mobbing el cual se define como un proceso de destrucción que se compone de una serie de actuaciones hostiles, que tomadas de forma aislada podrían parecer insignificantes, pero cuya repetición constante tiene efectos perniciosos; pero se excluye de este los conflictos que son inevitables entre jefaturas y subalternos, de manera que resulta necesario un examen detallado de la circunstancias concurrentes en cada caso concreto, para determinar si se está en presencia de ese acoso laboral, debiendo también quedar acreditada la clara conexión entre la depresión padecida por un trabajador y el comportamiento continuado que mantiene la jefatura.- Es preciso deslindar adecuadamente las conductas calificables de acoso, de otras conductas del Jefe en aquellos casos en los que de forma abusiva ejercita sus poderes de dirección y organización del Despacho a su cargo; pues como antes se indicó, no todo ejercicio abusivo de las potestades disciplinarias y de dirección puede calificarse de acoso, lo que exige la practica de medios de prueba suficientes por quien invoca padecer el acoso debe demostrar, la finalidad de la Jefatura como sujeto activo del acoso o como sujeto tolerante del mismo, es perjudicar la integridad psíquica del trabajador o desentenderse de su deber de protección en tal sentido, y que se la han causado daños psíquicos, lo que exige de una clínica demostrativa de la patología descrita por la psicología, y un nexo causal debidamente demostrado que indique que esa patología tiene relación directa con las conductas de acoso. 
A efectos de llegar a determinar la existencia de un presunto acoso  laboral, se hace necesario realizar un análisis de cada uno de los hechos aquí acusados.
Primeramente en relación al funcionario Vianney Mauricio Pereira Quirós, se hace la aclaración que este Tribunal no entra hacer análisis de los hechos 5, 6, 7, 8 y 9 del traslado de cargos, en cuanto a los mismos fue admitida en audiencia oral la defensa de cosa juzgada. Con respecto al resto, tenemos: Hecho 1. Sin precisar fecha exacta pero si entre los meses de abril y mayo del 2017, se llevó a cabo el juicio oral y público en la causa penal 15-0000264-1219-PE, seguido contra Luis Francisco Brizuela Agüero, mismo que se desarrolló en los Tribunales de Justicia de Cartago y donde el señor Vianney Mauricio Pereira Quirós, quien se desempeña como Defensor Público en Turrialba, fungía como Defensor Público de uno de los imputados. Respecto al anterior, la encausada contesta que resulta cierto parcialmente, por cuanto en dicho proceso figuraban como defensores el Lic. Pereira Quirós, el Lic. Calderón Barrios y ella, ya que las causas se tramitaba contra varios imputados, sin embargo en vista que sus defendidos decidieron acogerse a un proceso abreviado ella no llegó a la etapa de la audiencia oral, y que en vista que dos de los defensores que tramitaban materia penal se encontraban fuera de la oficina, y que ella tramitó la ayuda de un sustituto, sin que pudiera ser otorgada al no haber personal disponible, quedaron cubriendo todo lo correspondiente durante el tiempo del debate. Se resuelve: Siendo que no resulta un hecho controvertido, se tiene por demostrado el mismo.
Hecho 2. El 26 de abril del 2017, usted Rangel María Batres López,
presuntamente poniendo entre dicho la reputación y el prestigio laboral del señor Vianney Mauricio Pereira Quirós, aprovechando el chat grupal denominado “Turrialba”, en la aplicación de Whatsapp, integrado por personal de la Defensa Pública de Turrialba, así como defensores públicos que han tenido nombramientos en Turrialba, escribió: “Mauricio y Fabián???? Ustedes ahorita llegan???? Es que los llamaron del Tribunal de Cartago y dijeron que habían suspendido de las 11:00 am….”, dando a entender que Vianney Mauricio Pereira Quirós había hecho abandono injustificado de sus labores, por cuando el debate dentro del proceso 15-000264-1219-PE, se había suspendido en la primera audiencia, siendo que Pereira Quirós permaneció en la segunda audiencia en los Tribunales de Cartago para la revisión de una prueba e informar el día siguiente al Tribunal que era de interés para ser reproducido. En cuanto a este, indica la acusada que es cierto pero que no fue su intención poner entredicho su reputación y el prestigio laboral, sino saber dónde se encontraban los defensores ya que minutos antes fue informada por la Secretaria que había recibido una llamada de un técnico del Tribunal de Juicio de Cartago preguntando por los Licenciados Pereira y Calderón, en vista que habían dejado grabando unos audios, indico este técnico que el debate había sido suspendido desde las 11 a.m., que utilizó el chat por comodidad ya que ocupaba saber donde estaban ambos defensores, que de igual forma días después llamó el mismo técnico preguntando por los defensores indicados, y que el debate de ese día se había suspendido, posteriormente en fecha 24 de abril del 2017, ella se hizo presente al debate en los Tribunales de Cartago en horas de la mañana, ya que su defendido declaraba como testigo, el debate se suspendió hasta el día siguiente, haciéndose presente ella en la segunda audiencia a Tribunales de Turrialba no así los defensores Pereira y Calderón, como sustento de lo anterior ofrece como material probatorio el testimonio de la secretaria Nancy Zúñiga Matamoros, y pantallazos de conversación de whastapp entre ella y el Lic. Fabián de lo acontecido ese día. Hecho 3. El día 27 de abril del 2017, el señor Vianney Mauricio Pereira Quirós le informó a usted Rangel María Batres López, la situación que generó permanecer en los Tribunales de Justicia de Cartago, según el punto anterior, a lo que usted Batres López con una presunta conducta intimidante y provocando desmotivación laboral únicamente mostró su molestia por el descargo realizado. En relación a este tercer hecho, indico la encausada, que resulta totalmente falso ya que la única comunicación que tuvo con la situación fue en el chat fue con el Lic. Calderón Barrios, ya que el Lic. Pereira no le indico nada al respecto Se resuelve: En cuanto a los hecho 2 y 3, se analizan de forma conjunta por encontrarse relacionados entre sí, si bien la Licda. Rangel María Batres admite el envío del mensaje, no es posible tener por acreditado que la intención del mismo haya sido poner en entredicho la reputación y el prestigio laboral del Defensores Vianney Mauricio Pereira y Fabián Calderón, toda vez que tal y como lo indicó la testigo Nancy Zúñiga en la defensa se había creado un chat en aplicación de whatsapp, en el cual era para ubicar a los defensores e informar cosas de la oficina, también se usaba para chistes y otras cosas, en el cual avisaban para donde iban al tribunal o fiscalía, aunado a ello de la lectura de las imágenes aportadas de la conversación en dicha aplicación, no se observa alguna falta de respeto por parte de la aquí encausada, en el mensaje resulta clara la intención de localizar a los Defensores, dado que como también se deja ver y es ratificado por la misma declarante, la oficina se encontraba únicamente la Licda. Batres López, por lo que resulta justificable la preocupación de la misma en su función de Coordinadora de la oficina, nótese que incluso el quejoso Fabián Calderón en su declaración indicó que en privado le dijo que eso no me había gustado que lo hiciera en ese chat de la oficina, pero que quedaron bien, con lo que se desprende no existió mala fe de parte de la encausada, sino que se trata de una percepción subjetiva por parte de los quejosos. 
Hecho 4. El día 08 de mayo del 2017, usted Rangel María Batres López atendió en disponibilidad de fin de semana la causa penal número 17-000512-0067-PE, seguida contra Alejandro Soto Contreras por el delito de tentativa de femicidio, quedando detenido el imputado ante una medida cautelar impuesta por el juez penal. Situación que generó que usted Batres López impugnara la medida cautelar presentando apelación ante el Tribunal de Juicio de Turrialba. En cuanto al hecho 4, aleja que efectivamente atendió la causa 17-000512-067-IJ pero no en disponibilidad, ya que el 8 de mayo del 2017 fue lunes, fue enviada para cubrir una indagatoria del Lic. Pereira que se encontraba en el debate supra indicado, el cual se prolongo por un mes sin sustitución, indica que en este punto remite a la contestación del traslado de cargos de expediente numero 055-2017 por estos mismos hechos. Se resuelve: En relación a este hecho, se trata de una descripción e informativo, que no contiene ninguna acción que se puede considerar como al presunto acoso laboral, y así también lleva relación con los hechos ya conocidos en el expediente 055-2017.
Hecho 10. Sin precisar fecha pero si entre el 27 de junio del 2017 y 05 de marzo del 2018, usted Rangel María Batres López presuntamente con un comportamiento tendente a producir desmotivación laboral y evidente arbitrariedad con el propósito de inducir a permuta, aprobó los viáticos de manera tardía del licenciado Vianney Mauricio Pereira Quirós, correspondientes a las visitas carcelarias o juicios celebrados en los Tribunales de Cartago, tramitados durante el espacio temporal indicado, incluso en algunos casos hasta con dos meses de atraso desde la presentación de los mismos. Aduce la funcionaria Batrios López, que resulta totalmente falso, que para esa época se empezó a utilizar para la aprobación de viáticos un sistema digital, del cual ella no había sido capacitada, y en aras de aprobar los viáticos la secretaria Nancy Zúñiga fue a la Administración de Turrialba para que le explicaran los pasos a seguir en la utilización del sistema, y poder explicarle a su persona para proceder hacer la aprobación, afirma que esta situación tenía conocimiento el Lic. Pereira, aclara también que en el sistema no existe ninguna alerta que exista viáticos pendientes, como sustento probatorio ofreció la declaración de la Secretaria Nancy Zúñiga. Se resuelve: En cuanto a este punto, se recibió el testimonio de la secretaria Nancy Zúñiga, quien en su declaración indico; “Para aprobar los viáticos era por medio de intranet como a mediados del año pasado. Yo no recibí capacitación. Recuerdo de Mauricio y Fabián comenzaron a cobrarlos. Fui a la administración para que me explicaran como usar ese sistema y luego le expliqué a Rangel y ella los hacía desde mi computadora o desde la de ella, y luego ella los anotaba en la libreta para que no se le olvidara y si costó un poco ese procedimiento nuevo” Pues bien, en este punto si bien es cierto, se tiene por acreditado el hecho que la Licda. Rangel aprobó los viáticos en forma tardía, también se demostró que ello obedeció al cambio del Sistema de aprobación de los viáticos, y la falta de capacitación del uso del mismo, por lo que no encuentra este Tribunal que tal tardanza allá sido un comportamiento tendente a producir desmotivación laboral y con el propósito de inducir a una permuta al señor Mauricio Pereira, nótese que aunque si bien el aquí quejoso en su escrito de queja indica que con posterioridad haría llegar los correos relacionados con los viáticos, estos no fueron remitidos, por lo que con base en la prueba que se encuentra dentro de los autos, no es posible tener por acreditado la mala fe de la aquí encausada.
Hecho 11. Sin precisar fecha exacta pero en el mes de junio del 2017, usted Rangel María Batres López con un presunto comportamiento tendente a menoscabar la dignidad e inducir la permuta, traslado o renuncia de Pereira Quirós, le dijo a la fiscal Cinthya González Quirós que se encargaría de sacar “a patadas” a Quirós de la Defensa Pública de Turrialba. En cuanto al hecho 11, la encausada indicó que es totalmente falso, y ofrece para ello el testimonio de la Licda. Cinthia González Quirós. Se resuelve: Pues bien, en lo que respecta a este hecho, se recibió en audiencia oral la declaración de la señora Cinthia González Quirós, la cual relató que en realidad eso no fue así, que no precisaba la fecha, pero que ella estaba en una audiencia de penal juvenil y en eso llegaron unas usuarias a reclamar un maltrato de Mauricio, y Rangel subió, luego cuando regresó le dijo que no sabía que hacer con Mauricio, que le daba muchos problemas, que el estaba interino y debía cuidar su trabajo; así también manifestó que había hablado con el Lic. Mauricio y que ella misma le había dicho que si no estaba bien que se incapacitara o buscara ayuda, porque había visto un cambio en el temperamento de él; es por lo anterior y por cuanto no existen probanzas que respalde el dicho del quejoso Pereira que no es posible tenerlo por demostrado.
Hecho 12. Sin precisar fecha exacta pero a inicios de enero del 2018, ante el otorgamiento de una plaza de Defensor Público destinada para el descongestionamiento de los Tribunales de Justicia de Turrialba, usted Rangel María Batres López presuntamente insistió en que dicha plaza fuera ocupada por Mauricio Pereira Quirós para interrumpir la continuidad de la plaza interina que venía ocupando en la Defensa Pública de Turrialba y así lograr “sacarlo” de Turrialba. Igualmente rechaza la acusada el hecho 12, aduciendo que en ningún momento su intención fue esa, sino aclarar la situación de las plazas y los nombramientos, ya que se implemento en Turrialba un nuevo proyecto para la reducción del circulante a partir del 8 de enero del 2018, y para ello se clonó otra de las plazas de Turrialba concretamente la plaza que ocupa el Lic. Mauricio Pereira interinamente, ya que anteriormente se clonó la plaza de la Licda. Merayo Arias y que en este momento se encuentra en Cartago. Y que en razón de ello, el 22 de diciembre recibió 4 correos indicándole que 4 personas diferentes iban para Turrialba en sustitución del Lic. Pereira, y que a parte que la plaza era clonada, el Lic. Mauricio había solicitado vacaciones por todo el mes de enero; por lo que supuso que había un enredo con las plazas, y que procedió a llamar a la Licda. Ana Karen pero se encontraba en una reunión, por tanto le envío un correo pasadas las 4:30 aclarando la situación con las plazas clonadas de Turrialba, y lo hizo de conocimiento del coordinador regional José Arnoldo González, aporta para ello cadena de correos “Plaza de reducción de circulante”. Se resuelve: Vista la prueba documental, así como los testimonios recibidos, no encuentra quienes resuelven que el fin o el motivo de los correos enviados por doña Rangel sea el interrumpir la continuidad del nombramiento del Lic. Mauricio Pereira, sino se observa que los mismos obedecieron a las diferentes comunicaciones en relación a las sustituciones, y en procura de la estabilidad de la oficina y el bienestar de las personas usuarias, de acuerdo a sus deberes en el cargo que desempeñaba de velar por la buena marcha del trabajo.
Hecho 13. Usted Rangel María Batres López, ante las presuntas conductas y situaciones de acoso laboral en perjuicio de Vianney Mauricio Pereira Quirós, descritas en los hechos numerados del 01 al 12, ocasionó afectación en la salud de Pereira Quirós, incluso requiriendo ayuda psicológica, por cuanto sus sentimientos y estado de ansiedad llegaron al punto de sentirse triste en el trabajo, además de experimentar sensaciones de persecución, maltrato y entorpecimiento laboral en cuanto a sus funciones y su persona. En cuanto al último hecho, alega que desconoce que el Lic. Pereira haya recibido atención psicológica por estos hechos, que además de estos problemas con el Lic. Mauricio se daban otros que los usuarios constantemente se quejaban del mal trato que recibían en su atención y constantemente solicitaban cambio de defensor, así también tenían problemas porque él no acataba las directrices de la oficina, ya que se iba hacer las visitas sin informarlo, incluso hacia visitas carcelarias estando disponible, aportando como sustento de lo anterior, resolución en causa 17- 000151-067-PE, cadena de correos con solicitud de cambio de defensor interpuesto por Giovanni Retana, cadena de correos y recurso de amparo de don Luis Carlos Zúñiga Durán, cadena de correos de la señora Janeth Correa Vega, y correo enviado por ella con respuesta del Lic. Pereira con respecto a la cita carcelaria. Se resuelve: Tal y como se explico líneas atrás, en casos de denuncias de presunto acoso laboral, se debe demostrar la afectación de la victima y el nexo causal de esa afectación con los hechos. En este punto, en audiencia se aportó Oficio emitido por el Servicio de Salud de Empleados Judiciales N° 082-SS-ISJ 2018, según el cual el funcionario Mauricio Pereira fue atendido en fechas 25 de Agosto del 2017, 26 de setiembre del 2017 y 25 de octubre del 2017 por razones de índole laboral, sin embargo en la declaración la testigo Cinthia González Quirós, indicó que ella había percibido el cambio en la conducta del compañero, y que ella tenía entendido que se debía a problemas de índole personal con la esposa; aunado a ello se toma en cuenta la prueba documental aportada por la encausada consistente en los correos y gestiones de partes en diferentes procesos solicitando el cambio de defensor por un maltrato del Defensor Pereira, y observando que las fechas en que estaba haciendo atendido coincide con dichas gestiones, no es posible tener por demostrado el nexo causal entre la afectación de salud del quejoso y los hechos que aquí se investigan, toda vez que es lógica que las quejas indicadas incidieran en el animo, causando una afectación a nivel laboral y de salud del quejoso, por lo que al quedar una duda no es posible tener por acreditado el hecho tal y como se acusa.
- En cuanto a los hechos acusados con respecto al Lic.FABIÁN CALDERÓN BARRIOS, tenemos: Hecho 1. Sin precisar fecha exacta pero si entre los meses de abril y mayo del 2017, se llevó a cabo el juicio oral y público en la causa penal 15-0000264-1219-PE, seguido contra Luis Francisco Brizuela Agüero, mismo que se desarrolló en los Tribunales de Justicia de Cartago y donde el señor Fabián Calderón Barrios, quien se desempeña como Defensor Público en Turrialba, fungía como Defensor Público de uno de los imputados. Hecho 2. El 26 de abril del 2017 a eso de las 14:28 horas, usted Rangel María Batres López, poniendo entre dicho la reputación y el prestigio laboral del señor Fabián Calderón Barrios y aprovechando el chat grupal denominado “Turrialba”, en la aplicación de Whatsapp, integrado por personal de la Defensa Pública de Turrialba, así como defensores públicos que han tenido nombramientos en Turrialba, presuntamente escribió: “Mauricio y Fabián???? Ustedes ahoritan llegan???? Es que los llamaron del Tribunal de Cartago y dijeron que habían suspendido de las 11:00 am….”, dando a entender que Fabián Calderón Barrios había hecho abandono injustificado de sus labores, por cuando el debate dentro del proceso 15-000264- 1219-PE, se había suspendido en la primera audiencia, siendo que Calderón Barrios permaneció en la segunda audiencia en los Tribunales de Cartago para la revisión de una prueba e informar el día siguiente al Tribunal que era de interés para ser reproducido. Se resuelve: En cuanto a los hechos 1 y 2, se remite en cuanto a lo indicado en relación al señor Mauricio Pereira, no siendo posible tener por acreditado que la intención del mensaje haya sido poner entredicho la reputación y el prestigio laboral de los Defensores Públicos Vianney Mauricio Pereira y Fabián Calderón. 
Hecho 3. Sin precisar fecha exacta pero aproximadamente en el mes de junio del 2017, ante el proceso disciplinario incoado por Mauricio Pereira Quirós, contra usted Rangel María Batres López, y siendo que el señor Fabián Calderón Barrios fue llamado como testigo en dicho proceso, usted Batres López con una presunta conducta intimidante dejó de comunicarse con Pereira Quirós e incluso comenzó a publicar mensajes e imágenes en la red social Facebook, queriendo insinuar un desprestigio a la lealtad de los compañeros ante el proceso disciplinario que enfrentaba. En lo que respecta a este hecho acusado, la encausada lo rechaza por falso indicando que desde que empezó a tener problemas con los Licenciados Calderón Barrios y Pereira Quirós, y posteriormente con la Licda. Merayo Arias los bloqueo de su Facebook. Se resuelve: En relación a este punto, del análisis de la prueba aportada, aunque si bien la misma encausada admite que ella bloqueó a los aquí quejosos de la red social de Facebook, ello resulta ser una decisión de índole personal de la señora Batres en el manejo de sus amistades en sus redes sociales, y solo por ello no es posible tener por demostrado que la misma de una forma intimidatoria dejara de comunicarse con los señores Mauricio Pereira y Fabián Calderón, así también de las imágenes aportadas no se desprende que las publicaciones vayan dirigidas alguna persona en específico, por lo que carecen de sustento probatorio para demostrar la falta acusada.
Hecho 4. El 22 de agosto del 2017, al ser aproximadamente las 14:40 horas usted Rangel María Batres López con una presunta acción arbitraria e intención de provocar desmotivación laboral, ordenó al licenciado Fabián Calderón Barrios que atendiera la indagatoria de cuatro detenidos por el robo agravado en la causa 17-000898-00067-PE, teniendo conocimiento que dicha labor le correspondía a usted Batres López e incluso que Calderón Barrios ese mismos día había realizado las indagatorias en los procesos penales 17-000299-0067-PE y17-000603-0067- PE. 5. El 22 de agosto del 2017 a eso de las 15:00 horas, usted Rangel María Batres López continuando con una presunta acción arbitraria, intimidatoria e intención de provocar desmotivación laboral, ingresó muy alterada a la Defensa Pública y dijo a Ziane (secretaría) en voz alta “llame a San José porque este incumplimiento de deberes no puede ser pasado por alto”, esto por los argumentos de Fabián Calderón Barrios de que por rol le correspondía atender la indagatoria a usted Batres López, aunado que Calderón Barrios ese mismo día ya había atendido otras dos indagatorias de dos causa penales. 6. El 22 de agosto del 2017 a eso de las 15:20 horas, momento en el cual aún no se había atendido la indagatoria de la causa Penal 17-000898-00067-PE, el licenciado Fabián Calderón Barrios decidió atenderla, por lo que presuntamente le solicitó a usted Rangel María Batres López las minutas para realizar las indagatorias, instante en el cual con una acción tendente a entorpecer el cumplimiento de la labor, le negó la entrega de las minutas para realizar las indagatorias que le habían sido entregadas con anterioridad para la diligencia, debiendo el licenciado Calderón Barrios tomar minutas en blanco para atender la diligencia. 7. Ante los hechos antes descritos en relación a lo acontecido con la indagatoria de la causa penal número 17-000898-00067-PE, usted Rangel María Batres López presuntamente comunicó a la Unidad de Supervisión de la Defensa Pública información falaz, en contra del licenciado Fabián Calderón Barrios, iniciándose un procedimiento disciplinario en contra de Calderón Barrios, donde se llegó a desestimar bajo la resolución número 0114-2017. En cuanto los hechos cuarto, quinto y sexto, la Licda. Rangel los rechaza como falsos y alega que lo sucedido ese día fue puesto en conocimiento de la Supervisora de disciplinario María Felicia Zoch y del Coordinador de San José Marco Tulio Hernández Mora quienes la remitieron para hacer de conocimiento la situación que estaba presentándose con el Lic. Fabián Calderón, al indicarle la Secretaria Zianne Marín que le correspondía atender las indagatorias y la negativa de realizarlas. Así también, que mientras conversaba con el Lic. Marco Tulio Hernández el compañero Calderón entró a su oficina arrebatarle las minutas y con una falta de respeto lo señaló, y le dijo que él iba atenderlas pero que después no estuviera hablando paja, a lo que le indicó que ella iba hacerlas, saliendo él con rumbo desconocido. Indicó también en relación al hecho quinto, que la causa fue desestimada por acuerdo ya que en fecha posterior al 22 de agosto, se hicieron presentes en la Oficina de la Defensa Pública de Turrialba, mientras el Lic. Calderón se encontraba de vacaciones, la Licda. María Felicia Zoch, el Lic. Rodolfo Brenes y el Lic. Jorge Carmona, se presentaron a realizar un acuerdo entre ellos desestimar los procesos disciplinarios que la situación del 22 de agosto había generado, y restablecer las relaciones interpersonales, acuerdo que ella ha cumplido, pero no por los señor Calderón Barrios y Pereira Quirós al interponer esta queja. Como sustento de lo anterior, ofrece el testimonio de Zianne Marín Torres, así como los correos enviados el 22 de agosto del 2017 a la Supervisión Disciplinaria. Se resuelve: De un análisis de la prueba traída, se tiene que la situación entorno a la atención de las cuatro indagatorias, ocurrida entre la Licda. Rangel y el Lic. Fabián, si bien no fue abordada de la manera mas idónea por la Coordinadora no constituye un acto de acoso laboral, sino más bien se evidencia una mala comunicación entre los compañeros de la oficina, véase que según lo declarado por la señorita Nancy Zúñiga ella fue la que por su iniciativa al tener conocimiento de que la Licda. Batres se encontraba en ese momento ocupada, le solicitó al Defensor Calderón que por favor le colaborara con la atención de las indagatorias, ante la negativa de este acude a donde la Coordinadora Rangel, la cual tal vez reacciona de una forma errada al no tratar de dialogar primeramente con el compañero, y comunicar de una vez la situación acontecida ante la Supervisión, sin embargo se observa que lo acontecido resulta recíproco por parte de ambos funcionarios, por lo que si bien los hechos anteriores resultan ciertos, los mismos no pueden entenderse como un acoso laboral de la Coordinadora al señor Fabián Calderón. Por otra parte, en relación a la comunicación enviada a la Supervisora de disciplinario María Felicia Zoch, no es posible pensar en impedir o limitar el ejercicio de un poder-deber disciplinario. Por lo que, aquí no estaríamos en presencia de actos propios de un acoso laboral, ya que la jefatura está obligada a denunciar las faltas disciplinarias de sus subalternos pues de lo contrario podría incurrir eventualmente en la falta establecida en el artículo 192.3 de la LOPJ 
Hecho 8. Usted Rangel María Batres López, ante las presuntas conductas y situaciones de acoso laboral en perjuicio de Fabián Calderón Barrios, descritas en los hechos numerados del 01 al 07, ocasionó afectación en la salud de Calderón Barrios, incluso requiriendo ayuda psicológica, por cuanto sus sentimientos y estado de ansiedad llegaron al punto de sentirse afligido en el trabajo, además de experimentar sensaciones de persecución maltrato y entorpecimiento laboral en cuanto a sus funciones y su persona. En cuanto al ultimo hecho, la funcionaria Batres López aduce que desconoce si el Lic. Calderón Barrios haya requerido atención psicológica, asimismo afirma que el disgusto del Lic. Calderón Barrios se debe a que le ha llamado la atención en varias ocasiones, ya que veía partidos internacionales en horas laborales, al igual que prolongaba sus espacios para tomar café por 45 minutos o más, así también porque gestionaban el uso del vehículo oficial para el traslado a ciertos debates a realizarse en Cartago, pero no se le informaba a ella, siendo que ella como Coordinadora debía dar el visto bueno, por lo que le solicitó que previo le informara a ella, por lo que aporta mensajes de whatsapp donde aduce que se denota la mala manera de ponerla en conocimiento. Se resuelve: Pues bien, en este punto en autos no existe prueba alguna que el quejoso, tuviera que recibir tratamiento medico psicológico, por los hechos acontecidos y que se investigan en la presente sumaria, y siendo que es rechazado por la señora Rangel, no es posible sin respaldo probatorio tener por cierto las consecuencias que alega haber padecido a causa del presunto acoso laboral.
En relación a la LICDA. NAZIRA MERAYO ARIAS, tenemos: 
Hecho 1. Sin precisar fecha exacta pero a finales de junio del 2017, encontrándose en la oficina de la Coordinadora de la Defensa Pública de Turrialba y ante la consulta de Nazira Merayo Arias a usted Rangel María Batres López de que si había contestado un hábeas corpus que se había planteado en contra de la Defensa Pública de Turrialba, con un presunto comportamiento tendente a menoscabar la autoestima, y de forma grosera dijo, “ese no es su problema, a mi no me diga lo que tengo que hacer, yo sé lo que tengo que hacer”.
La encausada contesta rechazando los cargos, en el presente hecho indica que en fecha 27 de julio del 2018, cuando la Licda. Nazira le consultó le dijo que el Lic. Coto Coordinador de la Fiscalía le preguntó si ella había contestado el Habeas Corpus que ese día se vencía, a lo que le contestó que le pasaba a Coto preguntando por eso. Se resuelve: En este punto, haciendo de un análisis de la prueba tanto documental como testimonial, no existe elemento probatorio que respalde lo narrado por la quejosa, y es que los mismos son rechazados por la encausada, por lo que no es posible determinar la forma en que se dieron los hechos.
Hecho 2. Sin precisar fecha exacta pero a finales de junio del 2017, durante la huelga del Poder Judicial, ante presuntas llegadas tardías de usted Rangel María Batres López a la Defensa Pública de Turrialba, el licenciado Fabián Calderón Barrios asumió la representación de la Defensa Pública de Turrialba en las reuniones que se organizaban en el circuito, haciéndose acompañar en algunas ocasiones por la licenciada Nazira Merayo Arias, por lo que usted Batres López con una supuesta acción tendiente a provocar desmotivación dejó de hablarle a Merayo Arias, incluso realizaba gestos faciales inapropiados al verla (“malas caras”). En el segundo hecho, contesta la encausada que la huelga inicio el 19 de julio del 2017, que su apoyo fue de una manera muy pasiva, que permaneció en el Despacho de la Defensa Publica, sin embargo a manera personal participó en algunas actividades como fotos, marchas y reuniones, que no era su deber asumir la representación de la Oficina para la huelga, cada quien tenia la libertad de decidir si apoya o no, y la forma como la iba apoyar, es totalmente falso que le hiciera gestos a doña Nazira, no tenía razones para eso, aporta fotografías con los miembros de la Defensa y compañeros judiciales de Turrialba. Se resuelve: En el presente hecho, en lo relativo a la representación de la oficina en reuniones relacionadas con la huelga, consideran quienes resuelven que el apoyo o no resulta una decisión de índole personal, y jamás podría considerarse dentro de las obligaciones de la Coordinación la representación en estas actividades, y al igual que el anterior, no existe prueba que demuestre la actitud que se describe de parte de la Licda. Rangel así su persona, por lo que no es posible tenerlas por acreditadas.
Hecho 3. Sin precisar fecha exacta pero entre noviembre del 2016 y el año 2017 ante varias gestiones realizadas por Nazira Merayo Arias al Consejo de Administración de los Tribunales de Justicia de Turrialba, relacionadas con el parqueo asignado a la Defensa Pública de Turrialba, usted Rangel María Batres López aparentemente con una conducta intimidatoria y tendiente a provocar desmotivación laboral, se molestaba, le negaba el parqueo a Merayo Arias y le decía “que necia que ya eso está resuelto, que era de la macha” refiriéndose a la Secretaría Nancy Zúñiga. Respecto a la asignación de parqueos indica la Licda. Rangel que en la oficina de la Defensa se hizo por antigüedad y a principios del 2008, se le asignó a un parqueo a ella que era la que tenía más tiempo de laborar, y otro para el coordinador del Despacho que era en ese momento el Lic. Calderón Barrios, pero el mismo se lo cedió a la Secretaria de la Defensa Nancy Zúñiga y a su hermano Carlos Calderón, doña Nazira se fue varios años a San José, y regresó habiendo mas defensores con más antigüedad, por lo que hacía las gestiones pero siempre había personas con mejor derecho, ofrece como prueba la declaración de Adrián Coto. Se resuelve: En cuanto al punto, de las distribuciones de parqueo se recibió la declaración del señor Adrián Coto Pereira, miembro del Consejo de Administración del edificio, quien declaró que recuerda que la Licda. Nazira solicitó un espacio de parqueo como unas 4 veces entre el 2016 y 2017, en algunos casos vieron los puntos de agenda, se decía que eso era un tema de asignación era por la jefatura, y era un punto ya resuelto. Que en ese tiempo recuerda que uno lo usaba la jefatura y el otro el que de mayor tiempo de estar ahí en el despacho,  refiriéndose a la oficina de la Defensa. Indicó que creía que el que tenía espacio era el Lic. Calderón, y él no llevaba el carro, que supo que en ese espacio parqueaba la asistente de la defensa la Lic. Nancy que ahora es defensora. También declaró que en Turrialba era costumbre darle espacio a los administrativos. Así también manifestó que una de las quejas era que el espacio de la fiscalía una compañera dejaba el carro en el espacio de afuera y el de adentro no se usaba, pero que ese era un tema interno de la fiscalía y ella lo hacía para que no le estorbara en el espacio a la salida. Cuando se le consultó si sabía porque la Licda. Rangel no le asignó un espacio a la Licda. Nazira, indicó que creía que era por antigüedad, no tenía el tiempo requerido para tener derecho a un espacio, que Nazira lo que solicitaba era un espacio para ella y eso no se podía solo eran dos por oficina y que cada jefatura disponía la distribución. Que la forma de discusión en el Consejo, era que el secretario leía la gestión de los trabajadores, Rangel la exponía y colegiadamente se resolvía el tema. Pues bien, no resulta un hecho controvertido que la Defensora Nazira Merayo presentara varias gestiones ante el Consejo de Administración para la asignación del espacio en el parqueo, sin embargo se le resuelve que la defensa tiene asignado dos espacios, y que su distribución era decisión de la jefatura de la oficina, así también es claro que uno de los espacios asignados a la oficina de la Defensa lo ocupaba la secretaria de la oficina por habérselo cedido el Lic. Calderón, sin embargo analizado lo anterior arriba a la conclusión este Tribunal, que el rechazo de las gestiones de la asignación no obedece a una decisión de la Licda. Rangel, siendo que las gestiones eran presentadas ante Consejo de la Administración, mismas que fueron trasladadas por la misma funcionaria Batres López , y resueltas por todos los miembros del Consejo, a parte que quedó demostrado como incluso lo indicó la propia quejosa que los parqueos ya se encontraban distribuidos, y de acuerdo a lo indicado por el testigo era costumbre que en Turrialba se le asignara parqueo al personal administrativo, y aunque si bien según declaración de la Licda. Nazira en visita de los Supervisores el parqueo por una recomendación se le quita a la Secretaria y se reasigna al Lic. Mauricio, con ello no es posible tener por acreditado que haya existido por parte de la aquí encausada alguna mala intención de menospreciar o desmotivarla con la negativa de otorgárselo, véase que por el contrario las gestiones relacionadas a que se le otorgara un espacio de parque la señora Rangel las lleva ante el Consejo, así también es ayuno de prueba la forma en la que indica doña Nazira que le contesto la Licda. Batres.
Hecho 4. El día 22 de enero del 2018, ante la asignación de la licenciada Nazira Merayo Arias en la plaza de reducción de circulante por parte del Área de Nombramientos de la Defensa Pública y la aceptación de dicha licenciada, usted Rangel María Batres López con una presunta conducta tendiente a causar desmotivación laboral y de manera molesta le dijo a Merayo Arias “por que usted,  porque la llaman a usted”, dándole a entender que no podía asumir dicha plaza.  Incluso remitiendo un correo electrónico a los encargados de nombramientos para que Nazira no ocupara la plaza de reducción de circulante que había sido asignada a la Defensa Pública de Turrialba. En el hecho cuarto, indica que se enviaron correos a la Licda. Ana Karen encargada de realizar los nombramientos por considerar que podía haber una confusión en cuanto a las plazas clonadas, así también que envío un correo al Coordinador Regional don José Arnoldo González a solicitud de la Licda. Nazira, así como varios mensajes de whatsapp, los cuales aporta como prueba. Se resuelve: El presente punto al igual como se indicó en el hecho relacionado con el Lic. Mauricio, de un análisis de los correos enviados por la Lic. Rangel de fechas 22 de diciembre del 2017, 19 y 23 de enero del 2018 dirigidos a Ana Karen Arias Matarrita, a la Unidad de Nombramiento Defensa Publico, a don José Arnoldo González Castro, Nazira Merayo Arias y Jorge Alonso Calderón Jiménez, los mismos se desprende que obedecieron a las comunicaciones en relación a las sustituciones, y con el fin de aclarar una posible confusión con los nombramientos, así como en procura del bienestar de las personas usuarias, mas concretamente en los casos relacionados que la Licda.  Merayo tenía desde hace tiempo a cargo, por lo que no encuentra esta autoridad alguna molestia en las consultas y correos enviados, sino más bien una preocupación por la debida atención a las personas usuarias de la oficina, velando por la buena marcha de la oficina y de los expedientes a cargo de la misma. Así tampoco de las imágenes aportadas de conversación en la aplicación whatsapp se desprende que existiera alguna molestia por el hecho que la compañera Nazira asumiera las plazas, sino que únicamente se puede concluir una mala comunicación entre los miembros de la oficina, véase que la encausada le indica que “ Si hubiéramos empezado porque dice que vos quieres hacer los juicios…. Y yo no hubiera ni siquiera mandado el correo…”; y es que debió la Lic. Pereira Arias hacer de conocimiento en forma oportuna a la Coordinadora, la decisión tomada, ya que era evidente que afectaría la forma de trabajar de la oficina; por lo que no es posible tener por demostrado la mala fe que aquí se acusa. 
Hecho 5. El día 25 de enero del 2018, usted Rangel María Batres López con una presunta acción tendiente a provocar desmotivación, ordenó a Nazira Merayo Arias que debía salir de la oficina que ocupaba y debía trasladarse al pasillo cerca de la recepción, y que si no quería cambiarse de ubicación debía rechazar el nombramiento en la plaza de reducción de circulante. Asimismo con una presunta acción tendiente a entorpecer el cumplimiento de la labor, presuntamente retiró los permisos de agenda Cronos y el Sistema de Seguimiento de Casos (SSC) a Merayo Arias. Afirma la encausada, que en ningún momento le ordenó a doña Nazira salir de la oficina, cuando ella la vio estaba pasando al cubículo con la ayuda de algunos compañeros entre ellos los de informática, que hay que tomar en cuenta al asumir doña Nazira a la plaza de Reducción de Circulante y el Lic. Jorge Calderón la plaza en propiedad, parecía de lógica, pero ella en ningún momento ordenó que desocupara la oficina, así también es falso que le retirara los permisos de Agenda Cronos y el Sistema de Seguimientos, por el contrario hizo todas las gestiones para que le otorgaran estos permisos en la plaza que asumía, para lo que se conversó con el compañero Freddy encargado de la Defensa Publica de tramitar ese tipo de permisos, de lo anterior ofrece testimonial de Nancy Zúñiga y correo situación plaza reducción de circulante. Se resuelve: En este punto, se contó con la declaración de la funcionaria Nancy Zúñiga, la cual se encontraba en ese momento como Secretaria de la Defensa de Turrialba, dentro de su declaración indicó que se había clonado una plaza para colaborar con los juicios, y llegó un defensor nuevo Jorge, que al inicio fue confuso no se sabía que iba hacer, y Nazira estuvo gestionando los códigos de acceso, a Jorge se le puso en un escritorio y una computadora, y él le decía que iba a hacer si tenía que entrar a buscar los expedientes, luego vio que Nazira sacó las cosas y la computadora, llamó al muchacho de informática para el punto de red. Indicó también que en el caso de los otros licenciados se acomodaron en los cubículos, y ella si pidió los permisos para cronos y el sistema de consultas en los casos, Freddy les dijo que había que hacer un reporte para sacar a Nazira y meter a Jorge, y que se le asigne un nuevo código a Nazira, él dijo que era San José, y Rangel hizo las gestiones, que de su parte asignó los usuarios en el sistema, hizo el cambio de Jorge por Nazira por el tema de la plaza, luego con agenda cronos se pidió a informática, el código nuevo para Nazira lo gestionó Rangel, ella le comentó a Nazira y se hizo por correo. Relató también que quitaron al compañero Jefry de un cubículo para acomodar el escritorio de la Licda. Nazira, pero no quedó bien y luego a otro lugar, pero era incómodo, y al otro día se pasó a la oficina otra vez. Afirmó también que ella no escuchó a Rangel decirle a Nazira que se saliera de su oficina que ella comenzó a sacar todo y yo misma yo le ayudé con eso. Por otro lado se aportan cadena de correos electrónicos, iniciando el 1 de febrero del 2018 enviado por la Licda.  Nazira Merayo Arias a la Licda. Rangel Batres López, del mismo se desprende que se da una disconformidad en relación al traslado de oficina y los permisos de sistemas de la Defensora Merayo, sin embargo aunque si bien es cierto se denota un conflicto en la relación interpersonal entre las dos funcionarias, de la lectura de los correos no es posible tener por constatado que efectivamente se le haya obligado a salir de la oficina como lo indica la quejosa, tampoco que la situación con los permisos en los Sistemas fuera por decisión de la Coordinadora de la oficina, ya que es de conocimiento los cambios informáticos que conllevan todo traslado a otra plaza y un cambio de usuario en los Sistemas, véase que los permisos fueron debidamente solicitados por la coordinación y la Secretaria, y si bien la funcionaria Nazira debió volver a gestionarlos, no fue producto de la inacción de la coordinadora Rangel Batres, ya que la misma ya los había solicitado.  Así tampoco, se puede tener por constatado con solo el dicho de la quejosa que fue por orden de la encausada que saliera de su oficina, máxime que la testigo Zúñiga indicó que ella no había oído que la Licda. Batres se lo hubiera ordenado, véase también que incluso esta última conversa con el Lic. Jorge para que se vuelva a pasar al lugar donde estaba, y la compañera Merayo Arias pudiera volver a su oficina, siendo por todo lo indicado que se tiene por desacreditado el hecho acusado. 
Hecho 6. El día 12 de junio del 2017 el programa de Adaptación del Puesto y Reubicación Laboral del Poder Judicial, remitió a usted Rangel María Batres López formulario denominado “Descripción de las tareas y actividades rutinarias y no rutinarias” para ser completado directamente por usted, ante el programa de Readaptación Laboral en el cual se encontraba la servidora Nazira Merayo Arias. Dicho formulario le fue reenviado en fechas 01 de agosto del 2017 y 28 de agosto del 2017. 7. Usted Rangel María Batres López, con una presunta conducta tendiente a poner en riesgo la integridad y la seguridad de Nazira Merayo Arias,  no completó el formulario indicado en el punto anterior, teniendo la licenciada Merayo Arias que completar dicho formulario y entregárselo a su persona para que fuera remitido hasta el mes de setiembre del 2017, al programa de Adaptación del Puesto y Reubicación Laboral del Poder Judicial, generando una atraso en el trámite que gestionaba el Programa de Adaptación al Puesto y Reubicación Laboral solicitado por la señora Nazira Merayo Arias. La acusada alegó en el punto 6 y 7, que ella no sabía como proceder con el formulario, ignoraba quien lo debía llenar y como se llenaba, si ella lo podía enviar o debía ser con autorización por parte de la Administración de la Defensa Pública de San José el señor Luis Soto Richmond, a quien se le consultó al respecto pero no recibió respuesta. Indica que le consultó al compañero de Salud Ocupacional que de casualidad llegó a la oficina, le explicó que ese formulario debía llenarlo doña Nazira y así se hizo. Se resuelve: De acuerdo a la prueba documental, se tiene por demostrado que a la Licda. Rangel se le envía correo en fecha 12 de julio del 2017 con el formulario Descripción de Tareas y Actividades rutinarias y no rutinarias, como parte del Programa de Readaptación Laboral en el que se encontraba la servidora judicial Nazira Merayo, en el mismo se indicaba que debía ser llenado directamente por ella, sin embargo siendo que no se había enviado dicho formulario en fechas 1 y 28 de agosto del 2017 se remite nuevamente el correo, al que la aquí investigada contesta: “ Reciba un cordial saludo de mi parte, en respuesta a su correo ante ese emplazamiento que me realiza, me permito respetuosamente indicarle que yo desconozco por completo cual es el procedimiento que hay que seguir con este trámite, al igual que la Licda. Nacira quien es la afectada y que incluso en una cita reciente le consultó al médico tratante sobre esto y que en igualmente le digo desconocer de este procedimiento. Si bien es cierto yo soy la Coordinadora de la Defensa Pública de Turrialba y la superior inmediata de la Licda. Merayo, yo no tengo ningún poder de decisión al respecto y desconozco si es parte de mis funciones como Coordinadora dar respuesta a su solicitud por lo que debo consultar a la Administración de la Defensa Pública de San José si me corresponde o no realizar este trámite y de ser así que pasos debo seguir.” Posteriormente, en el mes de setiembre se le vuelve a enviar de parte de Gloriela Soto Blanco a la señora Rangel Batres, consultando en relación del Formulario, al que en fecha 22 de setiembre contesta está última, donde indicaba que el formulario lo llenó la compañera Nazira, que todavía no tenía respuesta, pero que ella le había consultado a un compañero de Salud Ocupacional y le explicó algunas fechas, por último en fecha 25 de setiembre del 2017 se lo envía debidamente completado. Pues bien, efectivamente se observa que la encausada incumple con lo solicitado por el Programa de Adaptación del Puesto y Reubicación Laboral, siendo que debió la encargada de solicitar el formulario en 3 oportunidades, mismo que al final es completado por la Licda. Merayo y remitido hasta finales del mes de setiembre, sea más de dos meses en su solicitud, para este Tribunal resulta reprochable esta conducta al causar un retraso en el trámite de la gestión de la funcionaria Merayo Arias, sin embargo no se encuentra en dicha tardanza una mala intención por parte de la Coordinadora, sino un desconocimiento por parte de la misma en el trámite, así también toma en cuenta esta autoridad que si bien en su declaración la aquí quejosa indicó que no se había realizado el trámite del traslado, también declaró que ella misma en octubre y noviembre mandó un correo desistiendo de su solicitud, por lo que no es consecuencia del atraso del envío del formulario, que no se realizara la gestión de traslado. En consecuencia, no encuentra este tribunal alguna conducta que merezca la aplicación del régimen disciplinario. 
Hecho 8. Usted Rangel María Batres López, ante las presuntas conductas y situaciones de acoso laboral en perjuicio de Nazira Merayo Arias, descritas en los hechos numerados del 01 al 07, ocasionó afectación en la salud de Merayo Arias, incluso requiriendo ayuda psicológica, al sentirse afligida en el trabajo, además de experimentar sensaciones de persecución, maltrato y entorpecimiento laboral en cuanto a sus funciones y su persona. En cuanto al último hecho, afirma la aquí investigada que es falso, que la Licda. Nazira ha recibido atención psicológica desde hace mucho tiempo incluso antes de tener el accidente del 2016, y entiende que es por cuestiones personales. Se resuelve: Revisado el proceso, no se encuentra en autos prueba alguna de que la funcionaria Nazira tuviera que recibir tratamiento médico psicológico, por los hechos acontecidos y que se investigan en la presente sumaria, véase que la misma declaró, que ya antes había tenidoatención en el área de psicología por un juicio muy grande desde el 2006, y para este tema ella sacó cita con Miladi, también por el tema de su accidente y que tenía otras situaciones de salud, por lo que aunque de los autos si puede desprender que la Licda. Merayo Arias si estuvo en tratamiento médico a causa de un accidente,  existe ayuno de prueba en cuanto a la afectación psicológica sea causada por los hechos que aquí se acusan.  Resulta importante hacer una serie de observaciones con relación al tema del acoso laboral y el abordaje que sobre ésta ha hecho no sólo la Institución a lo interno sino como en las diferentes instancias judiciales y administrativas se ha definido este tipo de conductas. Así por ejemplo en los artículos 1 y 2 del Reglamento Autónomo para prevenir, investigar y sancionar el acoso laboral en el Poder Judicial. El artículo 1° se refiere a los Objetivos, disponiendo lo siguiente:  "Prevenir, investigar y sancionar las conductas y situaciones de acoso laboral en el Poder Judicial, en el tanto es una práctica discriminatoria contra los derechos fundamentales de la persona trabajadora, que atenta contra su dignidad, los derechos de igualdad ante la ley y no discriminación, al trabajo, la salud y a su integridad personal." El artículo 2° contiene la definición de acoso laboral:  "Consiste en un patrón de conducta (s) agresiva (s) y abusiva (s), continua (s),  sistemática (s), deliberada (s) y demostrable (s) de una o varias personas sobre otra u otras personas en el lugar de trabajo, independientemente del puesto que ocupe, que contempla acciones u omisiones contra la comunicación de la (s)  persona (s) acosada (s), los contactos sociales, la reputación, el prestigio laboral o la salud física y psicológica. Esto con el fin de generar miedo, intimidación,  angustia, perjuicio laboral, desmotivación o inclusive, inducir al traslado o renuncia. "; disponiendo en el inciso a.1) las modalidades generales, entre ellas:
"1. Maltrato laboral: Todo acto de violencia contra la integridad física o moral y los bienes materiales de quienes estén cubiertos por este reglamento; toda expresión verbal injuriosa o ultrajante que lesione la integridad moral o los derechos a la intimidad y al buen nombre; todo comportamiento tendiente a menoscabar la autoestima y la dignidad de quien participe en una relación de trabajo. 2. Persecución laboral: Toda conducta cuyas características de reiteración o evidente arbitrariedad permitan inferir el propósito de inducir la permuta, traslado o renuncia de la persona servidora, mediante cualquier acción que tenga la intención de producir daño, afectar la estabilidad física y/o emocional, o provocar desmotivación laboral. 3. Discriminación laboral: Todo trato diferenciado por razones de raza, género, origen familiar o nacional, credo religioso, preferencia política, orientación sexual, situación de discapacidad o condición social, entre otras causas injustificadas. 4. Entorpecimiento laboral: Toda acción tendiente a entorpecer el cumplimiento de la labor, hacerla más gravosa o retardarla con perjuicio para la persona servidora. Constituyen acciones de entorpecimiento laboral, entre otras, la privación, ocultación, instrucciones difusas o erróneas, inutilización de los insumos, documentos, instrumentos para la labor, el ocultamiento de correspondencia o mensajes electrónicos. 5. Desprotección laboral: Toda conducta tendiente a poner en riesgo la integridad y la seguridad de la persona servidora mediante órdenes o asignación de funciones sin el cumplimiento de los requisitos mínimos de protección y seguridad.” Por otro lado, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, ha señalado en el voto número 1165-2015, de las nueve horas con cincuenta minutos del veintiuno de octubre del año dos mil quince: “... para determinar si hubo o no hostigamiento deben tomarse en consideración varios elementos, entre ellos, la intencionalidad, ya que la conducta tiene que tener como fin minar la autoestima y la dignidad de la persona acosada y debe ser repetida, es decir, constante, no aislada y durante un período prolongado, todo ello con el fin último de que la persona trabajadora abandone su trabajo.” Ahora bien, tomando como base las consideraciones arriba apuntadas, y con base en la relación de hechos expuestos, así como la prueba documental y testimonial recibida en la audiencia oral y privada, este Tribunal llega a la conclusión de que en el presente asunto, no fue posible tener demostrado que la encausada RANGEL MARÍA BATRES LÓPEZ hayan incurrido en hechos constitutivos de acoso laboral u otros actos discriminatorios en perjuicio de Fabián Calderón Barrios, Vianney Mauricio Pereira Quirós y Nazira Merayo Arias, tal y como fuera denunciado en su momento por estos. Dicha conclusión surge luego de escuchadas las declaraciones de los testigos de descargo los cuales bajo la fe de juramento narraron a este
Tribunal, lo ocurrido con relación a los hechos acusados. Para el caso en estudio, no fue traída a los autos ninguna prueba idónea para sustentar la intencionalidad de la
encausada en las acciones desplegadas por ella; es criterio de quienes resuelven que las acciones llevadas a cabo por parte de la señora Batres López son propias del ejercicio de una Jefatura orientada a hacer cumplir las directrices internas, ello se aprecia no solo de lo que ella misma menciona en su contestación al traslado de cargos, sino también en las declaraciones de algunos testigos como las señoras Zianne Marín Torres, Cinthia González Quirós, Nancy Zúñiga Matamoros y el señor Adrián Coto Pereira en los hechos denunciados, actuó haciendo solicitudes o poniendo en conocimiento aspectos regulados de acuerdo con la normativa interna,  de igual manera, de la prueba documental aportada, tal y como se explicó ampliamente no se encuentra ninguna falta de respeto, ni intención de causar alguna de desmotivación laboral. Lo que se lo logra desprender con claridad, que entre las partes existe una mala relación interpersonal, y que una disconformidad por parte de los quejosos con las decisiones, y directrices tomadas por la funcionaria Rangel Batres en su condición de jefatura, lo que queda en evidencia con el Informe de Ambiente Laboral del 29 de noviembre del 2018, el cual se indica que en la mayoría de las entrevistas y cuestionarios se obtuvo que con la salida de la Licenciada. Batres el ambiente de tensión y conflicto presente principalmente entre las y los defensores se terminó, con lo que se reafirma que lo que ocurre en la Oficina se debe a una mala relación de los profesionales que laboran en ella, debido a la forma en que la encausada realiza sus labores de coordinación, que aunque si bien puede que no les parezca las más idónea, no se encuentra que sus actuaciones y decisiones constituyan alguna forma de Acoso Laboral. 
Así también, en relación a los maltratos acusados y la forma grosera por la aquí encausada, que indican los quejosos en los diferentes hechos, no se cuenta con más respaldo probatorio que la acusación y la declaración de los mismos, quedando en contraposición el dicho de la señora Rangel, siendo imposible determinar la veracidad de los hechos denunciados, por una falta de elementos probatorios que lleven al Tribunal al convencimiento de que lo narrado en la queja sea cierto, lo anterior dado que aunque los señores Mauricio Pereira, Fabián Calderón y la señora Nazira Merayo narraron los hechos en la audiencia, no es posible solo con ello tenerlos como ciertos, ya que los mismos tiene un interés legítimo en el presente procedimiento, y no pueden ser considerado como prueba testimonial por aplicar aquí el principio de que nadie puede ser testigo de su propia causa, por lo que resulta necesario que los hechos que narran los quejosos sean sujetos de prueba con otros elementos probatorios que sustenten su dicho, lo cual no ocurreen este caso, toda vez que con la prueba recibida en este procedimiento no es suficiente para tenerlos por acreditados, por lo que este Tribunal se encuentra impedido de sancionar por la presunta falta, aplicando el contenido del numeral 207 de la LOPJ que dispone que el órgano disciplinario debe atenerse a lo que se encuentra consignado en el expediente, y en caso de duda debe resolver a favor del servidor desestimando la causa disciplinaria y archivando el expediente. En consecuencia, con fundamento en el principio in dubio pro operario, se declara sin lugar la presente queja en relación al presunto Acoso Laboral acusado, y se ordena su archivo.
 V. De acuerdo con todo lo anteriormente expuesto, si bien estima este Tribunal que la presente queja debe declararse sin lugar en cuanto a los hechos que fueron acusados por posible Acoso Laboral en el Poder Judicial, en perjuicio de Fabián Calderón Barrios, Vianney Mauricio Pereira Quirós y Nazira Merayo Arias.  Siendo que del análisis de todos los elementos probatorios y las manifestaciones de las partes en las distintas audiencias, a este Tribunal le preocupa en la forma en cómo se da el desarrollo la convivencia en los Despachos judiciales y entre los funcionarios, resultando propicio llamar la atención a la importancia de interiorizar y hacer conciencia a los funcionarios involucrados en esta causa e incluso a los que componen la Defensa Publica de Turrialba, acerca de los valores institucionales de colaboración, compañerismo, prudencia, discreción y sobre todo trabajo en equipo. No se debe dejar de lado, que el funcionario judicial debe ser una persona consciente de su alta misión y cuidar que sus actuaciones respondan a normas de conducta que honren la integridad de su función, a la vez que estimulen el respeto y confianza en la Institución. Los servidores del Poder Judicial, tal como lo dispone el artículo 2 de este Código en relación con el artículo 11, deben buscar y ser garantes de propiciar un ambiente laboral apropiado, en donde haya transparencia en los procedimientos internos y que la comunicación a todo nivel sea eficiente. Señala esta norma que dado que en el Poder Judicial trabajan diversidad de servidores, tanto en el nivel de administración de justicia, como auxiliares y de apoyo administrativo, en diferentes regiones del país, debe estimularse la conciencia que, tratándose de un servicio público, todo servidor judicial está comprometido en prestarlo en condiciones de excelencia. Siendo que debe asumirse un compromiso permanente desterrándose de este Poder Judicial “el ausentismo, el desempeño de la función con desgano, el desperdicio de recursos materiales a su disposición, la maledicencia o el chisme, el favoritismo o, por el contrario, el trato displicente o grosero hacia otros servidores o incluso hacia usuarios del servicio...” (Artículo 2 del Código de Ética Judicial).-
VI. INCUMPLIMIENTO DEL HORARIO LABORAL: En relación a este punto se tuvo por demostrado que efectivamente la Licda. Rangel Batres López en fechas 05 y 08 de marzo del año 2018, registró llegada tardía a la primera audiencia de la jornada laboral, ingresando a trabajar posterior a las 08:15 horas.
Al respecto, la señora Batres indicó en su contestación que: "…efectivamente el día 05 de marzo llegué tarde a laborar debido a que venía sufriendo unos inconvenientes mecánicos con su vehiculo, ya que para esa época estuvo recalentando el motor y en especial ese día me vi obligada a parar el vehículo en carretera y esperar a que el vehiculo se enfriara para poder echarle agua y poder continuar mi camino hacia Turrialba Aclaro que ese día no tenía ningún diligencia en horas tempranas de la mañana por Io que no hubo ninguna afectación al servicio. En vista de que no contaba con un Superior inmediato a quien avisarle del percance, pues yo era la Coordinadora de Despacho; si en ese momento llamé a la Secretaria y le comunique de mi atraso y de la situación sufrida en carretera…”. Pues bien, primeramente con relación al día 5 de marzo del 2018 no resulta un hecho controvertido, toda vez que es admitido por la aquí acusada que ella ingresa tarde ese día, por lo que lo que se debe determinar es si la llegada tardía resulta justificada o no, para ello dentro del proceso se cuenta con la prueba admitida en la audiencia oral, aportada por la defensa técnica de la Licda. Rangel que consiste en una constancia del mecánico Alfonso Gutiérrez, en la cual se indica que el vehículo perteneciente a la señora Rangel María Batres López,  marca Peugeot, año 2015, modelo 208, placa BGV-789, se le dio mantenimiento en las fechas del 5 al 7 de marzo del dos mil dieciocho, debido a un calentamiento en el motor, a la cual como contraprueba se admitió en carácter para mejor resolver Oficio del Registro Civil numero DC-0144-2019 del 11 de enero del 2019. Analizada la prueba anteriormente descrita, a este Tribunal le queda la duda en cuanto a la justificación de la llegada tardía del día 5 de marzo, toda vez es que criterio de quienes resuelven que el Oficio aportado por el quejoso Mauricio Pereira no tiene la virtud de desvirtuar la constancia aportada por la parte encausada, ya que se observa que contiene como “Asunto: Estudio de hijos/as”, y asimismo la cédula que ahí se consulta difiere de las contenidas en la constancia, sin embargo de la constancia del Mecánico se desprende con claridad que consignan dos números de cédula diferente del señor Alfonso Gutiérrez, uno en la parte arriba y la otra debajo de la rúbrica, y al no quedar claro plenamente quien realiza dicho documento, queda la duda de la justificación que alega la señora Batres, por lo que ante la duda en aplicación del 207 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se debe resolver a favor de la encausada, en consecuencia en relación al 5 de marzo del 2018 no es posible la aplicación de una sanción disciplinaria. En cuanto al día 8 de marzo del 2018, no resulta controvertido la llegada tardía de este día, ya que el mismo no ha sido negado por la encausada, nótese que en su escrito de contestación no realiza manifestación alguna en relación a la fecha indicada, aunado a ello el testigo Fabián Calderón dentro de su declaración indicó que precisamente el 8 de marzo la Supervisión de la defensa hace una visita y ese día Rangel vuelve a llegar a las 8:15 a.m., y siendo que la defensa técnica y material de la investigada no ha aportado ningún medio probatorio que justifique el ingreso a la hora señalada, se tiene por acreditado que el día 08 de marzo del año 2018 la encausada Rangel María Batres López, registró de forma injustificada llegada tardía a la primera audiencia de la jornada laboral, ingresando a trabajar posterior a las 08:15 horas, incumpliendo con el horario de labores del Poder Judicial, el cual indica que la hora de entrada para la Defensa Pública de Turrialba en la primera audiencia laboral es a las 07:00 horas. Y es que la obligación de cumplir con el horario, está regulada en el Estatuto del Servicio Judicial, artículo 49 inciso d; CIRCULAR Nº 165-2014 de la Secretaría General, de tal manera, que no se justifica que una funcionaria judicial no cumpla con el horario establecido y eso constituye una falta. El artículo 194 de la Ley Orgánica del Poder Judicial indica:
“…Cualquier otra infracción o negligencia en el cumplimiento de los deberes propios del cargo, no prevista en los artículos anteriores, será conocida por los órganos competentes, a efecto de examinar si constituyen falta gravísima, grave o leve con el objeto de aplicar el régimen disciplinario .” Por lo que se considera la falta como leve, cuya sanción para este caso es Advertencia o Amonestación Escrita, de conformidad con el artículo 195 del mismo cuerpo legal. Siendo que únicamente se tuvo por acreditado la llegada tardía de un día laboral, se le impone la sanción menor, que es de Advertencia. Asimismo, considera este Tribunal llamar la atención a la encausada, para que en adelante procure cumplir con el horario laboral establecido por la Institución según corresponda al Circuito Judicial donde labore.
VII. Se rechaza la solicitud que hacen los quejosos, en el sentido que la Sra. Batres López no vuelva hacer ubicada en la Defensa Pública de Turrialba, no resultando esta autoridad la competente en este acto para ordenar lo solicitado. Así también, por la forma en que se resuelve, se deja sin efecto la medida cautelar ordenada en resolución de las quince horas cuarenta y ocho minutos del trece de marzo del dos mil dieciocho, en la cuál se recomendó trasladar a la encausada a la Defensa Pública de los Tribunales de Justicia de Cartago, hasta que este asunto se resolviera por el fondo, y aprobada por acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 21-18 celebrada el 15 de febrero del 2017, Articulo VIII.
Comuníquese mediante oficio al Consejo Superior para lo que corresponde.
VIII. COROLARIO: Se rechaza la Nulidad de Traslado de Cargos alegado por la defensa técnica de la encausada. Se rechaza la prueba para mejor resolver ofrecida por la quejosa Nazira Merayo. En cuanto a los hechos acusados que podrían haber configurado conductas y situaciones de acoso laboral, de conformidad con el numeral 298 de la Ley General de la Administración Pública, se declara SIN LUGAR la presente queja seguida en contra de Rangel Batres López. Archívese el expediente en su oportunidad procesal. En lo que refiere al Incumplimiento de horario, por las razones expuestas y con fundamento en los artículos 39 de la Constitución Política y 174, 175, y del 190 al 212 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se declara con lugar la queja. Se califica la falta cometida como LEVE y atendiendo a esta calificación, de conformidad con el numeral 195 de la Ley Orgánica del Poder Judicial se le impone la sanción disciplinaria de a la funcionaria Rangel Batres López la sanción de Advertencia.
POR TANTO
Se rechaza la Nulidad de Traslado de Cargos alegado por la defensa técnica de la encausada. En cuanto a los hechos acusados que podrían haber configurado conductas y situaciones de acoso laboral, de conformidad con de conformidad con el numeral 298 de la Ley General de la Administración Pública, se declara SIN LUGAR la presente queja seguida en contra de Rangel Batres López. Archívese
el expediente en su oportunidad procesal. En lo que refiere al Incumplimiento de horario, por las razones expuestas y con fundamento en los artículos 39 de la Constitución Política y 174, 175, y del 190 al 212 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se declara con lugar la queja, calificándose la falta cometida como LEVE y atendiendo a esta calificación, de conformidad con el numeral 195 de la Ley Orgánica del Poder Judicial se le impone la sanción disciplinaria a la funcionaria Rangel Batres López la sanción de Advertencia. Se rechaza la solicitud que hacen los quejosos, en el sentido que la Sra. Batres López no vuelva hacer ubicada en la Defensa Pública de Turrialba. Por la forma en que resuelve, se deja sin efecto la medida cautelar ordenada en resolución de las quince horas cuarenta y ocho minutos del trece de marzo del dos mil dieciocho, donde se recomendó trasladar a la encausada a la Defensa Pública de los Tribunales de Justicia de Cartago, aprobada por acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 21-18 celebrada el 15 de febrero del 2017, Articulo VIII. Comuníquese mediante oficio al Consejo Superior para lo que corresponde.
(…)”
- 0 –
De conformidad con la resolución de las catorce horas treinta y un minutos del primero de febrero de dos mil diecinueve, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial, se acordó: 1.) Dejar sin efecto la medida cautelar de traslado temporal impuesta a la licenciada Rangel María Batres López, Defensora de la Defensa Pública de Turrialba a la Defensa Pública de Cartago, dispuesto en la sesión N° 21-18 celebrada el 15 de febrero de 2018, artículo VIII, por consiguiente, devolver a la licenciada Batres López, a partir del 6 de febrero de 2019, a su puesto como Defensora Pública de Turrialba. 2.) Hacer este acuerdo de la Jefatura de la Defensa Pública.
El Tribunal de la Inspección Judicial, las Defensas Públicas de Cartago y Turrialba y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
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DOCUMENTO N°1213-19
Se aprueba el acta N° 5-19 celebrada el 23 de enero de 2019. 
[bookmark: _Toc536713168]ARTÍCULO IV 
Documento N° 1220-19
Con motivo del sentido fallecimiento del señor Luis Fernando Soto Solano, padre de la servidora Kattia Soto Barahona, Técnica Supernumeraria de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Limón., se acuerda expresar a doña Kattia y a su estimable familia las condolencias de la Corte Suprema de Justicia y de este Consejo.
ARTÍCULO V 
Documento N° 1221-19
Con motivo del sentido fallecimiento del señor Rodrigo Vega Ulate, padre del licenciado Rodrigo Vega Aguilar, Profesional en Psicología de la Dirección de Gestión Humana, Sección de Reclutamiento y Selección, se acuerda expresar a don Rodrigo y a su estimable familia las condolencias de la Corte Suprema de Justicia y de este Consejo.
[bookmark: _Toc536713171]ARTÍCULO VI 
DOCUMENTO N° 9726-18, 352-19
Interpone la licenciada Sonia Navarro Castillo, Jueza Contravencional de Poás, recurso de reconsideración al acuerdo tomado en la sesión N°105-2018 celebrada el 04 de diciembre de 2018, artículo LV, en la que se acordó denegar la solicitud de exclusión del rol de disponibilidad en Violencia Doméstica en razón que no se determinaron limitantes que justificaran tal exclusión.
I.- Alega la servidora Navarro Castillo, en resumen: 
(…)
1) No se pidió la exclusión del rol de disponibilidad en materia de violencia doméstica en el Juzgado de Violencia Doméstica de los tribunales de Alajuela, sino un cambio del ejercicio del rol que me corresponde para que sea efectuado por la Licenciada Priscilla González Seravalli, misma que tiene propiedad como Jueza Supernumeraria en los Tribunales del Primer Circuito Judicial de Alajuela, quien está anuente a asumir dicho rol. Esto por cuanto mi idea no es interrumpir un servicio público en una materia tan sensible como es la de Violencia Doméstica.
2) Para evitar malos entendidos debe tenerse presente que la disponibilidad de Violencia Doméstica en Alajuela se atiende por seis juezas las que ejercen ese rol una semana al mes aproximadamente. El rol no comprende las horas laborales, sea el horario de siete y treinta de la mañana a las dieciséis y treinta horas de Lunes a Viernes sino de la siguiente manera: inicia el Lunes que le corresponda a cada jueza a las dieciséis y treinta horas y hasta las siete y treinta y horas del martes siguiente. El día martes de la misma manera, de las dieciséis y treinta horas a las siete y treinta horas del miércoles. El miércoles de las dieciséis y treinta horas a las siete y treinta horas del jueves. El jueves de las dieciséis y treinta horas al viernes a las siete y treinta horas. Los sábados y domingos las veinticuatro horas, las que finalizan el Lunes siguiente a las siete y treinta horas.
En otras palabras, la disponibilidad no comprende el horario de labores normal, mismo en el que sí atiendo las violencias domésticas de este sector -de Poás-, únicamente en el horario hábil diurno.
3) Por lo dicho anteriormente, las horas no hábiles que se laboran en disponibilidad, según se especificó en el hecho segundo, no forman parte de mi salario. Las mismas se cancelan según lo que labore la jueza disponible, sea, si le tocó ir dos veces en la noche y en cada ocasión laboró una hora, entonces se cobran dos horas extras, para poner un ejemplo. Esto es importante destacarlo a fin de aclarar que no se afectarían fondos públicos. De aceptarse mi petición, no se están comprometiendo recursos del Poder Judicial; lo que eventualmente se percibe son horas extras por el rol de disponibilidad, mismas que pueden ser recibidas por la jueza propuesta, y no por mi persona.
4) La disponibilidad de Violencia Doméstica que se efectúa en el Juzgado de Violencia Doméstica de Alajuela es sumamente amplia pues abarca una zona geográfica muy extensa, se atiende todo el cantón de Alajuela, el cantón de Poás -que a la fecha cuenta con cincuenta mil habitantes aproximadamente- y Atenas -que también es un cantón sumamente extenso-. Esto ocasiona que el volumen de trabajo en disponibilidad sea demasiado cargado y hace que el  juez disponible en su momento, deba trasladarse con mucha frecuencia a los tribunales de Violencia Doméstica de Alajuela, sea ir y volver en varias ocasiones, lo que en un noventa por ciento ocurre en horas entre las diez de la noche y cuatro de la mañana.
5) Lo expuesto pone en peligro además de mi integridad física como lo hice ver en un principio, mi vida. El traslado en mi vehículo desde mi casa de habitación hasta el Juzgado de Violencia Doméstica de Alajuela y viceversa dura una hora en promedio. Esto significa que si debo atender en una noche dos, tres, cuatro o más asuntos de violencia doméstica, debo trasladarme -sea ir y volver a mi vivienda- en igual número de ocasiones. Estos traslados, a la luz de la valoración oftalmológica que se me realizó conforme a mis padecimientos visuales, resultan peligrosos mientras conduzco. Como se extrae de lo examinado por el especialista en oftalmología, la incomodidad y dolor en mis ojos requiere estar colocándome gotas lubricantes, lo que puede acarrear que sufra un accidente mientras conduzco. En las noches se me nubla mi vista en demasía por la resequedad, momento en el que debo acudir a lubricar mis ojos. Durante los lapsos en que se nubla mi vista y mi visión se torna afectada, debo acudir inmediatamente a la lubricación para solucionar el problema, segundos que como bien es sabido, en la conducción de automotores, pueden ser mortales. Véase que en la valoración médica y oftalmológica efectuada por la Doctora Rosa Elena Vargas Solano que incorpora la revisión oftalmológica en su fundamento y conclusión (ampliación de dictamen IM N° 2018-0001832 de fecha 25 de octubre del 2018) indica textualmente: "La paciente no tiene visión subnormal, sin embargo no alcanza un 20/20, eso limita algo la capacidad para conducir por las noches, pero la conjuntivitis sicca (la resequedad) produce mucha incomodidad y dolor y necesita estar colocándose las gotas lubricantes muy frecuentemente, lo cual resulta hasta peligroso mientras conduce." 
Solicito se reconsidere mi gestión y se acepte el cambio de recurso humano indicado para que efectúe mi rol de disponibilidad la jueza supernumeraria de los Tribunales de Alajuela, Licenciada Priscilla Gonzalez Seravalli. Subsidiariamente, de no acogerse esta petición, ruego se acuerde delegar en la Coordinación del Juzgado de Violencia de Alajuela, el reacomodo del rol de disponibilidad a fin que se me excluya del mismo, con fundamento en lo antes expuesto.
(…)
Sobre el particular, una vez analizados los alegatos presentados por la recurrente, considera este órgano no lleva razón en sus alegaciones; toda vez, en el dictamen médico presentado no se ha justificado una exclusión definitiva de la recurrente para hacer disponibilidades. No obstante, mientras la licenciada Priscilla González Seravalli, Jueza Supernumeraria en los Tribunales del Primer Circuito Judicial de Alajuela, siga anuente a asumir esa responsabilidad se autoriza realice la disponibilidad que le corresponde a la Licda. Navarro Castillo, pero en el momento que la licenciada González Seravalli,  no quiera seguir con la disponibilidad le corresponderá a la licenciada Navarro Castillo cumplir con la misma.
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En virtud de lo anterior, se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración presentado por no existir justificación medica suficiente para modificar lo resuelto y se de una exclusión definitiva de la recurrente para hacer las disponibilidades. No obstante, mientras la licenciada Priscilla González Seravalli, Jueza Supernumeraria en los Tribunales del Primer Circuito Judicial de Alajuela, siga anuente a asumir esa responsabilidad se autoriza realice la disponibilidad que le corresponde a la Licda. Navarro Castillo, pero en el momento que la licenciada González Seravalli,  no quiera seguir con la disponibilidad le corresponderá a la licenciada Navarro Castillo cumplir con la misma. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Poás y de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela. 
ARTÍCULO VII 
DOCUMENTO N° 14718-17, 749-19
[bookmark: _Toc533169788]Se conoce la reconsideración presentada por el señor Marvin Vargas Vargas, contra lo resuelto por este Consejo, en sesión N°01-2019 celebrada el 08 de enero del 2019, artículo LII; en la cual se denegó su solicitud, para repetir la prueba requerida para participar en los concursos de plazas vacantes,  ya que no cumple con todos los presupuestos establecidos en sesión N° 76-18, artículo V, celebrada el 28 de agosto de 2018. Al respecto el recurrente señala una serie de aspectos que a su entender hacen posible la gestión, indicando específicamente lo siguiente:

“Si bien es cierto, lo que se acordó en la sesión 76-2018, fue que se volviera a aplicar las pruebas al conglomerado judicial que había tenido un resultado desfavorable en la aplicación de estas pruebas, esto, -según la redacción-, obedeció a la gran cantidad de gestiones que ese conglomerado judicial habían presentado, a partir de lo acordado, las personas que presentemos alguna gestión  nos están excluyendo la posibilidad de repetir las pruebas, a pesar que por tiempo ya las podemos volver a realizar y además que al momento que emite ya están vencidas; en el principio cuando se estableció el método selectivo se determinó que las personas podían repetir la prueba o mejorar la nota, un año después de haber realizado el examen, situación que aún no se ha realizado, (por el tiempo transcurrido). Por estos dos motivos; por haber transcurrido el tiempo para que pueda volver a practicar la prueba, y segundo, porque si bien es cierto, no estaba incluido en los parámetros que se tomaron en cuenta  para que se volviera a aplicar las pruebas acordado en la sesión 76-2018 celebrada el 28 de agosto de 2018, este parámetro no obedece a un plazo improrrogable para presentar gestiones, se acordó de esta manera debido a la gran cantidad de solicitudes que hasta ese momento se habían presentado, por lo que considero, que en este momento, denegarme que se vuelva a aplicar las pruebas selectivas, en modalidad de repetirlas me está dejando en indefensión, puesto que lo acordado en la sesión 76-2018 no obedeció al cumplimiento de plazos para presentar gestiones, ya que plazo no había, como indiqué en mi primera solicitud, cuando se notifica el resultado, no se menciona plazos para presentar gestiones, o recurso alguno,  y lo que se acuerda en el acta 76-2018 no se decidió por haberse agotado los plazos, se resolvió de esta manera por la gran cantidad de gestiones presentadas. Como les reitero al honorable consejo, al no haber plazos para presentar gestiones, solicito entonces que no se me aplique los alcances del acuerdo 76-2018, puesto que si en un principio no se definieron plazos para presentar gestiones o recursos, considero se me está dejando en posición de indefensión porque se me niega la solicitud de volver a repetir la prueba amparados en el acuerdo 76-2018, pero los parámetros de este acuerdo no se definen por plazos, se definen -según lo que interpreto- por otras circunstancias, que en lo pertinente, no me deberían ahora perjudicar, puesto que lo acordado no está reglamentado de esta manera, se trató de dar una solución viable a todas esas personas que presentaron gestiones, de la misma manera que en este acto lo estoy realizando.” 
Sobre el particular debe acotarse que no es de recibo lo solicitado por el señor Vargas Vargas, ya que si bien es cierto en el acuerdo cuestionado se le niega lo peticionado, se le indica que de celebrarse otra convocatoria por parte de la Dirección de Gestión Humana, para realizar las pruebas selectivas referidas, puede participar en la citada evaluación, en tanto ya ha superado el plazo establecido ordinariamente para ello, por lo que no requiere de la gestión presentada para acceder al trámite solicitado.”
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Se acordó: Rechazar la reconsideración presentada por el señor Marvin Vargas Vargas, contra lo resuelto por este Consejo, en la sesión N°01-2019 del 8 de enero del 2019, artículo LII y reiterarle al recurrente que, de celebrarse otra convocatoria por parte de la Dirección de Gestión Humana, para realizar las pruebas selectivas referidas, puede participar en la citada evaluación, en tanto ya ha superado el plazo establecido ordinariamente para ello. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713173]ARTÍCULO VIII
DOCUMENTO N° 13886-14, 740-19

En sesión N° 89-18 celebrada el 11 de octubre de 2018, artículo LXX, se solicitó a la Escuela Judicial que en coordinación con la Dirección de Planificación elaboren un estudio con el fin de determinar el impacto económico que conllevaría implementar la propuesta remitida por el citado Consejo Directivo, en comparación con el actual modelo de capacitación del “Programa de Formación Inicial a para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ)”, en el que deben contemplar que la propuesta planteada está destinada al público en general, para personas externas, así como para funcionaros de este Poder Judicial.
La doctora Rocío Rojas Morales, Magistrada de la Sala Primera, en correo electrónico del 22 de enero de 2019, solicitó:
“La abajo firmante presenta recurso de apelación contra la resolución del Consejo Directivo de la Escuela Judicial adoptado en sesión 019-2018 del 11 de diciembre de 2018, notificada el día 18 de enero de 2019.
De manera concomitante, EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 358 Y SIGUIENTES DE LGAP,  presento queja contra la inactividad del Consejo Directivo de la Escuela Judicial en relación con la puesta  en ejecución el programa de capacitación para aspirantes a juez y jueza de lo contencioso administrativo, desconociendo lo ordenado por ese Consejo Superior y manteniendo indefinidamente la suspensión del procedimiento de implementación.
El Consejo Directivo de la Escuela Judicial a través de acuerdos innecesarios y consultas inoportunas mantiene suspendida la puesta en marcha del programa, sin hacer mayores esfuerzos por concretarlo, pese a las bondades que los departamentos técnicos del Poder Judicial ya afirmaron tenía este programa de capacitación 
En el acuerdo que se impugna SE INDICA:
“…nuevamente se somete a consideración del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, lo relacionado al Programa de Formación para Aspirantes a Juez y Juez de lo Contencioso Administrativo..”. Posteriormente dispuso: 
SE ACUERDA:  
1.) Solicitar a la Dirección de la Escuela Judicial,  realizar la coordinación para la elaboración de un estudio, para acentuar las diferencias del porqué no es comparable el modelo de capacitación del “Programa de Formación Inicial a para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ)” con el “Programa de Formación para Aspirantes al puesto de Juez y Jueza 3 de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda”.  De modo que, una vez que este listo este estudio solicitado, se gestione ante el Consejo Superior del Poder Judicial, la solicitud para que se conceda una audiencia a la Escuela Judicial, así como a la Dirección de Planificación, incluyendo la participación de la M. Sc. Waiman Hin Herrera, subdirectora a.i. de la Dirección de Gestión Humana, el Dr. William Molinari Vílchez, presidente del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, así como la participación de la Mag. Dra. Iris Rocio Rojas Morales, Sala Primera, Corte Suprema de Justicia,  para la aclaración de dudas y consultas sobre los citados Programas, incluyendo, las realizadas por el Consejo Directivo de la Escuela, en la sesión ordinaria nº. 015-2018, del 25 de setiembre del 2018, ARTÍCULO II, detalladas anteriormente.    
2.)  En este mismo sentido, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial deja de manifiesto la preocupación en cuanto a las posibles solicitudes por parte de las otras areas del Derecho, quienes tomando en consideración el tema de la equidad,  demuestren su interés en recibir una oferta de capacitación según las condiciones del “Programa de Formación para Aspirantes a Juez y Jueza de lo Contencioso Administrativo”, planteado.    ACUERDO FIRME.
Como se observa, se vuelve a discutir sobre el programa -como si eso fuera posible en derecho- ignorando que el  Consejo Superior del Poder Judicial ordenó al Consejo Directivo de la Escuela Judicial que a la brevedad se refiriera a las gestión presentada por las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, sobre la procedencia del cambio de horario a los docentes y servidores de la escuela judicial, que tengan a cargo la capación del Programa de Formación para Aspirantes al puesto de juez y jueza 3 de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. 
Los dictámenes técnicos que echó de menos el Consejo Directivo para suspender un programa  ya en curso,  están desde hace meses elaborados y ese órgano directivo continúa con la paralización o suspensión del programa, sin cumplir  con lo ordenado por el Consejo Superior “a la BREVEDAD POSIBLE”.
Nada de lo acordado por el Consejo Directivo en la resolución que se apela, está relacionado con lo dispuesto por el Consejo Superior, en el orden a continuar con el programa, subsanadas las deficiencias detectadas. 
 En efecto, en el acuerdo impugnado se  solicitan estudios adicionales que, lejos de concretar una orden del superior en grado, pretenden convertir al Consejo Superior en un órgano consultor que no es. 
El Consejo superior no puede, sin mediar ningún recurso ni gestión en tiempo, revertir un acuerdo suyo anterior. Tampoco es un órgano para resolver dudas o inquietudes de sus funcionarios. Tampoco  puede el Consejo Directivo de la Escuela Judicial pedir cita en mi nombre con ese propósito, dado que tengo claro cuáles son las funciones del Consejo Superior -principio de legalidad- y ninguna encaja con el contenido del acuerdo que impugno.
Se expresa en el acuerdo que apelo, la preocupación por solicitudes que se plantearán -en el futuro- para un programa similar en otras áreas, aspecto que no está relacionado con la continuación del programa ordenado por ese Consejo. Se trata de un  hecho potencial no relacionado con el fin primordial de capacitación. 
El acuerdo  que combato se adoptó ante una solicitud de quien suscribe de ” pronto despacho para la continuación del programa”. Pese a que se adoptó en el mes de diciembre del año anterior, es en atención  a mis reiteradas gestiones para que se comunicara lo resuelto,  que se me  notificó el acuerdo en fecha el 18 de enero de 2019. Este acuerdo  debe ser revocado dado que carece de motivo. Cuál es el motivo legítimo? 
El programa estaba preparado  para iniciar en el año 2017. Ya se hicieron exámenes  de ingreso a los postulantes y se entregaron resultados,   estaba conformado el profesorado  - por jueces activos, jubilados y docentes voluntarios o ad honorem-. La jueza Jazmin Aragón estuvo tres meses con permiso de ese Consejo con goce de salario, elaborando este programa y otro adicional que se le encomendó por parte de la institución. Al momento de presentar esta gestión tengo la certeza de que el Poder Judicial  ya dispondría de por lo menos dos generaciones de egresados comprometidos con hacer los  exámenes de la judicatura y vincularse con el Poder Judicial; todo a  un costo bajísimo para la institución, lo que es una gran alternativa en época de crisis.  
En virtud de que se ha desatendido EL FIN de la  orden de ese Consejo para completar los requisitos faltantes y continuar con el curso ya iniciado y, posteriormente suspendido por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, solicito revocar -por carecer de motivo legítimo- el acuerdo que se  impugna y, en atención a mi recurso de queja, conforme lo autoriza LGAP,   se ordene al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, sin exigir más requisitos que la verificación del cumplimiento de los  ordenados por ese Consejo Superior en sesión ya citada, proceda a ordenarle fijar fecha para la suscripción de los contratos que vinculan a los postulantes con la institución y de un convenio con los capacitadores y funcionarios de la escuela judicial en que se indiquen las condiciones  del día de disfrute que se canjeará por el día domingo que laboren; de todo lo cual se enviará copia a la Dirección Jurídica y a Gestión Humana.
De igual manera solicito se ordene el cese de la suspensión de este procedimiento de capacitación, ordenando al Consejo Directivo fijar fecha para el inicio del mismo, con envío de  comunicación a todos los inscritos que aún conservan su interés, hasta completar el cupo total establecido. Solicito se resuelva esta queja conforme a las previsiones de los numerales 358 a 360 de la LGAP, en todos sus alcances. 
Petitoria:
Solicito revocar el acuerdo administrativo indicado por carecer de motivo legítimo.
Se acoja  mi recurso de queja y  se ordene al Consejo Directivo de la Escuela Judicial , sin exigir más requisitos que los ordenados por ese Consejo Superior en sesión ya citada, se proceda a fijar fecha para la suscripción de los contratos que vinculan a los postulantes con la institución y  el  convenio con los capacitadores y funcionarios de la escuela judicial, en que se indiquen las condiciones  del día de disfrute que se canjeará por el día domingo que laboren; de todo lo cual se enviará copia a la Dirección Jurídica y a Gestión Humana. 
Pido se ordene el cese de la suspensión de este procedimiento de capacitación, ordenando al Consejo Directivo de la Escuela Judicial que fije fecha para el reinicio del mismo, con comunicación a todos los inscritos que aún conservan su interés, hasta completar el cupo total establecido. 
SOLICITUD DE AUDIENCIA: 
Solicito a ese Consejo Superior que en aras de la transparencia se me otorgue audiencia personal, de previo a la resolución de ambas gestiones.
(…)”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1) Trasladar la gestión presentada doctora Rocío Rojas Morales, Magistrada de la Sala Primera, al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para que en el plazo de 15 días contados a partir de la comunicación del presente acuerdo, de la respuesta requerida a la doctora Rojas Morales e informe a este Consejo lo que corresponda. 2) Indicar a la doctora Rocío Rojas Morales, Magistrada de la Sala Primera, que una vez se conozca lo resuelto por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, se dará respuesta a la audiencia solicitada. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713176]ARTÍCULO IX 
DOCUMENTO N°  851-19
El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en oficio N° 49-DP/48-2018 del 08 de enero de 2019, comunicó lo siguiente:
“De conformidad con lo dispuesto por el Consejo Superior en las sesiones No. 53-07, artículo LXXVIII, celebrada el 24 de julio de 2007, Nº 102-09, artículo LXXXV, y Nº 40-10, artículo XIII y Nº 61-11, artículo LXXIV del 7 de julio de 2011; para lo que estime conveniente resolver, se somete a su consideración el proceso de resolución contractual, establecido contra la empresa Invotor S.A., cédula jurídica N° 3-101-165916, por el presunto incumplimiento grave por la no entrega de los bienes, según fue adjudicada en Contratación Directa N° 2017CD-000284-PROVCD; a continuación, se describen los hechos que dan lugar a dicho proceso:
I.- Mediante la Contratación Directa N° 2017CD-000284-PROVCD, pedido N° 2017-074604, se adjudicó la compra de una etiquetadora a la empresa Invotor S.A., cédula jurídica N° 3-101-169216, por un monto de ¢150.800,00 y un plazo de entrega de 15 días hábiles. Dicha etiquetadora debe incluir maleta para transporte a prueba de golpes, baterías y cargador, y 5 unidades de cintas de color blanco ¼, 5 unidades de cinta color blanco 3/8, 5 unidades de cinta color blanco ½ y 5 unidades de cintas color blanco ¾. 
II.- El pedido N° 2017-074604 fue notificado vía correo electrónico a la empresa Invotor S.A. el día 11 de setiembre del 2017, por lo que la fecha límite de entrega quedó establecida para el 4 de octubre del 2017. 
III.- Vía correo electrónico del 19 de setiembre del 2017, la licenciada Francela Ríos de la Administración del OIJ, informa que ese día fue entregada la etiquetadora. No obstante, con e-mail del 26 de setiembre del 2017, el licenciado Mauricio Montero Astúa, de la Sección de Comunicaciones del OIJ, indica que: “la etiquetadora fue revisada y cumple con las especificaciones técnicas, pero no es de recibo para la Administración ya que se encuentra pendiente la entrega de las cintas que adicionalmente se solicitaron en el pliego de condiciones”. Vía correo electrónico del 27 de setiembre del 2017, la Administración del OIJ, comunicó a la empresa Invotor S.A., que estaba pendiente de entrega las citas de la etiquetadora, conforme lo solicitaba el cartel. En respuesta, con e-mail del 27 de setiembre del 2017, la empresa Invotor S.A., remite nota mediante la cual indica: “(…) lamentablemente en nuestro precio no incluimos el costo de las etiquetas solicitadas. Por lo anterior debemos renunciar a esta orden de compra, ya que si las entregamos sería muy oneroso para nuestra empresa”. Vía correo electrónico del 4 de octubre del 2017, Verificación y Ejecución Contractual le previno a la empresa la entrega de las cintas, caso contrario se procedería a resolver la contratación, En respuesta el 6 de octubre del 2017, la empresa Invotor S.A., remite nota en la cual mantiene su posición de no entregar ya que sería ruinoso para la empresa.
IV.- En vista de lo anterior, mediante la resolución N° 65-VEC-2018 de las catorce horas con quince minutos del veintinueve de enero del dos mil dieciocho, misma que fue notificada vía correo electrónico, el 6 de febrero del 2018 a la empresa Invotor S.A., cédula jurídica N° 3-101-169216,  (folios 59 a 62), se inició proceso de resolución contractual y sancionatorio administrativo de apercibimiento, dando audiencia a la contratista por el plazo de quince días hábiles, para que expusiera sus alegatos y aportara las pruebas que estimara pertinentes, respecto del traslado de cargos y las pruebas constantes en autos. Asimismo, se señaló el 23 de abril del 2018 a las 14:00 horas para la comparecencia oral y privada.
V.- Siendo la hora y fecha señalada para la comparecencia oral y privada, se hizo presente la señora Sylvia Cuadra Chavarría, cédula de identidad N° 1-890-646 en representación de la empresa Invotor S.A., cédula jurídica N° 3-101-169216. Igualmente se encontraba presente en representación de la Administración, como asesores técnicos, la master María Gamboa Aguilar, cédula de identidad N° 2-415-491 y el licenciado Gustavo Alpízar Fonseca, cédula de identidad 1-1135-0006. Iniciada dicha diligencia en lo que interesa y resulta relevante para la resolución del presente proceso, la señora Sylvia Cuadra Chavarría expresa que al momento de elaborar la oferta, no se leyó bien el cartel, y al momento en que se recibió la orden de compra, donde venía bien especificado lo adjudicado, la dueña de la empresa se percata que cuando ofertó no incluyó las cintas, y el problema con estos productos, es que los equipos no son tan caros en comparación a los suministros que llevan, por lo que en el caso de esta impresora o etiquetadora, las cintas tienen un valor como de 3 veces el valor de la etiquetadora, por lo que definitivamente la empresa decidió no cumplir con la entrega. Expone  el órgano director, que revisado el cartel y la oferta, son bastante claros en el tema de que las cintas estaban incluidas dentro de la compra, e incluso en la oferta de la empresa se observa prácticamente una transcripción del cartel, por lo que consulta el órgano director si estaban incluidas o no las cintas. Indica la señora Cuadra, que por error en la descripción se indican las cintas sin embargo, no están contempladas dentro del precio ofertado
Sobre el Fondo
VI.- Establece el artículo 11 de la Ley de Contratación Administrativa N° 7494 y el artículo 212 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa N° 33411-H, vigente al momento de la contratación: "Unilateralmente, la Administración podrá rescindir o resolver, según corresponda, sus relaciones contractuales, por motivo de incumplimiento, por causa de fuerza mayor, caso fortuito o cuando así convenga al interés público, todo con apego al debido proceso. Cuando se ponga término al contrato, por causas que no se le imputen al contratista, la Administración deberá liquidarle la parte que haya sido efectivamente ejecutada y resarcirle los daños y perjuicios ocasionados. En los supuestos de caso fortuito o fuerza mayor, se liquidará en forma exclusiva la parte efectivamente ejecutada y los gastos en que haya incurrido razonablemente el contratista en previsión de la ejecución total del contrato. La Administración podrá reconocer, en sede administrativa, los extremos indicados en los incisos anteriores. Para hacer efectiva la resolución deberá contar con la aprobación de la Contraloría General de la República".
VII.- Con fundamento en dicha normativa, a través del proceso de resolución contractual la Administración unilateralmente puede dar por finalizadas sus relaciones contractuales, ante un incumplimiento que así lo amerite. El incumplimiento "es la infracción del deber jurídico por parte del deudor al no realizar la prestación a la que estaba comprometido. Se produce cuando el deudor no cumple con su obligación voluntariamente en el plazo que se le ha señalado. En estos casos el derecho, con la característica coactividad, entra a procurar el cumplimiento de la obligación constriñendo al deudor el cumplimiento, es decir, conseguir la efectividad de la obligación forzosamente" (Montero Piña, Fernando; Obligaciones; San José, CR, 1 ed, Premiá Editores, 1999, Pág. 273). Ello implica la existencia de una actividad (deber u obligación de hacer, no hacer o dar algo), derivada de una contraprestación preexistente, la cual es incumplida, otorgando el derecho de resolución contractual. 
VIII.- El incumplimiento debe reputarse como grave, atendiendo a la esencia contractual, la cual deberá ser valorada en cada caso concreto, concepto que no ha sido definido por la doctrina, sino que se deja a la subjetividad de cada relación contractual, por lo cual, pueden derivar de un mismo hecho o de un conjunto de actuaciones, que conlleven al mismo. La jurisprudencia ha dicho: "(...) para tal efecto debe estimarse que no es cualquier incumplimiento el que podría justificar la ruptura, sino solo el incumplimiento grave. Sobre el particular, ya se ha pronunciado la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, que vino a establecer los criterios que determinarían la gravedad del incumplimiento. Sobre el particular dijo la Sala: "La Sala de Casación ha considerado reiteradamente que no es cualquier incumplimiento el que autoriza la resolución de un contrato, ya que éste sólo puede tener lugar en presencia de un incumplimiento grave (entre otras, resolución N ° 53 de las 15:15 horas del 31 de mayo de 1972). No es procedente la resolución, aunque fuere demostrado el incumplimiento, si éste no reviste tal importancia que amerite realmente la sanción más grave que existe en el ordenamiento civil frente a una relación contractual nacida válida y eficaz, cual es su aniquilamiento definitivo con efectos retroactivos y sus lógicas consecuencias restitutorias y de resarcimiento.(sentencia de Casación N ° 53 de las 15:15 horas del 31 de mayo de 1972). De manera que, para que sea procedente la declaratoria de resolución de un contrato, no basta con probar en juicio el incumplimiento por parte de uno de los contratantes, sino que se debe demostrar además su gravedad, que debe ser tal que determine la extinción definitiva del contrato, según se ha dicho" (N ° 65 Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, a las 14:40 horas del diecisiete de agosto de 1994).(Tribunal Segundo Civil, Sección Primera en la resolución n° 017 de las nueve horas cinco minutos del diecisiete de enero del dos mil uno). 
IX.- Para la resolución del presente asunto, es importante realizar unos breves comentarios, en cuanto a contrataciones administrativas, las cuales a diferencia de un contrato privado, en la contratación administrativa existe una serie de elementos que trascienden el mero acuerdo de voluntades rubricado en un documento y que condicionan su nacimiento, desarrollo y extinción. Es así como toda contratación administrativa está condicionada en su origen, evolución y finalización al ordenamiento jurídico propio que rige la materia y la contratación en específico. En este sentido, el acto de voluntad, libre y soberano del contratista, queda filtrado por el ordenamiento jurídico administrativo, y fundamentalmente por la reglamentación de la contratación, sea el cartel o pliego de condiciones, base de la misma. El artículo 10 de la Ley de la Contratación Administrativa, lo señala de la siguiente manera: "En cualquier procedimiento de contratación administrativa, el oferente queda plenamente sometido al ordenamiento jurídico costarricense, en especial a los postulados de esta Ley, su Reglamento Ejecutivo, el reglamento institucional correspondiente, el cartel del respectivo procedimiento y, en general, a cualquier otra regulación administrativa relacionada con el procedimiento de contratación de que se trate". 
X.- En este sentido, un referente fundamental para el cumplimiento de las obligaciones contractuales, es el cartel del concurso, en tanto que en él se establecen las bases de éste, según las necesidades de la respectiva Administración Pública. El artículo 51 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, equipara el cartel al reglamento de la contratación al definir las condiciones en que ella se concretará, pues constituyen: “un conjunto de cláusulas formuladas unilateralmente por el licitante, que especifican el suministro, obra o servicio que se licita (objeto); las pautas que regirán el contrato a celebrarse; los derechos y obligaciones de oferentes y  co-contratante   (relación jurídica), y el mecanismo procedimental a seguir en la preparación y ejecución del contrato (procedimiento)...” (Véase Dromi, José Roberto, La Licitación Pública, 3º Edición, Editorial Astrea, pág. 194). Así tenemos que la trascendencia del cartel radica, esencialmente, en ser el reglamento concreto y específico de la contratación que se tramita, y en  que debe constituirse a la vez en el  mecanismo a través del cual la Administración  identifica  el objeto que requiere, señala las condiciones en que lo desea y establece  las reglas  a través de las cuales  definirá cuál de los proponentes resulta ser la mejor y más conveniente para los intereses que tutela. Contraloría General de la República RSL No. 91-99 de las  8:00 horas del 16 de marzo de 1999. Por ésta razón, el cartel es fuente de interpretación de la contratación administrativa, dado que es con base en el pliego de condiciones, que el oferente elabora su oferta, la cual tiene la característica de ser integral en todos sus componentes, sea, tanto en el contenido del escrito principal, como en sus excesos y los diseños, planos, muestras, catálogos que la acompañan.
XI.- En este sentido, otro referente esencial para el cumplimiento de las obligaciones contractuales además del cartel del concurso, es la oferta, la cual según el artículos 61 y 66 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, “(…) es la manifestación de voluntad del participante, dirigida a la Administración, a fin de celebrar un contrato con ella, conforme a las estipulaciones cartelarias (artículo 61). La sola presentación de la oferta, se entenderá como una manifestación inequívoca de la voluntad del oferente de contratar con pleno sometimiento a las condiciones cartelarias, disposiciones legales y reglamentarias vigentes. La sumisión operará de pleno derecho, e implicará la incorporación dentro del contenido de la relación contractual de las normas constitucionales, de la Ley de Contratación Administrativa, el presente Reglamento, el Reglamento Institucional y el cartel (…). (Artículo 66)” (El subrayado no es del original). De conformidad con la anterior disposición, la oferta debe cumplir de forma estricta el contenido del cartel, tanto en las reglas del procedimiento a seguir, documentos y sobre todo requisitos solicitados. La oferta contenida en la plica vincula al oferente, pues en caso de resultar adjudicatario, deberá someterse no sólo a los términos por él plasmados en dicho documento, sino también a las condiciones cartelarias al efecto establecidas, junto con los requisitos, términos y obligaciones que dispone el ordenamiento jurídico costarricense.
XII.- Es decir, el cartel y la oferta deben ser contemplados de manera integral Y completa, siendo así que en el análisis de la segunda no se puede perder de vista lo establecido en el primero, ni mucho menos desconocer el ordenamiento jurídico costarricense. Por lo anterior, la contratación no puede ser vista en sus componentes de manera aislada, ni abstraída del ordenamiento jurídico, puesto que debe contemplarse una relación armónica, integral, compleja y complementaria de la oferta y el cartel al cual se refiere. Con base en el cartel y los contenidos de la oferta adjudicada, es que se funda el respectivo contrato administrativo, su objeto y fin, los cuales, deben entenderse e interpretarse, desde la base de los instrumentos legales que lo integran, sea, el cartel o pliego de base, la oferta adjudicada, la normativa y principios propios de la contratación administrativa, y demás normas o preceptos del ordenamiento jurídico aplicable. En razón de lo anterior, existen una serie de obligaciones intrínsecas a la prestación o suministro de un bien, servicio u obra, las cuales son obligatorias para los adjudicatarios y los vincula su cumplimiento como parte de los términos de referencia de una contratación, pues nadie puede alegar desconocimiento de la ley, ni mucho menos desconocer los requisitos, deberes y obligaciones que en la ejecución de determinada actividad o profesión le impone la ley o le vincula su misma plica. 
XIII.- Dicho esto, queda claro que no sólo existen o surgen derechos y obligaciones para los oferentes, a partir del momento en que somete su plica al concurso, ya que también, desde el mismo momento en que se dicta el acto de adjudicación, surgen derechos y le son exigibles el cumplimiento de una serie de obligaciones en su condición de adjudicatario, que derivan no sólo del cartel y la oferta, sino de los principios generales de la contratación administrativa, la ley de Contratación Administrativa, su reglamento y demás disposiciones legales dispuestas en el ordenamiento jurídico, pues el acto de adjudicación en un concurso público, es un acto administrativo unilateral de efectos bilaterales, por cuanto es dictado por la Administración licitante, en forma unilateral, dentro de un proceso concursal previo de contratación administrativa, en el que selecciona o determina la oferta que estima más conveniente para suplir la necesidad pública que sustenta todo el procedimiento de licitación (en este sentido se manifiesta la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en sentencia No 1205-96), en tanto el fin de toda contratación administrativa es la elección de la propuesta más conveniente para la satisfacción del interés público en beneficio de la colectividad que, por su contenido, genera una relación jurídico-administrativa, en tanto no sólo obliga al administrado, sino también a la Administración misma. Pero la característica más significativa de este acto, es que se trata de un acto declarativo de derechos, pues en virtud de éste, la Administración declara, determina y define quién es el adjudicatario del proceso de contratación Administrativa que ha convocado; por lo que genera obligaciones y derechos para ambas partes: la Administración licitante está obligada a respetar ese acuerdo conforme a lo pactado, en aplicación de los principios que integran la contratación administrativa, puede exigir el cumplimiento de ese acuerdo; y el adjudicatario, tiene el derecho de ejecutar el contrato declarado a su favor, y la obligación de hacerlo en los términos acordados. Por tal motivo, y siendo ese el contenido y efectos del acto de adjudicación, al tenor de lo dispuesto en el artículo 140 de la Ley General de la Administración Pública, su eficacia se da desde su adopción, no a partir de su comunicación; tal y como lo ha considerado la jurisprudencia constitucional (Ver sentencias de la Sala Constitucional número 2000-10469 de las diez horas con veinte minutos del veinticuatro de noviembre del año dos mil, y la No 2003-05671 de las ocho horas con treinta y siete minutos del veintisiete de junio del año dos mil tres)." En este sentido la Sala Primera ha sido clara en indicar: “De previo a cualquier análisis sobre el fondo del recurso, resulta esencial efectuar algunas referencias sobre las implicaciones jurídicas de los actos de adjudicación y refrendo dentro de la contratación administrativa costarricense, de cara a la rescisión contractual que puede operar dentro de estos negocios jurídicos administrativos. En primer lugar, la adjudicación se debe concebir como aquel acto administrativo unilateral, por el cual, la Administración finaliza, dentro del curso normal, el procedimiento respectivo de contratación, mediante la selección de uno de los oferentes elegibles para que asuma la ejecución del contrato administrativo correspondiente. Se entiende, que la Administración contratante elige la oferta más conveniente a los intereses públicos. La adjudicación surge a la vida jurídica, después de la valoración, estudio y calificación de las ofertas elegibles y en consecuencia, emerge un contrato administrativo válido por encontrarse este conforme al ordenamiento jurídico (teoría del artículo 32 de la Ley de Contratación Administrativa y 188 del actual Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa). Debe entenderse en este apartado, que el acto de adjudicación es unilateral, puesto que la propia administración es la obligada a brindarla, después de valorar las ofertas existentes; portal motivo, dicha aprobación se configura como el consentimiento que otorga la Administración para que surja el contrato administrativo. Ahora bien, el acto firme de adjudicación y el otorgamiento de la garantía de cumplimiento, cuando sea exigida, perfeccionará la relación contractual entre la Administración y el contratista. En síntesis, la decisión de adjudicación, es el acto de voluntad de la Administración, que determina cual de las ofertas presentadas es la más ventajosa, con lo cual el vínculo jurídico queda perfeccionado y tanto la Administración como el particular, pueden esperar consecuencias jurídicas por ese acto. El contrato es válido cuando el convenio fue creado o propuesto por un órgano o ente competente, y cuando en la creación de aquél, se siguió el procedimiento reglado para ello, con respeto a las prescripciones limitativas y de fondo previstas en la materia. En segundo término, el refrendo contralor o aprobación interna, según sea el caso, es aquel acto de aprobación indispensable para que el contrato administrativo adquiera y produzca eficacia (capacidad de surtir efectos jurídicos). El refrendo que debe otorgarla Contraloría General de la República (o el órgano del sujeto pasivo que la propia Contraloría determine según el origen, naturaleza o cuantía del convenio) a los contratos administrativos celebrados por los entes públicos sometidos a su fiscalización y sus modificaciones, encuentra razón de ser en la función constitucional de vigilancia y fiscalización de la Hacienda Pública, otorgada por los preceptos 183 y 184 de la Carta Magna, a dicho órgano contralor. (…) Esta disposición queda complementada con el artículo 145, párrafo 4°, de la Ley General de la Administración Pública, al pregonar que “Cuando el acto requiera aprobación de otro órgano, mientras ésta no se haya dado, aquél no será eficaz, ni podrá comunicarse, impugnarse ni ejecutarse”. En esta línea de pensamiento, es importante resaltar que la reglamentación sobre el tema, vigente tanto al momento de la contratación entre las partes en conflicto (Reglamento no. R-CO-33-2006) como la actual (Reglamento no. R-CO-44-2007), denominada “Reglamento sobre el Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública”, incuestionablemente vino a complementar lo dispuesto por el artículo 20 de la LOCGR, sobretodo en lo que atañe a la definición de los contratos que requieren del refrendo contralor y su cualidad de dotar de eficacia al contrato administrativo. De esta forma, queda claro que mientras un contrato administrativo no sea refrendado por la Contraloría General de la República o el órgano de la Administración contratante encargado, no adquiere eficacia, no surte efectos jurídicos; empero, no debe confundirse esta aprobación como sinónimo de validez, ya que si el contrato administrativo se encuentra sustancialmente conforme con el ordenamiento jurídico por haber seguido el cauce establecido para la selección del contratista, este será válido. Por ello, el refrendo, sin entrar a analizar otros aspectos que no son de interés para el presente asunto, funge simplemente como un requisito de eficacia del contrato administrativo, es decir, para que se ejecute conforme lo pactado. La eficacia en este tanto, se relaciona con requisitos que el ordenamiento jurídico requiere para que la distribución de derechos y obligaciones emanadas del contrato válido se conforme como una situación de juridicidad objetiva”. (Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, resolución N° 903-2011 de las nueve horas con treinta minutos del once de agosto del dos mil once, exp. 09-001895-1027-CA).
XIV.- En este sentido, queda claro con todo lo expuesto, que el Departamento de Proveeduría, con la resolución N° 364-2017 adoptó un acto de adjudicación, el cual adquirió firmeza y del cual surgieron derechos y obligaciones una relación jurídica contractual válida entre el Poder Judicial y la empresa Invotor S.A., que bajo la consideración de adjudicatario y conforme al artículo 20 de la ley de Contratación Administrativa: "Los contratistas están obligados a cumplir, cabalmente, con lo ofrecido en su propuesta y en cualquier manifestación formal documentada, que hayan aportado adicionalmente, en el curso del procedimiento o en la formalización del contrato", ya que “(…) queda plenamente sometido al ordenamiento jurídico costarricense, en especial a los postulados de esta Ley, su Reglamento Ejecutivo, el reglamento institucional correspondiente, el cartel del respectivo procedimiento y, en general, a cualquier otra regulación administrativa relacionada con el procedimiento de contratación de que se trate” (artículo 10 LCA) y en todo momento “Es responsabilidad del contratista verificar la corrección del procedimiento de contratación administrativa, y la ejecución contractual. En virtud de esta obligación, para fundamentar gestiones resarcitorias, no podrá alegar desconocimiento del ordenamiento aplicable ni de las consecuencias de la conducta administrativa” (artículo 21 LCA), pues “(…) Si durante el período de formulación de ofertas, el participante llegara a advertir incompletez del objeto o bien dificultades en el desempeño o funcionalidad del bien o servicio, deberá indicarlo por escrito a la Administración, en el plazo dispuesto para recibir aclaraciones. Caso contrario, no podrá invocar esa circunstancia como eximente de responsabilidad en fase de ejecución contractual o de fiscalización” (artículo 62 RLCA). Todo ello se reafirma en el párrafo final del artículo 66 del Reglamento citado líneas atrás que indica: “(…) Se presume que la oferta económica, contempla la totalidad de la oferta técnica, salvo prueba en contrario. En caso de adjudicarse, el contratista estará obligado a cumplir con el objeto íntegro, sin cobrar ninguna suma adicional más allá de que proceda alguna revisión o reajuste del precio, en aras de mantener el equilibrio económico del contrato” y conforme al numeral 32 de la ley de Contratación Administrativa y  los artículos 196 a 198 de su reglamento, al estar frente a una adjudicación firme, le era exigible el cumplimiento de la contratación pues el momento procesal que prevé la Ley y su reglamento para retirar su oferta sin responsabilidad alguna, en tanto exista una causa justificada y demostrada ante la Administración, es el plazo para recibir aclaraciones, lo cual no ocurrió en el presente caso. 
XV.- Tampoco demostró fehacientemente la empresa Invotor S.A., la existencia de un caso fortuito o una fuerza mayor, o siquiera logró acreditar, el supuesto error en la oferta. dado que no aporta ni constan en autos, elementos de prueba que permitan valorar a este órgano director que efectivamente, las cintas no estaban contempladas en su oferta ni que las mismas tenían un precio superior al valor de la etiquetadora, de tal modo que volviera ruinosa la contratación, por lo que existe una falta de certeza de la existencia de un hecho imprevisible e inevitable.
XVI.- Por tanto, le era exigible a la empresa Invotor S.A, la ejecución contractual de la contratación (a falta de demostración de un caso fortuito o fuerza mayor), de la cual el Tribunal Contencioso Administrativo, Sección VI, ha indicado: "(...) Dentro del conjunto de deberes y derechos que surgen entre las partes involucradas dentro de un procedimiento de contratación administrativa, surge como aspecto relevante en este caso, el de ejecución contractual. Este extremo se constituye en un derecho del contratista en tanto supone la incorporación dentro de su situación jurídica de su potestad de llevar a cabo la obra o servicio contratados, a efectos de obtener la retribución pactada, según lo reconoce el numeral 17 de la Ley de Contratación Administrativa. Empero, esa misma ejecución constituye un deber medular para el contratista en tanto supone la obligación de ejecutar el contrato en los términos ofertados y establecidos en el contrato respectivo, tanto cualitativa como cuantitativamente, encontrándose vinculado, incluso, por los excesos planteados en su plica, que formaron parte de la base referencial para establecer su selección. En ese sentido, el numeral 20 de ese mismo cuerpo legal establece respecto de ese deber de cumplimiento (...). Es precisamente la correcta ejecución del contrato el aspecto que permite satisfacer el interés público o administrativo que subyace en la contratación pública, en los términos que previamente se han establecido dentro de las condiciones cartelarias y el contrato. Por tal motivo, la correcta ejecución por parte del contratista deviene en un derecho determinante de la Administración contratante. Pero a su vez, siendo que el objeto de la contratación guarda estrecha relación con bienes o servicios relevantes para el desarrollo de sus funciones o bien, para la cobertura de un interés público (como causa justificante de las adquisiciones y ratio última de los mecanismos de adquisición de bienes y/o servicios), o al menos administrativo, dentro de sus potestades, se establece como poder-deber la fiscalización de la correcta ejecución del contrato. (...) (Tribunal Contencioso Administrativo, Sección VI, Resolución N° 45-2010 de las nueve horas y treinta minutos del doce de enero de dos mil diez). 
XVII.- Expuesto lo anterior, de los elementos de prueba que constan en autos, se tiene por demostrado que la empresa Invotor S.A., cédula jurídica N° 3-101-169216 no entregó bienes adjudicados en la Contratación Directa N° 2017CD-000284-PROVCD, según el detalle del auto de inicio, sin que exista documentación alguna en el correspondiente expediente de contratación, que justifique el incumplimiento contractual ni le exima de su responsabilidad; por tanto, se considera demostrado, por parte de la empresa Invotor S.A., cédula jurídica N° 3-101-169216, el incumplimiento previsto en el artículo 11 de la Ley de Contratación Administrativa, así como los numerales 214, 221, 308 y siguientes de la Ley General de Administración Pública, que justifican la resolución de la presente contratación.
Recomendación
XVIII.- Con fundamento en lo expuesto, los artículos 11, 13, 20, 93, 94 de la Ley de Contratación Administrativa, 214, 221, 308 y siguientes de la Ley General de Administración Pública, Código Contencioso Administrativo y demás normativa aludida, siendo que este Departamento, ha cumplido con el debido proceso en la tramitación del respectivo procedimiento sancionatorio administrativo, y se han observado durante su trámite las prescripciones legales y reglamentarias pertinentes, el Departamento de Proveeduría recomienda: a) Resolver la Contratación Directa N° 2017CD-000284-PROVCD, establecida con la empresa Invotor S.A., cédula jurídica N° 3-101-169216,  sin perjuicio de las demás sanciones legales que conforme a derecho correspondan; b) La oficina usuaria tramitó el caduco del pedido, el cual fue generado con el caduco N° 06806CA-2018 y N° 06807CA-2018 por la suma de ¢150.800,00c) Advertir que de adquirirse los bienes, mediante nuevo procedimiento de contratación, se trasladará el costo de dicho proceso a la empresa Invotor S.A., cédula jurídica N° 3-101-169216, a título de daño económico por el incumplimiento acaecido, junto con cualquier otros  daños, que serán determinados y cuantificados por el Departamento de Proveeduría conforme a derecho corresponda y según los procedimientos establecidos d) El Departamento de Proveeduría, tramitará el proceso sancionatorio administrativo que conforme a derecho corresponda, por los incumplimientos suscitados.
XIX.- La contratista señala como medios válidos y legales para recibir notificaciones, el correo electrónico licitaciones@invotor.co.cr; y fax 2256-9842. Se adjunta el expediente de la Contratación Directa N° 2017CD-000284-PROVCD junto con el legajo respectivo.”
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Con fundamento en lo expuesto en los artículos 11, 13, 20, 93, 94 de la Ley de Contratación Administrativa, 214, 221, 308 y siguientes de la Ley General de Administración Pública, Código Contencioso Administrativo, demás normativa aludida y con base en la recomendación del Departamento de Proveeduría, se acordó: 1.)  Resolver la Contratación Directa N° 2017CD-000284-PROVCD, establecida con la empresa Invotor S.A., cédula jurídica N° 3-101-169216, sin perjuicio de las demás sanciones legales que conforme a derecho correspondan. 2.) El Departamento de Proveeduría, caducará los pedidos N° 06806CA-2018 y N° 06807CA-2018 por la suma de ¢150.800,00 (ciento cincuenta mil ochocientos colones exactos). 3.) Advertir que de adquirirse los bienes, mediante nuevo procedimiento de contratación, se trasladará el costo de dicho proceso a la empresa Invotor S.A., cédula jurídica N° 3-101-169216, a título de daño económico por el incumplimiento acaecido, junto con cualquier otros daños, que serán determinados y cuantificados por el Departamento de Proveeduría conforme a derecho corresponda y según los procedimientos establecidos. 4.) Notifíquese a la empresa al medio señalado para atender notificaciones.  
La Dirección Ejecutiva y el Departamento de Proveeduría tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713178]ARTÍCULO X 
DOCUMENTO N° 5127-17, 1027-19

En sesión N° 47-17 celebrada el 16 de mayo de 2017, artículo X, se adjudicó la Contratación Directa por Excepción N° 2016CD-000019-PROVEX “Mantenimiento preventivo y correctivo de ascensores, según demanda”, a la empresa Elevadores Schindler S. A., cédula jurídica 3-101-340543.
El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en oficio N° 334-DP/52-2019 del 28 de enero de 2019, comunicó: 
“Respecto de la Contratación Directa por Excepción N° 2016CD-000019-PROVEX denominada “Mantenimiento preventivo y correctivo de ascensores, según demanda”, la cual fue adjudicada por ese Consejo Superior en la sesión 47-17, artículo X, de fecha 16 de mayo del 2017, se acordó:
“(…) se dispuso: Adjudicar la Contratación Directa por Excepción N° 2016CD-000019-PROVEX “Mantenimiento preventivo y correctivo de ascensores, según demanda”, a la empresa Elevadores Schindler S. A., cédula jurídica 3-101-340543, conforme al siguiente detalle:
Mantenimiento preventivo y correctivo para ascensores marca Schindler en todo el país, según demanda, de acuerdo al siguiente detalle:
	Línea
	Descripción 
	Precio Unitario por visita por piso 

	1
	Mantenimiento preventivo, correctivo y llamadas de atención de ascensores marca Schindler para el Gran Área Metropolitana. Edificios de 2 a 5 pisos. (ubicación A)
	¢50.000,00

	2
	Mantenimiento preventivo, correctivo y llamadas de atención de ascensores marca Schindler para fuera del Gran Área Metropolitana. Edificios de 2 a 5 pisos. (ubicación B)
	¢59.500,00

	3
	Mantenimiento preventivo, correctivo y llamadas de atención de ascensores marca Schindler para el Gran Área Metropolitana. Edificios de 6 a 10 pisos. (ubicación A)
	¢43.500,00

	4
	Mantenimiento preventivo, correctivo y llamadas de atención de ascensores marca Schindler para fuera del Gran Área Metropolitana. Edificios de 2 a 5 pisos. (ubicación B)
	¢55.000,00

	5
	Mantenimiento preventivo, correctivo y llamadas de atención de ascensores marca Schindler para el Gran Área Metropolitana. Edificios de 11 a 15 pisos. (ubicación A)
	¢41.000,00

	6
	Mantenimiento preventivo, correctivo y llamadas de atención de ascensores marca Schindler para fuera de Gran Área Metropolitana. Edificios de 11 a 15 pisos. (ubicación B)
	¢49.500,00


Precio a cancelar por visita: En el entendido que el precio unitario se multiplicará por la cantidad de pisos por visita, a manera de ejemplo en el caso de la línea N° 1, si para una visita se inspecciona un ascensor que consta de 2 pisos, el precio a cancelar por piso corresponderá a ¢50.000,00 (cincuenta mil colones exactos), para un total por los 2 pisos de ¢100.000,00 (cien mil colones exactos).
(…)
La Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme (…)”
Si bien es cierto, actualmente el contrato ya se encuentra vigente y en ejecución, se advirtió que por error en el detalle de la línea No.4 se indicó “… de 2 a 5 pisos…”, siendo lo correcto de 6 a 10 pisos, por lo que, se solicita respetuosamente, proceder a corregir el acuerdo antes detallado de la siguiente forma:
	Línea
	Descripción 
	Precio Unitario por visita por piso 

	4
	Mantenimiento preventivo, correctivo y llamadas de atención de ascensores marca Schindler para fuera del Gran Área Metropolitana. Edificios de 6 a 10 pisos. (ubicación B)
	¢55.000,00


Demás términos y condiciones permanecen invariables.”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, modificar el acuerdo tomado en sesión N° 47-17 celebrada el 16 de mayo del 2017, artículo X, sobre la Contratación Directa por Excepción N° 2016CD-000019-PROVEX denominada “Mantenimiento preventivo y correctivo de ascensores, a la empresa Elevadores Schindler S. A., cédula jurídica 3-101-340543, en cuanto a que, la adjudicación de la Línea N° 4, es conforme al siguiente detalle: 
	Línea
	Descripción 
	Precio Unitario por visita por piso 

	4
	Mantenimiento preventivo, correctivo y llamadas de atención de ascensores marca Schindler para fuera del Gran Área Metropolitana. Edificios de 6 a 10 pisos. (ubicación B)
	¢55.000,00


En lo demás, se mantiene incólume el acuerdo mencionado. 
La Dirección Ejecutiva y el Departamento de Proveeduría, tomarán nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc536713181]ARTÍCULO XI 
DOCUMENTO N° 3293-12, 946-19
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 291-DE-2019 del 24 de enero de 2019, remitió el oficio N° 74-TE-2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento Financiero Contable, mediante el cual informa respecto a la situación del pensionado estudiante Javier Sojo Jiménez, que dice:
“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión del joven Javier Sojo Jiménez, número de cédula 01-1680-0473, en forma atenta se indica:
Que según acuerdo del Consejo Superior sesión N° 78-18 celebrada el 04 de septiembre de 2018, artículo XIX, se acordó suspender el beneficio de pensión que percibía el joven Sojo Jiménez, a partir del 04 de septiembre de 2018, debido al bajo rendimiento académico y hasta tanto demuestre en documento idóneo, que ha obtenido buenos resultados académicos. Por lo que, esta oficina procedió a la suspensión del beneficio de pensión en la I quincena de setiembre de 2018, a partir de la fecha señalada.
Que mediante correo electrónico de fecha 17 de enero de 2019, el pensionado judicial Javier Sojo Jiménez remite nota en la que solicita la reactivación del beneficio de pensión, además presenta la documentación de matrícula del I cuatrimestre 2019 en la Universidad Americana en la carrera Bachillerato en Contaduría en los cursos Administración General, Contabilidad I, Matemática I e Inglés I (se adjunta correo electrónico).
Que en acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 101-18 de fecha 20 de noviembre de 2018, artículo XXX, se acordó acoger el criterio vertido por la Dirección Jurídica en el oficio N° DJ-AJ-3787-2018, el cual para lo que interesa señala:
“[…] se concluye que a partir de la entrada en vigencia de la reforma, es decir, del 22 de mayo del 2018 (fecha de la publicación), en el caso de las hijas y los hijos mayores de 18 y menores de 25 años que realizan estudios, no se puede exigir como requisito para el pago de la pensión por orfandad, que las personas obtengan buenos rendimientos. De manera que, únicamente deberá acreditarse la edad y las constancias de que se encuentran matriculados realizando estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.”
Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibía el joven Sojo Jiménez, era por la suma de ¢114.416,00 (¢57.208,00 por quincena).
Por lo antes expuesto, se traslada a esa Dirección Ejecutiva la presente comunicación para que, salvo disposición de lo contrario, se haga de conocimiento del Consejo Superior la situación del pensionado Javier Sojo Jiménez, con el fin que se determine si procede reactivar el beneficio de pensión y a partir de qué fecha.
(…)”
- 0 -
[bookmark: _Hlk525069]De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría, se acordó: 1.) Tomar nota del informe 74-TE-2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento Financiero Contable. 2.) Reactivar el beneficio de pensión a favor del joven Javier Sojo Jiménez, a partir del 17 de enero de 2019.
El Integrante Montero Zúñiga, salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió competencias para administrar el Fondo.  Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018.  Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.
Las Direcciones Ejecutiva, de Gestión Humana, el Departamento Financiero Contable y la Auditoría, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713183]ARTÍCULO XII 
DOCUMENTO N° 981-19
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 339-DE-2019 del 25 de enero de 2019, remitió el informe N°15-SC-2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento Financiero Contable, mediante el cual remite el Informe de resultados alcanzados al 31 de diciembre de 2018, de la implementación de requerimientos de NICSP, que dice:
“En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión Nº 35-16 del 13 de abril de 2016, artículo VI, donde se acordó: 
“[…] 5.2.2. Seguimiento del desarrollo de los nuevos módulos en el CAF de conformidad con las (NICSP): 
Por tratarse de un asunto de obligación institucional, al relacionarse con una normativa, el recurso de permiso con goce de salario y sustitución de Coordinador o Coordinara de Unidad, se avocarán en forma específica a la implementación de las normas y el levantamiento de requerimientos contables para el desarrollo de los sistemas informáticos, así como a las revisiones de las actualizaciones que realiza la Contabilidad Nacional y así como a las otras labores que demande este proyecto […]”. 
En ese sentido, para los fines correspondientes, se rinde el Informe de los resultados alcanzados al 31 de diciembre de 2018, considerando que dicho permiso fue otorgado para el año 2018, mediante acuerdo del Consejo Superior en la sesión 37-17 del 21 de abril de 2017, artículo XXII. Sin embargo, es importante mencionar que para el período presupuestario 2019, el Consejo Superior mediante el acuerdo de la sesión No.25-18 (Presupuesto 2019) del 4 de abril de 2018, aprobó la plaza de forma ordinaria como Profesional II.
MODULO DE INTANGIBLES (Licencias y programas) 
En relación con el Módulo de Activos Intangibles, en vista de que se concluyó la revisión de las pantallas por parte de este Macroproceso, se programó una reunión el día 29 de octubre de 2018 con la Dirección de Tecnología de Información para entregar el módulo, con la finalidad de que esa Dirección migrara la información de licencias y programas y estableciera los controles pertinentes desde el Módulo conforme con lo establecido en la minuta 007-FC-2017 del 28-02-2017. Sin embargo, para facilitar el proceso de migración se acordó que el Macroproceso Financiero Contable migrara la información de Sistemas con corte a octubre de 2018 y que la Dirección de Tecnología de Información migrara lo correspondiente de las licencias. 
El Macroproceso Financiero Contable finalizó la migración de los programas a principios de diciembre de 2018 y concluyó con la elaboración de los reportes del Módulo de Intangibles en lo que corresponde a:
•Reporte auxiliar de licencias y programas y su amortización. 
• Reporte auxiliar de las mejoras y su amortización. 
• Reporte integrado del costo de los programas y licencias. 
• Reporte de Sistemas en proceso. 
•Reporte de Bajas del Mantenimiento de Bajas de Intangibles (licencias y programas). 
• Reporte de Cambios en valores por modificación de la vida útil o el costo de los programas y licencias. 
Es importante mencionar que se optimizó el uso de los reportes de manera que inicialmente se había planeado la elaboración de otros reportes los cuales se detallan seguidamente: 
• Reporte de Entradas del Mantenimiento de Intangibles (licencias y programas). 
• Reporte de entradas del Mantenimiento de Mejoras a Programas. 
• Reporte de Bajas del Mantenimiento de Mejoras a Programas. 
• Reporte de bajas de Sistemas en proceso. 
Los cuales fue posible integrarlos dentro de otros reportes ya que comparten su lógica de programación y que cumplen con los fines esperados; por tal razón, los reportes de entradas tanto de los Intangibles como de sus mejoras se obtienen de los reportes auxiliares. El reporte de bajas de mejoras y el reporte de bajas de sistemas en proceso, ahora se obtendrán del Reporte de Bajas del Mantenimiento de Bajas de Intangibles y del Reporte de Sistemas en proceso respectivamente. 
En vista de que se cumplió con el plan de trabajo establecido para el Módulo de Activos Intangibles, el Macroproceso Financiero Contable pondrá en producción este módulo a partir de enero de 2019, con una etapa de paralelo de 3 meses actualizando la información y para medir el comportamiento de este módulo antes de abandonar los registros elaborados en hojas electrónicas de manera definitiva. 
En lo que corresponde a la migración de la información de licencias no se ha recibido información de su avance por parte de la Dirección de Tecnología de Información. 
MODULO DE EDIFICIOS 
Tal y como se informó en el informe de avances al 31 de octubre 2018, este módulo entró en la etapa del paralelo el cual se espera finalice con el cierre de diciembre de 2018. Una vez se concluya dicho cierre, se evaluarán los resultados obtenidos y se tomarán las decisiones pertinentes de ampliar esta etapa de revisión o por el contrario, trabajar únicamente con el módulo. 
Finalmente, es importante mencionar que en lo que corresponde al permiso otorgado mediante acuerdo del Consejo Superior en la sesión 37-17 del 21 de abril de 2017, artículo XXII para el período 2018, se cumplió con el plan de trabajo establecido para la implementación de nuevos requerimientos informáticos para dicho período, dando cumplimiento con ello al Decreto Ejecutivo 36965-MH del Ministerio de Hacienda, para la automatización de requerimientos de las NICSP en estos temas, así como establecer control del inventario de edificios y de los activos intangibles con el uso de herramientas informáticos.”
-0-
Se acordó: Tomar nota de lo informado por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 339-DE-2019 del 25 de enero de 2019, referente al informe de resultados alcanzados al 31 de diciembre de 2018, de la implementación de requerimientos de las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público (NICSP). Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713185]ARTÍCULO XIII 
DOCUMENTO N° 1625-10, 7783-18, 15116-18 y 985-19
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 274-DE-2019 del 22 de enero de 2019, solicitó lo siguiente:
“Respetuosamente, le solicito se corrija el acuerdo del Consejo Superior de la sesión N° 1-19 celebrada el 8 de enero del año en curso, artículo XIX, en la parte dispositiva donde literalmente dice “…referente a la factibilidad de gestionar mediante Fideicomiso…”, siendo lo correcto la no factibilidad. En lo demás, se mantiene incólume el acuerdo.   “
-0-
En sesión de Corte Plena N° 23 del 08 de junio de 2015 artículo XVI, se aprobó el Contrato de Fideicomiso Inmobiliario del Poder Judicial 2015, con el Banco de Costa Rica, así como los Reglamentos de Inversiones y de Adquisiciones y del Comité de Vigilancia, en los términos expuestos, en ese momento, por la señora Directora Ejecutiva. 
Seguidamente, en sesión N° 1-19 celebrada el 8 de enero del 2019, artículo XIX, se tuvo por rendido el informe N° 4624-DE-2018, del 14 de diciembre del 2018, suscrito por la máster Dinorah Álvarez Acosta, Directora Ejecutiva interina, referente a la factibilidad de gestionar mediante el Fideicomiso Inmobiliario del Poder Judicial 2015, la adquisición de terrenos y construcción de inmuebles, para las sedes regionales de la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima. 
Se acordó: Acoger la gestión presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 274-DE-2019 del 22 de enero de 2019, en consecuencia: Modificar el acuerdo tomado en sesión N° 1-19 celebrada el 8 de enero del año en curso, artículo XIX, en la parte dispositiva donde literalmente dice “…referente a la factibilidad de gestionar mediante Fideicomiso…”, siendo lo correcto la no factibilidad de gestionar mediante el Fideicomiso Inmobiliario del Poder Judicial 2015, la adquisición de terrenos y construcción de inmuebles, para las sedes regionales de la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima. 
En lo demás, se mantiene incólume el acuerdo. 
La Fiscalía General de la República y de la Oficina de Defensa Civil de la Víctima, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713187]ARTÍCULO XIV 
DOCUMENTO N° 10257-17, 1031-19

En sesión N° 80-17 celebrada el 30 de agosto de 2017, artículo I, se aprobó la suscripción del “Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Poder Judicial y la Municipalidad de San Carlos.
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 344-DE-2019, del 25 de enero del 2019, remitió:
“Al amparo del Convenio N° 21-2017 suscrito entre la Municipalidad de San Carlos y el Poder Judicial, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 80-17 celebrada el 30 de agosto del año 2017, artículo I, se remite solicitud del Lic. Alexander Matarrita Casanova, Administrador Regional de San Carlos, para que se apruebe en donación vehículo con las siguientes características:
Mara: Toyota 
Año: 2017
Modelo: Land Crusier 4X4.
Serie: (…).
VIN: (…).
Motor: (…)
Color: Blanco.
Cabe destacar que revisión del vehículo fue realizada por la Técnica Valuadora del OIJ, Eliette Alfaro Solís, el pasado 14 de junio del año 2018. Se adjunta formulario de valoración técnica suministrado por la Administración de San Carlos.”
- 0 –


Se acordó: Acoger la gestión presentada por el licenciado Alexander Matarrita Casanova, Administrador Regional del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, en consecuencia: 1.) Agradecer a la Municipalidad de San Carlos, la donación del vehículo indicado. 2.) Autorizar la donación del citado automotor a la Delegación Regional del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, por parte de la Municipalidad de San Carlos, para usos de esa delegación, así como el mantenimiento, las reparaciones necesarias y el suministro de combustible para el bien descrito, al amparo del convenio suscrito entre el Poder Judicial y la Municipalidad de San Carlos. Lo anterior en el entendido que las partes u oficinas competentes en el proceso y trámites correspondientes lo hicieron en apego al “Reglamento para el Registro, Control y uso de activos institucionales del Poder Judicial”, publicado mediante circular N° 96-16 del 12 de julio de 2016. 3.) Reiterar al licenciado Matarrita Casanova, Administrador Regional del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, que debe cumplir con los plazos establecidos para las donaciones de vehículos.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, la Dirección Ejecutiva y los Departamentos de Proveeduría y Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713189]ARTÍCULO XV 
DOCUMENTO N° 10686-18,  952-19
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 242-DE-2019 del 22 de enero de 2019, remitió informe sobre conexiones realizadas mediante videoconferencias por parte de las Administraciones Regionales y otras oficinas durante II semestre del 2018, que dice:
“INFORME SOBRE CONEXIONES REALIZADAS MEDIANTE VIDEOCONFERENCIAS POR PARTE DE LAS ADMINISTRACIONES REGIONALES Y OTRAS OFICINAS, DURANTE EL II SEMESTRE DE 2018
Las videoconferencias son un sistema de comunicación bidireccional que transmite video y audio en tiempo real. Esta herramienta hace posible que las personas ubicadas en diferentes sitios tanto dentro como fuera del país, puedan establecer entre ellos una comunicación verbal, visual y auditiva como si estuviera una frente a otra, en una misma sala.
Por otra parte, dentro del Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Poder Judicial y el Ministerio de Justicia y Paz N°3-CG-18, dentro de las responsabilidades del Poder Judicial se estableció la dotación de sistemas de conexión a los Centros de Atención Institucional (C.A.I.) del país, de manera tal que se realicen diligencias judiciales por este medio sin necesidad de trasladar a las personas detenidas a las oficinas judiciales.
Asimismo, Corte Plena en sesión extraordinaria N°8-18, celebrada el 26 de febrero del 2018, artículo XIII, tomó el acuerdo cuya parte dispositiva en lo que interesa señala: 
[bookmark: _Hlk515628601]“Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por hecha la exposición del máster Walter Espinoza Espinoza referente a la situación que acontece en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, así como las manifestaciones de las señoras magistradas y los señores magistrados que hicieron uso de la palabra…3) Aprobar las recomendaciones contenidas en el oficio NºCJP018-18 de la Comisión de la Jurisdicción Penal, en consecuencia, el Consejo Superior dará cumplimiento y seguimiento a las siguientes medidas: … b) Se reactive y convoque a la Comisión de Privados Libertad con el fin de avocarse a conocer esta problemática, con la necesaria participación del señor Ministro de Justicia…”. (El resaltado no corresponde al original).
[bookmark: _Hlk516647712][bookmark: _Hlk516498554]Dentro del contexto anterior, a solicitud de la Magistrada Carmen María Escoto Fernández, en ese entonces Coordinadora de la Comisión de Hacinamiento Carcelarios, encargó a esta Dirección Ejecutiva emprender acciones para promover el uso intensivo de Sistemas de Videoconferencias con el propósito de disminuir los traslados de personas privadas de libertad a los Tribunales de Justicia, con el fin de mejorar el acceso a la justicia de esta población, disminuir los riesgos inherentes en cuanto a traslado y los costos asociados al respecto, esto dentro del marco del Convenio de Cooperación Interinstitucional Poder Judicial-Ministerio de Justicia Nº3-CG-2018.
Por lo anterior, se llevó a cabo una reunión de trabajo conjuntamente con las jefaturas y profesionales de la Defensa Pública, Ministerio Público, Administración del I Circuito Judicial de San José, Jueza Penal, Dirección de Tecnología de Información y esta Dirección Ejecutiva, en la que se analizó dentro las acciones requeridas, el potencializar el uso del Sistema de Videoconferencia a nivel institucional, por lo que se remitió para conocimiento del Consejo Superior  el oficio N°2367-DE-2018, donde ese Órgano Colegiado en sesión N°71-18 celebrada el 9 de agosto de 2018, artículo XXIII, acordó que con el fin de disminuir los traslados de personas de privados de libertad a los Tribunales de Justicia, mejorar el acceso a la justicia de estas personas, reducir los riesgos inherentes en cuanto al traslado de esta población y reducir los costos asociados, dentro del marco del Convenio de Cooperación Interinstitucional Poder Judicial-Ministerio de Justicia N°3-CG-2018, aprobar que dentro del proceso penal y otros  en sus distintas etapas, se utilice el sistema de videoconferencia en algunos actos y diligencias (Circular N°105-2018,de la Secretaria General de la Corte).
Dentro del contexto anterior la Dirección Ejecutiva en coordinación con la Dirección de Tecnología de la Información, ha gestionado la instalación de 59 equipos de videoconferencias en distintas oficinas judiciales y CAI´s según detalle adjunto:
UBICACIÓN DE LOS EQUIPOS DE VIDEOCONFERENCIAS 
	[bookmark: _Hlk535219645][bookmark: _Hlk534890242]Ubicación
	Equipo Marca y modelo

	Auditorio Judicial
	Sony G-50

	CAI Antonio Bastida de Paz (Pérez Zeledón)
	Sony G-50

	CAI Cocorí (Cartago)
	Sony G-50

	CAI El Roble, Puntarenas
	Sony G-50

	CAI Gerardo Rodríguez
	Sony G-50

	CAI La Leticia, Guápiles
	Sony G-50

	CAI La Marina, San Carlos
	Sony G-50

	CAI La Reforma
	Sony G-50

	CAI Marcus Garvey (Sandoval, Limón)
	Sony G-50

	CAI Paso Real, Liberia
	Sony G-50

	CAI San Sebastián
	Sony PCS-1

	CAI Vilma Curling Rivera (Buen Pastor)
	Sony PCS-1

	CAI Zurquí
	Sony G-50

	Departamento de Ciencias Forenses, San Joaquín de Flores
	Polycom

	Departamento de Medicina Legal, San Joaquín de Flores
	Sony PCSXG55

	Dirección de Tecnología de la Información (Sección de Telemática)
	Sony G-70

	Dirección de Tecnología de la Información (portátil de Telemática)
	Sony PCSXG55

	Dirección de Tecnología de la Información (portátil de Telemática)
	Sony PCSXG77

	Escuela Judicial, San Joaquín de Flores
	Sony PCS-1

	Presidencia de la Corte
	Sony PCSXG55

	Tribunales de Alajuela 1
	Sony PCS-1

	Tribunales de Alajuela 2
	Sony G-50

	Tribunales de Cartago 1
	Sony PCS-1

	Tribunales de Cartago 2
	Sony G-50

	Tribunales de Corredores
	Sony G-50

	Tribunales de Desamparados
	Sony PCSXG55

	Tribunales de Golfito
	Sony G-50

	Tribunales de Grecia
	Sony G-50

	Tribunales de Heredia
	Sony PCS-1

	Tribunales de Liberia
	Sony G-50

	Tribunales de Limón
	Sony PCSXG55

	Tribunales de Limón 2
	Sony PCS-1

	Tribunales de Nicoya
	Sony G-50

	Tribunales de Osa
	Sony G-50

	Tribunales de Pavas
	Sony G-50

	Tribunales de Pérez Zeledón 1
	Sony G-50

	Tribunales de Pérez Zeledón 2
	Sony PCSXG55

	Tribunales de Pococí 1
	Sony G-50

	Tribunales de Pococí 2
	Sony PCSXG55

	Tribunales de Puerto Jiménez
	Sony PCSXG77

	Tribunales de Puntarenas 1
	Sony PCS-1

	Tribunales de Puntarenas 2
	Sony G-50

	[bookmark: _Hlk535219635]Tribunales de Quepos
	Sony PCSXG77

	Tribunales de San Carlos
	Sony PCSXG77

	Tribunales de San José, Aula Virtual
	Sony PCSXG55

	Tribunales de San José,   de Atención a la Víctima
	Polycom

	Tribunales de San José, Sala 18
	Sony PCSXG55

	Tribunales de San José, Sala 6
	Sony PCSXG55

	Tribunales de San José, Salón Multiuso
	Sony PCSXG55

	Tribunales de San José. Defensa Pública
	Sony PCS-1

	Tribunales de San Ramón 1
	Sony G-50

	Tribunales de San Ramón 2
	Sony PCXG77

	Tribunales de San Vito
	Sony G-50

	Tribunales de Santa Cruz
	Sony PCS-1

	Tribunales de Turrialba
	Sony G-50

	Tribunales de Upala
	Sony PCSXG77

	Tribunales II Circuito Judicial de San José, Goicoechea 1
	Sony PCSXG77

	Tribunales II Circuito Judicial de San José, Goicoechea Contencioso
	Sony G-50

	Unidad de Capacitación del Ministerio Público
	Sony PCSXG55


FUENTE: Dirección de Tecnología de la Información, Sección de Telemática, correo electrónico de 10 de enero de 2019, suscrito por Victor Hernández Bonilla de la Gestión de Tecnologías Multimedia.
Cabe mencionar, que en el Informe del II Semestre de 2018, se efectuó la instalación de 2 nuevos equipos de videoconferencias:

	Ubicación
	Equipo Marca y modelo

	CAI Nelson Mandela (San Carlos)
	Sony G-50

	Inspección Judicial
	Sony PCS-XG77


 FUENTE: Dirección de Tecnología de la Información, Sección de Telemática, correo electrónico de 10 de enero de 2019, suscrito por Victor Hernández Bonilla de la Gestión de Tecnologías Multimedia.
[bookmark: _Hlk508090023]Por otra parte, el Consejo Superior en sesión N°19-11 celebrada el 3 de marzo de 2011, artículo LXVII, dispuso que la Dirección Ejecutiva envíe a ese Órgano un informe sobre el uso de estos equipos periódicamente, por lo cual a continuación se presenta el informe correspondiente al II semestre de 2018.
SITUACIÓN ACTUAL:
Reporte de videoconferencias realizadas durante el II semestre 2018
Mediante correo electrónico del 9 de enero de 2019, se solicitó a la Dirección de Tecnología de Información (DTI) el reporte de las videoconferencias solicitadas, canceladas y efectivas por las diferentes oficinas, así como de los Centros de Atención Institucionales. 
En atención a dicha solicitud, se recibió respuesta por correo electrónico del 10 de enero de 2019, suscrito por Victor Hernández Bonilla, de la Sección de Telemática de la Dirección de Tecnología de Información (véase Anexo N°1).
Las Administraciones Regionales en lo que cada una corresponde, remitieron también el detalle de videoconferencias por mes, lo cual permitió cotejar las estadísticas, determinándose que existe una diferencia entre los datos facilitados por la DTI y las Administraciones Regionales, lo cual se presume obedece a que las oficinas no realizan las comunicaciones correspondientes de las cancelaciones a la DTI, o bien omiten remitir las comunicaciones a las Administraciones Regionales para el registro respectivo. 
Tomando en consideración lo anterior, a continuación, se presenta el detalle de la cantidad de enlaces que se realizaron durante el II semestre del 2018 de acuerdo con la información suministrada por las Administraciones Regionales:
ENLACES REALIZADOS EN EL II SEMESTRE DE 2018

	Administración
	julio
	agosto
	setiembre
	octubre
	noviembre
	diciembre
	Total de Enlaces General
	Total Enlaces con CAI
	Promedio mensual

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Total Enlaces
	Realizadas con CAI
	Total Enlaces
	Realizadas con CAI
	Total Enlaces
	Realizadas con CAI
	Total Enlaces
	Realizadas con CAI
	Total Enlaces
	Realizadas con CAI
	Total Enlaces
	Realizadas con CAI
	
	
	

	Primer Circuito Judicial de San José 
	45
	2
	55
	5
	40
	1
	40
	4
	33
	3
	16
	2
	229
	17
	38
	3

	Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea)
	15
	11
	26
	11
	20
	9
	22
	13
	23
	8
	9
	6
	115
	58
	19
	10

	Tercer Circuito Judicial de San José
	2
	0
	10
	0
	3
	0
	7
	0
	4
	0
	4
	0
	30
	0
	5
	0

	Primer Circuito Judicial de Alajuela
	26
	0
	25
	3
	10
	13
	18
	0
	11
	0
	14
	0
	104
	16
	17
	3

	Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)
	25
	1
	23
	14
	18
	14
	19
	13
	12
	1
	15
	0
	112
	43
	19
	7

	Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón) 
	7
	0
	7
	0
	4
	1
	7
	1
	3
	0
	3
	0
	31
	2
	5
	0

	Edificio de Tribunales de Grecia 
	6
	0
	9
	0
	6
	0
	6
	0
	6
	0
	3
	0
	36
	0
	6
	0

	Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)
	39
	2
	35
	1
	27
	3
	25
	2
	26
	3
	14
	2
	166
	13
	28
	2

	Segundo Circuito Judicial de Guanacaste (Sede Nicoya)
	15
	3
	10
	4
	4
	2
	14
	4
	12
	2
	4
	2
	59
	17
	10
	3

	Segundo Circuito Judicial de Guanacaste (Sede Santa Cruz)
	9
	3
	19
	8
	13
	2
	17
	3
	19
	5
	9
	2
	86
	23
	14
	4

	Circuito Judicial de Cartago
	22
	4
	15
	10
	15
	3
	23
	4
	12
	7
	9
	2
	96
	30
	16
	5

	Edificio de Tribunales de Turrialba
	6
	3
	7
	2
	7
	3
	11
	3
	2
	3
	3
	2
	36
	16
	6
	3

	Circuito Judicial de Heredia
	2
	0
	6
	0
	2
	0
	17
	1
	2
	0
	3
	0
	32
	1
	5
	0

	Circuito Judicial de Sarapiquí
	1
	0
	3
	1
	3
	0
	2
	0
	2
	0
	2
	0
	13
	1
	2
	0

	Circuito Judicial de Puntarenas
	27
	4
	40
	3
	14
	4
	17
	1
	13
	4
	9
	4
	120
	20
	20
	3

	Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón) 
	25
	3
	35
	4
	22
	6
	19
	3
	28
	4
	18
	1
	147
	21
	25
	4

	Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores)
	6
	0
	27
	2
	26
	9
	26
	3
	20
	3
	21
	2
	126
	19
	21
	3

	Edificio de Tribunales de Golfito
	20
	4
	18
	9
	16
	7
	25
	7
	12
	4
	8
	0
	99
	31
	17
	5

	Edificio de Tribunales de Osa
	13
	3
	8
	2
	12
	6
	13
	9
	15
	5
	8
	4
	69
	29
	12
	5

	Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón) 
	35
	6
	45
	8
	29
	2
	30
	11
	30
	6
	18
	4
	187
	37
	31
	6

	Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Pococí)
	26
	0
	24
	3
	17
	3
	15
	7
	18
	7
	8
	4
	108
	24
	18
	4

	Ciudad Judicial San Joaquín de Flores 
	7
	2
	16
	0
	10
	0
	8
	0
	8
	0
	3
	0
	52
	2
	9
	0

	Escuela Judicial Joaquín de Flores 
	0
	0
	1
	0
	0
	0
	0
	0
	1
	0
	0
	0
	2
	0
	0
	0

	Quepos y Parrita
	8
	0
	15
	0
	19
	0
	20
	0
	18
	1
	8
	0
	88
	1
	15
	0

	Diferencias estadísticas con DTI
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	-
	136
	
	

	Total de enlaces realizados
	387
	51
	479
	90
	337
	88
	401
	89
	330
	66
	209
	37
	2143
	557
	357
	93


Fuente: Elaboración propia con la información suministradas por las diferentes oficinas.
Según la información del cuadro anterior, durante el II semestre del 2018 se llevaron a cabo 2.700 enlaces o conexiones de las cuales 2.143 (79%) son enlaces normales, mientras que 557 (21%) se trata de enlaces con los Centros de Atención Institucional (CAI´s). 
[bookmark: _Hlk534969654]Cabe señalar, que al cotejar las estadísticas facilitadas por la DTI y las Administraciones Regionales en cuanto a los enlaces se presenta una diferencia (13) [footnoteRef:1] producto de que algunas oficinas no realizan las comunicaciones correspondientes a las Administraciones Regionales sobre los enlaces solicitados directamente a la DTI, o bien que en los reportes se contemplan tanto las solicitadas y las recibidas por otras Administraciones, sin embargo, las recibidas no deben de ser consideradas dado que genera una duplicidad en los registros. (véase anexo N° 1). [1:  En términos generales los enlaces reportados por la DTI son 1994, en tanto los facilitados por las Administraciones Regionales es de 2143 para los efectos del presente informe, se toma como referencia los reportados por parte de las Administraciones Regionales. En el caso específico de los CAI´s lo reportado por la Administraciones Regionales son 421 y los datos reportados por la DTI para un total de 557 enlaces. Por lo anterior, se realiza el ajuste, con la finalidad de tomar en consideración para el análisis del presente informe los enlaces reportados por parte de la DTI.] 

Por otra parte, las Administraciones Regionales que durante el II semestre del 2018, reportaron mayor cantidad de enlaces son:

	Administración Regional
	Cantidad del II Semestre 2018
	Promedio mensual

	Primer Circuito Judicial de San José
	229
	38

	Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón)
	187
	31

	Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)
	166
	28

	Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón)
	147
	25

	Circuito Judicial de Puntarenas
	120
	20



En cuanto a los enlaces con los CAI´s, se gestionaron durante el periodo de análisis 557 conexiones. Las siguientes Administraciones Regionales fueron las que registraron mayor cantidad de este tipo de enlaces:
Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de San José con 58 enlaces, lo que implica que en promedio realizaron 10 conexiones por mes.
Administración Regional del II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos) con 43 enlaces, para un promedio de 7 conexiones por mes.
Administración Regional I Circuito Judicial de la Zona Atlántica con 37 enlaces, para un promedio de 6 conexiones.
Reporte de videoconferencias realizadas durante el I semestre 2018 versus II semestre 2018
A continuación, se presenta el reporte comparativo de la cantidad de enlaces realizados durante el I semestre del 2018 versus II semestre del 2018.

	Administración
	I SEMESTRE 2018
	II SEMESTRE 2018
	Diferencia

	
	Total de enlaces realizados
	Realizados con CAI 
	Promedio mensual
	Total de enlaces realizados
	Realizados con CAI 
	Promedio mensual
	enlaces realizados
	CAI

	
	
	
	Total General
	Total CAI
	
	
	Total General
	Total CAI
	
	

	Primer Circuito Judicial de San José 
	275
	15
	46
	3
	229
	17
	38
	3
	-46
	2

	Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea)
	128
	27
	21
	5
	115
	58
	19
	10
	-13
	31

	Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados)
	42
	0
	7
	0
	30
	0
	5
	0
	-12
	0

	Primer Circuito Judicial de Alajuela
	85
	2
	14
	0
	104
	16
	17
	3
	19
	14

	Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)
	113
	2
	19
	0
	112
	43
	19
	7
	-1
	41

	Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón) 
	46
	1
	8
	0
	31
	2
	5
	0
	-15
	1

	Edificio de Tribunales de Grecia 
	47
	1
	8
	0
	36
	0
	6
	0
	-11
	-1

	Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)
	176
	7
	29
	1
	166
	13
	28
	2
	-10
	6

	Segundo Circuito Judicial de Guanacaste (Sede Nicoya)
	63
	6
	11
	1
	59
	17
	10
	3
	-4
	11

	Segundo Circuito Judicial de Guanacaste (Sede Santa Cruz)
	86
	19
	14
	3
	86
	23
	14
	4
	0
	4

	Circuito Judicial de Cartago
	93
	39
	16
	7
	96
	30
	16
	5
	3
	-9

	Edificio de Tribunales de Turrialba
	37
	9
	6
	2
	36
	16
	6
	3
	-1
	7

	Circuito Judicial de Heredia
	19
	1
	3
	0
	32
	1
	5
	0
	13
	0

	Sarapiquí
	0
	0
	0
	0
	13
	1
	2
	0
	13
	1

	Circuito Judicial de Puntarenas
	132
	27
	22
	5
	120
	20
	20
	3
	-12
	-7

	Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón) 
	121
	15
	20
	3
	147
	21
	25
	4
	26
	6

	Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores)
	118
	9
	20
	2
	126
	19
	21
	3
	8
	10

	Edificio de Tribunales de Golfito
	89
	16
	15
	3
	99
	31
	17
	5
	10
	15

	Edificio de Tribunales de Osa
	31
	15
	5
	3
	69
	29
	12
	5
	38
	14

	Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón) 
	245
	47
	41
	8
	187
	37
	31
	6
	-58
	-10

	Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Pococí)
	140
	6
	23
	1
	108
	24
	18
	4
	-32
	18

	Ciudad Judicial San Joaquín de Flores 
	79
	0
	13
	0
	52
	2
	9
	0
	-27
	2

	Escuela Judicial Joaquín de Flores 
	1
	0
	0
	0
	2
	0
	0
	0
	1
	0

	Quepos y Parrita
	43
	0
	7
	0
	88
	1
	15
	0
	45
	1

	Diferencias estadísticas con DTI
	-
	113
	-
	-
	-
	136
	-
	-
	-
	23

	TOTAL 
	2.209
	377
	368
	44
	2.143
	557
	357
	93
	-66
	180



Según el cuadro anterior, durante el I semestre del 2018 se realizaron 2.586 enlaces (2.209 normales y 377 con el CAI), mientras que durante el II semestre de 2018 se llevaron a cabo 2.700 enlaces (2.143 normales y 557 con el CAI), como se puede apreciar entre un periodo y otro se presentó un aumento de 114 enlaces (66 normales y 180 con los CAI´s).
Se destaca el detalle de las Administraciones que se presentaron un incremento en los enlaces realizados con los CAI´s:  
Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos), 41 enlaces.
Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea), 31 enlaces.
Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Pococí), 18 enlaces.
Edificio de Tribunales de Golfito, 15 enlaces.
Edificio de Tribunales de Osa, 14 enlaces.
Dada la situación presupuestaria que la Institución atraviesa, se recomienda:
Que el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, continúe sensibilizando a la población judicial mediante cápsulas informativas, acerca de los beneficios y la importancia del uso de los sistemas de videoconferencias.
Que cada Consejo de Administración de Circuito, despachos judiciales, Unidades de Capacitación y demás oficinas que cuentan con sistemas de videoconferencias o accesos a dichos servicios intensifiquen el uso de esta herramienta, en las diversas labores que así lo ameriten, para que de esta forma se pueda impactar positivamente el presupuesto en cuanto al no pago de viáticos, sustituciones de servidores, combustible, entre otros y disminuir también los riesgos inherentes en cuanto al traslado de servidores y servidoras judiciales, privados de libertad, entre otros.
Que todas la oficinas y dependencias que gestionen un servicio de videoconferencia y suspendan el mismo, establezcan claramente los motivos de suspensión, en los informes que remiten periódicamente a la Dirección Ejecutiva y a la Dirección de Tecnología de Información, dado que al cotejar las estadísticas presentan diferencias sustanciales. 
[bookmark: _Hlk535238855]Además, en cuanto a las comunicaciones que se deben remitir a la Dirección de Tecnología de Información, referente a las solicitudes de las videoconferencias, se requiere que realicen las comunicaciones en forma oportuna de aquellas que fueron canceladas, así como de los CAI´s, con la finalidad de llevar un control cruzado en la estadística. 
Que la Comisión para atender el hacinamiento carcelario dispuesta por la Corte Plena, promueva el uso intensivo de esta herramienta con el propósito de disminuir los traslados de la persona privada de libertas a los Tribunales de Justicia, con especial énfasis al último acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N°71-18 celebrada el 9 de agosto de 2018, artículo XXIII, acerca del deber de utilizar el sistema de videoconferencia en distintas etapas del proceso penal, pensiones alimentarias y familia (Circular No. 105-2018, de la Secretaria General de la Corte).
[bookmark: _Hlk535235250]En virtud de las estadistas con del DTI con la información de las Administraciones Regionales, presentan algunas diferencias lo cual se presume que obedece a que las oficinas no realizan las comunicaciones correspondientes de las cancelaciones a la DTI, o bien omiten remitir las comunicaciones a las Administraciones Regionales para el registro respectivo, esta Dirección Ejecutiva remitió a los efectos las Circular N°13-2019 a las Administraciones Regionales y la Inspección Judicial en el cual se solicitan que deben remitir la información, a partir de enero 2019, conforme al formato que se establece, con la finalidad de no realizar duplicidad en los registros, en cuanto a:
-Enlaces pedidos por las oficinas de su Administración.
-Solicitud realizadas desde otras Administraciones Regional.
-Enlaces denegadas (Videoconferencias que se rechazan por no contar con espacio para colocar el Equipo de Videoconferencia o computador con el programa de videoconferencias (Real Presence).
Elaborado por: Katherine Hernández Molina, Profesional II a.i.
Revisado por: Marielos Gamboa Conejo, Jefa Sección de Análisis y Ejecución.
Autorizado por: Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.
Anexo N° 1
Detalle de videoconferencias solicitadas, canceladas y efectivas de los Centros de Atención Institucionales

	Administración
	Oficinas
	DTI
	Diferencia

	Primer Circuito Judicial de San José 
	246
	153
	-93

	Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea)
	173
	192
	19

	Tercer Circuito Judicial de San José
	30
	41
	11

	Primer Circuito Judicial de Alajuela
	120
	50
	-70

	Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)
	155
	62
	-93

	Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón) 
	33
	17
	-16

	Edificio de Tribunales de Grecia 
	36
	20
	-16

	Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)
	179
	115
	-64

	Segundo Circuito Judicial de Guanacaste (Sede Nicoya)
	76
	98
	22

	Segundo Circuito Judicial de Guanacaste (Sede Santa Cruz)
	109
	89
	-20

	Circuito Judicial de Cartago
	126
	81
	-45

	Edificio de Tribunales de Turrialba
	52
	41
	-11

	Circuito Judicial de Heredia
	33
	30
	-3

	Circuito Judicial de Sarapiquí
	14
	3
	-11

	Circuito Judicial de Puntarenas
	140
	111
	-29

	Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón) 
	168
	106
	-62

	Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores)
	145
	207
	62

	Edificio de Tribunales de Golfito
	130
	208
	78

	Edificio de Tribunales de Osa
	98
	111
	13

	Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón) 
	224
	356
	132

	Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Pococí)
	132
	7
	-125

	Ciudad Judicial San Joaquín de Flores 
	54
	17
	-37

	Escuela Judicial Joaquín de Flores 
	2
	1
	-1

	Quepos y Parrita
	89
	77
	-12

	Congresos y Eventos
	0
	48
	48

	Capacitaciones
	0
	2
	2

	Ciencias Forenses
	0
	0
	0

	Inspección Judicial
	0
	110
	110

	Internacionales
	0
	82
	82

	Pruebas
	0
	34
	34

	San José (general) aula virtual auditorio
	0
	82
	82

	Total de enlaces realizados
	2.564
	2551
	-13



Detalle general de la cantidad de videoconferencias por trimestre (III y IV) solicitadas por las diferentes oficinas judiciales de 2018.
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(…)”
- 0 -
En sesión Nº 19-11 celebrada el 3 de marzo de 2011, artículo LXVII, -entre otras cosas- se acordó estar a la espera del informe que remitiría la Dirección Ejecutiva sobre el uso de videoconferencias en el país.
Posteriormente, en sesión N° 83-18 celebrada el 20 de setiembre de 2018, artículo XI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“(…)
Se acordó: Tener por rendido el “Informe sobre las Conexiones realizadas mediante Videoconferencias por las Administraciones Regionales y otras oficinas, I Semestre 2018” remitido por la Dirección Ejecutiva y acoger sus recomendaciones, en consecuencia: 1.) Deberá el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, continuar sensibilizando a la población judicial mediante cápsulas informativas, acerca de los beneficios y la importancia del uso de los sistemas de videoconferencias. 2.) Cada Consejo de Administración de Circuito, despachos judiciales, Unidades de Capacitación y demás oficinas que cuentan con sistemas de videoconferencias o accesos a dichos servicios intensifiquen el uso de esta herramienta, en las diversas labores que así lo ameriten, para que de esta forma se pueda impactar positivamente el presupuesto en cuanto al no pago de viáticos, sustituciones de servidores, combustible, entre otros y disminuir también los riesgos inherentes en cuanto al traslado de servidores y servidoras judiciales, privados de libertad, entre otros. 3.) Todas la oficinas y dependencias que gestionen un servicio de videoconferencia y suspendan el mismo, establezcan claramente los motivos de suspensión, en los informes que remiten periódicamente a la Dirección Ejecutiva y a la Dirección de Tecnología de Información, con especial énfasis la Administración del Primer Circuito Judicial de San José, Edificio Tribunales de Osa, Segundo Circuito de la Zona Sur y el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, dadas las estadísticas que presentan, por lo que las jefaturas de esas oficinas, implantaran a la brevedad los controles requeridos por la Dirección Ejecutiva. 4.) Las comunicaciones que se deben remitir a la Dirección de Tecnología de Información, referente a las solicitudes de las videoconferencias, deberán realizarse en forma oportuna. E- La Comisión para atender el hacinamiento carcelario dispuesta por la Corte Plena, promoverá el uso intensivo de esta herramienta con el propósito de disminuir los traslados de la persona privada de libertad a los Tribunales de Justicia, en acatamiento a la Circular 105-2018, de la Secretaria General de la Corte. 5.) Hacer este acuerdo del conocimiento de la Dirección de Tecnología de la Información, de los Consejos de Administración de Circuito del país, de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación del Ministerio Público y la Defensa Pública con el fin que lo analicen y generen acciones que permitan ir aumentando las estadísticas por este concepto en la gestión que desarrollan. Se declara acuerdo firme.”
- 0 -
Se acordó: Tener por rendido el informe N° 242-DE-2019 del 22 de enero de 2019, de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, referente al informe sobre conexiones realizadas mediante videoconferencias por parte de las Administraciones Regionales y otras oficinas durante II semestre del 2018 y acoger sus recomendaciones, en consecuencia: 1.) El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, continuara sensibilizando a la población judicial mediante cápsulas informativas, acerca de los beneficios y la importancia del uso de los sistemas de videoconferencias. 2.) Deberán los Consejos de Administración de Circuito, despachos judiciales, Unidades de Capacitación y demás oficinas que cuentan con sistemas de videoconferencias o accesos a dichos servicios intensificar el uso de esta herramienta, en las diversas labores que así lo ameriten, para que de esta forma se pueda impactar positivamente el presupuesto en cuanto al no pago de viáticos, sustituciones de servidores, combustible, entre otros y disminuir también los riesgos inherentes en cuanto al traslado de servidores y servidoras judiciales, privados de libertad, entre otros. 3.) Deberán todas las oficinas y dependencias que gestionen un servicio de videoconferencia y suspendan el mismo, indicar claramente los motivos de suspensión, en los informes que remiten periódicamente a la Dirección Ejecutiva y a la Dirección de Tecnología de Información. Además, en cuanto a las comunicaciones que se deben remitir a la Dirección de Tecnología de Información, referente a las solicitudes de las videoconferencias, deberán realizar las comunicaciones en forma oportuna de aquellas que fueron canceladas, así como de los CAI´s, con la finalidad de llevar un control cruzado en la estadística. 4.) Solicitar a la Comisión para atender el hacinamiento carcelario dispuesta por la Corte Plena, promueva el uso intensivo de esta herramienta con el propósito de disminuir los traslados de las personas privadas de liberta a los Tribunales de Justicia, con especial énfasis al último acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N°71-18 celebrada el 9 de agosto de 2018, artículo XXIII, acerca del deber de utilizar el sistema de videoconferencia en distintas etapas del proceso penal, pensiones alimentarias y familia (Circular No. 105-2018, de la Secretaria General de la Corte). 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Direcciones Ejecutiva, Tecnología de la Información, el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, Escuela Judicial, Administraciones Regionales, Unidades de Capacitación, para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc536713191]ARTÍCULO XVI 
DOCUMENTO N° 980-19
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 311-DE-2019 del 22 de enero de 2019, comunicó lo siguiente
“Para conocimiento del Consejo Superior, se traslada oficio N° 29-PI-2019, de fecha 22 de enero de 2019, suscrito por la MBA Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, quien remite el oficio N° BPG-971-2018 suscrito por la señora Joanna Li Zúñiga, Ejecutiva BP Global, del Banco Popular quien informa la imposibilidad de realizar el cambio de titularidad de los instrumentos de inversión adquiridos con los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y actualmente ligados a la cédula jurídica de la Corte Suprema de Justicia (2-300-042155) a la nueva cédula jurídica instrumental (3-110-759688) asignada al dicho Fondo, por lo que se mantendrá el esquema actual de trabajo hasta el vencimiento de los títulos y en tanto el Consejo Superior continúe con la administración del Fondo.”
- 0 -
Seguidamente, se transcribe el oficio N° 29-PI-2019, que dice:
“Conforme las políticas de transparencia de la institución, se anexa el oficio BPG-971-2018, firmado por la señora Joanna Li Zúñiga, Ejecutiva de Cuenta del BPDC, donde se comunica la imposibilidad de realizar el cambio de titularidad de los instrumentos de inversión adquiridos con los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y actualmente ligados a la cédula jurídica de la Corte Suprema de Justicia (2-300-042155) a la nueva cédula jurídica instrumental (3-110-759688) asignada al dicho Fondo.
De tal forma, no sería posible modificar la titularidad de la cuenta corriente asignada, ni asociar los vencimientos actuales a una nueva cuenta corriente (dada la diferencia de cédulas jurídicas), por lo cual se considera inconveniente modificar el esquema actual hasta el vencimiento del último instrumento de ventanilla efectuado con dicho Emisor.
Dado lo anterior, salvo criterio en contrario, este Macroproceso mantendrá el esquema de triangulación de cuentas utilizado a la fecha, con el fin de recuperar los recursos del FJPPJ en cada vencimiento.”


- 0 -
Se acordó: Tomar nota de lo comunicado por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 311-DE-2019 del 22 de enero de 2019. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713193]ARTÍCULO XVII 
DOCUMENTO N° 850-19
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 286-DE-2019 del 23 de enero de 2019, remitió informe del Departamento Financiero Contable, respecto las cuentas por cobrar a la Caja Costarricense del Seguro Social, por concepto de incapacidades, al 31 de diciembre de 2018, que dice:
“(…)
[bookmark: _Toc514922711]I	“Cuenta por cobrar CCSS (con convenio):
[bookmark: OLE_LINK1]La cuenta total por cobrar a la Caja Costarricense de Seguro Social por concepto de incapacidades, al 31 de diciembre de 2018, es por la suma de ¢303,795,991.48 (trescientos tres millones setecientos noventa y cinco mil novecientos noventa y un colones con 48/100), según se muestra a continuación:
[image: ]
Nota 1: **El monto por concepto de cuota patronal (9,25%) comprende el porcentaje de cuota patronal sobre el monto del subsidio pendiente de pago (según reporte acumulado de boletas pendientes de pago) y el monto sobre los subsidios pagados por la CCSS.
[bookmark: _Toc514922712]1.1 Cuenta por Cobrar Subsidio y Salario Escolar:
La suma adeudada por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) al Poder Judicial por concepto de subsidio y salario escolar de enfermedad, maternidad y fase terminal, con corte al 31 de diciembre de 2018, es el siguiente: 
[image: ]

La deuda de la cuenta por cobrar de subsidio está compuesta, como se observa en el siguiente cuadro (1954 boletas de incapacidad):  
[image: ]
El saldo de la deuda corresponde a boletas de incapacidades que presentan las siguientes situaciones: 
Funcionario sin nombramiento registrado para el periodo de incapacidad.
Incapacidades otorgadas por medico empresa que no fueron refrendadas en la CCSS
Incapacidades otorgadas por medico empresa con talonario no autorizado por la CCSS
Incapacidades no registradas por parte de la CCSS
Incapacidades registradas erróneamente por la CCSS
Incapacidades con diferencias en los salarios utilizados para el cálculo
Incapacidades por maternidad con diferencias en los periodos otorgados según lo autorizado.
Estos rubros son cancelados por la Subárea de Prestaciones en Dinero de la Caja Costarricense de Seguro Social.
[bookmark: _Toc514922713]1.2 Cuenta por cobrar Cuota Patronal (9,25%):
La suma total de la cuenta por cobrar a la Caja Costarricense de Seguro Social por concepto de cuota patronal 9,25% asciende al monto de ¢20.269.719,58 (veinte millones doscientos sesenta y nueve mil setecientos diecinueve colones con 58/100) al 31 de diciembre de 2018, la cual se detalla a continuación:
Cuota Patronal sobre el Subsidio. 
La suma adeudada por la Caja Costarricense de Seguro Social al Poder Judicial por concepto de cuota patronal sobre las incapacidades de fase terminal y enfermedad:
 [image: ]

Casos pendientes (Gerencia Financiera). 
En lo que respecta a este rubro, según los registros y controles establecidos, los siguientes cobros se encuentran pendientes y corresponde a los casos rechazados mediante Informes de inspección por la Dirección de Inspección de la CCSS, equivalente a un total de ¢485.446,03.
[image: ]

Cobros de cuota patronal (9,25%) con (Recurso de Revocatoria)
Estos casos, corresponde a las gestiones de cobro de cuota patronal (9,25%) que a la fecha, el recurso de revocatoria no ha sido resuelto por la Dirección de Inspección de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

[image: ]

Caso pendiente de pago por parte de la CCSS

[image: ]
Cobros de cuota patronal (9,25%) remitidos a la Procuraduría General de la República
Estos casos, corresponde a las gestiones de cobro de cuota patronal (9,25%), que fueron rechazados por la Gerencia Financiera de la CCSS, de lo cual la Dirección Jurídica de este poder de la República los remite mediante oficio DJ-2263-2018 de fecha 29 de junio del 2018, adicionándolo al oficio DJ-2959-2017. Estos casos se reversaron contablemente en la contabilidad del mes de octubre 2018.
[image: ]

[bookmark: _Toc514922714]1.3 Accidentes de Tránsito (CCSS)
Al 31 de diciembre de 2018, la cuenta por cobrar de las incapacidades por concepto de accidentes de tránsito a la CCSS es el siguiente:
[image: ]
Respecto, a las sumas detalladas anteriormente es importante rescatar que se conformó una comisión entre ambas instituciones constituida por personeros de la Dirección Ejecutiva, Macroproceso Financiero Contable, Dirección Jurídica y la CCSS, por lo que se realizando reuniones mensuales, con el fin de llegar a diferentes acuerdos respecto a cada uno de los casos que se encuentran pendientes, siendo que entre los resultados obtenidos de dichas reuniones el pasado 11 de diciembre del 2018, la CCSS amplió el plazo a tres meses, para finalizar la labor de análisis de los casos pendientes y remitir un informe final, en el cual indicará el monto a cancelar, así como los casos en los que por normativa que regula a esa Entidad no estarían sujetos de cancelación, por tanto con dicho informe se realizará el análisis correspondiente para las gestiones  respectivas.  
[bookmark: _Toc514922715]Normativa Aplicable:
La normativa que dio origen a la generación de las cuentas por cobrar por concepto de incapacidades, así como los pagos a realizar por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), se cita a continuación:
El Poder Judicial cancela a sus empleados el 100% de su salario con fundamento en lo establecido en el artículo 42 de la Ley Orgánica, la cual establece lo siguiente:
“[…] Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.”				
Convenio suscrito entre el Poder Judicial y la CCSS desde el 01 de agosto de 1994, el cual estipula en sus cláusulas primera y segunda, que el Poder Judicial pagará el 100% del salario a los empleados judiciales, cuando uno de estos sea incapacitado en algún centro médico de ese Ente Social, a su vez la CCSS reintegrará al Poder Judicial el monto de subsidio de los trabajadores asegurados[footnoteRef:2]. [2: Con oficio N.° GF-39.591, del 14 de agosto de 2014, suscrito por el Lic. Gustavo Picado Chacón y conforme la reunión sostenida entre el Poder Judicial y la CCSS el 23/07/2014, el convenio se amplió hasta el 1 de setiembre de 2015. Con oficio N.° JP-519-2015, el Departamento de Gestión Humana solicita al Consejo Superior que se realice solicitud formal de prórroga nuevamente para finalizar la programación del sistema informático.
Con oficio N.° GF-15.322, del 27 de agosto de 2015, suscrito por el Lic. Gustavo Picado Chacón, Gerente de la CCSS, el convenio se amplió hasta el 29 de febrero de 2016.
Mediante oficio N.° GF-50.291, fechado 08 de febrero de 2016, suscrito por el Lic. Gustavo Picado Chacón, Gerente de la CCSS, autoriza la prórroga del convenio de pago indirecto de incapacidades y licencias hasta el 31 de agosto de 2016.] 

“Instructivo de Pago de Prestaciones en Dinero de la CCSS”, donde se establecen las normas y regulaciones relacionadas con el pago de las prestaciones en dinero otorgadas por la CCSS a los asegurados.
“Instructivo: Beneficio para los responsables de pacientes en fase terminal”, con el objetivo de establecer los procedimientos administrativos y contables relacionados con el otorgamiento, control y pago de subsidios derivados de la ley 7756 y sus reformas, “Beneficios para los responsables de pacientes en fase terminal”.
Directriz N.° 019-2007-MTSS, emitida por el Ministerio de Trabajo el 12 de marzo de 2007, la cual en lo relacionado al Salario Escolar establece:
“[…] 2. El cálculo del subsidio por incapacidad que corresponde el pago del Salario Escolar, que experimente un servidor(a) público (a), se realizará en el mes siguiente al que esté calendarizado el pago de dicho salario…”
3. Tanto la Caja Costarricense del Seguro Social como el Instituto Nacional de Seguros, realizarán los ajustes a sus Sistema de Control y Pago de incapacidades (RCPI), con el objeto de que una vez recibidas las respectivas cotizaciones, se ajusten automáticamente las incapacidades pagadas en el año anterior para contemplar este rubro, el cual será oportunamente girado a cada trabajador incapacitado respectivamente por las instituciones aseguradoras referidas.”
“Informe de Inspección N.° 1238-01264-2013-I” emitido por la CCSS, del 20 de agosto de 2013, respecto a la cuota patronal sobre incapacidades de maternidad, en lo que interesa literalmente indica:
“[…] 4. Que no procede la devolución de cuotas patronales en el régimen de Salud solicitados por el patrono, por las aseguradas afectadas que gozaron de una licencia por maternidad, toda vez que las autoridades de la Institución establecen que el patrono debe de reportar el 100% del salario devengado por las trabajadoras mientras disfrutan de una licencia por maternidad.”
En virtud de lo anterior, mediante oficio N.° 2505-TI-2013, del 14 de noviembre de 2013, el Macroproceso Financiero Contable, solicitó su criterio a la Dirección Ejecutiva de acuerdo a lo externado por la CCSS, siendo que con oficio N.° 2399-DE-/AL-2013[footnoteRef:3],del 22 de noviembre de 2013, esa Dirección manifestó estar de acuerdo en ajustar las cuentas por cobrar existentes por dicho concepto y en el seguimiento a la sumas por cobrar de cuota patronal sobre incapacidades de enfermedad y fase terminal, no así de maternidad. [3: Por error el número de este oficio indica 2399-DE-/AL-2012] 

Autorización por parte de la Dirección Ejecutiva mediante Resolución N.° 1411-2014, del 10 de abril de 2014, para cancelar la cuenta por cobrar para los casos en estado “canceladas según el RCPI”, cuyo valor sea menor a ¢15.000,00 (quince mil colones exactos).
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° 572-DJ-AJ-2015, de fecha 28 de mayo de 2015, respecto a la aplicación del salario base para las licencias por Fase Terminal, determinó que:
“[…] Con fundamento en los artículos 1 y 12 del Instructivo: Beneficio para los responsables de pacientes en fase terminal, noviembre 2007,artículo 5 de la Ley de Beneficios para los responsables de Pacientes en Fase Terminal, Nº 7756 de 25 de febrero de 1998 (reformado por el artículo 1 de la Ley Nº 8600 de 17 de setiembre de 2007), el artículo 2 de la Ley Nº 7337, del 5 de mayo de 1993[footnoteRef:4], y la Circular Nº 260-2014 del 11 de diciembre de 2014 de la Secretaría General de la Corte, publicada en el Boletín Judicial Nº 245 de 19 de diciembre de 2014, se concluye que el salario que debe utilizarse como base de cálculo para el pago que realiza la Caja Costarricense de Seguro Social, con motivo del Subsidio contemplado en el artículo 5 de la Ley N° 7756 (reformado por la Ley Nº 8.600 de 17 de setiembre de 2007), es el correspondiente al  “auxiliar administrativo” del Poder Judicial, el cual tiene un salario base para el 2015 de ¢403.400,00 (cuatrocientos tres mil cuatrocientos colones). [4: Denominada “Ley de Reforma a los artículos 209, 212, 216, 384 incisos 1 y 9 del Código Penal; reforma a los artículos 265, 291, 294, 421 y 474 del Código de Procedimientos Penales; derogatoria de los artículos 310 y 323 del Código de Procedimientos Penales, adición de un inciso 3, al artículo 401 del Código de Procedimientos Penales”.] 

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, con oficio N.° DJ-AJ-344-2015, del 27 de abril de 2015[footnoteRef:5],comunicado a la Dirección Ejecutiva mediante oficio N.°559-TI-2016 de fecha 31 de marzo de 2016, respecto a las diferencias del cálculo de subsidios para el cobro de incapacidades ante la Caja Costarricense de Seguro Social, que en lo que interesa concluye: [5: Remitido con oficio Nº 2692-DE-2015 del 11 de mayo del 2015.] 

“[…]A criterio de esta Dirección, la metodología aplicable al cálculo del subsidio correspondiente a las incapacidades presentadas por las funcionarias y los funcionarios del Poder Judicial es la descrita en los artículos 36 del Reglamento del Seguro de Salud y 25 y 26 del Instructivo pago de prestaciones en dinero, utilizando como parámetro el salario promedio de los tres meses consecutivos inmediatamente anteriores al inicio de la incapacidad…”
“[…] Efectivamente como usted lo señala, el salario que debe tomarse en cuenta, es el monto que percibe la persona servidora, por la jornada laboral efectiva durante el mes, con independencia de sí junto con ese pago, recibió algún otro dinero. En otras palabras lo que debe tomarse en cuenta es el pago por la jornada y no el giro que percibió al recibir el pago de dicha jornada…”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica con oficio N.° DJ-AJ-758-2015, del 18 de junio de 2015, comunicado por la Dirección Ejecutiva mediante oficio N.°3491-DE-2015 de fecha 26 de junio de 2016, respecto al último día de las licencias por maternidad para el cobro de ante la Caja Costarricense de Seguro Social, que en lo que interesa concluye:
“[…] De conformidad con lo expuesto, se estima que no existe fundamento legal o constitucional para rebajar, para efectos de pago, el último día de las licencias de maternidad; toda vez que revisadas las normas que regulan este tipo de licencia, contenidas en el Código de Trabajo, Reglamento del Seguro de Salud, Reglamento para el otorgamiento de licencias e incapacidades del seguro de salud e inclusive en el Instructivo de pago de prestaciones en dinero, se advierte que ninguna de ellas señala de manera expresa -ni tácita- que así deba procederse. Por ende, al disponer nuestro ordenamiento jurídico que toda trabajadora asegurada activa embarazada tiene derecho a una licencia de 4 meses, lo que contempla por supuesto el último día del cuarto mes, la Institución debe registrar en el sistema informático correspondiente el período consignado en el “Aviso de incapacidades por enfermedad y licencias” expedido por la persona autorizada por la CCSS y en consecuencia la Caja Costarricense de Seguro Social, no puede variar ese periodo y rebajar el último día de la licencia otorgada.…”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica con oficio N.° DJ-AJ-1333-2016, del 08 de junio de 2016, emitido por la Dirección Jurídica, respecto a los días que excedan la licencia de maternidad de 4 meses (que superen los 122 días equivalentes) para el cobro de ante la Caja Costarricense de Seguro Social, que en lo que interesa concluye:
“[…] De acuerdo con todo lo expuesto, se concluye lo siguiente:
1.- Existe una deuda pendiente de saldar por parte de la Caja Costarricense del Seguro Social a favor del Poder Judicial, por concepto de los días otorgados por las y los médicos de la Caja Costarricense del Seguro Social, que extendieron formularios con licencias por maternidad, que exceden los límites temporales reglamentariamente establecidos, en los artículos 40 y 41 del “Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social” y los artículos 55 a 62 del  “Reglamento para el Otorgamiento de Incapacidades y Licencias a los Beneficiarios del Seguro de Salud.”    
2.- Corresponde al Poder Judicial realizar todas las acciones a su alcance para intentar recuperar el dinero correspondiente a los saldos pendientes de pago; siendo la Caja Costarricense de Seguro Social responsable por la actuación anormal (desde el punto de vista reglamentario y administrativo) de sus médicos, de conformidad con los principios de Legalidad y de Responsabilidad Administrativa establecidos en los artículos 11 y 190 de la Ley General de la Administración Pública.
3.-  Con el propósito de velar por el correcto manejo de los dineros públicos y de la buena relación entre las Caja Costarricense del Seguro Social y este Poder de la República,   es importante que el Poder Judicial haga ver a las autoridades de la Caja Costarricense del Seguro Social, su firme interés en evitar que estas situaciones se continúen dando en el futuro.
Recomendaciones:
Se formulan las siguientes recomendaciones, con el propósito de contribuir a la solución de la situación planteada.
1.- A fin de realizar acciones concretas para la recuperación de los saldos adeudados,  se requiere que el Macroproceso Financiero Contable realice una estimación económica, para tener claro el monto cuya recuperación se pretende gestionar, con fundamento en el principio de Responsabilidad Administrativa, establecido en el artículo 190 de la Ley General de la Administración Pública.  
2.- Ejercer las acciones cobratorias correspondientes ante la Caja Costarricense del Seguro Social, pues el ente responsable, en los términos establecidos en el artículo 190 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, del pago de las incapacidades que extiendan sus doctores en medicina, con fundamento en el “Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social” y el “Reglamento para el otorgamiento de Licencias e Incapacidades a los Beneficiarios del Seguro de Salud”,   al extender en forma incorrecta (desde el punto de vista reglamentario- administrativo), los formularios con las licencias por maternidad y las incapacidades por enfermedad, puesto que no se respetan las disposiciones reglamentarias en el sentido de considerar el tope máximo de 122 días (4 meses).  
3.-  Para evitar que esta situación se continúe repitiendo en el futuro, es conveniente que el Poder Judicial envíe un oficio a la Caja Costarricense del Seguro Social,  para que las autoridades administrativas, así como la Comisión Central Evaluadora de Incapacidades,  tomen las medidas del caso, ya sea informando, capacitando, estableciendo controles e instando, a las doctoras y los doctores en medicina que laboran en sus clínicas y hospitales, a fin de que respeten lo establecido en el artículo 40 del Reglamento de Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social y los artículos 55 y siguientes del Reglamento para el otorgamiento de Incapacidades a los Beneficiarios del Seguro de Salud.   De manera que, las licencias por maternidad no se extiendan por períodos superiores a los 4 meses, salvo los casos de excepción también establecidos en las citadas normas reglamentarias…”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica con oficio N.° DJ-AJ-1386-2016, del 13 de junio de 2016, emitido por la Dirección Jurídica, respecto a finalización del Convenio de Pago Indirecto de Incapacidades ante la CCSS y el Poder Judicial, aclare criterios legales, procedimientos y aspectos a tomar en el diseño del módulo para el cobro de subsidio a las personas servidoras judiciales, que en lo que interesa concluye:
[…]En cuanto a la consulta 1: Sobre el procedimiento para la recuperación de lo correspondiente al Salario Escolar.
Inicialmente, valga rescatar el criterio sostenido por la Sala Segunda, en relación con el concepto y la naturaleza jurídica del salario escolar, donde, por resolución N° 2016-000305 del 18 de marzo de 2016, se señala lo siguiente:
V.- SALARIO ESCOLAR. En lo relativo al salario escolar, el criterio que ha venido sosteniendo esta Sala, es en el sentido de que ese rubro no constituye, en el sector público, una retención salarial que se pague en forma diferida cada mes de enero, sino de un componente salarial más, a diferencia del sector privado donde sí corresponde a una retención salarial que se paga de manera diferida en el mes de enero. El antecedente normativo de este componente salarial en el sector público es el Acuerdo de Política Salarial para el Sector Público, suscrito por los representantes de la Comisión Negociadora de Salarios del Sector Público el 23 de julio de 1994, en donde se establece como uno de los principales componentes de la política de salarios crecientes, el salario escolar. A partir de ese Acuerdo, la Dirección General de Servicio Civil dictó la resolución DG-062-94 de 5 de agosto de 1994, en la que se conceptuó al salario escolar como un ajuste adicional al aumento de salarios otorgado a partir del 1° de julio de 1994, consistente en un porcentaje del salario nominal que sería pagado en forma acumulativa, en el mes de enero de cada año. En esa resolución se dispuso: “Artículo 1°- Crear un componente salarial denominado “Salario Escolar” el cual consistirá en un porcentaje calculado sobre el salario nominal de cada trabajador. El mismo será acumulativo y se regirá de conformidad con lo siguiente:
a. A partir del 1° de julio de 1994 y hasta el 31 de diciembre de 1994, se calculará como un sobresueldo equivalente a un uno veinticinco por ciento (1.25%) del salario nominal mensual y el pago del mismo corresponderá al acumulado de dicho período.
b. Para efectos del cálculo del sobresueldo que aquí se crea, se tomarán en cuenta los salarios devengados por el trabajador en el período correspondiente, exceptuando en dicho salario nominal, otros componentes salariales que también dependan y/o se calculen en función del monto del salario total del servidor.
Artículo 2°. Este componente salarial está sujeto a las cargas sociales de ley.”
Por su parte, mediante resolución AP-34-94, de 26 de agosto de 1994, la Autoridad Presupuestaria hizo extensiva esa resolución a las instituciones y empresas públicas cubiertas bajo su ámbito. Ese acuerdo dice expresamente: “CONSIDERANDO: …/…
Que la Autoridad Presupuestaria facultada por su Ley de Creación y los Lineamientos Generales de Política Salarial y Empleo para 1994, considera conveniente hacer extensiva la Resolución DG-062-94, a las Instituciones y Empresas Públicas cubiertas bajo su ámbito…
DISPONE:
“Crear un componente salarial denominado Salario Escolar, que consiste en un porcentaje calculado sobre el salario nominal de cada trabajador.
2.- El porcentaje será acumulativo y se regirá de conformidad con lo siguiente:
a- A partir del 1° de julio de 1994 y hasta el 31 de diciembre de 1994, se calculará como un sobresueldo equivalente al 1.25% (uno veinticinco por ciento) del salario nominal mensual y se hará un solo pago en el mes de enero de 1995, correspondiente a dicho período.
b.- Salario nominal es la suma del salario base, aumentos anuales, dedicación exclusiva o prohibición y carrera profesional.
3.- Este componente salarial será presupuestado en una subpartida denominada “Salario Escolar” en la partida Servicios Personales y está sujeto a las cargas sociales de ley…”.
Con ocasión de la resolución DG-062-94, en fecha 9 de setiembre de 1994, el Departamento de Salarios e Incentivos de la mencionada Dirección General de Servicio Civil, emitió la circular SI-04-94-0, en la cual se definió:
“Salario Escolar: plus salarial que se acumula en forma anual, consiste en un porcentaje calculado sobre el salario nominal de cada trabajador.
Salario Nominal: todos los componentes del salario que le corresponden al servidor por el desempeño de un puesto, excepto las sumas adicionales que se reconozcan en función misma del salario nominal, excluye el salario en especie”.
En virtud de una serie de dudas planteadas, la Dirección General de Servicio Civil dictó la resolución DG-005-95 de 9:00 horas de 12 de enero de 1995, mediante la cual modificó los artículos 1° y 2° citados, en el siguiente sentido:
“Artículo 1°. Crear el “Salario Escolar”, el cual consistirá en un porcentaje calculado sobre el salario de cada servidor, el mismo será acumulativo y se regirá de conformidad con lo siguiente:
a. A partir del 1° de julio de 1994 y hasta el 31 de diciembre del mismo año, éste corresponde a un porcentaje de uno veinticinco (1.25%) adicional al aumento general otorgado a partir del 1° de julio de 1994, con lo cual se completa el 8% de aumento acordado, en la negociación salarial del Sector Público para el segundo semestre de 1994.
b. Para efectos de cálculo se tomarán en consideración los mismos componentes salariales que se utilizan para determinar el aguinaldo.
Artículo 2°. El “Salario Escolar” está sujeto a las cargas sociales de ley".
A partir de esa resolución DG-005-95 el cálculo del salario escolar se realiza tomando en consideración los mismos componentes salariales que se utilizan para calcular el aguinaldo, y sobre la base de estos se fija un porcentaje que se paga en el mes de enero del año siguiente, y que para esa época se fijó en un 1.171%. Posteriormente, la misma Dirección emitió otras resoluciones a través de las cuales se fue aumentando gradualmente el porcentaje de cálculo del beneficio hasta un 3.58% del salario total (mediante resolución de la Dirección General de Servicio Civil DG-054-96 de las 16:00 horas del 3 de julio de 1996); y finalmente se incrementó una vez más, fijándolo en un 8.19% del salario total; porcentaje con el que se calcula este extremo en las relaciones de empleo público hasta el día de hoy (esto a partir de 1998, en virtud de lo dispuesto por la resolución de la Dirección General de Servicio Civil DG-136-97 de las 14:30 horas del 5 de diciembre de 1997), prescrita en estos términos:
“Artículo 1.- Modifíquese la Resolución DG-041-97 del 01-07-97, de forma que se incremente el porcentaje de salario escolar en un uno cincuenta y ocho por ciento (1,58%), adicional al seis setenta y cinco por ciento (6,75%) existente, con lo cual se completa un ocho punto treinta y tres por ciento (8,33%) mensual que corresponde a un salario anual de manera que este beneficio ajustado de acuerdo con la metodología definida al efecto, queja fijado en un ocho diecinueve por ciento (8,19%) del salario total de los servidores públicos.
Artículo 2. La aplicación de este porcentaje de acuerdo con la metodología establecida en el Oficio SI-002-95 es sobre todas las sumas que legalmente se tengan como salario. 
Artículo 3. Para efectos de pago este beneficio se establece como un acumulado mensual (de enero a diciembre) sobre el salario total, pagadero en el mes de enero de cada año”.
Con base en lo anterior, se desprende claramente que el Salario Escolar en el sector público fue promovido como un componente salarial calculado sobre el salario total que perciben las personas trabajadoras y cuyo pago se realiza en forma acumulada en el mes de enero del año siguiente. Es decir, que a diferencia del sector privado, en el que el salario escolar esta conceptuado como una deducción del aumento salarial autorizado, en el sector público es un componente salarial acumulado, que se calcula con base en el salario mensual percibido en un año. Para abundar en el tema pueden consultarse los votos de esta Sala n.° 833-11, 1055-11, 1214-13, 111-15 y 787-15 […] (Algunos de los resaltamientos en negrita no pertenecen al texto original).
Así pues, el salario escolar constituye un componente salarial que se calcula, de enero a diciembre del año en ejercicio, con base en el porcentaje anual correspondiente, sobre el salario total de las personas servidoras judiciales, y pagadero de manera acumulada en el mes de enero del año siguiente.
Lo anterior, sin perjuicio de las sumas adicionales que puedan corresponder, por recálculos salariales a favor de las personas servidoras judiciales, sobre ese componente en particular.
Valga recordar que, mediante el Decreto Ejecutivo N° 39202-MTSS-H (publicado en La Gaceta N° 170 del 1° de setiembre de 2015), el Gobierno de la República autorizó un incremento paulatino en el salario escolar de todas las personas servidoras públicas, de manera tal que, para el año 2016 se dispuso un ajuste del 8,23% (ocho coma veintitrés por ciento); para el año 2017: 8,28% (ocho coma veintiocho por ciento) y para el año 2018: 8,33% (ocho coma treinta y tres por ciento)”, en el entendido que, los porcentajes indicados serán pagados en enero del año siguiente, tal como se ha venido cancelando -hasta la fecha- el salario escolar.
En ese orden de ideas, y en virtud del actual Convenio de Pago Indirecto de Incapacidades existente entre la CCSS y el Poder Judicial, mes a mes, este último realiza el pago sobre el cien por ciento (100%) del salario de las personas servidoras judiciales, así como el porcentaje correspondiente al Salario Escolar, y con posterioridad, entre los meses de julio a septiembre del año siguiente, aproximadamente, la Caja realiza la devolución de ese porcentaje acumulado -durante los meses de enero a diciembre del año anterior-, a la cuenta y orden del Poder Judicial. Así hasta julio, agosto o septiembre del año en curso, cuando la Caja reintegre al Poder Judicial, las sumas correspondientes al porcentaje del Salario Escolar acumulado durante el pasado año 2015.
No obstante, con la finalización de ese convenio –en fecha 31 de agosto de 2016-, esa práctica interinstitucional quedará en desuso, dando paso a las políticas institucionales de la CCSS, quien, en el momento determinado del año siguiente -2017- y en adelante, procederá con la devolución de lo correspondiente al porcentaje del Salario Escolar, ya no a la orden del Poder Judicial, sino directamente a la cuenta cliente de las personas servidoras judiciales, constituyéndose ese giro o consignación económica, en una acreditación que no les corresponde percibir. 
Razón por la que, una vez verificada –en julio, agosto o setiembre del año correspondiente- la acreditación indebida a favor de la cuenta cliente respectiva, se debe proceder con la recuperación de esas sumas o porcentajes por concepto de Salario Escolar, en un solo tracto, a través del rebajo directo de planilla de las personas servidoras judiciales, ya sea en la quincena de pago que se encuentre al corte o bien en la quincena siguiente inmediata o posteriores -según sean los factores temporales de aplicación para el pago calendarizado de la planilla- a favor de la partida pertinente, así hasta recuperar el monto total acreditado pues, como se mencionó, esos giros económicos constituyen sumas que no les corresponde percibir a las personas servidoras judiciales. (En similares términos, ver Informes de esta Dirección N° DJ-AJ-1399-2015 y N° DJ-AJ-1339-2015 del 9 de octubre y 29 de setiembre de 2015, respectivamente)
Por lo anterior, se recomienda solicitar la debida autorización al Consejo Superior, para proceder con los rebajos correspondientes al Salario Escolar, en el mismo orden de prelación señalado para las deducciones por concepto de subsidio, tal como lo dispuso ese Órgano Superior en el Punto 4 de la mencionada Sesión N° 102-15, artículo LXXX, que a continuación se cita, de manera que pueda existir una verdadera congruencia entre los procedimientos para la recuperación de las sumas adeudadas al Poder Judicial, en el momento en que cada una corresponda:
“4) Autorizar que una vez aplicadas las deducciones de ley (Fondo de Jubilaciones y Pensiones, Seguro de Enfermedad y Maternidad, Banco Popular e Impuesto sobre la renta), por orden de prioridad se rebaje lo correspondiente al subsidio acreditado por la CCSS al trabajador por incapacidad, seguido por la retención por pensión alimentaria, embargos y posteriormente del remanente, el sistema aplicará las deducciones voluntarias, de acuerdo con el orden en el que se vienen rebajando desde el mes de marzo del 2004. Lo anterior sin perjuicio, de que la suma o porcentaje que el Poder Judicial debe acreditar –como salario- no sea suficiente para cubrir la totalidad de las obligaciones voluntarias y de ley, la persona incapacitada proceda con los pagos respectivos a partir del monto que recibe de la Caja Costarricense de Seguro Social, por concepto de subsidio”.
En cuanto a la consulta 2, sobre: ¿Si se establecerá otro medio de pago diferente al rebajo de nómina para aquellos servidores judiciales que deseen realizar la devolución del subsidio […]”? 
Se debe indicar que, por políticas de interés institucional, el Consejo Superior mediante la citada Sesión N° 102-15, artículo LXXX, Punto 3 inciso c), dispuso que: “El Poder Judicial procederá a realizar los cobros a cada persona por el monto que la CCSS le depositó por concepto de subsidio, por medio de una deducción del salario quincenal del trabajador”. Razón por la que, mientras ese Órgano no disponga un procedimiento distinto para esos efectos, se deberá proceder conforme lo resuelto.
Por su parte, en relación con la misma consulta 2, sobre “[…] ¿si la figura de entero de gobierno podrá ser utilizada como medio de pago exclusivamente para ex servidores judiciales, tal y como lo establece el Consejo Superior en sesión Nº 11-2011, artículo XLVII? 
Valga apuntar que, tal como se desprende de la consulta misma, el Consejo Superior mediante Sesión N° 11-11 del 15 de febrero de 2011, artículo XLVII, se pronunció sobre esa particularidad, razón por la que, la utilización del entero de gobierno como medio de pago o devolución de sumas exclusivo para las personas ex servidoras judiciales, debe hacerse extensivo a los procedimientos de recuperación de los montos adeudados por concepto de incapacidades por enfermedad y de licencias por maternidad, así como de lo correspondiente al salario escolar.”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica con oficio N.° DJ-AJ-1600-2016, del 05 de julio de 2016, emitido por la Dirección Jurídica, en cuanto al traslado y coordinación a  la Dirección Ejecutiva, Gestión Humana y Jurídica, sobre lo señalado por la licenciada Sandra Campos Cubillo, Jefa de la Subárea de Facturación Patronal y registro de la información de la CCSS, que en lo que interesa concluye:
[…] Con el propósito de acatar las disposiciones del ente asegurador social y de alcanzar los objetivos del nuevo módulo para la inclusión adelantada de trabajadores de primer ingreso, el Poder Judicial –como patrono- debe incluir ante la Oficina Virtual del SICERE, a todas las personas trabajadoras de nuevo ingreso, desde el primer día de la relación laboral. 
Para esos efectos se recomienda, realizar una mejora en el Sistema de Proposición Electrónica de Nombramientos –denominado PIN-, a cargo de la Dirección de Tecnología de la Información y en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, de forma tal que, al propio tiempo de incluir la propuesta de nombramiento en el referido Sistema, sea posible destacar el carácter de primer ingreso de la persona trabajadora y que se genere, a su vez, el correspondiente aviso a la dependencia encargada, para proceder con el registro inicial ante la Oficina Virtual del SICERE.
En ese sentido, por asuntos de seguridad, se estima conveniente mantener el usuario y contraseña de acceso a la Oficina Virtual del SICERE, bajo el uso y responsabilidad de la Jefatura o Coordinación de la Unidad de Deducciones; con el propósito de evitar poner en riesgo el contenido de esa plataforma de información electrónica.
Asimismo, para proceder conforme los objetivos analizados, se sugiere al distinguido Consejo Superior, la emisión de una Circular Institucional en la que se recuerde a todas las jefaturas judiciales -o a quien corresponda-, la obligación de tramitar y aprobar los nombramientos de manera inmediata, especialmente del personal de nuevo ingreso.
Por su parte, se debe tener presente que, para proceder con la cancelación de las cuotas obrero-patronales derivadas de la designación inicial que nos ocupa, el Poder Judicial –como patrono- cuenta con un período de hasta 20 días naturales después del cierre mensual correspondiente, que, para todos los efectos, es habilitado por la CCSS únicamente durante el día 26 del mes al corte y hasta el día 4to hábil del mes siguiente; razón por la que, dentro de ese lapso, el Poder Judicial debe proceder con la facturación correspondiente, bajo la pena de incurrir, en caso contrario, en el pago de intereses moratorios y las eventuales consecuencias disciplinarias que se puedan derivar de aquella omisión.”
Ley N° 7756, Beneficios para los Responsables de Pacientes en Fase Terminal y Personas Menores de Edad Gravemente Enfermas, publicada en La Gaceta el martes 12 de julio de 2016 y remitido al Consejo Superior para su conocimiento mediante oficio N° 8713-DE-2016, de la Dirección Ejecutiva (Sesión No.75-16, celebrada el 09 de agosto de 2016).
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-2157-2016, del 24 de agosto de 2016 (remitido a la CCSS con oficio No.434-FC-2016, del 07/09/2016), relacionado a la metodología aplicable al cálculo del subsidio, del cual se extrae lo siguiente:

“[…] Así las cosas, el criterio de esta Dirección Jurídica ha sido que, tal como se indicó en el correo electrónico aclaratorio que se cita en el Oficio N° 559-TI-2016 –de fecha 31 de marzo-, “el salario que debe tomarse en cuenta, es el monto que percibe la persona servidora, por la jornada laboral efectiva durante el mes, con independencia de sí junto con ese pago, recibió algún otro dinero. En otras palabras lo que debe tenerse en cuenta es el pago por la jornada y no el giro que percibió al recibir dicha jornada”. (La negrita no pertenece al texto original).
Por lo que, en sentido contrario, se debe entender que el sueldo o salario mensual que se reporta periódicamente a la CCSS, debe incluir todos aquellos montos con carácter o naturaleza salarial que el Poder Judicial, como patrono, cancela a las personas servidoras judiciales por la prestación de sus servicios, dentro de los que se encuentran -no de manera taxativa-: el pago de horas extras, disponibilidad, reajustes salariales por ascensos o descensos, el pago de salarios caídos, componentes salariales y aumentos respectivos de Ley que, aunque correspondan a remuneraciones de quincenas anteriores, lo cierto es que, no es sino hasta el momento del pago o giro mensual determinado, que la persona trabajadora devenga efectivamente tales sumas, las cuales se constituyen en la base salarial para el cálculo o cotización del período correspondiente, para su debido reporte y cancelación de las cuotas obrero-patronales ante la Oficina Virtual de SICERE.
Razón por la que, son esos montos o giros mensuales de naturaleza salarial, los que se deben tener en cuenta para el registro y cancelación ante la Oficina Virtual del SICERE y su correspondiente inclusión, por parte de la CCSS, para el cálculo del subsidio que, como aseguradora social, le corresponde acreditar a la persona servidora judicial incapacitada.
No obstante, según se desprende de la consulta misma, en los casos donde la Caja detecta el pago de sumas correspondientes a otros períodos, los califica como salarios irregulares (mediante un procedimiento manual), y los excluye del cálculo del subsidio, por considerar que se alejan de la “realidad salarial”, actuación amparada, a juicio suyo, en el artículo 26 del Instructivo para el Pago de Prestaciones en Dinero de la CCSS, lo que en nuestro criterio deviene en ilegal por reñir contra lo dispuesto en el numeral 3 de la Ley Constitutiva de la CCSS, que dispone que el cálculo del subsidio se hará con el total de las remuneraciones percibidas.”
Oficio D.F.C-2140-16 de la Dirección Financiera de la Caja Costarricense de Seguro Social y Criterio Técnico ATG-2220-2016 del 22 de noviembre de 2016, del cual se extrae lo siguiente:
“… es importante indicar, que en caso de duda por un incremento inusual en los salarios de los asegurados, se debe verificar la Realidad Salarial”, para lo cual se excluye el salario que afecta el promedio de los tres meses de cálculo y se cancela el subsidio con el propósito de no atrasar el pago al asegurado. Posteriormente, con las certificaciones de recursos humanos que permiten identificar los pagos de salarios extraordinarios y distribuir los montos a los meses a los meses que corresponden y establecer fehacientemente la Realidad Salarial del asegurado, se cancelan las diferencias de conformidad con lo establecido en los artículo 25, 26 y 30 del “Instructivo Pago de Prestaciones en Dinero…
De tal manera, cuando se presenta esta situación, el Poder Judicial debe presentar las certificaciones de Recursos Humanos, las cuales se analizan y se reconocen las diferencias en el pago de los subsidios, conforme la normativa del Seguro de Salud.”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3536-2016, del 23 de diciembre de 2016, con relación al análisis sobre la potestad de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) de llevar los salarios de las personas servidoras judiciales –interinas- que se reportan al SICERE al mínimo de Ley, según el Oficio N° AFCOP-SFPRI-0695-2016 del 01 de noviembre de 2016, de la Subárea de Facturación Patronal y Registro de la Información de la CCSS, que indica:
“[…] A criterio de esta Dirección, en los términos de la consulta analizada, la CCSS no tiene la potestad legal de llevar los salarios de las personas servidoras judiciales -que se reportan al SICERE- al mínimo de Ley, más sí la facultad de establecer –periódicamente- el ingreso mínimo de referencia o base mínima contributiva para el cálculo de las cuotas obrero-patronales por concepto de seguro de salud (SEM) -y pensiones del IVM-, que corresponde cancelar a la parte patronal en virtud de la relación laboral con las personas trabajadoras. 
Asimismo, en virtud de la naturaleza Estatutaria o de empleo público que se presenta en el Poder Judicial –como Administración Pública-, en los casos donde se reporten sueldos de personas servidoras judiciales –interinas o de nuevo ingreso- inferiores al ingreso mínimo de referencia -establecido para sus efectos-, estos deben verse como la retribución proporcional al servicio prestado a la Institución y, por consiguiente, han de ser excluidos de la cotización mínima de mérito, según se explicó líneas atrás; lo cual encuentra sustento legal en la excepción que establece el numeral 63, inciso a), del Reglamento del Seguro de Salud –de la CCSS-.
Lo anterior, sin perjuicio de que la persona servidora judicial –interina o de primer ingreso- pueda disfrutar, eventualmente, de los beneficios del servicio de salud (SEM), aun cuando la parte patronal se encuentre tardía o morosa en el pago de las cuotas obrero-patronales, tal como se desprende del artículo 36 párrafo segundo del mismo cuerpo normativo.
Finalmente, resulta imprescindible resaltar la importancia de acatar lo dispuesto en nuestra Circular Interna N° 138-2016 del 12 de agosto de 2016, pues ello garantiza al personal interino que no cuenta con estabilidad laboral a lo interno de la institución, la atención en los centros de salud de la CCSS (artículo 3 de la Ley Constitutiva de la CCSS).”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-118-2017, del 18 de enero de 2017, con relación al criterio técnico vertido por la CCSS mediante oficios N.° ATG-2270-2016 y D.F.C.-2140-16, de fechas 22 y 24 de noviembre de 2016, que indica:
[…] tal como se señaló en el referido Oficio N° DJ-AJ-2157-2016 del 24 de agosto de 2016, esta Dirección Jurídica recomienda “continuar con los procedimientos de reporte y cancelación oportuna ante la Oficina Virtual del SICERE, de los salarios que periódicamente devengan las personas servidoras judiciales, así como, de continuar con las labores cobratorias a cargo de las dependencias encargadas en caso de presentarse pagos indebidos por concepto de cuotas obrero-patronales; realizando el análisis y comprobación correspondientes de las sumas que, por naturaleza salarial, deben ser incluidas como parte del cálculo del subsidio que corresponde a la CCSS y de excluir, los pagos que no correspondan […]”. (Lo resaltado en negrita no pertenece a los textos originales)
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-2922-2017, del 26 de junio de 2017, relacionado a la negativa de la CCSS de cancelar al Poder Judicial las diferencias o sumas que la institución pagó de más por concepto de Licencia con Goce de Salario, del cual se extrae lo siguiente:
[…] Corolario, esta Dirección Jurídica recomienda continuar con las diligencias cobratorias -ya que estas no se encuentran prescritas- para la recuperación de las sumas o diferencias económicas que se presenten a su favor por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de la cuota patronal (del 9.25%) y lo correspondiente a salario escolar en esos mismos términos, en el entendido que, en tales diligencias de recuperación el Poder Judicial no actúa en el lugar de las personas servidoras judiciales, sino que actúa en nombre propio y bajo sus obligaciones, como patrono y Administración Pública responsable de los recursos –públicos- asignados a su presupuesto. (En términos similares, ver el Oficio N° DJ-AJ-1386-2016 del 13 de junio de 2016).
Ahora bien, en caso de persistir la negativa de pago o cancelación por parte de la CCSS, se recomienda la interposición de las diligencias cobratorias ante la jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda. Para lo cual, es necesario realizar atenta instancia a la Procuraduría General de la República, para que, como Órgano representante del Estado, ejerza la representación Estatal del Poder Judicial como Administración Pública –de Justicia.”
 Sesión N° 61-17 del 27 de junio de 2017, artículos XL y XXXIX, Punto 3), el Consejo Superior dispuso lo siguiente:
“Se acordó: 1.) Tomar nota del informe rendido por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento Financiero Contable y hacer una atenta instancia a la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS), para el pronto pago de las sumas que se adeudan al Poder Judicial, según los detalles indicados. 2.) Deberá la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable dar seguimiento al pago de las sumas adeudadas. 3) Comunicar a la Dirección Jurídica que este Consejo debe tomar la decisión correspondiente de manera urgente, por lo que se le solicita remitir a la brevedad, la fundamentación jurídica que sobre este tema se requirió. 4) Plantearle al  señor Presidente de la Corte, sobre lo acordado en sesión Nº 51-17 del 25 de mayo del 2017, artículo LI, respecto al pago de estos recursos, así como de lo correspondiente al 9.25% del aporte patronal, para que considere el retomar las conversaciones con la Presidencia Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara acuerdo firme.” (Énfasis agregado)
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3188-2017, del 06 de julio de 2017, donde la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Gestión Humana, solicitan criterio legal de esta Dirección Jurídica en relación con el planteamiento que realiza la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) mediante el Oficio N° GF-0969-2017, respecto al trámite de las incapacidades de las personas servidoras judiciales y la presentación de la información contenida en las planillas salariales del Poder Judicial, que indica: 
“[…] Las acciones de personal y sus eventuales variaciones, cambios o movimientos se reportan periódicamente al SICERE conforme la dinámica administrativa implementada a lo interno de la Institución, la cual, como se indicó, tiene fundamento en el Calendario de Pagos, Salarios, Pensiones y Deducciones de la Tesorería Nacional y se realiza bajo la observancia del plazo establecido –por la Caja misma- para tales efectos, siendo de difícil aplicación la proposición y aprobación de las acciones de personal –con sus correspondientes variaciones-, así como el reporte y cancelación de la planilla institucional –ante el SICERE- durante el mes calendario, tal como lo pretende –indiscriminadamente- la CCSS.
Por lo que, en cuanto a la primera consideración que se atiende, se recomienda “continuar con los procedimientos de reporte y cancelación oportuna ante la Oficina Virtual del SICERE, de los salarios que periódicamente devengan las personas servidoras judiciales, así como, de continuar con las labores cobratorias a cargo de las dependencias encargadas en caso de presentarse pagos indebidos por concepto de cuotas obrero-patronales; realizando el análisis y comprobación correspondientes de las sumas que, por naturaleza salarial, deben ser incluidas como parte del cálculo del subsidio que corresponde a la CCSS y de excluir, los pagos que no correspondan […]”, con el recordatorio de que dicha práctica debe ejecutarse bajo la rigurosa observancia del plazo establecido –por la Caja misma- para tales efectos. (Énfasis agregado) (En ese sentido, ver los Oficios N° DJ-AJ-2922-2017, N° DJ-AJ-3536-2016, N° DJ-AJ-118-2017 y N° DJ-AJ-2157-2016, de esta Dirección Jurídica).
Bajo esa inteligencia, y en cuanto a la segunda consideración analizada, no es posible dejar de reflejar –en los términos de la CCSS- en el reporte de planillas, ante la Oficina Virtual del SICERE, el monto depositado por la Caja por concepto de subsidio, como parte del sueldo o salario que perciben las personas servidoras judiciales –producto de la incapacidad o licencia-, en virtud de que, con motivo de incapacidad por enfermedad o de licencia por maternidad, procede la tramitación de licencia con goce de sueldo o salario en los términos de los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333, de modo que a la persona servidora judicial se le debe completar –y reportar- su salario, a partir del monto que reciba de la CCSS.
Por último, en cuanto a la tercera consideración que se atiende, se debe proceder conforme los términos del mencionado Oficio N° DJ-AJ-2922-2017, en tanto que “por principios de legalidad y legalidad presupuestaria, el Poder Judicial –como patrono y Administración Pública- tiene la obligación de recuperar los montos que se presenten a su favor, en virtud de los pagos que realice indebidamente o en el lugar de otro. (En esos términos ver el Oficio N° DJ-AJ-1549-2015 –aprobado mediante Sesión del Consejo Superior N° 102-15 del 19 de noviembre de 2015, artículo LXXX-, así como los Oficios N° DJ-AJ-1386-2016 y DJ-AJ-1600-2016, entre otros, de esta Dirección Jurídica)”.
En ese sentido, se deben “continuar realizando las diligencias cobratorias -ya que estas no se encuentran prescritas- para la recuperación de las sumas o diferencias económicas que se presenten a favor del Poder Judicial –como Administración Pública patronal- por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de la cuota patronal (del 9.25%) y lo correspondiente a salario escolar en esos mismos términos, en el entendido que, en tales diligencias de recuperación el Poder Judicial no actúa en el lugar o por intermediación de las personas servidoras judiciales aseguradas, sino que actúa en nombre propio y bajo sus obligaciones, como patrono y Administración Pública responsable de los recursos –públicos- asignados a su presupuesto”. (En tales términos, ver los Oficios N° DJ-AJ-2922-2017 y N° DJ-AJ-1386-2016, de esta Dirección Jurídica).
Ahora bien, en caso de persistir la negativa de pago o cancelación por parte de la CCSS, se recomienda la interposición de las diligencias cobratorias ante la jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda. Para lo cual, es necesario realizar atenta instancia a la Procuraduría General de la República, para que, como Órgano representante del Estado, ejerza la representación Estatal del Poder Judicial como Administración Pública –de Justicia-. (En los mismos términos, ver el Oficio N° DJ-AJ-2922-2017 del 26 de junio de 2017 de esta Dirección).”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3394-2017, del 07 de agosto de 2017, en relación con lo dispuesto en la Sesión del Consejo Superior N° 61-17 del 27 de junio de 2017, artículos XL y XXXIX, respectivamente, así como el Oficio N° 7943-17 del 14 de julio del año 2017, sobre el contenido de la misma Sesión del Consejo Superior N° 61-17, artículo XL, que indica: 
“[…] Por todo lo expuesto, esta Dirección Jurídica recomienda proceder conforme lo señalado en los Oficios N° DJ-AJ-2922-2017 y DJ-AJ-3188-2017, entre otros, del 26 de junio y 06 de julio de 2017, respectivamente, en el sentido de que: “por principios de legalidad y legalidad presupuestaria, el Poder Judicial –como patrono y Administración Pública- tiene la obligación de recuperar los montos que se presenten a su favor, en virtud de los pagos que realice indebidamente o en el lugar de otro. (En esos términos ver el Oficio N° DJ-AJ-1549-2015 –aprobado mediante Sesión del Consejo Superior N° 102-15 del 19 de noviembre de 2015, artículo LXXX-, así como los Oficios N° DJ-AJ-1386-2016 y DJ-AJ-1600-2016, entre otros, de esta Dirección Jurídica)”.
En ese sentido, se deben “continuar realizando las diligencias cobratorias -ya que estas no se encuentran prescritas- para la recuperación de las sumas o diferencias económicas que se presenten a favor del Poder Judicial –como Administración Pública patronal- por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de la cuota patronal (del 9.25%) y lo correspondiente a salario escolar en esos mismos términos, en el entendido que, en tales diligencias de recuperación el Poder Judicial no actúa en el lugar o por intermediación de las personas servidoras judiciales aseguradas, sino que actúa en nombre propio y bajo sus obligaciones, como patrono y Administración Pública responsable de los recursos –públicos- asignados a su presupuesto”. (Oficios N° DJ-AJ-3188-2017, DJ-AJ-2922-2017 y N° DJ-AJ-1386-2016, de esta Dirección Jurídica).
Ahora bien, en caso de persistir la negativa de pago o cancelación por parte de la CCSS, se recomienda la interposición de las diligencias cobratorias ante la jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda. Para lo cual, es necesario realizar atenta instancia a la Procuraduría General de la República, para que, como Órgano representante del Estado, ejerza la representación Estatal del Poder Judicial como Administración Pública –de Justicia-. (Oficios N° DJ-AJ-3188-2017 y DJ-AJ-2922-2017, de esta Dirección Jurídica).”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3494-2017, del 14 de agosto de 2017, para determinar si procede el cobro ante la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), de las diferencias económicas que se presentan entre el cálculo del subsidio por concepto de incapacidades cancelados por la CCSS y los montos registrados por el Macroproceso Financiero Contable por cobrar ante esa entidad aseguradora, en virtud de los salarios utilizados –por cada institución- para dicho cálculo, que indica: 
       “[…] Según se desprende de la consulta misma, el “Módulo de Incapacidades” del Macroproceso Financiero Contable utiliza una programación que no necesariamente calcula el monto que corresponde por concepto de subsidio sobre el equivalente al sueldo o salario de los últimos tres meses inmediatamente anteriores a la incapacidad o licencia del personal judicial -reportados y cancelados ante la Oficina Virtual del SICERE-. 
        Por esa razón, se recomienda realizar los cambios o ajustes necesarios en el referido Sistema, así como valorar la aplicación de un tiempo prudencial para la generación o reporte de las sumas utilizadas para el cálculo del subsidio –por incapacidad o licencia-, de manera tal que, transcurrido en ese plazo prudencial, los sueldos o salarios –anteriores al inicio de la incapacidad o licencia- de las personas servidoras judiciales, se encuentren reflejados en el citado sistema de cálculo, con la finalidad de que no se presenten -aún más- diferencias económicas en relación con el cálculo y pago del subsidio -por incapacidad o licencia- que corresponde percibir a las personas servidoras judiciales, así como el cálculo y cobro de las sumas o diferencias económicas que se presentan a favor del Poder Judicial –como patrono-, contra la CCSS.
         Para tales efectos esta Dirección Jurídica sugiere, en caso de ser necesario, recurrir a la misma programación del “Módulo de Incapacidades” que utiliza la Dirección de Gestión Humana, la cual –según la técnica administrativa- presenta una programación actualizada que se ajusta a la forma y requerimientos establecidos por la normativa de la CCSS, y que toma en consideración el equivalente al sueldo o salario de los últimos tres meses inmediatamente anteriores a la incapacidad o licencia de la persona servidora judicial -reportados y cancelados ante la Oficina Virtual del SICERE-, tal como lo establece el artículo 36 del Reglamento del Seguro de Salud y los artículos 25 y 26 del Instructivo Pago Prestaciones en Dinero –ambos de la CCSS-, así como el Apartado 4 de nuestro Instructivo para el cobro de Subsidios por incapacidades y licencias de la Caja Costarricense de Seguro Social.”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3522-2017, del 03 de agosto de 2017, donde se señala la posición de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) de no cancelar al Poder Judicial las diferencias económicas que este último pagó de más por concepto de licencia con goce de salario, adicionado –esa entidad aseguradora- que las diferencias cobradas en incapacidades extendidas en los meses de setiembre, octubre y noviembre de 2016, se encuentran prescritas, que indica: 
“[…] Por esa razón, para el caso concreto y sus semejantes, se confirman las conclusiones del citado Oficio N° DJ-AJ-2922-2017 de esta Dirección Jurídica, con sustento en los siguientes términos:
Corolario, esta Dirección Jurídica recomienda continuar con las diligencias cobratorias -ya que estas no se encuentran prescritas- para la recuperación de las sumas o diferencias económicas que se presenten a su favor por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de la cuota patronal (del 9.25%) y lo correspondiente a salario escolar en esos mismos términos, en el entendido que, en tales diligencias de recuperación el Poder Judicial no actúa en el lugar de las personas servidoras judiciales, sino que actúa en nombre propio y bajo sus obligaciones, como patrono y Administración Pública responsable de los recursos –públicos- asignados a su presupuesto. (En términos similares, ver el Oficio N° DJ-AJ-1386-2016 del 13 de junio de 2016).
Ahora bien, en caso de persistir la negativa de pago o cancelación por parte de la CCSS, se recomienda la interposición de las diligencias cobratorias ante la jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda. Para lo cual, es necesario realizar atenta instancia a la Procuraduría General de la República, para que, como Órgano representante del Estado, ejerza la representación Estatal del Poder Judicial como Administración Pública –de Justicia.
Consideraciones estas últimas que serán ampliadas o nuevamente analizadas por esta Dirección Jurídica, en virtud de lo acordado por el Consejo Superior mediante Sesión N° 59-17 del 20 de junio de 2017, artículo XX.”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-2795-2017, del 11 de octubre de 2017, se solicita a la Dirección Jurídica, emitir la recomendación respectiva, en que se refiera a la potestad y fundamento legal que tiene este Consejo para que en aquellos casos en que exista alguna diferencia de subsidio entre lo pagado por la CCSS y lo calculado por el Poder Judicial se pueda declarar esas sumas incobrables en aplicación del principio costo beneficio, que indica: 
“[…] con relación a la aplicación de la figura del costo-beneficio a las sumas o diferencias económicas que se presenten por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de salario escolar por ese mismo concepto, iguales o inferiores a ¢88,677.53, luego de que se realicen los intentos de cobro a las personas ex servidoras judiciales, sin obtener resultado de recuperación esperado.” criterio técnico vertido por la CCSS mediante oficios N.° ATG-2270-2016 y D.F.C.-2140-16, de fechas 22 y 24 de noviembre de 2016, respectivamente.” 
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-408-2018, del 14 de febrero de 2018, se solicita a la Dirección Jurídica, emitir la recomendación respectiva, en que se refiera en relación con la procedencia o no de que las sumas o diferencias de las cuentas por cobrar que se generan por concepto de subsidio –por incapacidad o licencia-, “se depositen en una cuenta determinada del Poder Judicial o bien en las cuentas de las personas funcionarias judiciales y luego recuperar esos montos el Poder Judicial, aplicando la misma dinámica que para los montos del subsidio que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) deposita a los funcionarios y servidores judiciales, a través de los módulos existentes de la Dirección de Gestión Humana y posteriormente de recuperados los dineros a través de la deducción al salario, dichas sumas podrían ser aplicadas directamente en el presupuesto ordinario, por medio de la subpartida de salarios del Poder Judicial”, e indica:
“[…] Independientemente de la existencia o no de convenio interinstitucional de pago –indirecto- de incapacidades y licencias, en los casos donde se presenten sumas o diferencias económicas entre lo pagado por el Poder Judicial en el lugar de la CCSS y lo cancelado por esa entidad aseguradora –directamente- a las personas servidoras judiciales mediante el pago del subsidio, resulta ineludible proceder con las diligencias de recuperación económica –ante la CCSS- sobre los montos al descubierto que se generan en ese sentido, los cuales deben ser depositados en la cuenta del Poder Judicial que corresponda -y no en la cuenta cliente de la persona servidora judicial-, por obedecer a sumas reintegradas a favor de esta Institución, en virtud de las gestiones o reclamaciones de cobro realizadas en nombre propio y bajo sus obligaciones de patrono y Administración Pública responsable del buen manejo de los recursos –igualmente públicos-, asignados para su efectiva labor como Administrador de Justicia.” 
(…)”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N°  286-DE-2019 del 23 de enero del 2019, mediante el cual la Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el informe del Departamento Financiero Contable, respecto las cuentas por cobrar a la Caja Costarricense del Seguro Social, respecto las cuentas por cobrar a la Caja Costarricense del Seguro Social, por concepto de incapacidades, al 31 de diciembre de 2018. 2.) Hacer una atenta instancia a la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS), para el pronto pago de las sumas que se adeudan al Poder Judicial, según los detalles indicados. 3.) Deberá la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable dar seguimiento al pago de las sumas adeudadas. 
La Auditoría tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713195]ARTÍCULO XVIII 
DOCUMENTO N° 5080-18, 15294-18 y 965-19
En sesión N° 2-19 celebrada el 10 de enero del 2019, artículo XIV, se tuvo por rendido el informe de la Auditoría referente a la “Evaluación de fondos públicos asignados a la caja chica y contratación administrativa de la Administración Regional del Circuito Judicial de Heredia.”. Asimismo, se acogió las recomendaciones indicadas en el citado informe y se ordenó su cumplimiento en los plazos indicados por la Auditoría. 
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 186-DE-2019 del 18 de enero de 2019, solicitó lo siguiente:
“Para conocimiento del Consejo Superior, en relación con el oficio 315-19 de la sesión celebrada el 10 de enero de 2019, artículo XIV, donde acordó tener por rendido el oficio Nº 1532-55-SAEEC-2018, me permito hacer de su conocimiento que esta Dirección ya emitió las directrices correspondientes, a través de los oficios 27-DE-2019, 28-DE-2019 y circular 15-2019, adjuntos.”




-0-
Se acordó: 1) Tomar de lo informado por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 186-DE-2019 del 18 de enero de 2019. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Auditoría y de la Administración Regional del Circuito Judicial de Heredia. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713197]ARTÍCULO XIX 
DOCUMENTO N° 954-19
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 272-DE-2019 del 23 de enero de 2019, remitió el informe N° AJ-J-69-2018, suscrito por la máster Patricia Ugalde Romero, en ese entonces, Jefa del Archivo Judicial, que dice:
“En cumplimiento de las políticas institucionales se presenta el PROYECTO PARA LA ELIMINACION MASIVA DE EXPEDIENTES EN EL ARCHIVO JUDICIAL durante el año 2019.
Indico que el Proyecto cuenta con el visto bueno del Licenciado Manuel Sánchez Sánchez quien asume esta jefatura a partir del 17 de noviembre de 2018.

PROYECTO PARA LA ELIMINACION MASIVA DE EXPEDIENTES
EN EL ARCHIVO JUDICIAL
Año 2019
Atendiendo que el Consejo Superior en sesión extraordinaria N°43-18 (Presupuesto 2019) celebrada el 16 de mayo de 2018, artículo VI, aprobó 6 plazas extraordinarias para que la Unidad de Selección y Eliminación libere el espacio suficiente para recibir las remesas de expedientes que saturan los despachos judiciales, se propone continuar con el “PROYECTO PARA LA ELIMINACIÓN MASIVA DE EXPEDIENTES”, (del 07 de enero al último día hábil de diciembre 2019), con la finalidad de seleccionar un mínimo de 364.000 expedientes (Esta cantidad no se eliminará en su totalidad, debido a los expedientes que quedarán de muestra.) y con ello habilitar el espacio suficiente para recibir los expedientes remesados que saturan los despachos y no puedan ser eliminados con base a las tabla de plazos de  conservación en la materia correspondiente.
Además, se propone dar exclusividad a la atención de despachos incluidos en las próximas reformas por cuanto la saturación del depósito documental no permite recibir otras materias.
OBJETIVO GENERAL
Seleccionar y eliminar expedientes que, según las tablas de plazos de conservación, aprobadas por el Consejo Superior ya se pueden eliminar (pensiones alimentarias, familia, civil, tránsito, cobro del Estado, penal, OIJ) y con ello, liberar el espacio necesario para recibir los expedientes pendientes de recibo en los distintos despachos judiciales de todo el país.
OBJETIVOS ESPECIFICOS
Crear un equipo de trabajo de al menos seis colaboradores que se dediquen exclusivamente a la selección de expedientes judiciales. 
Aplicar las tablas de plazos de conservación aprobadas.
Conservar una muestra de un 1% de cada proceso a eliminar.
Preparar la publicación general para la eliminación de expedientes según lo establece el artículo 47 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Artículo 47 bis. La Corte Suprema de Justicia podrá ordenar la destrucción o el reciclaje de los expedientes, siempre que no sean necesarios para algún trámite judicial futuro, que no tengan interés histórico, o cuando se encuentren respaldados por medios electrónicos, informáticos, magnéticos, ópticos, telemáticos o cualquier otro medio con garantía razonable de conservación. Al efecto se publicarán las listas de expedientes por destruir en el Boletín Judicial.  Dentro del plazo de ocho días hábiles luego de la primera publicación, el Archivo Nacional podrá solicitar los expedientes que estime pertinentes.  Las partes también podrán solicitar la devolución de los documentos aportados, certificación integral o parcial del expediente, o la entrega del expediente original, salvo en materia penal. (Adicionado por Ley No. 7728 del 15 de diciembre de 1997), para su respectiva publicación en el Boletín Judicial y preparación de las actas de eliminación.
Coordinar lo relativo a la destrucción de los expedientes con la Proveeduría y destacar por los menos a dos servidores para la preparación de tarimas de expedientes listos para ser destruidos.
DESARROLLO
El Archivo Judicial, se constituyó en un custodio de los expedientes que por alguna causa se han abierto en los diferentes despachos judiciales.  Al transcurrir los años, se ha visto la necesidad que, a los depósitos definidos para albergar los expedientes fenecidos, le sean aplicadas las tablas de plazos de conservación, para descongestionarlos y, por ende, permitir que los despachos cuenten con los espacios más libres y de esta forma evitar el hacinamiento de expedientes que han finalizado el proceso judicial. 
En este momento existen más de 350.000 expedientes susceptibles de ser eliminados en el Archivo Judicial de diversas materias y que cuentan con su respectiva Tabla de plazos aprobada. 
Con la conformación de un equipo de trabajo de seis personas, a partir del 07 de enero de 2019 al último día hábil de diciembre de 2019 (240 días) se pretende seleccionar aproximadamente 364.000 expedientes custodiados en el acervo documental del Archivo Judicial.
El promedio de selección en materia familia y expedientes de los tribunales penales de juicio es de 150 expedientes diarios por colaborador (implica la consulta de obligados en la base de datos del Registro Civil en familia y por el volumen de los expedientes de los tribunales de juicio) expedientes del OIJ 500 al día, en el resto de las materias el promedio es de 300 expedientes diarios. Cabe mencionar que de la cantidad seleccionada se debe reducir el porcentaje que se debe conservar como muestra y los asuntos de conservación permanente.
Es importante recalcar que las cifras propuestas quedarán sujetas a la actualización de la base de datos del Archivo Judicial SISAJUD, pues no se tiene certeza aun de las mismas hasta que no se cuente con el módulo de consulta de remesas. 
Por lo anterior, durante el desarrollo del Proyecto de eliminación necesariamente deberán presentarse ajustes en estas cifras una vez que se haya actualizado la base de datos.

PROYECTO DE ELIMINACION DE EXPEDIENTES
Del 07 de enero a diciembre de 2018
(Con 6 colaboradores)
	*MATERIAS A SELECCIONAR
	EXPEDIENTES A
SELECCIONAR
	DURACION
(DIAS)
	PROMEDIO DIARIO
(6 personas)

	Pensiones Alimentarias
	9.000
	10
	900

	Penal
	105.000
	59
	1800

	Penal (tribunales penales)
	27.000
	30
	900

	Civil
	90.000
	50
	1800

	Laboral
	20.000
	12
	1800

	Penal Juvenil
	10.000
	6
	1800

	Familia
	30.000
	33
	900

	Tránsito
	55.000
	31
	1800

	Cobro del Estado
	10.000
	6
	1800

	Expedientes O.I.J.
	8.000
	3
	3000

	Total 
	364.000
	240
	----


* El promedio de selección en Familia y expedientes de los tribunales penales de juicio es de 150 expedientes diarios por colaborador. Expedientes OIJ 500 al día. El promedio en las demás materias es de 300 expedientes diarios.  
Con la liberación de espacio en el depósito documental, se espera recibir un promedio de 300.000 expedientes que saturan los despachos judiciales.
CONCLUSIÓN 
Con la ejecución del Plan de trabajo propuesto, se seleccionará un mínimo de 364.000 expedientes (varias materias) que por su connotación no tienen ningún interés para la institución ni para las partes interesadas tomando en cuenta los parámetros de carácter legal y administrativo que disponen las Tablas de Plazos aprobadas para cada materia. De esta cantidad, se espera eliminar una cantidad mínima de 260.000 expedientes (esto por los procesos que no se pueden destruir).
Con lo anterior, el Archivo Judicial podrá liberar el espacio necesario para brindarle la atención necesaria a los despachos que remesarán los expedientes para ser transferidos al depósito documental, cumpliendo con las disposiciones y requerimientos que para el efecto se han emitido.”
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Se acordó: 1.) Aprobar el “PROYECTO PARA LA ELIMINACION MASIVA DE EXPEDIENTES EN EL ARCHIVO JUDICIAL” para el año 2019.  2.) Previamente a destruir los expedientes, el Archivo Judicial remitirá al Depósito de Objetos Decomisados la lista de las causas, para que este último, en un plazo de 15 días, revise si mantiene en custodia evidencias asociadas a esos expedientes y lo comunique al Archivo y a los despachos judiciales involucrados que deberán encargarse de ellas de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Comisos y Donaciones (No. 6106) y el Código Procesal Penal. A partir de ese comunicado, las Autoridades Judiciales tendrán un mes para gestionar ante el Archivo la devolución de los expedientes y resolver respecto a la evidencia. Caso contrario, se someterán al proceso de destrucción tanto los expedientes como las evidencias y los jefes de despacho responderán por los reclamos que realicen los eventuales interesados. 3.) En lo sucesivo los despachos judiciales, de previo a remitir los expedientes al Archivo Judicial, deberán disponer de las evidencias que tengan asociadas y lo dejarán constando en los documentos de remisión, en los cuales el Archivo adicionará una casilla, de llenado obligatorio por parte de Jefes de Despachos, donde haga constar que se ha dispuesto de las evidencias previamente a ser remesados. 4.) Deberá la Secretaría de la Corte comunicar este acuerdo a todos los Jueces Coordinadores de los Despachos Judiciales y remitirlo a la cuenta oficial del despacho y de las Administraciones Regionales del país.  5.)  Hacer este acuerdo del conocimiento de los Jueces Coordinadores de los despachos judiciales, del Archivo Judicial y del Depósito de Objetos Decomisados.
[bookmark: _Hlk964687]ARTÍCULO XX 
DOCUMENTO N° 802-19
El licenciado Steven Picado Gamboa, Administrador Regional de Heredia, con el visto bueno de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, en oficio N° 011-ARH-19 del 16 de enero de 2019, comunicó:
“El pasado viernes 04 de enero, el suscrito, en calidad de Administrador Regional de los Tribunales de Heredia, remitió correo electrónico a la Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana, con el fin de plantear una consulta que se muestra de seguido.
 “…Debido a una situación que se comunicó recientemente al suscrito, resulta vital para esta Administración realizarle una consulta formal, derivada de una relación por afinidad que mantienen dos funcionarios que se encuentran bajo la misma dirección del suscrito.
En diciembre recién pasado, se me informó por parte de la señora Lorena Palma Elizondo y el señor Robert Vargas Fallas, que ambos tienen una relación por afinidad al tener un hijo en común, de dos años de edad.
La funcionaria Lorena Palma Elizondo funge interinamente como Coordinadora de Unidad 3 de esta Administración, específicamente en el área jurisdiccional; el señor Vargas Fallas es propietario de la plaza de Técnico de Comunicaciones Judiciales, oficina que tiene un grado de subordinación funcional directa de la coordinadora de esa área.
La situación es visible en la siguiente imagen:

Como se observa, la señora Palma Elizondo es la encargada, entre otras oficinas de la Oficina de Comunicaciones Judiciales de Heredia, por su parte el técnico en comunicaciones judiciales Robert Vargas Fallas está asignado a esa oficina, por lo cual mantiene una condición de subalterno de la señora Palma Elizondo.
Ahora bien, el señor Vargas Fallas tiene una primera línea de supervisión que ejerce otra funcionaria, la Licda. Alba Campos Camacho, quién es la Coordinadora de esa oficina, pero que también se encuentra bajo la tutela direccional de la señora Palma Elizondo.
Una de las principales inquietantes para el suscrito, es que el señor Vargas estaba siendo proyectado como el funcionario designado para asumir la coordinación de la Oficina de Comunicaciones Judiciales, debido a la inminente jubilación de la Coordinadora actual (Alba Campos Camacho); sin embargo, surge la duda sobre la legalidad de este movimiento considerando la relación por afinidad que existe con la señora Palma Elizondo.
Presentado el escenario, surge la duda para este servidor sobre la conveniencia y oportunidad de mantener a los dos funcionarios en una misma oficina, especialmente por el grado de supervisión que ha sido señalado líneas atrás.
En virtud de lo anterior, quisiera el suscrito conocer cuál es el criterio, según antecedentes similares, que mantiene el de la Dirección de Gestión Humana o bien su trámite a nivel institucional, para poder tomar decisiones prudentes y así solventar cualquier situación que no se encuentre dentro del marco legal institucional.
Finalmente, agradeceré que el trámite de esta consulta sea atendido con la mayor prontitud posible, dado que es necesario definir la situación de la OCJ al jubilarse la titular y debido a que en caso de considerarse una situación irregular quisiera no mantenerla por mucho tiempo…”
Posteriormente, en fecha 08 de enero, se recibió respuesta mediante correo electrónico de la Licda. Krissia Rojas Quirós, Jefa de la sección de Reclutamiento y Selección, quien indicó lo siguiente:
“…En atención al caso expuesto y remitido a doña Roxana, me permito indicarle que actualmente esta Sección no cuenta con un antecedente similar para poder emitir un criterio al respecto, asimismo para poder efectuar un análisis más claro se tendría que ampliar la información de la relación entre los servidores, con el fin de determinar si se encuentra dentro de los alcances establecidos en el artículo 18 bis del Estatuto de Servicio Judicial. 
Por otra parte, también existe la alternativa de ampliar la información y comunicar el movimiento pretendido al Consejo Superior, para que avalen directamente o en su defecto remitan la consulta a la Dirección Jurídica y de tal manera esclarecer si existe una relación formal de parentesco que imposibilite la realización de los nombramientos, así solventar cualquier situación que no se encuentre dentro del marco legal institucional, tal y como usted lo indica…”
Como detalle relevante, se había aclarado de previo a Gestión Humana que actualmente, según lo manifiestan las personas funcionarias de interés para el presente asunto, no existe una relación sentimental o de otra índole, más allá de la condición de padre y madre del niño.
Debido a la situación expuesta y considerando lo señalado por la Dirección de Gestión Humana, respetuosamente se solicita analizar la presente para determinar: 
Si existe alguna limitación para que las personas funcionarias laboren en las condiciones actuales, como Técnico en Comunicaciones Judiciales y Coordinadora Jurisdiccional.
De no ser así, considerar si existe o no una limitación para que se presente el escenario de ascenso para el señor Roberth Vargas Fallas, Técnico en Comunicaciones Judiciales, quien pasaría a ser Encargado de la Oficina de Comunicaciones Judiciales, con supervisión jerárquica inmediata de la señora Lorena Palma Elizondo.”
- 0 –
Se acordó: Comunicar al licenciado Steven Picado Gamboa, Administrador Regional de Heredia, que dadas las condiciones en que asegura se desempeñan la servidora Lorena Palma Elizondo y el servidor Robert Vargas Fallas, no es conveniente ascender al servidor Vargas Fallas al puesto de encargado de la Oficina de Comunicaciones Judiciales, por la relación jerárquica inmediata que se puede presentar, al menos, en el tanto, la servidora Palma Elizondo, se mantenga como Coordinadora de Área Jurisdiccional que tiene a su cargo la Oficina de Comunicaciones Judiciales de esa provincia.

[bookmark: _Toc536713199]ARTÍCULO XXI
DOCUMENTO N° 848-19

La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 284-DE-2019, del 23 de enero del 2019, remitió informe N° 37-TI-UCC-2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento Financiero Contable, sobre las cuentas por cobrar (diferencias) a la Caja Costarricense del Seguro Social, producto de las resoluciones emitidas por la Dirección de Gestión Humana con corte al 31 de diciembre de 2018, después del finiquito del Convenio que se mantenía entre ambas instituciones, que dice:
“Normativa
El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N.° 102-15 celebrada el 19 de noviembre de 2015, artículo LXXX acordó: 
“[…] d) Por tratarse de recursos públicos, el Departamento Financiero Contable, procederá con la recuperación de las sumas adeudadas por la CCSS en caso de diferencias que afecten las finanzas del Poder Judicial, una vez emitidos los reportes de diferencias para cobro por parte de la Dirección de Gestión Humana, los cuales constituirán la resolución base para el cobro.”
Asimismo, en minuta del 30 de agosto de 2016, producto de la reunión efectuada con la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), se consignó para lo que interesa lo siguiente: 
“[…] debido a que si bien es cierto que la obligación del Seguro de Salud es con el asegurado, por la dinámica del Poder Judicial que reconoce el 100% del salario y después, con la información que les remitirá la Caja sobre el pago de incapacidades, deducen a los funcionarios del salario, por lo que las eventuales diferencias el Departamento Financiero del Poder Judicial remita un informe mensual al Área de Tesorería de la Caja para analizarlas, conciliarlas y pagarlas, cuándo correspondan.  Con respecto al 9.25% patronal, es un tema que debe analizar la Dirección de Inspección, sobre todo el tema jurídico, por lo que considera que se siga el mismo procedimiento utilizado, hasta que la Dirección de Inspección resuelva.”
Por su parte, la CCSS a través de los oficios N.° 015708, del 05 de agosto de 1996 y DSI-260-08 DFC-0945-08, del 05 de mayo de 2008, estableció el procedimiento de la devolución de la cuota patronal al Poder Judicial, tal y como se indica seguidamente:
“[…] Por lo tanto, aprobamos el siguiente método de trabajo sugerido en su nota:
La Sección de Prestaciones en Dinero, con la debida autorización del Departamento de Registro de Asegurados y Cotizaciones, certifican el monto total reintegrado al Poder Judicial por concepto de subsidios, en cada período.
El Departamento de Administración de Cuenta Individual, con base en la certificación extendida por la Oficina de Prestaciones en Dinero, procede a calcular el 14.75% (9.25% de cuota patronal y 5.50% de cuota obrera) sobre los subsidios reintegrados y autoriza la devolución para ser tramitada por medio de la Tesorería General.
La Tesorería General procede a emitir los cheques de devolución correspondientes, siguiendo el trámite ordinario establecido para este efecto”.
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica con oficio N.° DJ-AJ-1339-2015, del 29 de setiembre de 2015, remitido por la funcionaria Marisol Víquez Oviedo, de Gestión Humana mediante correo electrónico del 01 de octubre de 2015, respecto a la propuesta de escenario para las incapacidades sin convenio de la Caja Costarricense de Seguro Social, que en lo que interesa concluye:
“[…] De lo dicho se extraen las siguientes conclusiones:
El Poder Judicial tiene la obligación legal de depositar lo necesario hasta completar el cien por ciento del salario, según lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
El Poder Judicial puede catalogar el subsidio por incapacidad como una deducción del salario -siempre que haya sido efectivamente percibido por la persona servidora judicial que haya sido incapacitada- y puede retener dicho rubro sin que deba aplicarse lo dispuesto en el numeral 173 del Código de Trabajo. 
En caso de que la CCSS no deposite el subsidio a la persona servidora judicial, el Poder Judicial tiene la obligación legal de pagar el cien por ciento del salario y posteriormente proceder a la recuperación de las sumas no percibidas, ante la CCSS.
Se puede establecer un orden de prelación de deducciones como el propuesto, lo que puede someterse a conocimiento del Consejo Superior para lo que a bien tenga resolver.
Se estima conveniente establecer un convenio con la CCSS a fin de contar con las bases de datos o sistemas que permitan enterar a la institución, sobre el momento en que la persona servidora judicial que haya sido incapacitada, percibe el subsidio por parte de la CCSS y que de esta forma, se puedan hacer las deducciones correspondientes en el tiempo debido.”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica con oficio N.° DJ-AJ-1399-2015, del 09 de octubre de 2015, remitido por Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva mediante correo electrónico del 13 de octubre de 2015, respecto a la propuesta de escenario para las incapacidades sin convenio de la Caja Costarricense de Seguro Social, que en lo que interesa concluye:
“…Con base en lo anterior, este Órgano confirma las conclusiones señaladas en el Informe N° DJ-AJ-1339-2015 del pasado 29 de setiembre de 2015:
El Poder Judicial tiene la obligación legal de depositar lo necesario hasta completar el cien por ciento del salario, según lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
El Poder Judicial puede catalogar el subsidio por incapacidad como una deducción del salario -siempre que haya sido efectivamente percibido por la persona servidora judicial que haya sido incapacitada- y puede retener dicho rubro sin que deba aplicarse lo dispuesto en el numeral 173 del Código de Trabajo. 
En caso de que la CCSS no deposite el subsidio a la persona servidora judicial, el Poder Judicial tiene la obligación legal de pagar el cien por ciento del salario y posteriormente proceder a la recuperación de las sumas no percibidas, ante la CCSS.
No resulta procedente un rebajo a la persona servidora, de un rubro que no haya percibido por concepto de subsidio, sino que será el Poder Judicial quien deba actuar conforme la conclusión n° 3 y posteriormente ejercer la acción de regreso correspondiente. 
Se puede establecer un orden de prelación de deducciones como el propuesto, lo que puede someterse a conocimiento del Consejo Superior para lo que a bien tenga resolver.”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica con oficio N.° DJ-AJ-1549-2015, del 10 de noviembre de 2015, emitido por la Dirección Jurídica, respecto a la propuesta de escenario para las incapacidades sin convenio, observaciones al criterio legal, en relación con las de la  Caja Costarricense de Seguro Social, que en lo que interesa concluye:
“…Por las anteriores consideraciones, se confirman las conclusiones señaladas en los Informes N° DJ-AJ-1339-2015 y N° DJ-AJ-1399-2015, del 29 de setiembre y 9 de octubre de 2015, respectivamente, de esta Dirección Jurídica, que se citan a continuación:
El Poder Judicial tiene la obligación legal de depositar lo necesario hasta completar el cien por ciento del salario, según lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
El Poder Judicial puede catalogar el subsidio por incapacidad como una deducción del salario -siempre que haya sido efectivamente percibido por la persona servidora judicial que haya sido incapacitada- y puede retener dicho rubro sin que deba aplicarse lo dispuesto en el numeral 173 del Código de Trabajo. 
En caso de que la CCSS no deposite el subsidio a la persona servidora judicial, el Poder Judicial tiene la obligación legal de pagar el cien por ciento del salario y posteriormente proceder a la recuperación de las sumas no percibidas, ante la CCSS.
No resulta procedente un rebajo a la persona servidora, de un rubro que no haya percibido por concepto de subsidio, sino que será el Poder Judicial quien deba actuar conforme la conclusión n° 3 y posteriormente ejercer la acción de regreso correspondiente. 
Se puede establecer un orden de prelación de deducciones como el propuesto, lo que puede someterse a conocimiento del Consejo Superior para lo que a bien tenga resolver.”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica con oficio N.° DJ-AJ-1386-2016, del 13 de junio de 2016, emitido por la Dirección Jurídica, respecto a finalización del Convenio de Pago Indirecto de Incapacidades ante la CCSS y el Poder Judicial, aclare criterios legales, procedimientos y aspectos a tomar en el diseño del modulo para el cobro de subsidio a las personas servidoras judiciales, que en lo que interesa concluye:
[…]En cuanto a la consulta 1: Sobre el procedimiento para la recuperación de lo correspondiente al Salario Escolar.
Inicialmente, valga rescatar el criterio sostenido por la Sala Segunda, en relación con el concepto y la naturaleza jurídica del salario escolar, donde, por resolución N° 2016-000305 del 18 de marzo de 2016, se señala lo siguiente:
V.- SALARIO ESCOLAR. En lo relativo al salario escolar, el criterio que ha venido sosteniendo esta Sala, es en el sentido de que ese rubro no constituye, en el sector público, una retención salarial que se pague en forma diferida cada mes de enero, sino de un componente salarial más, a diferencia del sector privado donde sí corresponde a una retención salarial que se paga de manera diferida en el mes de enero. El antecedente normativo de este componente salarial en el sector público es el Acuerdo de Política Salarial para el Sector Público, suscrito por los representantes de la Comisión Negociadora de Salarios del Sector Público el 23 de julio de 1994, en donde se establece como uno de los principales componentes de la política de salarios crecientes, el salario escolar. A partir de ese Acuerdo, la Dirección General de Servicio Civil dictó la resolución DG-062-94 de 5 de agosto de 1994, en la que se conceptuó al salario escolar como un ajuste adicional al aumento de salarios otorgado a partir del 1° de julio de 1994, consistente en un porcentaje del salario nominal que sería pagado en forma acumulativa, en el mes de enero de cada año. En esa resolución se dispuso: “Artículo 1°- Crear un componente salarial denominado “Salario Escolar” el cual consistirá en un porcentaje calculado sobre el salario nominal de cada trabajador. El mismo será acumulativo y se regirá de conformidad con lo siguiente:
a. A partir del 1° de julio de 1994 y hasta el 31 de diciembre de 1994, se calculará como un sobresueldo equivalente a un uno veinticinco por ciento (1.25%) del salario nominal mensual y el pago del mismo corresponderá al acumulado de dicho período.
b. Para efectos del cálculo del sobresueldo que aquí se crea, se tomarán en cuenta los salarios devengados por el trabajador en el período correspondiente, exceptuando en dicho salario nominal, otros componentes salariales que también dependan y/o se calculen en función del monto del salario total del servidor.
Artículo 2°. Este componente salarial está sujeto a las cargas sociales de ley.”
Por su parte, mediante resolución AP-34-94, de 26 de agosto de 1994, la Autoridad Presupuestaria hizo extensiva esa resolución a las instituciones y empresas públicas cubiertas bajo su ámbito. Ese acuerdo dice expresamente: “CONSIDERANDO: …/…
Que la Autoridad Presupuestaria facultada por su Ley de Creación y los Lineamientos Generales de Política Salarial y Empleo para 1994, considera conveniente hacer extensiva la Resolución DG-062-94, a las Instituciones y Empresas Públicas cubiertas bajo su ámbito…
DISPONE:
“Crear un componente salarial denominado Salario Escolar, que consiste en un porcentaje calculado sobre el salario nominal de cada trabajador.
2.- El porcentaje será acumulativo y se regirá de conformidad con lo siguiente:
a- A partir del 1° de julio de 1994 y hasta el 31 de diciembre de 1994, se calculará como un sobresueldo equivalente al 1.25% (uno veinticinco por ciento) del salario nominal mensual y se hará un solo pago en el mes de enero de 1995, correspondiente a dicho período.
b.- Salario nominal es la suma del salario base, aumentos anuales, dedicación exclusiva o prohibición y carrera profesional.
3.- Este componente salarial será presupuestado en una subpartida denominada “Salario Escolar” en la partida Servicios Personales y está sujeto a las cargas sociales de ley…”.
Con ocasión de la resolución DG-062-94, en fecha 9 de setiembre de 1994, el Departamento de Salarios e Incentivos de la mencionada Dirección General de Servicio Civil, emitió la circular SI-04-94-0, en la cual se definió:
“Salario Escolar: plus salarial que se acumula en forma anual, consiste en un porcentaje calculado sobre el salario nominal de cada trabajador.
Salario Nominal: todos los componentes del salario que le corresponden al servidor por el desempeño de un puesto, excepto las sumas adicionales que se reconozcan en función misma del salario nominal, excluye el salario en especie”.
En virtud de una serie de dudas planteadas, la Dirección General de Servicio Civil dictó la resolución DG-005-95 de 9:00 horas de 12 de enero de 1995, mediante la cual modificó los artículos 1° y 2° citados, en el siguiente sentido:
“Artículo 1°. Crear el “Salario Escolar”, el cual consistirá en un porcentaje calculado sobre el salario de cada servidor, el mismo será acumulativo y se regirá de conformidad con lo siguiente:
a. A partir del 1° de julio de 1994 y hasta el 31 de diciembre del mismo año, éste corresponde a un porcentaje de uno veinticinco (1.25%) adicional al aumento general otorgado a partir del 1° de julio de 1994, con lo cual se completa el 8% de aumento acordado, en la negociación salarial del Sector Público para el segundo semestre de 1994.
b. Para efectos de cálculo se tomarán en consideración los mismos componentes salariales que se utilizan para determinar el aguinaldo.
Artículo 2°. El “Salario Escolar” está sujeto a las cargas sociales de ley".
A partir de esa resolución  DG-005-95 el cálculo del salario escolar se realiza tomando en consideración los mismos componentes salariales que se utilizan para calcular el aguinaldo, y sobre la base de estos se fija un porcentaje que se paga en el mes de enero del año siguiente, y que para esa época se fijó en un 1.171%. Posteriormente, la misma Dirección emitió otras resoluciones a través de las cuales se fue aumentando gradualmente el porcentaje de cálculo del beneficio hasta un 3.58% del salario total (mediante resolución de la Dirección General de Servicio Civil DG-054-96 de las 16:00 horas del 3 de julio de 1996); y finalmente se incrementó una vez más, fijándolo en un 8.19% del salario total; porcentaje con el que se calcula este extremo en las relaciones de empleo público hasta el día de hoy (esto a partir de 1998, en virtud de lo dispuesto por la resolución de la Dirección General de Servicio Civil DG-136-97 de las 14:30 horas del 5 de diciembre de 1997), prescrita en estos términos:
“Artículo 1.- Modifíquese la Resolución DG-041-97 del 01-07-97, de forma que se incremente el porcentaje de salario escolar en un uno cincuenta y ocho por ciento (1,58%), adicional al seis setenta y cinco por ciento (6,75%) existente, con lo cual se completa un ocho punto treinta y tres por ciento (8,33%) mensual que corresponde a un salario anual de manera que este beneficio ajustado de acuerdo con la metodología definida al efecto, queja fijado en un ocho diecinueve por ciento (8,19%) del salario total de los servidores públicos.
Artículo 2. La aplicación de este porcentaje de acuerdo con la metodología establecida en el Oficio SI-002-95 es sobre todas las sumas que legalmente se tengan como salario. 
Artículo 3. Para efectos de pago este beneficio se establece como un acumulado mensual (de enero a diciembre) sobre el salario total, pagadero en el mes de enero de cada año”.
Con base en lo anterior, se desprende claramente que el Salario Escolar en el sector público fue promovido como un componente salarial calculado sobre el salario total que perciben las personas trabajadoras y cuyo pago se realiza en forma acumulada en el mes de enero del año siguiente. Es decir, que a diferencia del sector privado, en el que el salario escolar esta conceptuado como una deducción del aumento salarial autorizado, en el sector público es un componente salarial acumulado, que se calcula con base en el salario mensual percibido en un año. Para abundar en el tema pueden consultarse los votos de esta Sala n.° 833-11, 1055-11, 1214-13, 111-15 y 787-15 […] (Algunos de los resaltamientos en negrita no pertenecen al texto original).
Así pues, el salario escolar constituye un componente salarial que se calcula, de enero a diciembre del año en ejercicio, con base en el porcentaje anual correspondiente, sobre el salario total de las personas servidoras judiciales, y pagadero de manera acumulada en el mes de enero del año siguiente.
Lo anterior, sin perjuicio de las sumas adicionales que puedan corresponder, por recálculos salariales a favor de las personas servidoras judiciales, sobre ese componente en particular.
Valga recordar que, mediante el Decreto Ejecutivo N° 39202-MTSS-H (publicado en La Gaceta N° 170 del 1° de setiembre de 2015), el Gobierno de la República autorizó un incremento paulatino en el salario escolar de todas las personas servidoras públicas, de manera tal que, para el año 2016 se dispuso un ajuste del 8,23% (ocho coma veintitrés por ciento); para el año 2017: 8,28% (ocho coma veintiocho por ciento) y para el año 2018: 8,33% (ocho coma treinta y tres por ciento)”, en el entendido que, los porcentajes indicados serán pagados en enero del año siguiente, tal como se ha venido cancelando -hasta la fecha- el salario escolar.
En ese orden de ideas, y en virtud del actual Convenio de Pago Indirecto de Incapacidades existente entre la CCSS y el Poder Judicial, mes a mes, este último realiza el pago sobre el cien por ciento (100%) del salario de las personas servidoras judiciales, así como el porcentaje correspondiente al Salario Escolar, y con posterioridad, entre los meses de julio a septiembre del año siguiente, aproximadamente, la Caja realiza la devolución de ese porcentaje acumulado -durante los meses de enero a diciembre del año anterior-, a la cuenta y orden del Poder Judicial. Así hasta julio, agosto o septiembre del año en curso, cuando la Caja reintegre al Poder Judicial, las sumas correspondientes al porcentaje del Salario Escolar acumulado durante el pasado año 2015.
No obstante, con la finalización de ese convenio –en fecha 31 de agosto de 2016-, esa práctica interinstitucional quedará en desuso, dando paso a las políticas institucionales de la CCSS, quien, en el momento determinado del año siguiente -2017- y en adelante, procederá con la devolución de lo correspondiente al porcentaje del Salario Escolar, ya no a la orden del Poder Judicial, sino directamente a la cuenta cliente de las personas servidoras judiciales, constituyéndose ese giro o consignación económica, en una acreditación que no les corresponde percibir. 
Razón por la que, una vez verificada –en julio, agosto o setiembre del año correspondiente- la acreditación indebida a favor de la cuenta cliente respectiva, se debe proceder con la recuperación de esas sumas o porcentajes por concepto de Salario Escolar, en un solo tracto, a través del rebajo directo de planilla de las personas servidoras judiciales, ya sea en la quincena de pago que se encuentre al corte o bien en la quincena siguiente inmediata o posteriores -según sean los factores temporales de aplicación para el pago calendarizado de la planilla- a favor de la partida pertinente, así hasta recuperar el monto total acreditado pues, como se mencionó, esos giros económicos constituyen sumas que no les corresponde percibir a las personas servidoras judiciales. (En similares términos, ver Informes de esta Dirección N° DJ-AJ-1399-2015 y N° DJ-AJ-1339-2015 del 9 de octubre y 29 de setiembre de 2015, respectivamente)
Por lo anterior, se recomienda solicitar la debida autorización al Consejo Superior, para proceder con los rebajos correspondientes al Salario Escolar, en el mismo orden de prelación señalado para las deducciones por concepto de subsidio, tal como lo dispuso ese Órgano Superior en el Punto 4 de la mencionada Sesión N° 102-15, artículo LXXX, que a continuación se cita, de manera que pueda existir una verdadera congruencia entre los procedimientos para la recuperación de las sumas adeudadas al Poder Judicial, en el momento en que cada una corresponda:
“4) Autorizar que una vez aplicadas las deducciones de ley (Fondo de Jubilaciones y Pensiones, Seguro de Enfermedad y Maternidad, Banco Popular e Impuesto sobre la renta), por orden de prioridad se rebaje lo correspondiente al subsidio acreditado por la CCSS al trabajador por incapacidad, seguido por la retención por pensión alimentaria, embargos y posteriormente del remanente, el sistema aplicará las deducciones voluntarias, de acuerdo con el orden en el que se vienen rebajando desde el mes de marzo del 2004. Lo anterior sin perjuicio, de que la suma o porcentaje que el Poder Judicial debe acreditar –como salario- no sea suficiente para cubrir la totalidad de las obligaciones voluntarias y de ley, la persona incapacitada proceda con los pagos respectivos a partir del monto que recibe de la Caja Costarricense de Seguro Social, por concepto de subsidio”.
En cuanto a la consulta 2, sobre: ¿Si se establecerá otro medio de pago diferente al rebajo de nómina para aquellos servidores judiciales que deseen realizar la devolución del subsidio […]”? 
Se debe indicar que, por políticas de interés institucional, el Consejo Superior mediante la citada Sesión N° 102-15, artículo LXXX, Punto 3 inciso c), dispuso que: “El Poder Judicial procederá a realizar los cobros a cada persona por el monto que la CCSS le depositó por concepto de subsidio, por medio de una deducción del salario quincenal del trabajador”. Razón por la que, mientras ese Órgano no disponga un procedimiento distinto para esos efectos, se deberá proceder conforme lo resuelto.
Por su parte, en relación con la misma consulta 2, sobre “[…] ¿si la figura de entero de gobierno podrá ser utilizada como medio de pago exclusivamente para ex servidores judiciales, tal y como lo establece el Consejo Superior en sesión Nº 11-2011, artículo XLVII? 
Valga apuntar que, tal como se desprende de la consulta misma, el Consejo Superior mediante Sesión N° 11-11 del 15 de febrero de 2011, artículo XLVII, se pronunció sobre esa particularidad, razón por la que, la utilización del entero de gobierno como medio de pago o devolución de sumas exclusivo para las personas ex servidoras judiciales, debe hacerse extensivo a los procedimientos de recuperación de los montos adeudados por concepto de incapacidades por enfermedad y de licencias por maternidad, así como de lo correspondiente al salario escolar.”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3188-2017, del 06 de julio de 2017, donde la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Gestión Humana, solicitan criterio legal de esta Dirección Jurídica en relación con el planteamiento que realiza la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) mediante el Oficio N° GF-0969-2017, respecto al trámite de las incapacidades de las personas servidoras judiciales y la presentación de la información contenida en las planillas salariales del Poder Judicial, que indica: 
“[…] Las acciones de personal y sus eventuales variaciones, cambios o movimientos se reportan periódicamente al SICERE conforme la dinámica administrativa implementada a lo interno de la Institución, la cual, como se indicó, tiene fundamento en el Calendario de Pagos, Salarios, Pensiones y Deducciones de la Tesorería Nacional y se realiza bajo la observancia del plazo establecido –por la Caja misma- para tales efectos, siendo de difícil aplicación la proposición y aprobación de las acciones de personal –con sus correspondientes variaciones-, así como el reporte y cancelación de la planilla institucional –ante el SICERE- durante el mes calendario, tal como lo pretende –indiscriminadamente- la CCSS.
Por lo que, en cuanto a la primera consideración que se atiende, se recomienda “continuar con los procedimientos de reporte y cancelación oportuna ante la Oficina Virtual del SICERE, de los salarios que periódicamente devengan las personas servidoras judiciales, así como, de continuar con las labores cobratorias a cargo de las dependencias encargadas en caso de presentarse pagos indebidos por concepto de cuotas obrero-patronales; realizando el análisis y comprobación correspondientes de las sumas que, por naturaleza salarial, deben ser incluidas como parte del cálculo del subsidio que corresponde a la CCSS y de excluir, los pagos que no correspondan […]”, con el recordatorio de que dicha práctica debe ejecutarse bajo la rigurosa observancia del plazo establecido –por la Caja misma- para tales efectos. (Énfasis agregado) (En ese sentido, ver los Oficios N° DJ-AJ-2922-2017, N° DJ-AJ-3536-2016, N° DJ-AJ-118-2017 y N° DJ-AJ-2157-2016, de esta Dirección Jurídica).
Bajo esa inteligencia, y en cuanto a la segunda consideración analizada, no es posible dejar de reflejar –en los términos de la CCSS- en el reporte de planillas, ante la Oficina Virtual del SICERE, el monto depositado por la Caja por concepto de subsidio, como parte del sueldo o salario que perciben las personas servidoras judiciales –producto de la incapacidad o licencia-, en virtud de que, con motivo de incapacidad por enfermedad o de licencia por maternidad, procede la tramitación de licencia con goce de sueldo o salario en los términos de los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333, de modo que a la persona servidora judicial se le debe completar –y reportar- su salario, a partir del monto que reciba de la CCSS.
Por último, en cuanto a la tercera consideración que se atiende, se debe proceder conforme los términos del mencionado Oficio N° DJ-AJ-2922-2017, en tanto que “por principios de legalidad y legalidad presupuestaria, el Poder Judicial –como patrono y Administración Pública- tiene la obligación de recuperar los montos que se presenten a su favor, en virtud de los pagos que realice indebidamente o en el lugar de otro. (En esos términos ver el Oficio N° DJ-AJ-1549-2015 –aprobado mediante Sesión del Consejo Superior N° 102-15 del 19 de noviembre de 2015, artículo LXXX-, así como los Oficios N° DJ-AJ-1386-2016 y DJ-AJ-1600-2016, entre otros, de esta Dirección Jurídica)”.
En ese sentido, se deben “continuar realizando las diligencias cobratorias -ya que estas no se encuentran prescritas- para la recuperación de las sumas o diferencias económicas que se presenten a favor del Poder Judicial –como Administración Pública patronal- por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de la cuota patronal (del 9.25%) y lo correspondiente a salario escolar en esos mismos términos, en el entendido que, en tales diligencias de recuperación el Poder Judicial no actúa en el lugar o por intermediación de las personas servidoras judiciales aseguradas, sino que actúa en nombre propio y bajo sus obligaciones, como patrono y Administración Pública responsable de los recursos –públicos- asignados a su presupuesto”. (En tales términos, ver los Oficios N° DJ-AJ-2922-2017 y N° DJ-AJ-1386-2016, de esta Dirección Jurídica).
Ahora bien, en caso de persistir la negativa de pago o cancelación por parte de la CCSS, se recomienda la interposición de las diligencias cobratorias ante la jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda. Para lo cual, es necesario realizar atenta instancia a la Procuraduría General de la República, para que, como Órgano representante del Estado, ejerza la representación Estatal del Poder Judicial como Administración Pública –de Justicia-. (En los mismos términos, ver el Oficio N° DJ-AJ-2922-2017 del 26 de junio de 2017 de esta Dirección).”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3394-2017, del 07 de agosto de 2017, en relación con lo dispuesto en la Sesión del Consejo Superior N° 61-17 del 27 de junio de 2017, artículos XL y XXXIX, respectivamente, así como el Oficio N° 7943-17 del 14 de julio del año 2017, sobre el contenido de la misma Sesión del Consejo Superior N° 61-17, artículo XL, que indica: 
“[…] Por todo lo expuesto, esta Dirección Jurídica recomienda proceder conforme lo señalado en los Oficios N° DJ-AJ-2922-2017 y DJ-AJ-3188-2017, entre otros, del 26 de junio y 06 de julio de 2017, respectivamente, en el sentido de que: “por principios de legalidad y legalidad presupuestaria, el Poder Judicial –como patrono y Administración Pública- tiene la obligación de recuperar los montos que se presenten a su favor, en virtud de los pagos que realice indebidamente o en el lugar de otro. (En esos términos ver el Oficio N° DJ-AJ-1549-2015 –aprobado mediante Sesión del Consejo Superior N° 102-15 del 19 de noviembre de 2015, artículo LXXX-, así como los Oficios N° DJ-AJ-1386-2016 y DJ-AJ-1600-2016, entre otros, de esta Dirección Jurídica)”.
En ese sentido, se deben “continuar realizando las diligencias cobratorias -ya que estas no se encuentran prescritas- para la recuperación de las sumas o diferencias económicas que se presenten a favor del Poder Judicial –como Administración Pública patronal- por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de la cuota patronal (del 9.25%) y lo correspondiente a salario escolar en esos mismos términos, en el entendido que, en tales diligencias de recuperación el Poder Judicial no actúa en el lugar o por intermediación de las personas servidoras judiciales aseguradas, sino que actúa en nombre propio y bajo sus obligaciones, como patrono y Administración Pública responsable de los recursos –públicos- asignados a su presupuesto”. (Oficios N° DJ-AJ-3188-2017, DJ-AJ-2922-2017 y N° DJ-AJ-1386-2016, de esta Dirección Jurídica).
Ahora bien, en caso de persistir la negativa de pago o cancelación por parte de la CCSS, se recomienda la interposición de las diligencias cobratorias ante la jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda. Para lo cual, es necesario realizar atenta instancia a la Procuraduría General de la República, para que, como Órgano representante del Estado, ejerza la representación Estatal del Poder Judicial como Administración Pública –de Justicia-. (Oficios N° DJ-AJ-3188-2017 y DJ-AJ-2922-2017, de esta Dirección Jurídica).”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3494-2017, del 14 de agosto de 2017, para determinar si procede el cobro ante la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), de las diferencias económicas que se presentan entre el cálculo del subsidio por concepto de incapacidades cancelados por la CCSS y los montos registrados por el Macroproceso Financiero Contable por cobrar ante esa entidad aseguradora, en virtud de los salarios utilizados –por cada institución- para dicho cálculo, que indica: 
       “[…] Según se desprende de la consulta misma, el “Módulo de Incapacidades” del Macroproceso Financiero Contable utiliza una programación que no necesariamente calcula el monto que corresponde por concepto de subsidio sobre el equivalente al sueldo o salario de los últimos tres meses inmediatamente anteriores a la incapacidad o licencia del personal judicial -reportados y cancelados ante la Oficina Virtual del SICERE-. 
        Por esa razón, se recomienda realizar los cambios o ajustes necesarios en el referido Sistema, así como valorar la aplicación de un tiempo prudencial para la generación o reporte de las sumas utilizadas para el cálculo del subsidio –por incapacidad o licencia-, de manera tal que, transcurrido en ese plazo prudencial, los sueldos o salarios –anteriores al inicio de la incapacidad o licencia- de las personas servidoras judiciales, se encuentren reflejados en el citado sistema de cálculo, con la finalidad de que no se presenten -aún más- diferencias económicas en relación con el cálculo y pago del subsidio -por incapacidad o licencia- que corresponde percibir a las personas servidoras judiciales, así como el cálculo y cobro de las sumas o diferencias económicas que se presentan a favor del Poder Judicial –como patrono-, contra la CCSS.
         Para tales efectos esta Dirección Jurídica sugiere, en caso de ser necesario, recurrir a la misma programación del “Módulo de Incapacidades” que utiliza la Dirección de Gestión Humana, la cual –según la técnica administrativa- presenta una programación actualizada que se ajusta a la forma y requerimientos establecidos por la normativa de la CCSS, y que toma en consideración el equivalente al sueldo o salario de los últimos tres meses inmediatamente anteriores a la incapacidad o licencia de la persona servidora judicial -reportados y cancelados ante la Oficina Virtual del SICERE-, tal como lo establece el artículo 36 del Reglamento del Seguro de Salud y los artículos 25 y 26 del Instructivo Pago Prestaciones en Dinero –ambos de la CCSS-, así como el Apartado 4 de nuestro Instructivo para el cobro de Subsidios por incapacidades y licencias de la Caja Costarricense de Seguro Social.”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3522-2017, del 03 de agosto de 2017, donde se señala la posición de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) de no cancelar al Poder Judicial las diferencias económicas que este último pago de más por concepto de licencia con goce de salario, adicionado –esa entidad aseguradora- que las diferencias cobradas en incapacidades extendidas en los meses de setiembre, octubre y noviembre de 2016, se encuentran prescritas, que indica: 
“[…] Por esa razón, para el caso concreto y sus semejantes, se confirman las conclusiones del citado Oficio N° DJ-AJ-2922-2017 de esta Dirección Jurídica, con sustento en los siguientes términos:
Corolario, esta Dirección Jurídica recomienda continuar con las diligencias cobratorias -ya que estas no se encuentran prescritas- para la recuperación de las sumas o diferencias económicas que se presenten a su favor por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de la cuota patronal (del 9.25%) y lo correspondiente a salario escolar en esos mismos términos, en el entendido que, en tales diligencias de recuperación el Poder Judicial no actúa en el lugar de las personas servidoras judiciales, sino que actúa en nombre propio y bajo sus obligaciones, como patrono y Administración Pública responsable de los recursos –públicos- asignados a su presupuesto. (En términos similares, ver el Oficio N° DJ-AJ-1386-2016 del 13 de junio de 2016).
Ahora bien, en caso de persistir la negativa de pago o cancelación por parte de la CCSS, se recomienda la interposición de las diligencias cobratorias ante la jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda. Para lo cual, es necesario realizar atenta instancia a la Procuraduría General de la República, para que, como Órgano representante del Estado, ejerza la representación Estatal del Poder Judicial como Administración Pública –de Justicia.
Consideraciones estas últimas que serán ampliadas o nuevamente analizadas por esta Dirección Jurídica, en virtud de lo acordado por el Consejo Superior mediante Sesión N° 59-17 del 20 de junio de 2017, artículo XX.”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-2795-2017, del 11 de octubre de 2017, se solicita a la Dirección Jurídica, emitir la recomendación respectiva, en que se refiera a la potestad y fundamento legal que tiene este Consejo para que en aquellos casos en que exista alguna diferencia de subsidio entre lo pagado por la CCSS y lo calculado por el Poder Judicial se pueda declarar esas sumas incobrables en aplicación del principio costo beneficio, que indica: 
“[…] con relación a la aplicación de la figura del costo-beneficio a las sumas o diferencias económicas que se presenten por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de salario escolar por ese mismo concepto, iguales o inferiores a ¢88,677.53, luego de que se realicen los intentos de cobro a las personas ex servidoras judiciales, sin obtener resultado de recuperación esperado.” criterio técnico vertido por la CCSS mediante oficios N.° ATG-2270-2016 y D.F.C.-2140-16, de fechas 22 y 24 de noviembre de 2016, respectivamente.”
La Dirección Jurídica mediante oficio DJ-AJ-2795-2017 del 11 de octubre de 2017 solicita al Consejo Superior, autorizar la aplicación de la figura del costo-beneficio a las sumas o diferencias económicas que se presenten por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como por salario escolar, inferiores a ¢88,677.53, luego de realizar los intentos de cobro a las personas ex servidoras judiciales, sin obtener resultado de recuperación. Y solicita el plazo prudencial de seis meses previo al traslado de las diligencias cobratorias por parte de la Unidad de Deducciones a la Unidad de Cobro Administrativo, en virtud de que en ese lapso es posible determinar si una persona ha permanecido o permanecerá o no en condición de servidora judicial, según el periodo de nombramiento.
El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N.° 95-17 celebrada el 17 de octubre de 2017, artículo XLVII acordó: 
“ […] Avalar el informe de la Dirección Jurídica, en consecuencia 1) Autorizar la aplicación de la figura del costo-beneficio a las sumas o diferencias económicas que se presenten por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como por salario escolar por ese mismo concepto, iguales o inferiores a ₡88.677,53 (ochenta y ocho mil seiscientos setenta y siete colones con cincuenta y tres céntimos), luego de que se realicen los intentos de cobro a las personas ex servidoras judiciales, sin obtener el resultado de recuperación esperado. Lo anterior, tomando en consideración que la suma de costo-beneficio propuesta, se encuentra dentro del monto aproximado del costo operacional de ₡130,661.42 (ciento treinta mil seiscientos sesenta y un colones con cuarenta y dos céntimos), que se genera al realizar las diligencias cobratorias para la recuperación de las sumas o diferencias económicas que nos ocupan, y sin perjuicio de que la suma eventualmente establecida para tales efectos sea variada, dentro esos rangos, por este Consejo o bien, revisada y modificada con periodicidad, conforme las políticas de interés institucional y los estudios técnicos correspondientes que fundamenten su variación. 2) Utilizar la figura del entero de gobierno como medio de pago o devolución de sumas por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como por salario escolar, por ese mismo concepto, exclusivamente para las personas ex servidoras judiciales o inactivas-. 3) En cuanto a la recuperación de las sumas o diferencias económicas por concepto de subsidio por incapacidad o licencia de las personas servidoras judiciales, o activas, así como por salario escolar, como derivación de aquellas, proceder en los mismos términos de recuperación, mediante la deducción o rebajo de planilla, que fueron aprobados por este Consejo en Sesión N° 102-15, artículo LXXX, Punto 3 inciso c), en que se dispuso que el Poder Judicial procedería a realizar los cobros a cada persona por el monto que la Caja Costarricense de Seguro Social le depositó por concepto de subsidio, por medio de una deducción del salario quincenal del trabajador. 4) Aprobar el plazo prudencial de seis meses sugerido por la Dirección Jurídica en el Oficio N° DJ-AJ-3161-2016 del 28 de noviembre de 2016, previo al traslado de las diligencias cobratorias por parte de la Unidad de Deducciones de la Dirección de Gestión Humana, hacia el Área de Cobro Administrativo de esta Dirección Jurídica, o viceversa, en virtud de que en ese lapso es posible determinar si una persona ha permanecido o permanecerá o no en su condición de servidora judicial, según el período de nombramiento o designación dentro de la Institución. 5) Dicho plazo prudencial de seis meses de espera es aplicable tanto para el proceso de cobro de sumas de más, como para el eventual proceso de cobro de subsidio por incapacidad o licencia, para personas ex servidoras judiciales.” 
Con criterio jurídico N.° DJ-AJ-408-2018 del 14 de febrero de 2018, emitido por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, del cual se transcribe lo siguiente:
“… Conclusión
     Independientemente de la existencia o no de convenio interinstitucional de pago –indirecto- de incapacidades y licencias, en los casos donde se presenten sumas o diferencias económicas entre lo pagado por el Poder Judicial en el lugar de la CCSS y lo cancelado por esa entidad aseguradora –directamente- a las personas servidoras judiciales mediante el pago del subsidio, resulta ineludible proceder con las diligencias de recuperación económica –ante la CCSS- sobre los montos al descubierto que se generan en ese sentido, los cuales deben ser depositados en la cuenta del Poder Judicial que corresponda -y no en la cuenta cliente de la persona servidora judicial-, por obedecer a sumas reintegradas a favor de esta Institución, en virtud de las gestiones o reclamaciones de cobro realizadas en nombre propio y bajo sus obligaciones de patrono y Administración Pública responsable del buen manejo de los recursos –igualmente públicos-, asignados para su efectiva labor como Administrador de Justicia.”   (el texto marcado no corresponde al original.)
Cuenta por cobrar de las diferencias del nuevo procedimiento (01 de setiembre 2016)
Al 31 de diciembre de 2018, la cuenta por cobrar de las diferencias de incapacidades y la cuota patronal del nuevo procedimiento es la siguiente:


Seguimiento de las cuentas por cobrar por parte del Macroproceso Financiero Contable
Mediante oficio N.° 170-FC-2017 del 05 de abril de 2017, este Macroproceso comunica a la Dirección Ejecutiva lo indicado por el licenciado Arnoldo León Quesada, jefe del Subárea de Prestaciones en Dinero de la CCSS con respecto al cobro de las diferencias.
Este Macroproceso en adición al oficio número 170-FC-2017, remite el oficio N.° 260-FC-2017 del 26 de mayo de 2017, a la Dirección Ejecutiva para conocimiento y trámite respectivo.
La Dirección Ejecutiva mediante oficio número 2773-DE-2017 del 07 de junio de 2017 y 2775-DE-2017 del 09 de junio de 2017, traslada al Consejo Superior el oficio N° 170-FC-2017 y N° 260-FC-2017, respectivamente. 
El Consejo Superior en la Sesión N° 54-17 del 02 de junio de 2017, artículo XXXI, concede audiencia a la licenciada Karol Monge Molina, Subdirectora Jurídica interina, para que se refiera al procedimiento a seguir en cada caso con las diferentes situaciones de cobro que se dan con la Caja Costarricense del Seguro Social, en la fecha y hora que oportunamente se indicará.
El Consejo Superior en la Sesión N° 59-17 del 20 de junio de 2017, artículo XX, traslada a la Dirección Jurídica el informe sobre lo externado por la Caja Costarricense de Seguro Social (C.C.S.S.) sobre el cobro de las diferencias por incapacidades a partir del 1 de setiembre de 2016, fecha a partir de la cual finiquitó el Convenio que se tenía con esa Institución, la cual señala que no pagará ninguna diferencia al Poder Judicial ya que ahora la relación es entre el asegurado y esa institución, por lo que son los servidores los que deben presentarse a realizar cualquier reclamo ante la C.C.S.S. Lo anterior, con la finalidad de estudiar la posibilidad que el pago de los montos, que esta institución realiza a los servidores judiciales por concepto de incapacidad, se pueda realizar posterior a que la Caja Costarricense de Seguro Social realice el depósito de esas cantidades al servidor Judicial.
Mediante Minuta N.° 597-TI-2017, se consignaron los acuerdos tomados en reunión sostenida el 20 de julio de 2017, con servidores de la CCSS (CCSS Subárea de Prestaciones en Dinero de la CCSS), servidoras de la Dirección de Gestión Humana y servidoras -es de este Macroproceso, para analizar lo relativo a la cuenta por cobrar por concepto de incapacidades del subsidio de Accidentes de Tránsito y el nuevo procedimiento de incapacidades, de lo cual se tomaron los siguientes acuerdos:
Que la CCSS (Lic. Arnoldo León Quesada) se compromete a solicitar autorización superior (Lic. Carlos Montoya Murillo de la Tesorería General), para tramitar los oficios de cobro por diferencias de subsidio de incapacidades (procedimiento sin convenio), que ya fueron remitidos por el Poder Judicial (Macroproceso Financiero Contable), con base en las certificaciones salariales aportadas por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial y a su vez, determinando la CCSS el código de la Sucursal a la cual corresponde el cobro, tramitando lo pertinente.
Que la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial (DGH) en coordinación con la Dirección de Tecnología de Información (DTI) de este Poder de la República, se compromete a revisar y trasladar a la CCSS el archivo que contiene las incapacidades canceladas por la citada Entidad Social, incluyendo el código de la Sucursal correspondiente. En cuanto a los casos sin código de la Sucursal (sin proceso de pago) los verificará manualmente en el RCPI (Sistema de Registro, Control y Pago de Incapacidades), a fin de consignarlos en el citado archivo. De igual forma, se realizará la solicitud a la Subárea Asesoría Prestaciones en Dinero que dentro de la información que se remite al Poder Judicial se incluya el código de la UNIDAD DE ADSCRIPCION para llevar a cabo dicha distribución.
Que el Poder Judicial (Dirección de Gestión Humana) en lo sucesivo, bajo el esquema solicitado por la CCSS, remitirá al Macroproceso Financiero Contable-Poder Judicial, las Resoluciones con el código de la Sucursal respectiva, y posteriormente esta oficina remitirá a la CCSS los cobros de las diferencias de subsidio, los cuales serán distribuidos por la citada Entidad Social (con base en el resultado obtenido en el punto N.°2), a las oficinas que corresponda.  
Que el Poder Judicial (Dirección de Gestión Humana y Dirección de Tecnología de Información) se comprometen, de acuerdo a las prioridades institucionales, a revisar el tema de la firma digital de las certificaciones salariales.
Que la CCSS, facilitará una base de datos que contenga las boletas de incapacidades de Accidentes de Tránsito (60%) SOA, registradas en el RCPI inscritas desde el año 2014 hasta el 31 de agosto de 2016.
Que el Poder Judicial (Macroproceso Financiero Contable), cumplido el punto anterior, en coordinación con la Dirección de Tecnología de Información del Poder Judicial, remitirá un archivo (Acumulado) de las boletas de incapacidad correspondientes a “Accidentes de Tránsito” (SOA), con su respectivo número de boleta según los sistemas de la CCSS, de fecha de inicio desde el año 2014 hasta el 31 de agosto de 2016.
Criterio jurídico N.° DJ-AJ-408-2018 del 14 de febrero de 2018, apartado de conclusiones señala lo siguiente:
“…
Conclusión
Independientemente de la existencia o no de convenio interinstitucional de pago –indirecto- de incapacidades y licencias, en los casos donde se presenten sumas o diferencias económicas entre lo pagado por el Poder Judicial en el lugar de la CCSS y lo cancelado por esa entidad aseguradora –directamente- a las personas servidoras judiciales mediante el pago del subsidio, resulta ineludible proceder con las diligencias de recuperación económica –ante la CCSS- sobre los montos al descubierto que se generan en ese sentido, los cuales deben ser depositados en la cuenta del Poder Judicial que corresponda -y no en la cuenta cliente de la persona servidora judicial-, por obedecer a sumas reintegradas a favor de esta Institución, en virtud de las gestiones o reclamaciones de cobro realizadas en nombre propio y bajo sus obligaciones de patrono y Administración Pública responsable del buen manejo de los recursos –igualmente públicos-, asignados para su efectiva labor como Administrador de Justicia.”
Mediante oficio N.° 184-TI-2018 del 06 de marzo de 2018, se reitera a la CCSS, el cobro de las diferencias de subsidio de las boletas de incapacidades “sin convenio”, informando el criterio jurídico N-° DJ-AJ-408-2018 del 14 de febrero de 2018.
Sobre este particular, es importante rescatar que a la fecha no se ha tenido respuesta formal por parte de la CCSS, respecto a los cobros realizados, considerando principalmente que la cuenta por cobrar por cuota patronal (9.25%) y salario escolar no se ha percibido disminución en el saldo.
Mediante oficios 2291 y 2292-DE-2018 del 18 de mayo de 2018, la Dirección Ejecutiva solicitó al Macroproceso Financiero Contable:
“…se solicita informar a la Dirección de Gestión Humana (DGH) sobre el estado actual de la recuperación o no de estos recursos correspondientes al “…Cobro cuota patronal (9.25%) por concepto de subsidio sobre incapacidades, según resolución N.° 001-UDICP-AS-2018.”, para lo que estime resolver ya que son cobros producto de las resoluciones emitidas por esa Dirección…”
“… asimismo del “Cobro de diferencias de subsidio de incapacidades con corte al 28 de febrero de 2018…”
Producto de lo anterior, con oficio 555-TI/UCC-2018 del 12 de junio de 2018, este Macroproceso Financiero Contable, informó a la Dirección de Gestión Humana, lo siguiente:
“…se informa que a la fecha no se ha recibido pago de los cobros realizados con base en las resoluciones presentadas por esa esa Dirección para el rubro de cuota patronal (9.25%), de igual forma para las resoluciones relativas a Subsidio, la CCSS no informa respecto a las cancelaciones que efectúa, teniendo saldos pendientes de pago para ambos rubros[footnoteRef:6]. [6:  Los últimos cobros de cuota patronal y subsidio efectuados, se realizaron el pasado 30 de julio de 2018, con oficios N.° 750-TI/UCC-2018 y N.° 756-TI/UCC-2018. ] 

Sobre este particular no se omite indicar que con oficio N.° GF-1678-2018 de fecha 23 de abril del 2018 (adjunto), recibido en el Macroproceso Financiero Contable el día de 11 de mayo de 2018, la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), brindó respuesta en relación a las cuentas por cobrar de incapacidades, con “convenio” y “sin convenio”, gestión que fue trasladada a la Dirección Jurídica con oficio N.° 258-FC-2018 del 11 de mayo de 2018, para las acciones pertinentes.”
Mediante oficio 325-DGH-2018 del 24 de mayo de 2018 las Dirección de Gestión Humana y la Dirección Jurídica del Poder Judicial, comunicaron a la Lcda. Silvia Navarro Romanini de la Secretaría General de la Corte lo siguiente: 



Al respecto, con oficio N.° 6046-18 de la Secretaría General de la Corte, remitió a este Macroproceso Financiero Contable, el acuerdo del Consejo Superior, sesión 49-18 artículo LXVII, del 31 de mayo de 2018, mediante el cual se acordó:
“Se acordó: Acoger parcialmente lo solicitado por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la máster Roxana Arriera Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, mediante oficio N° 325-DGH-2018, del 24 de mayo de 2018, en consecuencia: 1.) Ante el escenario que se puedan tomar decisiones posteriores que afecten la programación y funcionalidad del sistema de recuperación del subsidio por incapacidad, mismas que no se ajusten a los desarrollos planteados en la propuesta N° 2, aprobada por este Consejo en sesión N° 32-18 del 19 de abril de 2018, artículo LI, se suspende la aplicación de los puntos 1,2,3,7 y 8 del mismo, hasta tanto no tener certeza de las decisiones que se puedan tomar al respecto. 2.) Mantener lo dispuesto en los puntos 4, 5 y 6 referentes a la recuperación de subsidios por incapacidad, de manera que la Dirección de Gestión Humana pueda implementar las acciones necesarias para cumplir con lo propuesto. 3.) Previamente a resolver lo que corresponda referente a la solicitud de que se suspenda lo ordenado por este órgano en las sesiones número 66-17, 11-18 y 35-18, artículos XLI, XXXII y XXII, deberá la Dirección Jurídica aclarar si existe peligro de que aplique la prescripción en los montos que adeudan a este Poder de la República, ya que es importante que estudien esa posibilidad antes de que este Consejo Superior autorice lo que solicitan.
Las Direcciones de Gestión Humana, Jurídica y Ejecutiva, así como el Departamento de Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda.”
Se realiza consulta a la Dirección Jurídica, sobre el tema al respecto por medio de correo electrónico el 13 de agosto de 2018, y para lo que interesa indican: “… se remite el acuerdo tomado por el CS en sesión 66-18, celebrada el 24 de julio de 2018, art. XVIII, en el cual se acordó: "Trasladar el informe de la Dirección Jurídica a conocimiento de la Dirección de Gestión Humana, para que se refieran a las implicaciones presentadas en el criterio jurídico en el plazo diez días después de recibida la presente comunicación. Se declara acuerdo firme.” 
En fecha 07 de setiembre de 2018, se le consulta nuevamente a la Dirección Jurídica, y se indica lo siguiente: “…si gusta le consulta a doña Roxana ya que según el acuerdo adjunto le solicitaron criterio a la Dirección de Gestión Humana”
Con correos electrónicos de fechas 10 de setiembre y 25 de octubre del año 2018, se realiza consulta a la Dirección de Gestión Humana sobre el estado de las gestiones solicitadas por el Consejo Superior y se brinda respuesta con correo electrónico de fecha 06 de noviembre del 2018, manifestando “…Con relación a lo consultado, nos permitimos indicarles que mediante oficio 2997-UD-AS-2018 remitido el pasado 16 de agosto del presente año al Consejo Superior, la Dirección de Gestión Humana brindó respuesta sobre el traslado del Informe presentado por la Dirección Jurídica, donde se nos solicitó realizar un informe con las implicaciones presentadas en el criterio jurídico. Posteriormente,  se nos comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 75-18 celebrada el 23 de agosto del año en curso, en donde trasladan el acuerdo a la Comisión de Incapacidades.
Por lo anterior señalado, nos encontraríamos en espera de las indicaciones por parte de la Comisión de Incapacidades.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del informe N° 284-DE-2019 del 23 de enero de 2019, remitido por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva respecto a las cuentas por cobrar (diferencias) a la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS), producto de las resoluciones emitidas por la Dirección de Gestión Humana con corte al 31 de diciembre de 2018, posteriores al finiquito del Convenio que se mantenía con esa Institución y hacer una atenta instancia a la Caja Costarricense del Seguro Social, para el pronto pago de las sumas que se adeudan al Poder Judicial, según los detalles indicados. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana para lo de su cargo.  3) Reiterar a la Dirección Jurídica, la urgencia de contar con el criterio solicitado en sesión N° 49-18 celebrada el 31 de mayo de 2018, artículo LXVII
La Auditoría tomará nota para lo que corresponda
[bookmark: _Toc536713201][bookmark: _GoBack]ARTÍCULO XXII 
DOCUMENTO N° 256-18, 1030, 1177-19
En sesión N° 114-17 celebrada el 21 de diciembre de 2017, artículo CXLII, se acogió la solicitud que hizo el máster Ronald Calvo Coto, y de conformidad con lo que establece el artículo 81, inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, trasladar a don Ronald de forma definitiva al Departamento de Proveeduría a partir del 14 de diciembre de 2017 y hasta que ocupe dicho puesto o este llegue a quedar vacante, lo anterior en aras de garantizar un buen ambiente de trabajo. Por otra parte, con el fin de atender la necesidad que generaría en la Dirección de Gestión Humana la pérdida de esa plaza de jefatura, y por el interés institucional, se aprueba a partir de la citada fecha, las reasignaciones de los puestos que ocupan la licenciada Mauren Siles Mata, quienes actualmente se desempeñan como Jefa Administrativa 4, puesto N° 35373 y la licenciada Yexinia Zúñiga Martínez, como Coordinadora de Unidad 4, plaza N° 5911.
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 258-DE-2019 del 22 de enero de 2019, remitió el informe N° 250-DP-2019, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, en su momento Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en el cual informa sobre la condición de la plaza N° 43567 correspondiente al puesto de Jefe Administrativo 4, la cual fue trasladada a ese Departamento y funge como encargado de la Unidad de Apoyo a los Sistema Informático. Asimismo, solicita el máster Ovares Chavarría que la plaza permanezca en el Departamento a su cargo, gestión que apoya esta Dirección Ejecutiva, por los motivos que se exponen.
Seguidamente se transcribe el oficio N° 250-DP-2019 que dice:
“En virtud de que el máster Ronald Calvo Coto se acogerá a su jubilación a partir del 1 de febrero de 2019, siendo hoy el titular de la plaza n° 043567 de Jefe Administrativo 4, resulta oportuno indicar lo siguiente:
Acuerdo del Consejo Superior.
El Consejo Superior en la sesión 114-2017, celebrada el 21 de diciembre de 2017, en el artículo CXLII, aprobó trasladar en forma definitiva la plaza n° 043567 de Jefe Administrativo 4 al Departamento de Proveeduría, el acuerdo como tal señala:
“[…] Se acordó: 1) Acoger la solicitud que hace el máster Ronald Calvo Coto, y de conformidad con lo que establece el artículo 81, inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, trasladar a don Ronald de forma definitiva al Departamento de Proveeduría a partir del 14 de diciembre de 2017 y hasta que ocupe dicho puesto o este llegue a quedar vacante, lo anterior en aras de garantizar un buen ambiente de trabajo. 2) Con el fin de atender la necesidad que generaría en la Dirección de Gestión Humana la pérdida de esa plaza de jefatura, y por el interés institucional, se aprueba a partir de la citada fecha, las reasignaciones de los puestos que ocupan la licenciada Mauren Siles Mata, quienes actualmente se desempeñan como Jefa Administrativa 4, puesto N° 35373 y la licenciada Yexinia Zúñiga Martínez, como Coordinadora de Unidad 4, plaza N° 5911.” 
[bookmark: _Hlk535396743]Acciones Administrativas en Poder Judicial.
[bookmark: _Hlk535397307]El acuerdo señalado en las líneas que anteceden conllevó la aplicación dos decisiones administrativas, las cuales fueron ejecutadas por la Dirección de Gestión Humana en el año 2018, por un lado, el traslado definitivo del puesto 043567 al Departamento de Proveeduría y por otro, la recalificación de los puestos 035373 y 005911 en la Sección de Administración Salarial y Unidad de Deducciones respectivamente, para cubrir la pérdida de la plaza. 
Traslado de la plaza al Departamento de Proveeduría.


Reasignación de los puestos en la Dirección de Gestión Humana.


Acciones Administrativas en el Ministerio de Hacienda.
Las medidas señaladas en el párrafo anterior fueron aplicadas en la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario para el 2019, la cual fue aprobada por la Asamblea Legislativa, el pasado mes de diciembre de 2018.
En razón de la promulgación de la Ley, la Dirección de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, procede a incluir en el sistema de relación de puestos, los cambios solicitados por el Poder Judicial. 
Asignación del puesto 043567 al Departamento de Proveeduría
Desde el 08 de enero de 2016, fecha en la cual inicia labores dicha plaza, producto del traslado en su momento de manera temporal y definitivo a partir del 14 de diciembre de 2017, comienza un proceso de conocimiento y absorción de distintas labores, tareas o funciones, las cuales hasta ese momento y por la falta de recurso humano eran coordinadas directamente por la Jefatura del Departamento y recursos otorgados mediante la modalidad de permisos con goce de salario para atender del análisis y desarrollo de actividades permanentes y continuas,  como ejemplo de lo anterior la gestión y sostenibilidad  de los módulos del Sistema Integrado de Gestión Administrativa (SIGA-PJ).
El detalle de las funciones sustantivas que a la fecha asume el puesto 043567 de Jefe Administrativo 4 dentro del engranaje del Departamento de Proveeduria, se describen con mayor amplitud en el anexo 1, situación de lo cual evidencia que a la fecha ya el recurso trasladado viene a subsanar, en alguna medida, la carencia de recurso humano y de apoyo a las gestiones propias de la Jefatura del Departamento con la posibilidad en el corto plazo y de forma permanente de establecer procesos de mejoras en la gestión de esta Proveeduría, no solo en sistemas informáticos sino en actividades de control y seguimiento propios del ambiente de control interno.
Aunado a lo anterior, las implicaciones o riesgos inmediatos de no contar con el recurso de comentario, incluyen:
No atención oportuna en las labores sustantivas que a la fecha se lideran con la plaza 043567, como lo es el planear, coordinar y supervisar las funciones del personal de la Unidad de Apoyo Sistemas Informáticos (UASI), misma que está integrada por tres Profesionales 2, cuya labor primordial radica en atender las situaciones relacionados con los sistemas del Departamento de Proveeduría y formular, las mejoras para garantizar la continuidad y sostenibilidad de los mismos.
Imposibilidad de poder conformar una línea staff dentro de la estructura de la Proveeduría, la cual es promovida por la nueva Jefatura del Departamento, al integrar la Unidad de Apoyo y Archivo, conformada por tres puestos administrativos, con el equipo de trabajo de la UASI (Tres Profesionales 2), con el fin de mejorar los procesos de control interno.
Limitar la labor de mejora, control y seguimiento del :
Plan Anual Operativo.
Sistema Específico Valoración Riesgos.
Protocolos de Ejecución Presupuestaria.
Informes para toma de decisiones del Órgano Superior.
Disminuir la atención de la función de administrador de sistema, lo cual conlleva:
Generar reportes en el sistema Gestión Integrada Servicios.
Aprobación de incidentes y mejoras (Team Foundation Server). 
Limitar la oportunidad de integración del equipo contraparte en la implementación y desarrollo de los siguientes sistemas: 
Sistema Integrado de Compras Públicas (SICOP).
Sistema de Oferta Electrónica.
Sistema de Verificación y Ejecución Contractual.
Sistema de Inventario de Materiales.
Reducir la atención a las reuniones de trabajo con:
Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI).
Agencia de Protección de Datos (APRODAT).
Contraloría General de la República (CGR).
Comisión de Seguridad Informática.
Es importante mencionar que, en caso de no contar con la plaza de marras, las actividades de mejora no podrían ser materializadas, así como las labores ordinarias y permanentes que ya se tienen a cargo, las cuales se constituyen como labores sustantivas de los otros Procesos del Departamento, deberán ser asumidas casi en su mayoría por la Jefatura del Departamento, limitando enormemente el accionar en las labores propias del cargo.
En síntesis:
El máster Ronald Calvo Coto se acogerá a su jubilación a partir del 1 de febrero de 2019, siendo hoy el titular de la plaza n° 043567 de Jefe Administrativo 4.
El puesto 043567, muestra un traslado definitivo y consolidado, no solo por el acuerdo del Consejo Superior, sino que por la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario del 2019.
A la fecha de este oficio, existen funciones y recurso humano a cargo de manera permanente y continua, que fueron asumidos a lo largo de estos tres años en coordinación directa con la Jefatura del Departamento.
Existen implicaciones o riesgos inmediatos de no contar con el recurso de comentario, que deberán ser asumidas casi en su mayoría por la Jefatura del Departamento, limitando enormemente el accionar en las labores propias del cargo y disminuyendo la posibilidad de mejora en el control interno.
Con el auxilio de puesto 43567, se establecerán ajustes al interno del Departamento, por medio de su participación activa y continua, para gestionar procesos de mejora en la atención de requerimientos internos y externos al Poder Judicial, no solo en sistemas informáticos sino en actividades de control y seguimiento propios del ambiente de control interno.
Por todo lo antes expuesto, se solicita que la plaza n° 043567 de Jefe Administrativo 4 permanezca en el Departamento de Proveeduría.
(…)”
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Anexo 1
Detalle de funciones
Jefe Administrativo 4
Unidad de Apoyo (UASI)
Funciones Generales
Planear, organizar, dirigir, asignar, coordinar y supervisar las funciones del personal a su cargo.
Participar en la formulación de políticas, normas, procedimientos y sistemas de trabajo, para fomentar la mejora continua del servicio que se brinda.
Asignar, dar seguimiento y controlar el desarrollo de labores del personal a su cargo.
Analizar situaciones y problemas difíciles relacionados con los sistemas del Departamento y proponer soluciones.
Coordinar con otras dependencias internas y externas diversos asuntos relacionados con los sistemas de la Oficina.
Facilitar información a quienes lo soliciten, en los casos autorizados por Ley, tomando las precauciones pertinentes.
Atender y resolver consultas relacionadas con los asuntos propios de la oficina.
Promover la capacitación del personal a su cargo sobre los aspectos relacionados con las actividades que desarrolla el Departamento.
Velar por el correcto uso y mantenimiento de los recursos asignados.
Rendir informes diversos.
Ejecutar las labores que le encargue expresamente su superior inmediato.
Realizar otras labores propias del cargo.
Funciones Específicas
Integrar el equipo contraparte en el desarrollo de nuevos proyectos. (*)
Trabajar en el rediseño, desarrollo e implementación del Sistema de Oferta Electrónica.
Trabajar en el rediseño, desarrollo e implementación del Sistema de Verificación y Ejecución Contractual.
Trabajar en el rediseño, desarrollo e implementación del Sistema de Inventario de Materiales.
(*) El atender esta labor conlleva el deber de participar en al menos tres reuniones a la semana, las cuales como mínimo requieren de una audiencia completa para avanzar en el desarrollo del proyecto. 
Integrar el equipo contraparte en la implementación del Sistema Integrado de Compras Públicas (SICOP).
Integrar el equipo interdisciplinario del Poder Judicial encargado de propiciar la implementación del Sistema de Compras Públicas (SICOP) en el trámite de las compras que realiza la institución, en cumplimiento de la Ley N°9395, Reforma del Artículo 40 y de la Adición del Artículo 40 Bis a La Ley N° 7494, Contratación Administrativa, del 2 de mayo de 1995 y sus Reformas.
Integrar el equipo que colabora con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI).
Integrar el equipo institucional que colabora con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI) en la definición de la metodología para la valoración y cuantificación de la Cooperación Internacional en el Poder Judicial.
Integrar el equipo interdisciplinario que trabaja con la Agencia de Protección de Datos (APRODAT).
Integrar el equipo interdisciplinario del Poder Judicial encargado de valorar la información que se almacena en las bases de datos de los diferentes sistemas con que cuenta la institución, de manera que se cumpla con los lineamientos o directrices de la Agencia de Protección de Datos (APRODAT), en cuanto a la divulgación de información sensible de la persona y sobre la cual no existe autorización para su publicidad o revelación.
Integrar el equipo contraparte en la implementación del Sistema Integrado de Compras Públicas (SICOP).
Integrar el grupo de trabajo que atiende los requerimientos de la Contraloría General de la República en cuanto a la información de soporte para la formulación del Índice de Gestión de las Adquisiciones (IGA) y el Índice de Gestión Institucional (IGI).
Administrador de Sistemas.
Integrar el Comisión de Seguridad Informática.
Asistir a las reuniones de la Comisión de Seguridad Informática encargada de la elaboración de los protocolos de riesgo de la información que se procesa en los sistemas y almacena en la base de datos de los servidores de DTI.
Formular propuestas de mejora al Consejo Superior.
Velar por el cumplimiento de las recomendaciones.
Generar reportes en el sistema Gestión Integrada Servicios (GIS).
Atender y tramitar las solicitudes de los usuarios del departamento relacionadas accesos y permisos a la red, correo y el internet, soporte al personal producto de problemas en los equipos, sistemas y telecomunicaciones.
Aprobar y gestionar ante la DTI la atención de los incidentes y mejoras que se deben aplicar el Sistema Integrado de Gestión Administrativa (SIGA-PJ).
Dar seguimiento a la solución brindada por DTI.
Evaluar el resultado obtenido por la persona usuaria.
Aprobación de incidentes y mejoras (Team Foundation). 
Aprobar la solicitud para la atención en DTI.
Asignar un profesional de la UASI para el estudio y realizar pruebas.
Comunicar a DTI la aprobación del desarrollo realizado. 
Aprobar la instalación del incidente o la mejora en el sistema.
Protocolos para el control y seguimiento de la ejecución presupuestaria.
Elaborar protocolos para valorar la ejecución del presupuesto en materia de compras y proponer posibles soluciones.
Aplicar de manera periódica los protocolos para garantizar su efectividad, caso contrario redefinirlos.
Plan Anual Operativo.
Elaborar el PAO de la Unidad de Apoyo.
Verificar su integración al PAO del Departamento de Proveeduría.
Revisión trimestral para definir el cumplimiento o avance.
Sistema Específico Valoración Riesgos.
Elaborar el SEVRI de la Unidad de Apoyo.
Verificar su integración al SEVRI del Departamento de Proveeduría.
Revisión trimestral para determinar si se mantiene el (los) riesgo (s) o se deben redefinir.
Revisión y aprobación de informes.
El profesional de la Unidad de Apoyo de acuerdo con el ámbito de sus competencias debe elaborar diferentes informes, los cuales pasan por el proceso de revisión antes de ser remitidos a la Jefatura del Departamento para su aprobación y posterior envío a la oficina de destino.
Elaboración de informes varios a la Jefatura del Departamento.
Rendir informes diversos relacionados con la gestión de compras y la ejecución presupuestaria. 
Consejo Superior,
Dirección Ejecutiva,
Departamento de Auditoria,
Dirección de Planificación.
Dirección de Tecnología de la Información.
Atención de correos electrónicos.
Consultas generales sobre el sistema SIGAPJ.
Asignar a un profesional de la UASI debido a la complejidad.
Atención de llamadas
Consultas generales sobre el sistema SIGAPJ.
Asignar a un profesional de la UASI debido a la complejidad. 
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La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, la licenciada  Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina, ambas de Gestión Humana y la máster Adriana Steller Hernández, Jefa interina de Administración Salarial, en oficio N° 250-AS-2019 del 31 de enero de 2019, manifestaron lo siguiente:
“(…)
ANTECEDENTES
1.- Se tramitó ante el Tribunal de la Inspección Judicial, el procedimiento disciplinario N° 15-001524-0031-IJ, seguido contra el master Ronald Calvo Coto (y otros), en su condición Jefe Administrativo de la Sección de Administración Salarial de la Dirección de Gestión Humana, por presuntas irregularidades en el cumplimiento de sus funciones.
2.- Con ocasión de lo anterior, a solicitud del Tribunal de la Inspección Judicial, el Consejo Superior del Poder Judicial conoció diversas solicitudes de medida cautelar; la primera, consistente en una suspensión con goce de salario por el término de tres meses (sesión 93-15, artículo XXXIV) y posteriormente se acogió y prorrogó en diversos acuerdos, también COMO MEDIDA CAUTELAR, EL TRASLADO TEMPORAL del funcionario Ronald Calvo Coto al Departamento de Proveeduría. (En ese sentido, ver acuerdos N° 03-2016, artículo XXV; N° 36-2016, artículo LXXXVIII; N° 66-2016, artículo LVI; N° 95-2016, artículo LXIV; N° 110-2016, articulo; N° 26-2017, artículo XLI; N° 60-17, artículo II; N° 85-2017, artículo XIX) 
3.- Finalmente mediante sesión N° 112-2017 del 14 de diciembre de 2017, artículo XLV, el Consejo Superior revocó el acto final dictado por el Tribunal de la Inspección Judicial, en contra de los encausados, absolviéndolos de toda responsabilidad, ordenando el archivo de la causa y concomitantemente, el cese inmediato de las medidas cautelares impuestas a los encausados.
4.- Posteriormente, conoció el Consejo Superior, mediante sesión N° 114-2017 del 21 de diciembre de 2017, artículo CXLII, gestión formulada (el día previo) por el máster Ronald Calvo Coto, mediante la cual solicitó formalmente, autorización del Consejo Superior, para permanecer en el Departamento de Proveeduría, pues no era su deseo regresar a la Dirección de Gestión Humana, al considerar que el clima laboral podría resultarle perjudicial.
Consecuentemente, luego de valorar la procedencia de la solicitud y el motivo invocado, dispuso (en el acuerdo de cita), el Consejo Superior lo siguiente:   
Se acordó: 1) Acoger la solicitud que hace el máster Ronald Calvo Coto, y de conformidad con lo que establece el artículo 81, inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, trasladar a don Ronald de forma definitiva al Departamento de Proveeduría a partir del 14 de diciembre de 2017 y hasta que ocupe dicho puesto o este llegue a quedar vacante, lo anterior en aras de garantizar un buen ambiente de trabajo. 2) Con el fin de atender la necesidad que generaría en la Dirección de Gestión Humana la pérdida de esa plaza de jefatura, y por el interés institucional, se aprueba a partir de la citada fecha, las reasignaciones de los puestos que ocupan la licenciada Mauren Siles Mata, quienes actualmente se desempeñan como Jefa Administrativa 4, puesto N° 35373  y la licenciada Yexinia Zúñiga Martínez, como Coordinadora de Unidad 4, plaza N° 5911. (El destacado en negrita y subrayado es suplido)
5.- Que la disposición anterior del Consejo Superior (reasignación de puestos) tuvo un impacto directo en la Unidad de Deducciones, en el sentido de que se dejó de contar con el puesto de Profesional 2, quien realizaba labores técnico profesionales sumamente importantes para la unidad; lo que conllevó a realizar una redistribución de las tareas que estaban asignadas a ese puesto, debiendo asumir algunas de esas funciones -como recargo- la Coordinadora de la Unidad de Deducciones; panorama ante el cual se generó no solo la pérdida de ese valioso recurso, con el consecuente recargo de funciones, sino también serias dificultades en la gestión de los múltiples trámites a cargo de la unidad.
Ante ese panorama, habiéndose comprendido, en consonancia con el acto administrativo del Consejo Superior (sesión N° 114-2017, artículo CXLII), que, la autorización de permanencia definitiva (personal, no de su plaza) del servidor Ronal Calvo Coto en el Departamento de Proveeduría lo sería, temporalmente, “(…..) hasta que ocupe dicho puesto o este llegue a quedar vacante…..” se consideró que, ante la proximidad de su jubilación, resultaba razonable mantener transitoriamente, el recargo de funciones en los compañeros de unidad; lo cual sin embargo, ha significado una dificultad gradual con tendencia a volverse inmanejable y que, habiéndose extinguido las razones que motivaron dados acuerdos administrativos previos (medida cautelar que perdió vigencia, procedimiento disciplinario archivado, reubicación por razones de clima laboral -por extinguirse- ante la inminente jubilación del servidor Calvo Coto) de conformidad con lo previamente dispuesto por el Consejo Superior y por las razones expuestas a continuación, se estima procedente solicitar la devolución de la plaza 43567 a su lugar de origen.
DE LA NECESIDAD DE REINTEGRAR LA PLAZA PERTENECIENTE A LA SECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN SALARIAL, SUS NECESIDADES OPERATIVAS, AL HABERSE EXTINGUIDO LAS RAZONES QUE MOTIVARON SU TRASLADO TEMPORAL
1.- Tomando en cuenta lo citado anteriormente, es necesario ampliar ante el honorable Consejo Superior que el haber reasignado las plazas de Coordinadora de Unidad a Jefe Administrativo 4 y la de Profesional 2 a Coordinadora de Unidad tuvo un impacto directo en la Unidad de Deducciones, en el sentido de que se dejó de contar con el puesto de Profesional 2 quien realizaba labores técnico profesionales, lo que obligó a realizar una redistribución de las tareas que estaban asignadas a este puesto, debiendo asumir algunas funciones la Coordinadora de la Unidad de Deducciones, tales como: 
SICERE: Envió de la planilla del Sistema Centralizado de Recaudación del Estado, con los salarios devengados de las personas servidoras judiciales, con el fin de la cancelación mensual de los aportes patronales y obreras a la Caja Costarricense de Seguro Social.
ASOSEJUD: Esta actividad se efectúa en forma quincenal. Por medio del sistema de reportes se genera el archivo que contiene el detalle de las deducciones aplicadas por quincena a los servidores asociados a la ASOSEJUD y se verifica que la información coincida con lo que se le acreditó a ésta asociación. Se realizan las correcciones que se consideren pertinentes y se remite al correo electrónico de la asociación para que confeccionen la factura para el cobro del 2.33% del aporte patronal.
Envío de Archivos Entidades Deductoras: Revisar y verificar caso por caso que la información contenida en los archivos generados coincida con la información del SINPE. De existir alguna diferencia procede con el análisis de datos de la planilla ordinaria y extraordinaria. Posteriormente se envía a las 59 entidades deductoras un correo electrónico con el archivo que contiene el detalle de las deducciones aplicadas a cada servidor judicial por quincena, así como el dato con el monto total del depósito y cuenta cliente donde se acredito. 
Envío de archivos para la acreditación de Pensiones y Embargos: Revisar y verificar que la información contenida en los archivos generados coincida con la información del SINPE. De no concordar se analizan las diferencias y una vez verificada la información y calculados los montos totales se procede a solicitar la confección de la transferencia electrónica de Fondos a la cuenta reserva de la Tesorería Nacional con el BCR. Posteriormente ésta es remitida a la Jefatura del Proceso para su aprobación.  Una vez que se cuenta con el respectivo depósito y comprobante de pagos, se remite al Banco el detalle individualizado de los montos para que se proceda con la distribución a la cuenta judicial o expediente automatizado del Sistema de Depósito Judicial.
SUPEN: Se valida que la carga de aportes de empleados de las quincenas correspondientes al mes que se genera la SUPEN estén cargadas en el sistema. En caso de presentarse un nuevo ingreso de un extranjero o un cambio de residencia a cédula nacional, se debe confeccionar oficio de modificación adjuntando los atestados del caso y remitirlo a la SUPEN, para contar con la respectiva actualización. Realizar la carga de información de empleados en el sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Revisar que la información de aportes y salarios de empleados esté completa utilizando las funcionalidades del sistema. En caso de inconsistencias en los datos debe analizar el caso y proceder con la corrección correspondiente, en caso contrario envía correo indicando que la información está lista para ser cargada en los archivos. Procede a generar los archivos de afiliados y movimientos de afiliados y dar una revisión general a la información generada en los archivos.
INS: Se verifica que la jefatura de proceso le haya dado la condición de pagado a la planilla de la segunda quincena de cada mes en SIGA, una vez que se obtienen las devoluciones de créditos directos del SINPE. Posteriormente, desde el SIGA se genera, extrae y revisa el archivo que contiene la información de los salarios mensuales de cada trabajador. Se debe de convertir el archivo de formato texto a Excel para verificar la sumatoria de los salarios totales (no brutos) y comparar la cantidad de trabajadores incluidos. Se solicita el detalle de las reservas y liquidaciones presupuestarias elaboradas por el jefe de proceso en cada quincena de pago para comparar la sumatoria de los salarios de la planilla del INS contra los consignados en las reservas presupuestarias de las quincenas del mes a presentar.  Si los montos no coinciden o se alejan de la realidad, se debe analizar cada registro para determinar la diferencia y corregir lo que corresponda. Cabe destacar que primero se presenta la del SICERE de manera que sirve como parámetro para la de riesgos del trabajo, aun cuando el formato es diferente. En caso de que el archivo presente inconsistencias se procede a realizar las correcciones. 
2.- Así, en contraste con sendas recomendaciones de la Auditoria Judicial en el sentido de que el cargo de Coordinador no puede desvirtuar la naturaleza funcional de su puesto, es decir coordinar, ejecutar, dirigir, controlar y supervisar las actividades profesionales, técnicas, administrativas y operativas que se realizan en una unidad con un grado “alto” de dificultad y responsabilidad (1) con las tareas que son de competencia de personal a cargo. 
3.- Nótese, que, hasta el 21 de diciembre de 2017, la estructura organizativa de la Unidad de Deducciones era la siguiente:

	Cantidad
	Tipo de Puesto

	1
	Coordinadora o Coordinador de Unidad 4

	1
	Profesional 2

	1
	Profesional 1

	4
	Técnica o Técnico Administrativo 2




*(1) Manual de Puestos del Poder Judicial.
En ese contexto, con el traslado de la plaza de Jefe Administrativo 4 al Departamento de Proveeduría y las reasignaciones mencionadas anteriormente, la Unidad de Deducciones quedó conformada de la siguiente manera:

	Cantidad
	Tipo de Puesto

	1
	Coordinadora o Coordinador de Unidad 4

	1
	Profesional 1

	4
	Técnica o Técnico Administrativo 2


Si bien la Sección se vio en la obligación de continuar (a pesar de la disminución de su recurso humano) con las labores de recuperación de sumas pagadas de más, ello ha significado un aumento gradual de casos en estudio, que a la fecha registra importantes montos pendientes de analizar, ascendiendo a un total de 85,060.00 registros, asociados a una cantidad de 6,178.00 personas.
4.- Aunado a lo anterior, con la ruptura del convenio de incapacidades de la CCSS, a partir del 01 de setiembre de 2016, la Unidad de Deducciones asumió el proceso de recuperación de los subsidios de las personas servidoras judiciales, lo que cual implicó un considerable aumento de sus funciones, según el detalle siguiente: 

	[bookmark: _Hlk535495547]Actividad
	Cantidad mensual

	Extraer, validar e importar el archivo con el detalle de los depósitos por subsidio de incapacidad, realizados a los servidores judiciales de la plataforma de  la CCSS. (cantidad de registros  )
	2 veces 

	Revisar los datos trasladados al sistema del Poder Judicial, como de las posibles inconsistencias, para asegurar la aplicación correcta de las deducciones por subsidio.
	2 veces, posterior a cada importación

	Analizar situaciones particulares de servidores judiciales inactivos, jubilados, fallecidos, entre otros.
	15 registros en promedio

	Identificar y analizar los casos individuales de las incapacidades registradas en el sistema de Proposición Electrónica de Nombramientos (PIN), pendientes de pago por parte de la CCSS.
	85 casos en promedio

	Estudiar las incapacidades canceladas por la CCSS sin registro en la PIN; asimismo, las incapacidades con diferencias entre el monto calculado por el Sistema Integrado de Gestión Administrativa (SIGA) y el monto pagado por la CCSS.
	96 registros en promedio

	Remitir al Departamento Financiero Contable, la documentación requerida (Resoluciones de Cobro) para la recuperación efectiva de las sumas pendientes de pago ante la CCSS.
	Una resolución con un promedio de 1000 registros

	Enviar la resolución al Departamento Financiero Contable con el detalle de la cuota patronal (9.25%), sobre el pago de incapacidades.
	Una resolución con un promedio de 1000 registros

	Analizar manualmente los casos en los cuales existan diferencias que deberán ser ajustadas en el Módulo de Incapacidades.
	40 registros 

	Atender consultas y reclamos de la población judicial a través de la vía telefónica, correo electrónico o de forma presencial, generadas diariamente por este nuevo proceso.
	80 consultas en promedio

	Confeccionar constancias y certificaciones relacionadas con el tema de cobro del subsidio.
	15 constancias o certificaciones

	Interactuar con la CCSS y varias de sus dependencias, al mismo tiempo con otras entidades externas.
	Cuando se requiere



En ese contexto, el Consejo Superior, en sesión 49-18 del 31 de mayo de 2018, artículo LXVII aprobó la propuesta para la recuperación de los subsidios que la Caja Costarricense del Seguro Social, no deposita a las personas servidoras judiciales, de manera que una vez que se le haya comunicado sobre el pago, debe recurrir a la sucursal a la que está adscrito para que reclame el pago:
“…5.) Aprobar la propuesta de la Dirección de Gestión Humana para que aquellos casos que aún no superan los seis meses de vigencia, se traslade a cobro a los empleados judiciales, ya que el Poder Judicial dispone del comprobante de la incapacidad, para que mediante un procedimiento expedito, se les comunique cuales boletas están en cobro, para que soliciten a la CCSS el pago de subsidio y por ende, la Institución procederá con el rebajo un mes después de la comunicación, ya que el reglamento de la CCSS establece que la relación es Trabajador — Caja y no Patrono Caja. Para tal efecto, se estará remitiendo la comunicación a cada persona servidora judicial a la cual la CCSS no le haya realizado el depósito del subsidio, instándolo a que recurra a la sucursal a la que está adscrita y a su vez se le adjuntarán las constancias con el detalle de los salarios que deben ser considerados para el cálculo correspondiente, para que el trámite sea más expedito. 
“…6.) Autorizar a la Dirección de Gestión Humana para que aquellas incapacidades en las que la CCSS no haya acreditado el subsidio a las personas servidoras judiciales, mediante un procedimiento expedito, habiendo transcurrido un mes después de la fecha de vigencia de la incapacidad, se aplique en el salario quincenal el rebajo del monto correspondiente, según el cálculo realizado por el Poder Judicial…”
CONSIDERACIONES FINALES
1.- Mediante acuerdo del Consejo Superior N° 114-2017, artículo CXLII, del 21 de diciembre de 2017; se dispuso el traslado temporal de la plaza N° 43567, de Jefe Administrativo de la Sección de Administración Salarial, adscrita a la Dirección de Gestión Humana; (por razones de clima organizacional) al Departamento de Proveeduría; con la premisa de que en el momento de que quedara vacante, se reversaría el traslado en la relación de puestos, en apego a lo acordado por ese Consejo. 
2.- Que esa disposición del Consejo Superior tuvo un impacto directo en la Unidad de Deducciones de la Sección de Administración Salarial, al dejarse de contar con una plaza de Profesional 2, en razón del consecuente aumento de las cargas de trabajo, recargo de funciones a la coordinación y personal de la unidad; también por el gradual retraso en el trámite de gestiones, aunado al aumento de sus responsabilidades derivadas de la ruptura del convenio para el trámite de incapacidades  entre la  Caja Costarricense de Seguro Social y el Poder Judicial.
3.- En consonancia con la medida preventiva, temporal, acordada por el Consejo Superior en la sesión N° 114-2017, artículo CXLII (ordenada por razones de clima organizacional expuestas por el petente); en virtud de la importancia que reviste el reintegro de la plaza N° 43567 para el trámite ordinario y extraordinario de sendas gestiones a cargo de a la Sección de Administración Salarial, al haberse extinguido todas las razones que motivaron tales disposiciones superiores, se estima procedente solicitar el reintegro de la plaza 43567 a la Dirección de Gestión Humana.
PETITORIA
Por lo anteriormente expuesto y en vista de que don Ronald Calvo Coto se acoge a su jubilación a partir del 01 de febrero del año en curso; considerando la necesidad imperante, la carencia del recurso humano trasladado temporalmente a otra oficina y la afectación del trámite de sendas gestiones en aumento a cargo de la Unidad de Deducciones; de conformidad con lo acordado por el Consejo Superior en la sesión N° 114-2017, artículo CXLII, en consonancia además con la naturaleza temporal de la medida provisional ordenada, habiéndose extinguido el motivo que las originó (medidas cautelares y clima organizacional), SE SOLICITA EL TRASLADO DE LA PLAZA N° 43567 A LA DIRECCIÓN DE GESTIÓN HUMANA DEL PODER JUDICIAL, SUB PROCESO DE ADMINISTRACIÓN SALARIAL, UNIDAD DE DEDUCCIONES SALARIALES Y SE REASIGNÉ EL PUESTO N° 43567 DE JEFE ADMINISTRATIVO 4 A LA CATEGORÍA DE PROFESIONAL 2, de forma que dicha Unidad pueda recuperar su estructura original, conforme se encontraba definida.
(…)”
- 0 -
Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 258-DE-2019 del 22 de enero de 2019. 2) Acoger la gestión presentada por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en consecuencia: Mantener el traslado permanente la plaza N° 43567 de Jefe Administrativo 4 en el Departamento de Proveeduría. 3) Denegar la gestión presentada por la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° 250-AS-2019 del 31 de enero de 2019, en razón de que este Consejo atendiendo a la solicitud del máster Ronald Calvo Coto la cual contaba con el visto bueno del Director de Gestión Humana de turno, trasladó la plaza N° 43567 al Departamento de Proveeduría y como compensación por el traslado efectuado se recalificaron las plazas 035373 y 005911 en la Sección de Administración Salarial y Unidad de Deducciones, respectivamente, a solicitud del citado del máster José Luis Bermúdez Obando, en ese entonces Director de Gestión Humana.
Las Direcciones de Gestión Humana y Ejecutiva, así como el Departamento de Proveeduría, tomarán nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc536713204]ARTÍCULO XXIII 
DOCUMENTO N° 6461-16, 983-19
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 316-DE-2018, del 24 de enero de 2019, remitió el informe N° 53-TE-2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento Financiero Contable, que dice:
“El Consejo Superior en sesión No. 82-2010 celebrada el 9 de setiembre de 2010, artículo LXIV, conoció el oficio N° 878-200-AF-2010 de 30 de agosto de 2010, suscrito por el entonces Auditor Judicial Hugo Ramos Gutiérrez, en que presentó el informe referente a la “Evaluación y análisis de las erogaciones efectuadas en la Institución a través del Fondo de Caja Chica General”, elaborado por la Sección de Auditoría Financiera de dicha Auditoría.
Del estudio y para el caso que interesa se transcriben las recomendaciones 4.6 dirigida a esa Dirección Ejecutiva y las 4.8, 4.9 y 4.10 a este Macroproceso y que literalmente indican:
A la Dirección Ejecutiva
Valorar la posibilidad de realizar las gestiones que correspondan para determinar la conveniencia de dotar de más recurso humano y tecnológico (computadoras portátiles y dispositivos de almacenamiento portátil) al área de Caja Chica General, a fin de que se mejoren las actividades de supervisión o control, sobre las cajas chicas auxiliares que se tiene en todo el país.
Plazo de implementación: Inmediato. (el subrayado no es del original)
Al Departamento Financiero Contable
Fortalecer el control utilizado para realizar la confirmación de la veracidad y razonabilidad de los gastos tramitados por las cajas chicas auxiliares en las Administraciones Regionales y demás despachos judiciales que las administran, con el propósito de mejorar el sistema de control interno existente y dar un mayor respaldo a las revisiones que realiza ese Departamento como oficial presupuestal.
Plazo de implementación: Enero de 2011. (el subrayado no es del original)
Mejorar el informe que actualmente el Departamento Financiero Contable elabora sobre la evaluación que le realiza a las cajas chicas auxiliares, de forma tal que entre otros, se contemplen aspectos tales como cantidad y monto de los reintegros revisados, tipos de documentos valorados, análisis efectuados, así como las observaciones de los resultados obtenidos, con el fin de dar un mayor valor agregado a este documento y que a su vez sirva de insumo para corregir debilidades en el manejo de los recursos.
Plazo de implementación: Enero de 2011. (el subrayado no es del original)
Ampliar dentro del tiempo razonable, el plazo para la realización de las evaluaciones a las cajas chicas auxiliares por parte de ese Departamento, a fin de poder llevar a cabo revisiones representativas de los documentos tramitados por esos fondos, que permitan detectar a tiempo desviaciones a la normativa y puedan ser corregidas oportunamente. 
Lo anterior ya que en algunos casos se tarda en promedio una hora en las revisiones, lo cual no permite llevar a cabo una evaluación representativa ni profunda de la documentación. 
Plazo de implementación: Enero de 2011. (el subrayado no es del original)
Cabe indicar que, el puesto asignado para realizar entre otras actividades, las evaluaciones a las cajas chicas auxiliares es un profesional I, con el que se ha procurado realizar el seguimiento del manejo adecuado de los recursos asignados a las oficinas que cuentan con una caja chica auxiliar; sin embargo, las revisiones son en aspectos básicos sin profundizar en la revisión de las transacciones, debido a las limitaciones ya mencionadas por la Auditoría Judicial en sus informes y al perfil del puesto asignado.
Al respecto del informe de la Auditoría, se ha venido realizando el análisis de las funciones asignadas al puesto de profesional I, detalle que se adjunta en el anexo 1 de este oficio.
Como se desprende de las recomendaciones de la Auditoría Judicial, así como de las actividades asignadas al puesto, las labores que se ejecutan en su mayoría son de mucho compromiso por cuanto la persona servidora realiza los programas de trabajo y las investigaciones de campo individualmente con todas las Administraciones Regionales y oficinas que tienen a cargo una caja chica auxiliar asumiendo la responsabilidad por el informe que presenta ante la Dirección Ejecutiva y que sirve como herramienta para la toma de decisiones.
Es importante mencionar que la persona servidora que ocupaba el puesto en propiedad como profesional I, plaza No. 6512 en la Unidad de Pagos Menores, producto de un estudio de la Caja Chica Auxiliar en la Administración Regional de Heredia, en el que se determina que no se estaba evidenciando la situación real de las oficinas, fue trasladada del puesto por uno de categoría similar, con el fin de dar mayor seguridad y transparencia a los informes que se realizaban y cumplir con la Ley de Control Interno.
Al respecto, se han realizado las gestiones para dotar de recurso humano para las labores de caja chica y poder cumplir con las recomendaciones de la Auditoria Judicial; no obstante, por las limitaciones presupuestarias no ha sido factible contar con lo requerido, por lo que se realizó un análisis de los puestos asignados al Macroproceso Financiero Contable para proponer una solución alterna para utilizar una plaza de profesional II del Proceso de Riesgos, siendo que a continuación se muestran algunos antecedentes.
En el Macroproceso Financiero Contable, Proceso de Riesgos, se encuentra destacada la plaza de profesional II No. 33785, que ocupa la Licenciada Olga Montero Jurado, quien se acogerá al beneficio de jubilación a partir del 1 de febrero de 2019.

Esta plaza desde su creación perteneció al Subproceso Contable hasta que por cambios en la estructura del Macroproceso y ante la necesidad en su momento de iniciar funciones relacionadas con el análisis de riesgos, se trasladó a la antes llamada Unidad de Análisis Financiero y Riesgo, actual Proceso de Riesgos.
El Consejo Superior en  sesión N°.101-17 celebrada el 07 de noviembre del 2017, acordó crear en el Macroproceso Financiero Contable el Proceso de Administración de Riesgos, a partir del 7 de noviembre de 2017, a cargo de una Jefatura de Proceso de Riesgos, en una categoría salarial similar al encargado del Proceso de Inversiones y con dos personas profesionales II a cargo, para las funciones típicas de la Administración de Riesgos, siendo que se considera la plaza de la anterior Unidad de Análisis Financiero y Riesgo y se otorga una plaza adicional de profesional II.
Para el caso de la jefatura de proceso y del nuevo puesto profesional II asignado, se nombran dos personas servidores con conocimiento previo y con especialización en análisis de riesgos para continuar, en coordinación con el Asesor Externo en Riesgos, la gestión integral y fortalecer el control de los riesgos financieros.
Además, durante el año 2018, se realizaron esfuerzos para la gestión del riesgo no financiero, para lo cual se crearon y actualizaron documentos como:
Marco de Gestión de Riesgos.
Código de Gobierno Corporativo.
Metodología General para la Valoración de Riesgos.
La declaración de apetito por riesgo.
Perfil de Riesgos.
Políticas para la Administración Integral de Riesgos
Para el año 2019 el Proceso de Riesgos elaboró un plan de trabajo, (véase documento adjunto), considerando la estructura actual de ese Proceso, asignando a una de las personas profesionales II el seguimiento de los riesgos financieros y a la otra el inicio de la implementación de la gestión de los riesgos no financieros.
Dicho plan de trabajo está sujeto a la estructura que se defina para el FJPPJ, ya sea actualmente por la Corte Plena y el Consejo Superior o en su momento por la Junta Administradora elegida. Además, dicha Junta deberá otorgar el aval a la línea de trabajo u hoja de ruta que se ha establecido en coordinación con el Asesor Externo en Riesgos que presentó un documento denominado “Ruta Crítica para la administración de riesgos”.
Cabe indicar que, por la especialidad de las funciones relacionadas con el análisis integral de riesgos en los últimos meses, la plaza que originalmente pertenecía a Financiero Contable, ha realizado algunas funciones del Proceso de Riesgos y ha colaborado en labores de trámite de facturas en la Unidad de Visado u otros del Macroproceso, dado que el seguimiento de los Riesgos Financieros y el análisis para la elaboración de los documentos para la gestión de los riesgos no financieros ha estado a cargo principalmente de las otras dos personas servidoras del Proceso de Riesgos.
Es por lo antes indicado que, se considera que esta plaza podría venir a suplir los objetivos que se pretenden en la Unidad de Pagos Menores y que fueron expuestos por la Auditoría Judicial con el informe del año 2010, así como las debilidades que se han detectado en las supervisiones a las Administraciones Regionales y otras oficinas con cajas chicas auxiliares asignadas, recuperando de esta forma la plaza del Macroproceso Financiero Contable y que eventualmente tendría que entregarse cuando se conforme la mencionada Junta.
Se debe indicar que el Proceso de Riesgos actualmente cumple con las funciones que le han sido asignadas con los dos puestos de personas profesionales II (uno de ellos con recargo de jefatura) y que se han logrado los objetivos propuestos. En caso de que se autorice el traslado de la plaza, se haría un replanteamiento del plan de trabajo del Proceso de Riesgos, de manera que las funciones se distribuyan entre las dos plazas restantes, que como se indicó han atendido adecuadamente la gestión los riesgos financieros y los documentos iniciales de implementación de la gestión de los riesgos no financieros. Lo anterior, eventualmente, incidiría en el plazo de implementación de los riesgos no financieros, así como la atención de algunas recomendaciones de la Superintendencia de Pensiones relacionadas con riesgos; sin embargo, al encontrarse inmerso este Proceso en la estructura de Financiero Contable se podría brindar colaboración en caso de requerirlo, con el apoyo de la Unidad de Gestión y Desarrollo de la Calidad.
En virtud de lo anterior, se solicita la autorización de esa Dirección Ejecutiva, para que se traslade la plaza de profesional II del Proceso de Riesgos No. 33785 a la Unidad de Pagos Menores del Subproceso de Egresos, a partir del 1 de febrero de 2019, conforme los argumentos expuestos, con el fin de que se cumpla a cabalidad con las recomendaciones emanadas por la Auditoria Judicial y teniendo en cuenta que para la implementación de los riesgos no financieros se podría dar apoyo con la Unidad de Gestión y Desarrollo de la Calidad, en el tanto se define la estructura del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”
- 0 –

En sesión N° 82-10 celebrada el 9 de setiembre de 2010, artículo LXIV, se conoció –entre otras cosas- el informe Nº 878-200-AF-2010 de la Auditoría Judicial, referente al “Evaluación y análisis de las erogaciones efectuadas en la Institución a través del Fondo de Caja Chica General.
Posteriormente, en sesión N° 101-17 del 7 de noviembre de 2017, artículo LXVIII, se creó en el Departamento Financiero Contable el Proceso de Administración de Riesgos, a partir del 7 de noviembre de 2017, a cargo de un (a) Jefe (a) de Proceso de Riesgos, en una categoría salarial similar al encargado del área de Inversiones y que dentro de sus funciones le corresponderá la supervisión de recurso humano, en virtud que tendrá a cargo dos Profesionales 2, para las funciones típicas de la Administración de Riesgos, así como la implementación del “Manual de Políticas y Procedimientos de la Administración Integral de Riesgos del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial.
Se acordó: Acoger la gestión de la máster máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento Financiero Contable, en consecuencia; autorizar el traslado de la plaza N° 33785 de profesional II del Proceso de Riesgos a la Unidad de Pagos Menores del Subproceso de Egresos, a partir del 1 de febrero de 2019, conforme los argumentos expuestos, con el fin de que ese Departamento cumpla a cabalidad con las recomendaciones emanadas por la Auditoria Judicial en el informe N° 878-200-AF-2010, lo anterior, en el entendido, que para la implementación de los riesgos no financieros dará  apoyo con la Unidad de Gestión y Desarrollo de la Calidad, en el tanto se define la estructura del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Las Direcciones Ejecutiva, de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomaran nota cada una para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
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DOCUMENTO N° 486, 1116-19
La licenciada Lourdes Fernández Mora, Abogada y Notaria, en nota recibida el 15 de enero de 2019, manifestó lo siguiente:
“(…)
PRIMERO: En fecha 14 de setiembre del 2012, sufrí un accidente de tránsito, con lesiones que originaron que el caso pasara de ser atendido en el Juzgado de tránsito, a un caso por lesiones culposas en la fiscalía.
SEGUNDO: En varias ocasiones el debate fue suspendido, por parte del despacho. Como bien se desprende de los hechos mencionados, este expediente tiene 6 años de su tramitación, la cual en el año 2016, tuvo atrasos significativos. (ver si hubo atrasos antes por parte del despacho)
TERCERO: El 23 de mayo del 2016, fui dada de alta por el Instituto Nacional de Seguros, con un impedimento de un 12 por ciento de incapacidad permanente y como Medicatura me había valorado con una incapacidad nuevamente, por Medicatura Forense para que se emita nuevo criterio, sobre mi impedimento.
CUARTO: El día 8 de noviembre del 2016, se da audiencia por tres días a las partes, sobre la anterior solicitud. Desde esta fecha, el despacho no realiza acto alguno, para que se me remita a Medicatura Forense, (aún sin oposición del imputado y la actora civil), hasta el mes de febrero. Nótese que transcurrieron 3 meses, a sabiendas por parte del despacho, que ya había señalamiento para juicio y que era urgente remitir a Medicatura porque no iba a dar tiempo.
QUINTO: El día 24 de febrero del 2017, se deja sin efecto el señalamiento a juicio (10 de marzo del 2017 fecha de juicio) y se señala para audiencia oral y pública las 08 y 13:30 horas del 28 de noviembre de 2017, para lo cual se argumenta que no se pudo notificar al demandado civil y porque hasta ese momento se resuelve la gestión de 25 de octubre f. 173, para que la suscrita sea valorada nuevamente por Medicatura Forense para revaloración.
Es necesario aclarar que la demandada civil estaba notificada y el codemandado civil ya se había apersonado al proceso desde octubre del 2016 y según resolución del diez de noviembre del 2016, se tenía apersonado como codemandado civil, y se le otorgó el plazo de 3 días para que se manifestara y no lo hizo. Estaba apersonado y había un correo para notificarlo personalmente, y no se hizo. Por lo tanto, no había motivo para suspender el juicio por ese aspecto.
Nótese que los dos motivos expuestos, no eran causa para ordenar suspender el debate y juicio orales.
SEXTO: El 7 de marzo del 2017, f. 190, entregué la epicrisis solicitada y recibo solicitud de dictamen médico legal. El dictamen médico legal fue enviado al correo clínica consultas@poder-judicial.go.cr  f. 242, con copia gcabrera@poder-judicial.go.cr. El dictamen médico legal, se notificó al despacho, desde el 8 de agosto del 2017 a las 3: 19 por parte de la clínica médico forense, y no fue hasta el día lunes 30 de octubre del 2017, que el dictamen no constaba incorporado al expediente, fue que por insistencia mía que se incluyó ya que fui personalmente a la Medicatura Forense y se me informa que el dictamen había sido enviado desde agosto, esto lo comunico al despacho y efectivamente es entonces, el 30 de octubre del 2017, al final de la tarde al expediente que se incorpora el expediente. La disconformidad sobre lo actuado la hice constar en escrito de 02 de noviembre de 2017 y a la vez solicité la designación de perito matemática f. 254, petición que se resuelve el mismo día y se designa al profesional del caso.
Sin embargo, mediante correo electrónico de 01 de noviembre de 2017 f. 259, consta que Mauren Sancho González indica a Ana Montenegro:
“Ana, ya conversé el asunto. Para la continuación del juicio del imputado Oscar González, los juicios que hay que reprogramar son los de la sección primera. Esto es así porque ese juicio es de esa sección. Concretamente estas fechas (14 primera audiencia únicamente), 15, 20, 21, 22, 23, 27, 28 y 29 ambas audiencias, todas del mes de noviembre”
En contenido de este correo no es notificado previamente a ninguna de las partes de forma inmediata, sino que es hasta , sino que el 7 de noviembre de 2017 en que el Tribunal indicó, SIN MOTIVACION que de mejor acuerdo reprogramaba el señalamiento para las 8:00 del 13 de diciembre de 2018 y reservando la segunda audiencia como continuación.
En noviembre del 2017, ante tantas situaciones irregulares y atrasos, yo hice ver al despacho los atrasos y situaciones acontecidas y el despacho hizo caso omiso a tales argumentaciones.
SETIMO: El 08 de noviembre de 2017 f. 269 ya ha ingresado la ampliación del informe pericial y se pone en conocimiento el día siguiente, mediante resolución de las 15.13 horas del 09 de noviembre de 2017, el cual no fue objetado.
De forma complementaria, el 20 de noviembre de 2017 advierto que Ana Isabel Vargas Mata, demandada civil, no ha sido citada a juicio y solicito citarla con carácter de urgencia, y habilitar más horas. Sin embargo, el Tribunal a través del citador judicial pone en conocimiento f. 303 las constancias de f. 299 y 301 en virtud de las cuales la codemandada civil y tercer demandado civil, no han podido ser ubicados para citación, en la dirección provista.
OCTAVO. El día 12 de diciembre de 2017 soy avisada por teléfono de la suspensión del debate señalado para el día siguiente, por continuación de la causa 17-000013-0382-PE, y así se hace constar en el correo interno visible a f. 307.
Luego por resolución de las 11 horas 02 minutos del 18 de diciembre de 2017, se fija fecha para debate para las 9 horas del 17 mayo del 2018. Sin embargo, este debate tampoco se celebra, y se nos avisa sobre ello a través de llamada telefónica el 16 de mayo de 2018. A folio 254 se indica que el motivo de suspensión es que el Juzgado Penal tenía audiencia con más de 30 personas detenidas y los defensores públicos tenía que cubrir esa audiencia.
Luego de ello, mediante resolución de las 15.01 horas del 21 de mayo de 2018 se indica “debido a una contingencia institucional, siendo que los defensores públicos de Heredia se encuentran en audiencias de imposición de medidas de 36 imputados, capturados en operativo policía, se deja sin efecto el señalamiento de las ocho horas del diecisiete de mayo del año en curso. Pala la celebración de la audiencia oral y pública en la presente investigación penal se señalan las 8.00 y 13.30 horas (ambas audiencias) del 24 de octubre del año en curso.”
NOVENO: A las trece horas del día veinte de setiembre de 2018, se dicta sentencia número 536-2018, notificada a mí ese mismo día, en virtud de la cual se dicta sobreseimiento definitivo por muerte del imputado. Este evento fue acreditado oficiosamente por la auxiliar judicial a cargo de esta tramitación, quien verbalmente lo reconoció en frente mío y de otra colega que me acompañaba, admitió conocer al imputado Carlos Bogantes Solís y que por tanto, supo de su deceso y procedió a gestionar lo correspondiente en este expediente.
DÉCIMO: Se presenta un recurso de aclaración y adición ante la jueza Katherine Chaves Alvarado, Jueza de Juicio del TRIBUNAL PENAL DE HEREDIA, solicitando que se aclare algunos hechos que si bien es cierto, no van a cambiar la especie fáctica en cuanto a la muerte del imputado, sí arrojan un manejo inadecuado del expediente, falta de estudio del mismo e inconsistencias en cuanto a lo actuado por el juzgador, en ejercicio de sus poderes de ordenación del proceso y contrastan con el derecho de defensa, audiencia y a la justicia pronta y cumplida del ofendido.-
La jueza rechaza la solicitud de aclaración y adición interpuesta por mi persona, en ejercicio de mi legítimo derecho de defensa, toda vez que considera que lo planteado es un “ensayo” de cuestionamiento del fallo a través del recurso de aclaración y adición, pretendiendo pronunciamiento sobre aspectos de fondo que ni siquiera han sido tomados en consideración para el dictado del sobreseimiento definitivo por muerte del imputado, y considera que este es un tema procesal que no contiene ningún tipo de irregularidad en su dictado. Asimismo indica que por tanto, no debe justificar por que ordena mantener por seis meses el gravamen sobre el vehículo TH 843, ni cualquier inconsistencia que se encuentre en lo resuelto, ya que a su criterio “en la especie no concurren términos contradictorios, oscuros o ambiguos que den mérito a tal recurso procesal de acuerdo con la inteligencia del artículo 147 del Código Procesal Penal”.
La sentencia número 536-2018, en la parte considerativa punto segundo, no posee ninguna referencia a la norma que sustenta el criterio del juzgador, en cuanto resuelve mantener por el plazo de 6 meses el gravamen sobre el vehículo TH 843. Al resolver sobre la aclaración y adición interpuestas, el Tribunal indica que el plazo no es fijado discrecionalmente, sino que se sustenta en los numerales 14 y 195 de la Ley de Tránsito los cuales, consultados en el sistema de legislación vigente de la Procuraduría General de la República, no justifican el razonamiento de la autoridad juzgadora
DECIMO PRIMERO: En el expediente, revisado íntegramente, existe un vacío absoluto sobre la forma en que el Tribunal se entera sobre la muerte del imputado, misma que esperaría hubiese sido informada por la defensa del imputado, pero no fue así.
Al apersonarme al Tribunal, junto con la LIC. LAURA CHARPENTIER, quien es colega, y me acompañaba, y requerir de forma personal, se me indicara dónde se encontraba el legajo de investigación en el que presuntamente, se encontraba la gestión que informaba sobre este deceso, me entero que el legajo no existe, y que fue la técnica judicial a cargo del expediente quien, por conocer al imputado quien era vecino de una hermana suya, se entera del deceso del mismo y se avoca a revisar en línea sus atestados civiles y por tanto promoviendo el dictado del sobreseimiento que ocupa la sentencia impugnada.
Considerando este hallazgo con la falta de gestión adecuada que sufrió mi expediente que, reitero, fue evidenciada ya por escrito en el memorial que presenté el 2 de noviembre de 2017, solicité se aclarara el origen de la gestión que en cuestión de tres semanas de la muerte del imputado, cierra el expediente antes del debate, pues considero que como ofendida, no fui informada correctamente de lo que se actuaba y por qué se actuaba, así como de la existencia de un eventual conflicto de intereses o cercanía entre la persona actualmente a cargo del expediente y el imputado. Es claro que revisado el expediente no se encuentra gestión, constancia, ni referencia alguna al motivo por el cual el despacho conoce del fallecimiento del imputado a 8 días de haber muerto y en un plazo de 22 días, documenta la muerte y dicta resolución 536-2018. Plazo muy corto, y que NUNCA fue utilizado para dictar resoluciones anteriores que si requerían de un pronto despacho, porque se trataba de un tema de suspender un debate y que podía tener como consecuencia posterior un tema de prescripción.
La aclaración solicitada, así como la infracción a los derechos de la víctima dentro del proceso, es evidente y lo referido en cuanto a los antecedentes de la actuación oficiosa del despacho, generan de mi parte el ejercicio a mi derecho de pedir aclaración y rectificación de errores, y evidentemente, de acudir en esta vía al considerar que éste expediente no tuvo el adecuado manejo, porque a pesar de ser una decisión originada por la muerte del imputado la que genera el sobreseimiento, durante 6 años se tramitó esta causa y se debe considerar que como ofendida, mi derecho a la justifica pronta y cumplida, también ha sufrido un menoscabo que necesita ser evaluado por ustedes, con el fin de sentar responsabilidades en el presente asunto. Siendo yo una mujer joven que no buscó este resultado, y que como lo hice ver ya desde el memorial presentado el 02 de noviembre de 2017, había hecho evidente la dilación que sufría este asunto en cuanto a su trámite, sin justificación alguna, nuevamente hoy me siento cercenada en mis derechos fundamentales a la justicia, al reiterar que mi expediente, ha sido visto como un caso de escritorio.
FUNDAMENTO DE DERECHO
Artículos 9, 11, 39, 41 de la Constitución Política, 190-198, siguientes y concordantes de la Ley General De La Administración Pública y artículos 173-215, siguientes y concordantes Ley Orgánica Del Poder Judicial.
PETITORIA
Por todo lo anteriormente expuesto, solicito;
1. Que se lleve a cabo una valoración del expediente, para que se acrediten los fallos de tramitación que generan la consecuencia dañosa que hoy afronto.
2. Que independientemente de las responsables personales que incumban a los funcionarios judiciales que tramitaron este asunto y los incumplimientos o conflictos de intereses presentes en la tramitación del expediente, se proceda a reconocer en sede administrativa la indemnización civil que corresponde a los daños causados por los errores de trámite que conllevaron a la falta de juzgamiento del responsable de daños en contra de mi integridad física y vida, que me limitan sustancialmente en todas las áreas. Este daño lo estimo, en la misma suma que ya fue matemáticamente documentado en el expediente que se va a analizar por ustedes.
3. Solicito que una vez determinadas las personas responsables de tales actos, que se aplique las sanciones correspondientes para cada uno de los funcionarios implicados y se les haga responsables por ello.
4. En caso de no acogerse la petición en sede administrativa, solicito se de por agotada la instancia.
NOTIFICACIONES: (…)”


- 0 -
Previo a someter a conocimiento de este Consejo la gestión anterior, la Secretaría General, mediante oficio N° 675-19 del 22 de enero de 2019, se remitió al máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, la nota de la licenciada Lourdes Fernández Mora, quien por las razones que expone denuncia defectos en tramitación de causa penal.
En relación con lo anterior, el máster Rodrigo Campos Hidalgo, de calidades antes mencionadas, en oficio N° DJ-221-2019 del 29 de enero de 2019, comunicó:
“En atención al oficio número 665-19, del veintidós de enero del año en curso, suscrito por el licenciado Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General de la Corte Suprema de Justicia, mediante el cual remite para lo que en derecho corresponda, el escrito presentado el quince de enero pasado por la licenciada Lourdes Fernández Mora, donde interpone reclamo de reconocimiento de responsabilidad patrimonial por defectos en la tramitación de la causa penal número 12-004048-0497-TR; hago de su estimable conocimiento que de conformidad con el artículo 81, inciso 9, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, corresponde al Consejo Superior del Poder Judicial “Resolver sobre los reclamos de carácter económico que se hagan al Poder Judicial, en cualquier concepto…”. 
En razón a lo anterior, estima esta unidad asesora que lo procedente es trasladar a conocimiento de ese órgano superior el reclamo presentado por la señora Fernández Mora.”
- 0 -
Se acordó: 1) Trasladar la gestión presentada por la licenciada Lourdes Fernández Mora, Abogada, al Tribunal de la Inspección Judicial, para lo que corresponda. 2) Denegar el reclamo económico alegado y dar por agotada la vía administrativa.
[bookmark: _Toc536713211]ARTÍCULO XXV 
DOCUMENTO N° 1013-19
El máster Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, remitió copia a este Consejo del oficio N° 70-16-SATI-2019 del 28 de enero de 2019, dirigido al máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en relación a la “Evaluación de la gestión de los suministros tecnológicos en el Departamento de Proveeduría”, que dice:
“De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 36 de la Ley General de Control Interno, le remito el informe final correspondiente al Estudio efectuado por la Sección de Auditoría de Tecnología de Información del Despacho a mi cargo, denominado “Evaluación de la gestión de los suministros tecnológicos en el Departamento de Proveeduría”.
En el informe de referencia, se determinó una oportunidad de mejora relacionada con la conveniencia de establecer una periodicidad definida para la elaboración de los informes enviados a la Dirección Ejecutiva sobre los activos tecnológicos que se encuentran en las bodegas del Departamento de Proveeduría. 
Esta situación se presenta, debido a que no se ha establecido de manera formal una periodicidad específica para la generación de estos informes, lo cual podría incidir en que la comunicación sobre la existencia y disponibilidad de estos activos no se realice de manera oportuna y por tanto no se saque el mayor provecho a los recursos; afectando el tiempo efectivo de éstos en cuanto a su garantía y vida útil, así como aumentando los riesgos de pérdida financiera o de activos.
No omito indicar que con la implementación de las recomendaciones emitidas se pretende minimizar el riesgo de que en el futuro se presenten las debilidades detectadas. Además, es relevante señalar que, de conformidad con lo establecido en la Ley General de Control Interno, esta Auditoría efectuará en su momento un seguimiento, para asegurarse de que las acciones establecidas por las instancias competentes, se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos en cada caso.
Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.
Evaluación de la gestión de los suministros tecnológicos en el Departamento de Proveeduría 
[bookmark: _Toc44897644][bookmark: _Toc293405767][bookmark: _Toc293406869][bookmark: _Toc293407057][bookmark: _Toc376937149][bookmark: _Toc376938107][bookmark: _Toc376938422][bookmark: _Toc376939194][bookmark: _Toc536170949][bookmark: _Toc536170975]INTRODUCCIÓN
[bookmark: _Toc293406870][bookmark: _Toc293407058][bookmark: _Toc376937150][bookmark: _Toc376938108][bookmark: _Toc376938423][bookmark: _Toc376939195][bookmark: _Toc536170950][bookmark: _Toc536170976]Trámite de los informes de auditoría según la Ley General de Control Interno
El artículo 36 de la Ley General de Control Interno, establece el tratamiento que los titulares subordinados encargados de las áreas evaluadas, deben dar a los informes de fiscalización que emite la Auditoría Interna, el cual incluye, la orden de implementación de las recomendaciones vertidas en el informe o el planteamiento de discrepancia ante el Jerarca, en el plazo de diez días hábiles a partir de la fecha de recibido el documento.
A su vez, el artículo 39 de la citada Ley advierte de la responsabilidad administrativa o civil que puede acarrear sobre los responsables, la inobservancia de las recomendaciones emitidas por la Auditoría Interna. 
[bookmark: _Toc293406871][bookmark: _Toc293407059][bookmark: _Toc376937151][bookmark: _Toc376938109][bookmark: _Toc376938424][bookmark: _Toc376939196][bookmark: _Toc536170951][bookmark: _Toc536170977]Origen del estudio
Estudio programado en el Plan Anual de Trabajo de la Sección de Auditoría de Tecnología de Información para el 2018.
[bookmark: _Toc293406872][bookmark: _Toc293407060][bookmark: _Toc376937152][bookmark: _Toc376938110][bookmark: _Toc376938425][bookmark: _Toc376939197][bookmark: _Toc536170952][bookmark: _Toc536170978]Objetivo general
Evaluar si la gestión de suministros tecnológicos en el Departamento de Proveeduría, es conforme a la necesidad institucional y criterios técnicos, de acuerdo con los lineamientos establecidos.
[bookmark: _Toc293406873][bookmark: _Toc293407061][bookmark: _Toc376937153][bookmark: _Toc376938111][bookmark: _Toc376938426][bookmark: _Toc376939198][bookmark: _Toc536170953][bookmark: _Toc536170979]Alcance y naturaleza
La evaluación comprendió el manejo y distribución de suministros tecnológicos en el Departamento de Proveeduría, con respecto a los criterios técnicos y necesidad institucional. 
El estudio se basó en la situación encontrada al momento de la auditoría, con fecha de corte al 18 de diciembre del 2018.
[bookmark: _Toc376937154][bookmark: _Toc376938112][bookmark: _Toc376938427][bookmark: _Toc376939199][bookmark: _Toc536170954][bookmark: _Toc536170980]Equipo de trabajo
El estudio fue desarrollado por el licenciado José Solano Janer y el máster Luis Diego Madrigal González, auditores a cargo de la evaluación, bajo la coordinación y supervisión de la máster Alicia Sancho Brenes, Jefa de la Sección de Auditoría de Tecnología de Información.
[bookmark: _Toc293406874][bookmark: _Toc293407062][bookmark: _Toc376937155][bookmark: _Toc376938113][bookmark: _Toc376938428][bookmark: _Toc376939200][bookmark: _Toc536170955][bookmark: _Toc536170981]Normativa técnica aplicada
Para la ejecución de este estudio se observaron las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público (R-DC-064-2014) y las Normas de control interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE), ambos promulgados por la Contraloría General de la República.
[bookmark: _Toc293406876][bookmark: _Toc293407064][bookmark: _Toc376937157][bookmark: _Toc376938115][bookmark: _Toc376938430][bookmark: _Toc376939202][bookmark: _Toc536170956][bookmark: _Toc536170982]Difusión verbal de los resultados
[bookmark: _Toc44897645][bookmark: _Toc293405768][bookmark: _Toc293406878][bookmark: _Toc293407066][bookmark: _Toc376937159]Este estudio fue puesto en conocimiento del área auditada mediante informe en borrador N° 1549-100-SATI-2018 del 21 de diciembre del 2018. Mediante correo electrónico del 18 de enero del 2019, se recibió el oficio N° 260-DP/PAB-2019, suscrito por el master Miguel Ovares Chavarría, Jefe a.i. del Departamento de Proveeduría, en el cual señala que se encuentra en total acuerdo con el contenido del informe y la recomendación emitida, por lo que no consideró necesario efectuar la audiencia solicitada.
[bookmark: _Toc376938117][bookmark: _Toc376938432][bookmark: _Toc376939204][bookmark: _Toc536170957][bookmark: _Toc536170983]RESULTADOS DEL ESTUDIO
Como producto de la auditoría realizada en el área bajo estudio, se determinaron los aspectos que se detallan a continuación:
[bookmark: _Toc536170958][bookmark: _Toc536170984][bookmark: _Toc376938118][bookmark: _Toc376938433][bookmark: _Toc376939205][bookmark: _Toc376937160]Conveniencia de establecer una periodicidad definida para la elaboración de los informes de activos tecnológicos en bodega enviados a la Dirección Ejecutiva 
Luego del análisis realizado a la información suministrada por el personal del Departamento de Proveeduría, se determinó que ellos generan informes dirigidos a la Dirección Ejecutiva sobre los activos tecnológicos que se encuentran en bodega y que pueden ser utilizados para ser distribuidos según las necesidades que tenga la Institución.
Inicialmente, se indicó que dichos informes eran enviados alrededor de cada dos meses; sin embargo, al efectuar otras indagaciones, se determinó para el año en curso, que solamente se enviaron tres oficios a la Dirección Ejecutiva sobre éste aspecto, durante los meses de mayo, julio y octubre; comprobándose que no se garantiza una periodicidad definida u obligatoriedad para la ejecución de la actividad de control en mención.
En relación con este tema, las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) de la Contraloría General de la República indican:
“1.4 Responsabilidad del jerarca y los titulares subordinados sobre el SCI
La responsabilidad por el establecimiento, mantenimiento, funcionamiento, perfeccionamiento y evaluación del SCI es inherente al jerarca y a los titulares subordinados, en el ámbito de sus competencias.
En el cumplimiento de esa responsabilidad las autoridades citadas deben dar especial énfasis a áreas consideradas relevantes con base en criterios tales como su materialidad, el riesgo asociado y su impacto en la consecución de los fines institucionales, incluyendo lo relativo a la desconcentración de competencias y la contratación de servicios de apoyo. Como parte de ello, deben contemplar, entre otros asuntos, los siguientes:
[…]
e. La comunicación constante y el seguimiento de los asuntos asignados a los distintos miembros de la institución, en relación con el diseño, la ejecución y el seguimiento del SCI.”
“4.2 Requisitos de las actividades de control
Las actividades de control deben reunir los siguientes requisitos:
[…] 
e. Documentación. Las actividades de control deben documentarse mediante su incorporación en los manuales de procedimientos, en las descripciones de puestos y procesos, o en documentos de naturaleza similar. Esa documentación debe estar disponible, en forma ordenada conforme a criterios previamente establecidos, para su uso, consulta y evaluación.
f. Divulgación. Las actividades de control deben ser de conocimiento general, y comunicarse a los funcionarios que deben aplicarlas en el desempeño de sus cargos. Dicha comunicación debe darse preferiblemente por escrito, en términos claros y específicos.”
De acuerdo con lo indicado por la Jefatura del Departamento de Proveeduría, la creación de los informes en cuestión; se pretenden generar cada dos meses o cada vez que se requiera por parte de la Dirección Ejecutiva; sin embargo, a la fecha no se ha definido formalmente una periodicidad específica y por tanto su generación ha quedado a criterio del personal o a solicitud de los interesados. 
La ausencia de definición con respecto a una periodicidad formal sobre la generación de los informes de activos tecnológicos en bodega, podría provocar que la comunicación sobre la existencia y disponibilidad de estos activos no se realice en varios meses y con ello, se pierda la posibilidad de ser utilizados oportunamente mientras permanezcan almacenados en áreas que realmente lo requieran. Igualmente, se puede estar afectando el tiempo efectivo de éstos recursos en aspectos como: garantías, vida útil, entre otros; aumentando los riesgos de pérdida financiera o de activos.
[bookmark: _Toc44897646][bookmark: _Toc293405769][bookmark: _Toc293406879][bookmark: _Toc293407067][bookmark: _Toc376937163][bookmark: _Toc376938121][bookmark: _Toc376938436][bookmark: _Toc376939208][bookmark: _Toc536170959][bookmark: _Toc536170985]CONCLUSIONES DEL ESTUDIO
Se concluye que la gestión de suministros tecnológicos en el Departamento de Proveeduría, se encuentra conforme a la necesidad institucional y criterios técnicos, de acuerdo con los lineamientos establecidos; sin embargo, existe un aspecto susceptible de mejora relacionado con establecer una periodicidad definida para la elaboración de informes de activos tecnológicos en bodega y su respectiva comunicación a la Dirección Ejecutiva.
[bookmark: _Toc293405770][bookmark: _Toc293406880][bookmark: _Toc293407068][bookmark: _Toc376937164][bookmark: _Toc376938122][bookmark: _Toc376938437][bookmark: _Toc376939209][bookmark: _Toc536170960][bookmark: _Toc536170986]RECOMENDACIONES DEL ESTUDIO

A la Jefatura del Departamento de Proveeduría
Establecer en conjunto con la Dirección Ejecutiva, una periodicidad definida formalmente para la generación y envío de los oficios de activos tecnológicos en bodega; con el fin de informar de manera oportuna la existencia de éstos activos y poder así utilizar de manera más eficiente los recursos de la Institución.
Plazo de implementación: 2 meses”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 70-16-SATI-2019 del 28 de enero de 2019, suscrito por el máster Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, relacionado a la “Evaluación de la gestión de los suministros tecnológicos en el Departamento de Proveeduría”. 2.) Deberá el Departamento de Proveeduría, dar cumplimiento a las recomendaciones indicada en el plazo establecido y una vez cumplida comunicarlo a la Auditoría. 
La Auditoría y la Dirección Ejecutiva tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc536713218]ARTÍCULO XXVI 
DOCUMENTO N° 1028, 1066-19
El licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio NOM-OCRJ-65-2019, del 28 de enero de 2019, solicitó:
“En atención al cumplimiento de la nómina de jueces de la Oficina Contra el Retraso Judicial, adscrita al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Se le solicita la designación de los siguientes jueces:

	Juzgado
	Juez o Jueza designado
	Período

	Juzgado Agrario de Pococi
	Lic. Juan Carlos Castillo López
	A partir del 26 de enero al 20 de febrero 2019.

	Juzgado Agrario de Pococi
	Lic. Sugeyli Hernandez Azofeifa
	A partir del 07 enero al  20  de febrero 2019.

	Juzgado de Familia de Puriscal
	Licda. Irma Páez Sibaja

	A partir del 14 al 18 de enero 2019.

	Juzgado de Familia de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita
	Licda. Irma Páez Sibaja

	A partir del 21 al 25 de enero 2019.

	Juzgado de Familia de Heredia
	Licda. Irma Páez Sibaja

	A partir del 28 de enero al 29 de febrero 2019.

	Juzgado de Familia de Puriscal
	Lic. Carlos Leandro Solano
	A partir del 14 al 25 de enero 2019.

	Juzgado de Familia de Heredia
	Lic. Carlos Leandro Solano
	A partir del 28 al 31 de enero 2019.

	Juzgado Pensiones Alimentarias Sarapiqui
	Licda. Karen Lezcano Ovares
	A partir del 21 de enero al 08 de febrero 2019.

	Juzgado de Familia de Hatillo
	Lic. Carlos Eduardo Segura Solís
	A partir del 08 al 10 de enero 2019.

	Juzgado de Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de Alajuela
	Lic. Carlos Eduardo Segura Solís
	A partir de 11 al 18 de enero 2019.

	Juzgado de Familia de Heredia
	Lic. Carlos Eduardo Segura Solís
	A partir de 22 enero al 15 de febrero 2019.

	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuela
	Licda. Sharon Chinchilla Villalta
	A partir del 08 al 16 de enero 2019.

	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Sarapiqui
	Licda. Sharon Chinchilla Villalta
	A partir del 16 al 25 de enero 2019.

	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuelita
	Licda. Sharon Chinchilla Villalta
	A partir del 28 de enero 15 de febrero 2019.

	Juzgado de Niñez y Adolescencia San José
	Licda. Marianella Fallas Víquez
	A partir del 07 al 31 de enero 2019.

	Juzgado de Familia de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita
	Lic. Douglas Ruiz Gutiérrez
	A partir del 07 al 11 de enero 2019.

	Juzgado de Familia de Puriscal
	Lic. Douglas Ruiz Gutiérrez
	A partir del 11 al 31 de enero 2019.

	Juzgado de Pensiones Alimentarias
Alajuela
	Lic. Jorge Alpizar Mora
	A partir del  10 al 16 de enero 2019.

	Juzgado de Pensiones Alimentarias
Sarapiqui
	Lic. Jorge Alpizar Mora
	A partir del 16 al 21 de enero 2019.

	Juzgado de Pensiones Alimentarias
Alajuela
	Lic. Jorge Alpizar Mora
	A partir del 21 al 23 de enero 2019.

	Juzgado de Pensiones Alimentarias
Puriscal
	Lic. Jorge Alpizar Mora
	A partir del 23 enero al 08 de febrero 2019.

	Juzgado de Pensiones Alimentarias
Cartago
	Lic. Jorge Alpizar Mora
	Únicamente el 28 de enero 2019

	Juzgado de Trabajo de Alajuela del I Circuito Judicial
	Lic. Eduardo Arias Hernández
	A partir del 01 al 31 de enero 2019.


	Juzgado de Trabajo de Alajuela del I Circuito Judicial
	Lic. Leonardo Gómez Espinoza
	A partir del 01 al 31 de enero 2019.

	Juzgado de Familia de Heredia
	Licda. Marianella Fallas Víquez
	A partir del 29 de enero al 29 de febrero 2019.
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En ejecución de lo dispuesto por la Corte Plena en sesión Nº 35-00 celebrada el 11 de setiembre del 2000, artículo XXIX, en que se aprobó el “proyecto Piloto para disminuir el retraso judicial”, se acordó: Tener por designados como Jueces y Juezas a los servidores y servidoras indicados en la lista transcrita, en los despachos y por las fechas indicadas en el cuadro. 
La Dirección de Gestión Humana y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXVII 
DOCUMENTO N° 1348-19
La licenciada Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito, en oficio N° 304-OAPVD-2019, del 4 de febrero de 2019, solicitó: 
“El motivo del presente es para exponerles la siguiente solicitud.
En días anteriores se recibió de la Secretaría Técnica de la CONATT una invitación para el Taller Formador de Formadores, esta convocatoria tiene el objetivo de que funcionarios/as de las 21 organizaciones que conforman la CONATT así como las instancias observadoras, desarrollen competencias en la utilización del kit didáctico producido para la Coalición. El mismo se impartirá del 06 al 08 y del 11 al 13 de febrero de 2019 en un horario de 08:00 a.m. a 04:00 p.m., en el Hotel Bougainvillea, en Santo Domingo de Heredia.
En vista de que la OAPVD es miembro de la entidad que invita y que el conocimiento que se aporta es de interés institucional en el ámbito de la trata de personas, se seleccionó al Lic. Saúl Arce Brenes para asistir a dicho taller y se solicita ante el honorable Consejo Superior la aprobación para que el Lic. Arce pueda asistir.”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación del licenciado Saúl Arce Brenes, Coordinador de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito, para que del 06 al 08 y del 11 al 13 de febrero de 2019, asista al Taller Formador de Formadores, a realizarse en el Hotel Bougainvillea, en Santo Domingo de Heredia. 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá don Saúl coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 
La Fiscalía General de la República y la Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVIII 
Documento N° 841, 1304-19
En sesión N° 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, artículo XIX, se concedió permiso con goce de salario y sustitución al servidor José Esteban Cerdas Acuña, Técnico Judicial del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, por el plazo de 5 días hábiles, a partir del 30 de enero de 2019, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su esposa. Lo anterior, en el entendido que en caso de requerir alguna prórroga deberá tramitarlo ante este Consejo Superior, con la debida justificación.
El servidor José Esteban Cerdas Acuña, Técnico Judicial del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en correo electrónico del 04 de febrero de 2019, solicitó prórroga de permiso con goce de salario y sustitución para cuidar a su esposa.
Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, prorrogar la licencia con goce de salario y sustitución del servidor José Esteban Cerdas Acuña, Técnico Judicial del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, por el plazo de 5 días hábiles, a partir del 6 de febrero de 2019, tiempo en el que deberá organizarse con el cuidado de su esposa, lo anterior, en el entendido, que de necesitar más días puede acudir a la Caja Costarricense de Seguro Social para que esa institución valore si es posible otorgarle alguna licencia para el cuido de un familiar enfermo o que se encuentra recibiendo tratamiento especial ya que no se le podrá dar más prórrogas de permisos.
 La Dirección de Gestión Humana, tomara nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXIX 
Documento N° 1004-19 
Mediante circular Nº 216-2014 del 8 de octubre de 2014, publicada en el Boletín Judicial Nº 213 del 5 de noviembre de 2014, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de las servidoras y servidores judiciales, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, en que adicionó la circular Nº 176-2013 denominada "Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos p ara cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial", publicada en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013.
El licenciado Freddy Aikman Espinoza, Juez Coordinador del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, en nota del 04 de febrero de 2019, solicitó permiso con goce de salario para cuidar a su esposa.
Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, conceder una licencia con goce de salario y sustitución al licenciado Freddy Aikman Espinoza, Juez Coordinador del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, por 10 días hábiles a partir del 5 de febrero de 2019, tiempo en el que deberá organizarse con el cuidado de su esposa. 
El Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXX 
DOCUMENTO N° 1338-19 
La servidora Ingrid Fuentes Leiva, Técnica Supernumeraria de la Administración Regional de Cartago, en nota del 31 de enero de 2019, solicitó permiso con goce de salario y sustitución para cuidar a su papá.
Se acordó: Acoger parcialmente la gestión anterior, en consecuencia, conceder licencia con goce de salario y sustitución a la servidora Ingrid Fuentes Leiva, Técnica Supernumeraria de la Administración Regional de Cartago, por 10 días hábiles a partir del 6 de febrero de 2019, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su papá.
La Administración Regional de Cartago y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc536713222]ARTÍCULO XXXI 
DOCUMENTO N° 10095-18, 1016-19
En sesión N° 3-19 celebrada el 15 de enero de 2019, artículo XCVIII, se autorizó la participación de las personas funcionarias de la lista transcrita, en el Subprograma de Medicina Legal y Ciencias Forenses, los días viernes de cada semana durante las fechas señaladas en horario las 8:00 horas a las 16:00 horas, las cuales serán impartidas en las instalaciones de la Unidad de Capacitación y Supervisión o bien en la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia. Asimismo, se aprobó el pago de viáticos en los casos estrictamente necesarios. 
La licenciada Mayela Pérez Delgado, Fiscala Adjunta de la Unidad Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, en oficio N° UCS-023-MP-2019 del 25 de enero de 2019, solicitó:
“Reciba un cordial saludo. En adición al oficio UCS-0350-MP-2018, mediante el cual se tramitó el permiso para que fiscalas y fiscales asistan al Subprograma de Medicina Legal y Ciencias Forenses, se solicita realizar la siguiente inclusión en la lista de participantes: 
Licenciada Mónica Salas Villalobos, Fiscala Auxiliar de la Fiscalía Adjunta de San Carlos.
Dicha actividad se realizará en las siguientes fechas: 
01 de febrero de 2019
08 de febrero de 2019
15 de febrero de 2019
22 de febrero de 2019
01 de marzo de 2019
08 de marzo de 2019
15 de marzo de 2019
22 de marzo de 2019
29 de marzo de 2019
05 de abril de 2019
12 de abril de 2019
26 de abril de 2019
03 de mayo de 2019
10 de mayo de 2019
07 de junio de 2019
14 de junio de 2019
21 de junio de 2019
28 de junio de 2019
05 de julio de 2019
12 de julio de 2019
19 de julio de 2019
26 de julio de 2019
09 de agosto de 2019
16 de agosto de 2019
23 de agosto de 2019
30 de agosto de 2019
06 de setiembre de 2019
Se solicita además corregir un error material enviado en la solicitud anterior en donde se indicó por error que la sesión número 27 se realizaría el 06 de agosto, siendo la fecha correcta 06 de setiembre de 2019.  
[bookmark: _Toc534910618]Además, cabe mencionar que dicha solicitud fue aprobada por el Consejo Superior, en la Sesión N° 3-19 celebrada el 15 de enero de 2019, Artículo XCVIII.
Se solicita permiso con goce de salario, sin sustitución y pago viáticos en los casos estrictamente necesarios para la persona participante.
(…)
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Se acordó: Acoger la gestión anterior; en consecuencia: 1.) Modificar el acuerdo tomado en sesión N° 3-19 celebrada el 15 de enero de 2019, artículo XCVIII, en el sentido de que la sesión número 27 de la capacitación se realizará el 6 de setiembre de 2019 y no como se indicó. 2.) Autorizar la participación de la licenciada Mónica Salas Villalobos, Fiscala Auxiliar de la Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, en el Subprograma de Medicina Legal y Ciencias Forenses, los días viernes de cada semana durante las fechas señaladas en horario las 8:00 horas a las 16:00 horas, las cuales serán impartidas en las instalaciones de la Unidad de Capacitación y Supervisión o bien en la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia. Lo anterior, siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo de las personas a quienes se les autoriza participar, lo cual implica que darán prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial. 3.) Aprobar el pago de viáticos en los casos estrictamente necesarios. 4.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá la licenciada Salas Villalobos coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 5.) Indicar a la servidora Salas Villalobos, que la inasistencia a la actividad de referencia deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo.
La Fiscalía General de la República, Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de Alajuela y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713224]ARTÍCULO XXXII 
DOCUMENTO N° 12240-18, 927-19
El máster Irving Vargas Rodríguez, Director interino del Despacho de la Presidencia, en oficio N° 22-OCRI-2019 del 25 de enero de 2019, solicitó:
“Me permito informar que el Magistrado Román Solís Zelaya, Coordinador Nacional ante la Cumbre Judicial Iberoamericana, ha recibido por parte de la Secretaría Permanente y Secretaria Pro Témpore de la Cumbre Judicial Iberoamericana, la convocatoria (se adjunta documento de invitación) de la Segunda Ronda de Talleres de la XX edición de la Cumbre Judicial Iberoamericana que se realizará los días 18 al 20 de marzo de 2019, en la ciudad de Lisboa, Portugal, bajo el eje temático “La sostenibilidad de la paz social: Retos de la Administración de Justicia en Iberoamérica frente a las exigencias del nuevo milenio”.
El objetivo de esta Segunda Ronda de Talleres es que los diferentes grupos de trabajo que participaron de la Primera Ronda de Talleres celebrada en la Ciudad de Buenos Aires, Argentina, continúen con el trabajo de ejecución y desarrollo de los proyectos presentados por los países integrantes de la Cumbre, así como también, exponer los avances y productos alcanzados a la fecha.
La entidad anfitriona, estará haciéndose cargo en esta ocasión, de los gastos por concepto de hospedaje para las noches del 17, 18, 19 y 20 de marzo de 2019, además, cubrirá los costos de alimentación y traslados internos de las personas delegadas durante los 3 días del evento, así como el traslado desde el Aeropuerto Humberto Delgado en Lisboa, al hotel escogido y viceversa.
Durante la presente XX Edición de Cumbre se conformó el Grupo de trabajo denominado Acceso a la Justicia, bajo la coordinación de los Poderes Judiciales de Costa Rica, México y Chile, realizaron la unificación de las propuestas presentadas en la Primera Reunión Preparatoria que tuvieran contenido tecnológico. En este sentido el Poder Judicial de Costa Rica en su calidad de co-coordinador en conjunto con los demás coordinadores tienen a cargo guiar y apoyar la elaboración y ejecución de la propuesta de trabajo para impulsar el desarrollo de soluciones innovadoras con Big Data, Ciencia de Datos e Inteligencia Artificial en los Poderes Judiciales de Iberoamérica.
En este taller se espera identificar herramientas, usos y mejores prácticas que se puedan utilizar para satisfacer las necesidades de los Poderes Judiciales de los países que integran Cumbre Judicial Iberoamericana, basados en los diagnósticos previos de la situación tecnológica de los países miembro de la Cumbre.
El poder participar en esta reunión en primera instancia, nos permite exponer y comparar los avances que tiene el Poder Judicial de Costa Rica en proyectos de soluciones de Big Data, Ciencia de Datos e Inteligencia Artificial con respecto a otros países, igualmente intercambiar en estos temas.
Además, nos permitirá investigar y recolectar información de soluciones de Inteligencia de Negocios que apoyan la toma de decisiones en los procesos de la institución, permitiendo la disminución de duración de los procesos, disminución de recursos materiales y humanos.
Por lo anteriormente expuesto, y conforme al seguimiento de las coordinaciones y acciones realizadas por el Grupo de Trabajo de Acceso a la Justicia y a petición del Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, en su calidad de co-coordinador de dicho grupo, se solicita autorización al Honorable Consejo Superior para que la señora Vivian Rímola Soto, en su calidad de persona designada como representante del Poder Judicial ante el Grupo Acceso a la Justicia, participe de la actividad.
Finalmente se solicita de la manera más respetuosa al Honorable Consejo Superior, la aprobación de:
Permiso con goce de salario y sustitución los días del 16 al 21 de marzo de 2019 para la señora Vivian Rímola Soto, Jefa a.i Subproceso de Sistemas Judiciales de la Dirección de Tecnología de la Información.
Autorización para cubrir los gastos de tiquetes aéreos, y alimentación, traslados, así como la diferencia de gastos que no cubra la organización; tomando en consideración que el destino de la actividad puede significar una extensa duración en el vuelo o bien queda a la espera de lo licitado se solicita la autorización para que viaje con dos días de antelación y un día posterior. 
Se adjunta certificación de contenido presupuestario para lo correspondiente.
De preferencia se solicita acuerdo firme, a efecto de poder realizar con suficiente antelación la coordinación logística y administrativa que se requiere. Cualquier información al respecto se puede consultar a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI), instancia a cargo de apoyar al Coordinador Nacional de la Cumbre Judicial Iberoamericana.
(…)”
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A esos efectos, el máster Dennis Madrigal Quesada, Jefe Administrativo interino de la Sección Administrativa del Despacho de la Presidencia, mediante oficio N° DP-039-2019 del 22 de enero de 2019, remitió la Separación N° 0086-CE-2019 que dice lo siguiente:
“El DESPACHO DE LA PRESIDENCIA indica que, en el programa 926 "Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo", subpartida 10503 "Transporte en el exterior", Centro Gestor 653 "DESPACHO DE LA PRESIDENCIA", fuente de financiamiento 001 "Ingresos Corrientes", del presupuesto del año 2019  aprobado mediante la ley 9632, se separan recursos para Tiquete aéreo para la Sra. Vivian Rímola Soto, para que participe en la Segunda Ronda de Talleres de la XX Edición de la Cumbre Judicial Iberoamericana, que se realizará del 18 al 20 de marzo de 2019, en Lisboa, Portugal para un monto total de ¢780,000.00 (SETECIENTOS OCHENTA MIL COLONES EXACTOS); según el siguiente recuadro:”

	Programa
	Subpartida
	CG/Rubro
	FF
	Detalle
	Monto

	926
	10503
	653
	001
	
	₡ 780,000.00

	Total
	₡ 780,000.00
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación con sustitución de la licenciada Vivian Rímola Soto, Jefa interina de Subproceso de Sistemas Judiciales de la Dirección de Tecnología de la Información, del 14 al 22 de marzo de 2019, en la Segunda Ronda de Talleres de la XX edición de la Cumbre Judicial Iberoamericana, que se realizará en la ciudad de Lisboa, Portugal, bajo el eje temático “La sostenibilidad de la paz social: Retos de la Administración de Justicia en Iberoamérica frente a las exigencias del nuevo milenio”. 2.) Autorizar el gasto de ¢780.000,00 (setecientos ochenta mil colones exactos), con cargo al programa 926, subpartida 10503, para cubrir el costo de los tiquetes aéreo, de la servidora Rímola Soto. 3.) La Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio, en el caso en que la persona interesada así lo solicite y se cuente con el plazo establecido para ello.
El Despacho de la Presidencia, la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, la Dirección de Gestión Humana, el Departamento Financiero Contable y demás despachos interesados tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713227]ARTÍCULO XXXIII 
DOCUMENTO N° 997-19
La máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Manuel Sequeira Sequeira y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Director interino, Subdirectora interina, Jefe de Administración de Personal y Coordinador interino de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de Gestión Humana, en oficio N° 355-AP-2019 de 28 de enero de 2019, comunicaron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk534215005]“Para conocimiento de los miembros del Consejo Superior, se adjunta el informe de pensión N° 179-AP-2019, mediante el cual se finiquita la solicitud planteada por la señora Annia Cecilia Ugarte Moraga, en calidad de esposa del jubilado judicial fallecido Marvin Palacios León ante esta Dirección.
El mismo, contiene inserto el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, el cual cuenta con información de carácter confidencial.
Cabe indicar que, esta Dirección en relación con la solicitud planteada por la señora Annia Cecilia Ugarte Moraga, sugiere acoger la solicitud del beneficio de pensión toda vez que, según el trabajo de campo realizado se evidencia que la señora Ugarte Moraga requiere del beneficio, ya que, se evidencia que existía una dependencia económica con el señor Marvin Palacios León.
Esta Dirección se mantendrá a la espera de lo que resuelva ese Órgano Superior a efecto de proceder con el trámite respectivo.”
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[bookmark: _Hlk525238]De conformidad con lo que establece el artículo 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N°7333, el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI y la recomendación de la Dirección de Gestión Humana, por mayoría, se acordó: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Annia Ugarte Moraga, cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Marvin Palacios León, cuya asignación mensual será de ¢773.541,77 (Setecientos setenta y tres mil quinientos cuarenta y un colones con setenta y siete céntimos), a partir del 31 de julio de 2018, equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía el señor Palacios León al momento de su fallecimiento.
El integrante Montero salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió competencias para administrar el Fondo.  Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018.  Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc536713230]ARTÍCULO XXXIV 
DOCUMENTO N° 4826-18, 900-19
La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, la licenciada Waiman Hin Herrera, Subdirectora interina, ambas de Gestión Humana y la licenciada Cheryl Bolaños Madrigal, Jefa interina del Subproceso Gestión de la Capacitación, en oficio N° 001-CAP-2019 del 24 de enero de 2019, comunicó:
 “Se remite para su estimable conocimiento las siguientes certificaciones de contenido presupuestario, que hacen constar que existen recursos para cubrir los siguientes beneficios:
	Acuerdo de Consejo Superior
	Actividad Formativa
	Ente organizador
	Persona seleccionada
	Programa presupuestario
	Beneficio otorgado
	Subpartida
	Certificación presupuestaria

	Sesión N° 102-18 del 22/11/2018, Art. XLII
	Maestría en Ciencias Penales
	Universidad de Costa Rica 
	María Ester Vargas Monge
	927 (Judicatura)
	Beca
	6.02.01
	

	Sesión N° 102-18 del 22/11/2018, Art. XLI
	Maestría en Derecho Público
	Universidad de Costa Rica
	Alexandra de los Ángeles Zúñiga Mora
	927 (Judicatura)
	Beca 
	6.02.01
	

	Sesión N° 102-18 del 22/11/2018, Art. XLVII
	VI edición del Postgrado en Gobernabilidad, Derechos Humanos y Cultura de Paz
	Universidad Castilla de La Mancha
	María del Pilar Gómez Marín
	927 (Judicatura)
	Ayuda económica de 1.200 euros y permiso con goce de salario y sustitución 
	1.07.01
	

	
	
	
	
	
	
	00105
	

	Sesión N° 102-18 del 22/11/2018, Art. XLIV
	44° Cursos de Especialización en Derecho
	Universidad de Salamanca
	Daniel Alberto Jiménez Medrano
Joselyn Ivania Villegas Araya

	927 (Judicatura)
	Ayuda económica de 1.200 euros y permiso con goce de salario y sustitución
	1.07.01
	 

	
	
	
	
	
	
	00105
	

	
	
	
	Gabriela Eugenia Salas Zamora
	930 (Defensa Pública)
	Permiso con goce de salario y sustitución
	00105
	

	Sesión N° 102-18 del 22/11/2018, Art. XL
	VIII edición del Curso de Alta Formación en Justicia Constitucional y Tutela Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales
	Universidad de Pisa
	Ana Orfilia Briceño Yock
José Miguel Zamora Acevedo
Adán Luis Carmona Pérez
	930 (Defensa Pública)
	Permiso con goce de salario y sustitución
	00105
	

	Sesión N° 104-18 del 29/11/2018, Art. XXIV
	Máster en Argumentación Jurídica
	Universidad de Alicante
	Giovanni Gerardo Marchena Jara
	927 (Judicatura)
	Ayuda económica de 1.200 euros y permiso con goce de salario y sustitución 
	1.07.01
	

	
	
	
	
	
	
	00105
	

	
	
	
	María Angélica Gutiérrez Sancho
	930 (Defensa Pública)
	Permiso con goce de salario y sustitución
	00105
	


(…)”
- 0 -
En sesión N° 102-18 celebrada el 22 de noviembre de 2018, artículos XL, XLI, XLII, XLIV y XLVII, respectivamente, se autorizó la participación con sustitución de: 
a.) La licenciada Ana Briceño Yock, Defensora Pública de la Jefatura de la Defensa Pública, del licenciado José Miguel Zamora Acevedo, Defensor Público de la Unidad de Defensa Penal y del licenciado Adán Luis Carmona Pérez, Defensor Público de la Unidad de Defensa de Penalización de Violencia Contra las Mujeres, en la VIII edición del Curso de Alta Formación en Justicia Constitucional y Tutela Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales, organizado por la Universidad de Pisa, Italia, a realizarse del 14 de enero al 01 de febrero de 2019. 
b.) La licenciada Alexandra de los Ángeles Zúñiga Mora, Jueza del Tribunal Contencioso Administrativo, para que asista en la Maestría en Derecho Público, organizada por la Universidad de Costa Rica, cuya promoción dará inicio en el mes de marzo de 2019 y tiene una duración de dos años. 
c.) La licenciada María Ester Vargas Monge, Profesional en Derecho 3B de la Sala Tercera, para que asista a la beca de Maestría en Ciencias Penales organizada por la Universidad de Costa Rica, a iniciar en el mes de febrero de 2019. 
d.) El licenciado Daniel Alberto Jiménez Medrano, juez supernumerario del Área de Gestión y Apoyo y la licenciada Joselyn Ivania Villegas Araya, jueza 3 del Juzgado Penal de Upala, en los cursos de Especialización en Derecho de la Universidad de Salamanca, a realizarse del 14 al 30 de enero de 2019 y se autorizó la ayuda económica de €1200 (mil doscientos euros exactos) a ambos participantes, con cargo al programa  927 y de la licenciada Gabriela Eugenia Salas Zamora, Abogada de Asistencia Social, con cargo al programa 930. 
e.) La licenciada María del Pilar Gómez Marín, Jueza Supernumerario de la Administración Regional de Cartago, así como una ayuda económica de 1.200 euros. del 28 de enero al 14 de febrero de 2019, Lo anterior, con cargo al programa 927 (Judicatura), en la VI edición del Postgrado en Gobernabilidad, Derechos Humanos y Cultura de Paz organizado por la Universidad Castilla de La Mancha. 
Todos los anteriores permisos se otorgaron en el entendido de que exista contenido presupuestario, por lo que debía la Dirección de Gestión Humana remitir a este Consejo, la respectiva certificación.
Finalmente, en sesión N° 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018, artículo XXIV, se autorizó la participación de la licenciada María Angélica Gutiérrez Sancho, Defensora Pública del Primer Circuito Judicial de Alajuela y del licenciado Giovanni Gerardo Marchena Jara, Juez del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en el Máster en Argumentación Jurídica organizado por la Universidad de Alicante, que se realizará en tres fases: Fase no presencial: del 01 de diciembre de 2018 al 30 de abril de 2019, Fase presencial: del 08 de mayo al 20 de junio de 2019 (Duración: 32 días hábiles) y Módulo trabajo de investigación (no presencial): del 21 de junio al 15 de setiembre de 2019, Asimismo, se concedió una ayuda económica por un monto de 1.200 euros (mil doscientos euros exactos) a los servidores Gutiérrez Sancho y Marchena Jara con motivo de su participación a la citada maestría.
Se acordó: Tomar nota de la comunicación que hace la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° 001-CAP-2019 del 24 de enero de 2019, referente a la existencia de contenido presupuestario para hacerle frente a los diferentes permisos concedidos en la sesión N° 102-18 celebrada el 22 de noviembre de 2018, artículos XL, XLI, XLII, XLIV y XLVII, respectivamente.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713232]ARTÍCULO XXXV 
DOCUMENTO N° 15248-18, 970-19
En sesión N° 110-18 celebrada el 19 de diciembre de 2018, artículo I, de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con las políticas aprobadas por Corte Plena por ser un asunto de interés institucional y por ser actividades extraordinarias correspondiente a los proyectos estratégicos mencionados, se concedió permiso con goce de salario y sustitución -entre otros- a 2 plazas de médico de empresa para la Valoración médica de Preempleo a los oferentes a puestos de Investigador, Conductor de detenidos, Agentes de Protección del Organismo de Investigación Judicial.
La máster Roxana Arrieta Meléndez y la licenciada Waiman Hin Herrera, por su orden Directora interina y Subdirectora interina de Gestión Humana, en oficio N° 036-SS-2019 del 18 de enero de 2019, solicitaron:
“Mediante acuerdo del Consejo Superior número 110-18 de fecha19 de diciembre de 2018, artículo I se aprobó el permiso con goce de salario para los puestos: 103623 y 15658 de Médico de Empresa para el Proyecto de Valoración médica de Preempleo a los oferentes a puestos de Investigador, Conductor de detenidos, Agentes de Protección del Organismo de Investigación Judicial.
Adicionalmente, se solicitó permiso con goce de salario para un puesto de Gestor de capacitación 2, con, el fin de implementar un proyecto relacionado con el Programa de Adaptación Laboral; sin embargo, no fue aprobado por ese Consejo Superior debido a la necesidad de priorización. 
Ahora bien, realizando una revaloración de los permisos otorgados a esta Dirección y con el fin de maximizar el uso de los recursos Institucionales, dadas las necesidades que se tienen desde los Servicios de Salud, se solicita ajustar lo otorgado de la siguiente manera:
Asignar el permiso con goce de salario de Médico de Empresa, al puesto número 107848, en sustitución del 103623. Este cambio no representa ninguna variación en el costo estimado. 
Modificar el permiso otorgado al puesto de Médico de Empresa (15658) y sustituirlo por el (350013) Gestor de capacitación 2 destacado en los Servicios de Salud actualmente, para el Programa de Adaptación al puesto, lo cual correspondería a una disminución en el presupuesto definido originalmente.
Para finalizar se aclara que la variación de los puestos propuesta no generará ningún cambio en los objetivos programados en el proyecto de preempleo, pero nos permitirá dar atención a las necesidades de la población judicial que, por afectaciones en su salud, requiere ajustes de funciones.  Asimismo, atender las iniciativas de prevención que desde diferentes instancias se han generado para esta Dirección con el propósito de abordar la prevención del cuido de la salud para disminuir la incidencia de casos en el Programa de Adaptación laboral. 
(…)”
- 0 -
Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Modificar el acuerdo tomado en sesión N° 110-18 celebrada el 19 de diciembre de 2018, artículo I, en el sentido que se deja sin efecto los permisos con goce de salario y sustitución concedidos a las plazas 103623 y 15658 de Médico de Empresa, de conformidad con lo establecido en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y en su lugar designar las plazas N° 107848 de Médico de Empresa y N° 350013 de Gestor de capacitación 2,. En lo demás se mantiene incólume el citado acuerdo. 
La Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados tomaran nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713234]ARTÍCULO XXXVI 
DOCUMENTO N° 1305, 941-19
La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, de Gestión Humana y la licenciada Krissia Rojas Quirós, por su orden de Directora interina, Subdirectora interina de Gestión Humana y Jefa interina de la Sección de Reclutamiento y Selección, en oficio N° RS-50-2019 del 23 de enero de 2019, informaron:
“La servidora Ericka Montero Arrieta, Investigadora de la Sección de Robos y Hurtos del Organismo de Investigación Judicial, mediante correo del 17 de octubre del año en curso, remitió al Consejo Superior una nota manifestando que a la fecha no se ha realizado una propuesta de nombramiento en propiedad, a su nombre.
Doña Ericka indica, como principal motivo lo que se resume a continuación:
“…ello resultado de esto ante una negativa arbitraria que no considero justa, ya que se aclaró que lo que algunos consideraban era un motivo justo para negarme mi derecho a optar por la propiedad no constuituían (Sic) razón alguna para esta negativa; es por lo que a continuación encontraran una cadena de correos donde se refleja lo ya comunicado a los entes encargados y responsables de hacer la propuesta y a la fecha esta no se ha realizado ni se me ha dado respuesta alguna sobre este tema, únicamente se realizó mi propuesta pero como interina.”
En atención a la nota, se remite a esta Dirección el oficio N° 11790-18, mediante el cual el Consejo Superior, en la sesión 93-18 celebrada el 25 de octubre de 2018, acordó:
“Tomar nota de la comunicación de la servidora Ericka Montero Arrieta, Investigadora de la Sección de Robos y Hurtos del Organismo de Investigación Judicial, en consecuencia; solicitar a la Dirección de Gestión Humana que informe a este Consejo el estado en que se encuentra el concurso N° 21-2018.”
A raíz de lo anterior, nos permitimos informar lo relativo al caso:
En primera instancia, es importante aclarar que cuando se hace referencia del concurso N° 21, en realidad se hace alusión a la nómina de elegibles N°0021-2018 para la clase de Investigador(a) 1, conformada por 42 personas en total, incluida la señora Montero Arrieta remitida a la Dirección del Organismo de Investigación Judicial en fecha siete de agosto del año en curso, con el fin de ocupar 205 puestos vacantes al corte de confección de dicha nómina.
Para la nómina en cuestión se realizaron todos los trámites para nombrar en propiedad conforme al procedimiento establecido para el llenado de las vacantes de Investigador 1, del registro de elegibles conformado por todas las personas que aprobaron el proceso de selección se elaboró la nómina, misma que se remite a la Administración del Organismo de Investigación Judicial para que sean ellos los que la trasladen a todas las oficinas donde hay vacantes para el llenado y colocación de las personas.  
A la fecha, la nómina N° 0021-2018 continua en proceso normal, la Unidad de Llenado de Vacantes, de la Sección de Reclutamiento y Selección, ha recibido 37 proposiciones de nombramiento en propiedad, dejando un disponible de 168 puestos y 5 personas sin designación incluida la servidora Ericka. 
Finalmente, es menester indicar que la Sección se encuentra próximo a remitir un nuevo listado de elegibles, si a la fecha de finalización no se ha recibido ninguna proposición a nombre de las personas pendientes, estas se incluyen de oficio en su condición de elegibles, al igual que los puestos que no han sido ocupados.
(…)”
- 0 -
En la sesión N° 29-18 celebrada el 12 de abril de 2018, artículo LVIII, en lo conducente, tras conocer el oficio N° ANEJUD-0016-2018 del 31 de enero de 2018 presentado por el licenciado Mario Alberto Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, en el que en representación de la servidora judicial, Erika Montero Arrieta, destacada en la Sección de Delitos Varios del Organismo de Investigación Judicial del Primer Circuito Judicial de San José, como Investigadora 1 en condición de interina; solicitó se ordenara a quién correspondiera tomar en cuenta el nombre de dicha servidora judicial para incluirlo en la nómina del concurso N° 13-2017.
Luego, en sesión N° 80-18 celebrada el 11 de setiembre del 2018, artículo LXXV, se tomó nota de las comunicaciones realizadas por la servidora Ericka Montero Arrieta, Investigadora de la Sección de Robos y Hurtos del Organismo de Investigación Judicial, por la servidora Jenny Arce Córdoba, Coordinadora de la Unidad de Llenado de Vacantes de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana y por el licenciado Eddy Roda Abarca, Jefe de Investigación 3 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial. Se aclaró a la servidora Jenny Arce Córdoba, y al licenciado Eddy Roda Abarca, que el concurso N° 21-2018 para nombrar en propiedad la plaza N° 351483, debería continuar su curso normal, en razón que la espera de las resoluciones de las causas disciplinarias que estaban pendiente de resolverse en las que figura la servidora Montero Arrieta, no constituían motivo alguno para congelar ese concurso, ni establecían algún impedimento para nombrar en la citada plaza.
Finalmente, en sesión N° 93-18 celebrada el 25 de octubre de 2018, artículo LIV, se tomó nota de la comunicación de la servidora Ericka Montero Arrieta, Investigadora de la Sección de Robos y Hurtos del Organismo de Investigación Judicial y se solicitó a la Dirección de Gestión Humana que informara a este Consejo el estado en que se encuentra el concurso N° 21-2018.
Se acordó: Tomar nota de lo informado por la Dirección de Gestión Humana, mediante el oficio N° RS-50-2019 del 23 de enero de 2019 y hacerlo de conocimiento de la servidora Ericka Montero Arrieta, Investigadora de la Sección de Robos y Hurtos del Organismo de Investigación Judicial. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713237]ARTÍCULO XXXVII 
DOCUMENTO N° 5137-11, 585-19
El licenciado Erick Mora Leiva, Jefe del Proceso Planeación y Evaluación de la Dirección de Planificación, mediante oficio N° 62-PLA-ES-2019 del 15 de enero de 2019, remitió el informe suscrito por la licenciada Ana Ericka Rodríguez Araya, Jefa del Subproceso de Estadística, relacionado con los resultados de inventarios físicos o electrónicos de las Administraciones Regionales durante el 2018, que dice:
“Resultados de Inventarios físicos o electrónicos de las Administraciones Regionales durante el 2018
A continuación, se detalla los hallazgos y resultados notables en lo que respecta al plan de trabajo de la realización de inventarios del Subproceso de Estadística:
Aspectos Relevantes
Como parte del seguimiento operativo que lleva a cabo el Subproceso de Estadística dentro del plan de trabajo se asignó al personal de experiencia la labor de inducción en los circuitos judiciales del país, sobre el tema de inventarios por medio de talleres, con el fin de ir preparando a las oficinas judiciales en la realización de este tipo de labores. 
Este proceso se realizó conforme se describe a continuación:
Temas desarrollados en el Taller de Inventario:
Explicación del objetivo del inventario, con el fin de que los participantes comprendan las actividades de las 4 etapas que contiene el procedimiento. Seguidamente, se explicó la forma correcta de generación del informe de inconsistencias de inventarios.
Se explicó el conteo y actualización del expediente en el sistema de gestión y las variables sociodemográficas; así como los planes de mejora del proyecto de la materia Penal y Reforma Civil.
Por último, se abordó el informe de carga al sistema de SIGMA, la generación del informe de inconsistencias de inventarios, y al final se realizó una evaluación de ejemplos y una revisión de la matriz de resultados con las personas administradoras, la cual deben remitir a la Dirección de Planificación, al Centro de Apoyo de Mejoramiento de la Función jurisdiccional y a la Dirección Ejecutiva.
Seguidamente, se evacuaron todas las consultas realizadas por las personas participantes de cada Circuito Judicial, relacionadas con inventarios y con las inconsistencias presentadas en la información que se genera del SIGMA.
1.2. El Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación en la Circular 185-2017 de la Dirección Ejecutiva remitió los cronogramas de talleres de capacitación de inventario y realización de inventarios; además, se reflejan las pautas o lineamientos a tomar en consideración durante el proceso de inventario para el año 2018.
1.3. El Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación en el oficio 1495-PLA-2015 (el cual se reitera en la Circular 4-2017 de la Dirección de Planificación) diseñó un “Plan de capacitaciones para los Administradores del país”. Este plan se retomó para efectuar el taller de inventarios dirigido a las y los Coordinadores de Unidad y profesionales de las diferentes Administraciones Regionales del Poder Judicial, con el fin de dotarlos de los conocimientos necesarios para poder supervisar y coordinar todo lo relacionado con la realización de inventarios de expedientes en todas las materias en que son competentes los despachos judiciales para la correcta actualización de información de expedientes en los sistemas informáticos con que cuentan.
1.4. De conformidad al cronograma, el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación cumplió con el rol de visita para brindar el taller de inventario. Las fechas establecidas se coordinaron previamente con las Administraciones Regionales, en las cuales las personas profesionales designadas por este Subproceso brindaron el taller, se aclararon dudas en lo que se refiere al levantamiento de inventario y actualización de los datos en los sistemas informáticos.
1.5. En atención a la Circular 185-2017, en la que se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión No. 53-16 celebrada el 31 de mayo de 2016, artículo XXX, se reitera a los despachos judiciales la obligación de realizar inventarios de expedientes en todas las materias en los que son competentes al menos una vez al año. Así como con el cumplimiento del cronograma para llevar a cabo la coordinación y apoyo del proceso de inventariado. 
Conforme lo anterior, según cronograma de visita (Circular 185-2017), se impartió a las y los Coordinadores Judiciales y profesionales de cada Administración Regional el Taller de Inventario en las siguientes administraciones regionales:
	Administración Regional
	Cantidad de participantes
	Fecha

	 
	 
	

	Administración del Primer Circuito Judicial de San José
	75
	17 y 18/01/2018

	Unidad Administrativa del Ministerio Público
	19
	19/01/2018

	Administración Segundo Circuito Judicial de San José 
	18
	19/01/2018

	Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela
	17
	23/01/2018

	Administración Regional del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (Grecia)
	12
	26/01/2018

	Administración Regional del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)
	15
	24/01/2018

	Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)
	23
	25/01/2018

	Administración Regional de Cartago - Turrialba
	32
	30/01/2018

	Administración Regional de Heredia - Ciudad Judicial San Joaquín
	26
	31/01/2018

	Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)
	17
	05 y 06/02/2018

	Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste (Nicoya - Santa Cruz)
	39
	01 y 02/02/2018

	Administración Regional de Puntarenas - Quepos
	32
	05/02/2018

	Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur 
	27
	06/02/2018

	Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores)
	10
	06 y 07/02/2018

	Administración Regional Golfito
	20
	08/02/2018

	Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Zona Atlántica (Limón)
	30
	14/02/2018

	Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Zona Atlántica (Pococí y Sarapiquí)
	45
	15/02/2018

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 
	


1.6. Finalmente, este Subproceso realizó esfuerzos de acompañamiento en este proceso, lo cual abarcó todas las consultas en relación con las labores que conlleva el proceso de inventario de expedientes en los despachos judiciales.
Resultados de Inventarios de expedientes electrónicos o físicos realizados en las oficinas judiciales a nivel nacional durante el 2018
El Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación procede a presentar el siguiente análisis que demuestra el impacto en la carga laboral producto de la ejecución inventarios en losorganismos judiciales.
Cobertura de oficinas durante el proceso de inventario y disminución porcentual
	Administración
	Número total de oficinas que conforman la regional
	Número de oficinas que enviaron informe del inventario
	Cobertura de oficinas durante proceso de inventario
	Circulante inicial
	Circulante al finalizar
	Diferencia unitaria
	Diferencia porcentual

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Total
	449
	362
	80,6%
	980.108
	976.158
	-3.950
	-0,40%

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	San José (I y III Circuito Judicial S.J)
	63
	59
	93,7%
	314.882
	314.224
	-658
	-0,21%

	Unidad Administrativa del M.P 
	18
	14
	77,8%
	14.824
	14.118
	-706
	-4,76%

	II Circuito de San José (1)
	27
	13
	48,1%
	129.016
	131.466
	2.450
	1,90%

	Alajuela
	23
	23
	1000%
	67.498
	66.744
	-754
	-1,12%

	San Carlos 
	31
	27
	87,1%
	34.457
	34.548
	91
	0,26%

	San Ramón
	17
	15
	88,2%
	25.677
	25.190
	-487
	-1,90%

	Grecia
	10
	9
	90,0%
	28.886
	31.776
	2.890
	10,00%

	Cartago
	29
	26
	89,7%
	79.706
	77.856
	-1.850
	-2,32%

	Turrialba (2)
	9
	0
	0,0%
	0
	0
	0
	0,00%

	Heredia
	28
	23
	82,1%
	47.370
	48.168
	798
	1,68%

	San Joaquín
	4
	4
	100,0%
	8.582
	5.150
	-3.432
	-39,99%

	Liberia
	26
	22
	84,6%
	36.135
	36.557
	422
	1,17%

	Nicoya
	13
	12
	92,3%
	9.688
	9.321
	-367
	-3,79%

	Santa Cruz
	16
	10
	62,5%
	18.367
	18.375
	8
	0,04%

	Puntarenas
	26
	22
	84,6%
	36.893
	36.308
	-585
	-1,59%

	Quepos
	8
	7
	87,5%
	6.483
	6.472
	-11
	-0,17%

	Pérez Zeledón
	21
	19
	90,5%
	32.818
	31.316
	-1.502
	-4,58%

	Osa (2)
	7
	0
	0,0%
	0
	0
	0
	0,00%

	Golfito
	10
	9
	90,0%
	7.390
	7.388
	-2
	-0,03%

	Corredores (2)
	15
	0
	0,0%
	0
	0
	0
	0,00%

	Limón
	25
	25
	100,0%
	35.739
	35.089
	-650
	-1,82%

	Pococí 
	23
	22
	95,7%
	45.695
	46.090
	395
	0,86%

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	1-/ Los despachos judiciales competentes en materia de lo Contencioso Administrativo no realizaron inventario de enero a agosto del 2018.

	2-/ Estas administraciones no presentaron el informe de inventario.
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 
	 
	 
	 
	 
	 


Del cuadro anterior, a nivel unitario general se registran disminuciones en el circulante al finalizar con relación al circulante al iniciar (a excepción de los aumentos más significativos: Administración de Grecia, II Circuito Judicial de San José, Heredia yLiberia), por lo que se evidencia la labor de inventario realizada en cada una de las oficinas que las conforman. La administración que mayor cantidad de diferencia unitaria registra fue la delSan Joaquín de Flores con 3.432expedientes menos al cierre de la labor de inventario, lo que representa un 39,9% en relación con la magnitud de carga de trabajo que poseía. Por otra parte, la regional que menor cantidad de diferencia unitaria registró fue Golfito con 2 expedientes menos (0,03%) a su haber en relación con su circulante al finalizar. 
Igualmente se logra determinar que de la totalidad de oficinas presentes en las administraciones abarcadas (362 en total), se alcanzó una cobertura del 80,6% mayor que el año pasado, verificado por medio de los informes de resultados que fueron remitidos a la Dirección de Planificación vía correo electrónico directamente o por medio del SICE[footnoteRef:7].   [7: Sistema Integrado de Correspondencia.] 

De los despachos donde se detectó que no se habían enviado los informes, se contactó vía correo electrónico y telefónica para realizar la consulta del porqué el faltante, donde se manifestó no haber sido realizados del todo, otros fueron nuevamente remitidos por la administración dado que no se había concluido con el proceso, por otro lado,de tres administraciones regionales en definitiva no se obtuvo el informe de cierre del proceso.
Cabe indicar que, 10despachos judiciales estaban en proyecto de implantación del Escritorio Virtual en materia civil de menor cuantía, por lo que, al llevar a cabo el proceso de actualización de expedientes este Subproceso validaba la realización del inventario; además hubo 19 oficinas judiciales en materia de cobros en las que por proyecto de Reforma Civil un profesional del Subproceso de Estadística realizó el acompañamiento, supervisión y seguimiento del proceso de inventario. Y conforme al Plan de Implantaciones del Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales y el Rediseño Penal) por parte del profesional asignado de este subproceso se llevó a cabo la validación del inventario de 6 oficinas judiciales en materia penal.
Las mayores disminuciones del circulante se muestran en los siguientes despachos:
	Despacho (1)
	Circulante inicial
	Circulante al finalizar
	Disminución unitaria
	Disminución porcentual

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración I y III Circuito Judicial de San José
	 
	 
	 
	 

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita
	2.282
	2.019
	-263
	-11,5%

	Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Alajuelita
	4.049
	3.716
	-333
	-8,2%

	Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Aserrí
	4.060
	3.255
	-805
	-19,8%

	Juzgado de Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de San José 
	4.241
	4.033
	-208
	-4,9%

	Juzgado de Pensiones Alimentarias del III CJ de San José (Desamparados)
	9.015
	8.059
	-956
	-10,6%

	Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Pavas (PISAV)
	4.441
	3.743
	-698
	-15,7%

	Juzgado de Tránsito de San José
	4.277
	3.838
	-439
	-10,3%

	Juzgado Penal del III Circuito Judicial de San José (Desamparados)
	696
	493
	-203
	-29,2%

	Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José 
	2.956
	2.647
	-309
	-10,5%

	Juzgado Tercero Civil de San José
	1.639
	1.380
	-259
	-15,8%

	 
	 
	 
	 
	 

	Unidad Administrativa del M.P 
	 
	 
	 
	 

	Unidad de Tramite Rápido
	2.927
	2.402
	-525
	-17,9%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración II Circuito Judicial de San José
	 
	 
	 
	 

	Juzgado de Tránsito del II CJ de San José
	4842
	4398
	-444
	-9,2%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración de Alajuela
	 
	 
	 
	 

	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuela
	10261
	8912
	-1349
	-13,1%

	Juzgado Penal de Alajuela
	2073
	1762
	-311
	-15,0%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración de San Carlos
	 
	 
	 
	 

	Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de La Fortuna
	2536
	2302
	-234
	-9,2%

	Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias de San Carlos
	6245
	5883
	-362
	-5,8%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración de San Ramón
	 
	 
	 
	 

	Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Naranjo
	3543
	3319
	-224
	-6,3%

	Juzgado Penal Juvenil de San Ramón
	446
	145
	-301
	-67,5%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración de Cartago
	 
	 
	 
	 

	Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago
	1.920
	1.692
	-228
	-11,9%

	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Paraíso
	3.688
	3.283
	-405
	-11,0%

	Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tarrazú
	1.247
	1.059
	-188
	-15,1%

	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago
	9.144
	7.851
	-1293
	-14,1%

	Juzgados de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de La Unión (PISAV)
	3.663
	2.720
	-943
	-25,7%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración de Heredia
	 
	 
	 
	 

	Juzgado de Trabajo de Heredia
	2.040
	1.854
	-186
	-9,1%

	Juzgado Penal de Heredia
	3.163
	2.635
	-528
	-16,7%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración de San Joaquín de Flores
	 
	 
	 
	 

	Juzgado Contravencional y Civil de Menor Cuantía de San Joaquín de Flores
	541
	337
	-204
	-37,7%

	Juzgado de Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias de San Joaquín de Flores
	7195
	4060
	-3135
	-43,6%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración de Liberia
	 
	 
	 
	 

	Fiscalía de Liberia
	1.636
	1.450
	-186
	-11,4%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración de Nicoya
	 
	 
	 
	 

	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Jicaral
	715
	539
	-176
	-24,6%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración de Puntarenas
	 
	 
	 
	 

	Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Esparza
	2.009
	1.734
	-275
	-13,7%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración de Pérez Zeledón
	 
	 
	 
	 

	Juzgado de Cobro y Menor Cuantía de Pérez Zeledón
	17.528
	16.580
	-948
	-5,4%

	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón
	4.902
	4.588
	-314
	-6,4%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración de Limón
	 
	 
	 
	 

	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Limón
	5.523
	4.735
	-788
	-14,3%

	 
	 
	 
	 
	 

	Administración de Pococí
	 
	 
	 
	 

	Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Siquirres
	4.730
	4.357
	-373
	-7,9%

	 
	 
	 
	 
	 

	1) Se seleccionaron los despachos judiciales con mayores disminuciones unitarias dentro de las administraciones regionales.
	 

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 
	 
	 
	 
	 


De igual forma en la Circular 2-2018de la Dirección de Planificación se transcribe: “En virtud de la propuesta del Proyecto para el Desarrollo e Implementación del Modelo Estándar Integral del Proceso Penal, planteada dentro del oficio 1395-PLA-2017 y Reforma Civil se comunica a los despachos judiciales que conocen y tramitan la materia Penal y Civil, que mientrasse encuentran en el  proceso de implantación del Escritorio Virtual, el Subproceso de Estadística acompañará, a las diferentes oficinas e instancias competentes, en la labor de inventarios, durante el tiempo que corresponda”... Por lo que, los siguientes despachos realizaron inventarios en conjunto con el personal de experiencia asignado por el Subproceso de Estadística:
	Seguimiento del proceso de inventario en cobros y finalización de la implantación del Sistema de Escritorio Virtualen Juzgados Civiles de Menor Cuantía y materia Penal

	 
	 

	Heredia
	Juzgado de Cobro y Menor Cuantía de Heredia

	
	Tribunal de Flagrancia de Heredia

	
	Tribunal Penal de Heredia

	
	

	Alajuela
	Juzgado de Cobro y Menor Cuantía del I Circuito Judicial de Alajuela

	
	Tribunal Penal de Alajuela

	
	

	San Ramón
	Juzgado de Cobro y Menor Cuantía del III Circuito Judicial de Alajuela

	
	

	Grecia
	Juzgado de Cobro, Contravencional y Menor Cuantía de Grecia

	
	

	Liberia
	Juzgado de Cobro, Menor Cuantía y Tránsito del I Circuito Judicial de Guanacaste

	
	Tribunal Penal de Cañas

	 
	

	Cartago
	Juzgado Especializado de Cobro de Cartago

	 
	

	Pérez Zeledón
	Juzgado de Cobro y Menor Cuantía del I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón)

	
	

	Puntarenas
	Juzgado de Cobro y Menor Cuantía de Puntarenas

	
	Tribunal Penal de Puntarenas

	
	Tribunal de Flagrancia de Puntarenas

	 
	

	San José -I y III CJSJ-
 
 
	Juzgado Primero Especializado de Cobro de San José

	
	Juzgado Segundo Especializado de Cobro de San José

	
	Juzgado Tercero Especializado de Cobro de San José

	 
	

	San José -II CJSJ-
	Juzgado Especializado de Cobros del II CJ, Sección Primera

	
	Juzgado Especializado de Cobros del II CJ, Sección Segunda

	
	Juzgado Especializado de Cobros del II CJ, Sección Tercera

	 
	

	San Carlos
	Juzgado de Cobro y Menor Cuantía de San Carlos

	
	

	Santa Cruz
	Juzgado de Cobro, Menor Cuantía y Tránsito de Santa Cruz

	
	

	Golfito
	Juzgado Contravencional de Golfito

	
	

	Limón
	Juzgado de Cobro y de Menor Cuantía de Limón

	
	

	Pococí
	Juzgado de Cobro y Menor Cuantía de Pococí

	
	

	[bookmark: _Hlk532473672]Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación.


Como se puede observar durante el 2018 se implementó el sistema de Escritorio Virtual en variasoficinas judiciales, por parte de este Subproceso se verificó que todo el circulante activo fuera correctamente inventariado. En el caso de las oficinas judiciales que conocen la materia de cobros no se implantó ningún sistema; sin embargo, se brindó el acompañamiento en el proceso de inventario por concepto de Reforma Civil.
En relación con las oficinas judiciales que no remitieron el informe de inventario o que no realizaron el inventario de expedientes, se muestra el detalle siguiente: 
	
	 Despachos faltantes de informes de resultados del proceso de inventarios

	 
	 

	Unidad Administrativa del M.P
 
 
	Fiscalía de Flagrancia San José

	
	Fiscalía de Pavas

	
	Fiscalía de Pavas PISAV

	
	Fiscalía General

	 
	 

	I y III Circuito de San José
	Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Escazú

	
	Juzgado Primero Civil Menor Cuantía San José

	
	Juzgado Segundo Civil Menor Cuantía San José

	
	

	II Circuito Judicial de San José

	Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil

	
	Juzgado de Trabajo del II CJ de San José

	
	Juzgado de Pensiones Alimentarias II Circuito San José

	
	Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Adulto II CJ San José

	
	Tribunal de Flagrancia II CJ San José

	
	Tribunal de Penal II CJ San José

	
	Fiscalía Adjunta del II CJ San José

	
	Juzgado de Violencia Doméstica del II CJ San José

	
	Juzgado Penal del II CJ de San José

	
	Juzgado de Violencia de Turno Extraordinario del II CJ de San José

	
	Tribunal Contencioso Administrativo del II CJ de San José

	
	Tribunal de Apelaciones Contencioso Administrativo del II CJ de San José

	
	Fiscalía de Flagrancia del II CJ San José

	
	Juzgado Contencioso Administrativo del II CJ de San José

	
	Tribunal Contencioso Administrativo del II CJ de San José-oral


	Grecia
	Juzgado Penal Juvenil de Grecia

	
	Tribunal Civil y Laboral de alzada - Alajuela 3° Circuito, Grecia

	
	

	Cartago
	Fiscalía de Flagrancia de Cartago

	
	Fiscalía Penal Juvenil de Tarrazú

	
	Juzgado Penal La Unión

	
	

	Turrialba
	Juzgado Contravencional y Menor Cuantía Jiménez

	
	Juzgado Contravencional y Menor Cuantía Turrialba

	
	Fiscalía Penal Juvenil de Turrialba

	
	Fiscalía de Turrialba

	
	Juzgado Civil, Trabajo y Agrario Turrialba

	
	Juzgado Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica Turrialba

	
	Juzgado Penal de Turrialba

	
	Tribunal de Cartago, Sede Turrialba

	
	

	
	Tribunal Civil y Laboral de alzada - Guanacaste (Liberia)

	Liberia
	Fiscalía Penal Juvenil Cañas

	 
	Juzgado Penal Juvenil de Cañas

	
	Fiscalía Adjunta De Probidad, Transparencia Y Anticorrupción, Sede Liberia

	
	Fiscalía Adjunta De Probidad, Transparencia Y Anticorrupción, Sede Cañas

	
	

	Nicoya
	Tribunal Civil y Laboral de alzada - Nicoya

	Santa Cruz
	
Fiscalía de Santa Cruz
Fiscalía de Flagrancia de Santa Cruz
Juzgado Contravencional y Menor Cuantía Carrillo

	
	Fiscalía Penal Juvenil de Santa Cruz

	
	Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias Santa Cruz

	
	Juzgado Penal Juvenil de Santa Cruz

	 
	 

	Quepos
	Fiscalía Adjunta De Probidad, Transparencia Y Anticorrupción, Sede Quepos

	 
	 

	Pérez Zeledón
	Fiscalía Penal Juvenil de Buenos Aires

	
	Juzgado Penal de Buenos Aires

	
	

	Corredores
	Fiscalía de Corredores

	
	Fiscalía de Coto Brus

	
	Fiscalía de Flagrancia de Corredores

	
	Fiscalía Penal Juvenil de Corredores

	
	Juzgado Agrario de Corredores

	
	Juzgado Civil y Laboral de Corredores

	
	Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Coto Brus

	
	Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Corredores

	
	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Corredores

	
	Juzgado Penal de Corredores

	
	Juzgado Penal de Coto Brus

	
	Juzgado Penal Juvenil de Corredores

	
	Tribunal Civil y Laboral de Corredores

	
	Tribunal de Flagrancia de Corredores

	
	Tribunal Penal de Corredores

	
	

	Golfito
	Fiscalía Penal Juvenil de Puerto Jiménez

	 
	 

	Heredia
 
	Fiscalía de Heredia

	
	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Sarapiquí

	
	Fiscalía Flagrancia de Heredia

	
	Juzgado Penal Juvenil Sarapiquí

	
	 

	Puntarenas

	Fiscalía Penal de Cóbano

	
	Fiscalía Penal de Garabito

	
	Fiscalía Flagrancias Puntarenas 

	
	Fiscalía Penal Juvenil de Cóbano

	
	Fiscalía Penal Juvenil Garabito

	
	

	 
	Tribunal Penal de Osa

	 
	Juzgado Penal de Osa

	Osa
	Fiscalía de Osa

	 
	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Osa

	 
	Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Osa

	 
	Juzgado Penal Juvenil de Osa

	 
	Fiscalía Penal Juvenil de Osa

	
	 

	 
 
San Carlos
 
	Tribunal Civil y Laboral de alzada - San Carlos

	
	Fiscalía Penal Juvenil Guatuso

	
	Fiscalía Penal Juvenil La Fortuna

	
	Fiscalía Penal Juvenil Los Chiles

	 
	 

	San Ramón
	Tribunal Civil y Laboral de alzada - Alajuela 3° Circuito, San Ramón

	
	Fiscalía de Flagrancia de III CJ de Alajuela

	
	

	 Pococí
	Tribunal Civil y Laboral de alzada Pococí

	 
	

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación.


Con respecto a los anteriores despachos se realizó la consulta a las administraciones sobre el motivo de la no remisión de los resultados de inventarios a la Dirección de Planificación,según respuesta,algunas oficinas judiciales estaban dentro del modelo de Rediseño Penal o en proyecto de Reforma Civil, otras no cumplieron con la realización del inventario a tiempo. Se solicitó a las administraciones de Corredores, Turrialba y Osa el correo donde remitieron los resultados del inventario; sin embargo,no se recibió respuesta.
Conclusiones y Recomendaciones
Para las oficinas judiciales que no ejecutaron el inventario de expedientes se les reitera lo establecido en la Circular 98-2016 de la Secretaria General de la Corte sobre la obligación de realizar inventarios de expedientes en todas las materias al menos una vez al año. Asimismo, se indica que el despacho judicial es responsable del extravío o pérdida de expedientes, por lo que se deberá realizar un oficio constatando la situación, este debe ser remitido a la Dirección Ejecutiva, Dirección de Planificación e Inspección Judicial. Lo anterior, para que se establezcan los controles que se estime necesarios para garantizar al máximo que tanto el Juez o la Jueza Coordinadora como las y los servidores judiciales del despacho se comprometan al cumplimiento de sus labores, avalando que el usuario reciba una justicia pronta y cumplida.
Para la realización de inventarios durante el año 2019, se les solicita a las y los Administradores Regionales la estructuración de un listado detallado de las oficinas a cargo, para evitar omisiones de informes de resultados; ya que con la vigencia de la Reforma Civil se reestructuraron algunos despachos, el listado debe ser entregado a la Dirección de Planificación a más tardar el 31 de enero del 2019.
Se adjunta archivo con el listado de oficinas para el 2019 por Centro de Responsabilidad. 


A las y los Jueces Coordinadores y Coordinadores Judiciales, se les solicita acoplarse a las fechas establecidas en el cronograma que elaborará cada Administración, de tal forma que puedan contar con la ayuda y seguimiento, e igualmente no se distorsionen los plazos que posteriormente puedan perjudicar a otras oficinas.
A las y los Jueces Coordinadores y Coordinadores Judiciales, se les recuerda que el inventario de expedientes y depuración de casillas son parte de la labor de organización de todo despacho, que están debidamente contemplados en las distintas directrices acordadas por el Consejo Superior. En este sentido el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 38-15, celebrada el 23 de abril de 2015, artículo LII, acordó reiterar varias circulares que se refieren a la debida actualización de los sistemas informáticos que apoyan la gestión en los despachos judiciales, lo cual fue comunicado por la Secretaría General de la Corte mediante circular Nº 87-15, que hace una reiteración de las circulares referentes al deber de las personas servidoras judiciales, personal de apoyo y profesionales, de mantener actualizados los sistemas informáticos que apoyan la gestión de los despachos judiciales.Partiendo de lo anterior, todos los datos estadísticos serán tomados del sistema SIGMA de tal forma que lo que no esté actualizado en el sistema, será publicado como faltante de información.
Relacionado con el informe de inventarios que remite la administración al Subproceso de Estadística, se hacen las siguientes observaciones:
Remitir el informe consolidado de resultados de inventario oficial y justificar aquellas oficinas judiciales que no realizaron esta labor a más tardar un mes después de finalizar el inventario del circuito correspondiente. 
Detallar clara y concisamente las inconsistencias y ajustes encontrados en el proceso. En caso de que no se aclaren los ajustes o inconsistencias detectadas se tomará como si no las hubiesen corregido.
Se deben remitir los informes de resultados de inventario en formato Excel o libre office. 
Se recuerda al personal de las Administraciones y de los despachos judiciales, en caso de contar con alguna duda o inconveniente, pueden acudir al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación.”
- 0 -
A esos efectos, la servidora Andrea Mora Flores, Coordinadora Judicial 3 del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de San José, en correo electrónico del 25 de enero de 2019, remitió:
En atención a la circular remitida por la Directora Ejecutiva, y revisado el informe 62-PLA-ES-2019, se desprende que este Tribunal no rindió informe de inventario: sin embargo este Despacho en apego al cronograma establecido por la Administración del Circuito, en tiempo realizó y rindió el informe respectivo de inventario.
Adjunto comprobante de envío de informe, y el informe. Lo anterior, y muy respetuosamente para las correcciones correspondientes.”
- 0 -
Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 62-PLA-ES-2019, de la Dirección de Planificación, relacionado con los resultados de inventarios físicos o electrónicos de las Administraciones Regionales durante el 2018.  2.) Avalar las recomendaciones sugeridas en el informe; en consecuencia: a) Se les reitera a las oficinas judiciales que no ejecutaron el inventario de expedientes, lo establecido en la Circular 98-2016 de la Secretaria General de la Corte sobre la obligación de realizar inventarios de expedientes en todas las materias al menos una vez al año. Asimismo, se les recuerda que el despacho judicial es responsable del extravío o pérdida de expedientes, por lo que se deberá realizar un oficio constatando la situación, el cual deberá ser remitido a la Dirección Ejecutiva, Dirección de Planificación e Inspección Judicial, para que se establezcan los controles que se estime necesarios para garantizar al máximo que tanto el Juez o la Jueza Coordinadora como las y los servidores judiciales del despacho se comprometan al cumplimiento de sus labores, avalando que el usuario reciba una justicia pronta y cumplida. b) Deberán los Administradores Regionales, estructurar un listado de las oficinas a cargo para la realización de inventarios durante el año 2019, para evitar omisiones de informes de resultados; ya que con la vigencia de la Reforma Civil se reestructuraron algunos despachos, el listado debe ser entregado a la Dirección de Planificación a más tardar el 31 de enero del 2019. c) Deberán las y los Jueces Coordinadores y Coordinadores Judiciales, acoplarse a las fechas establecidas en el cronograma que elaborará cada Administración, de tal forma que puedan contar con la ayuda y seguimiento, e igualmente no se distorsionen los plazos que posteriormente puedan perjudicar a otras oficinas. d) Se recuerda a las y los Jueces Coordinadores y Coordinadores Judiciales, que el inventario de expedientes y depuración de casillas son parte de la labor de organización de todo despacho, que están debidamente contemplados en las distintas directrices acordadas por el Consejo Superior. En este sentido este Consejo Superior en sesión Nº 38-15, celebrada el 23 de abril de 2015, artículo LII, acordó reiterar varias circulares que se refieren a la debida actualización de los sistemas informáticos que apoyan la gestión en los despachos judiciales, lo cual fue comunicado por la Secretaría General de la Corte mediante circular Nº 87-15, que hace una reiteración de las circulares referentes al deber de las personas servidoras judiciales, personal de apoyo y profesionales, de mantener actualizados los sistemas informáticos que apoyan la gestión de los despachos judiciales. Partiendo de lo anterior, todos los datos estadísticos serán tomados del sistema SIGMA de tal forma que lo que no esté actualizado en el sistema, será publicado como faltante de información. e) Deberá la Administración: 1.- Remitir al Subproceso de Estadística, el informe consolidado de resultados de inventario oficial y justificar aquellas oficinas judiciales que no realizaron esta labor a más tardar un mes después de finalizar el inventario del circuito correspondiente. 2).- Detallar clara y concisamente las inconsistencias y ajustes encontrados en el proceso. En caso de que no se aclaren los ajustes o inconsistencias detectadas se tomará como si no las hubiesen corregido. 3.- Remitir los informes de resultados de inventario en formato Excel o libre office. f) Se recuerda al personal de las Administraciones y de los despachos judiciales, en caso de contar con alguna duda o inconveniente, pueden acudir al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación. 3.) Hacer este acuerdo del conocimiento de Corte Plena, Dirección de Planificación y Dirección Ejecutiva, para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713241]ARTÍCULO XXXVIII 
DOCUMENTO N°7421-15, 962-19
En sesión N° 110-18 celebrada el 19 de diciembre de 2018, artículo II, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:
“(…)
En razón que en la sesión N° 70-18 celebrada el 7 de agosto de 2018, artículo XXXVII, este Consejo Superior dispuso dejar en suspenso la aprobación del informe Nº 671-PLA-2018 del 22 de junio de 2018 suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación, así como el oficio N° 2414-DTI-2018, remitido por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, relacionado con la nueva estructura organizacional y cargas de trabajo de la Dirección de Tecnología de la Información, hasta tanto se contará con la aprobación del presupuesto del periodo 2019,  a esos efectos, entra este Consejo a conocer lo referente; siendo que una vez analizado el informe N°1524-PLA-2018 de 18 de diciembre de 2018, firmado por la licenciada Valverde Bermúdez, acerca de las solicitudes de proyectos estratégicos remitidos por las diferentes oficinas y  que se proponen ejecutar durante el año 2019, asimismo, en consideración de las manifestaciones expuestas en esta sesión por parte de la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, sobre los recursos económicos para hacer frente a dicha estructuración, se acordó: 1.) Aprobar el escenario de solución N° 2, en el cual se establece la organización de Tecnología de la Información con plazas ordinarias, consignando el traslado de las 10 plazas de personal técnico supernumerario a las Administraciones Regionales dentro de los próximos 2 años, debiendo cada año ser evaluado el requerimiento de continuidad de plazas por parte de la Dirección de Planificación. 2.) El Subproceso de Normas y Estándares de Tecnología de la Información deberá definir nuevos indicadores que demuestren el rendimiento de cada Proceso, Subproceso y Unidad, por lo que cuando se encuentren definidos los pondrá en conocimiento de la Dirección de Planificación, quien dará el visto bueno correspondiente, en un plazo de seis meses posterior a la aprobación de ese informe; utilizando como base los resultados mapeados en los diferentes diagramas SIPOC indicados supra. De esta manera, se deberá coordinar con la Dirección de Planificación, para la confección de un formulario estadístico que garantice la medición de resultados, con el fin de que sean base para las evaluaciones futuras. Además, la Dirección de Tecnología procederá con la automatización de este procedimiento partiendo de que será el insumo también para evaluación del Desempeño. 3.) La Dirección de Planificación realizará seguimientos anuales una vez aprobado la estructura organizacional, hasta verificar que se haya completado su implementación, así como asegurar que cada macroproceso, proceso, subproceso y unidad se encuentren desempeñando las funciones alineadas al objetivo para el cual han sido creadas. Durante el seguimiento la Dirección de Planificación emitirá las recomendaciones pertinentes.  4.) Es menester indicar por parte de este Consejo Superior que en cuanto al tema de las posibles recalificaciones y valoraciones de puestos generados por el cambio de estructura aprobada en el presente acuerdo, quedará a criterio de la Dirección de Gestión Humana y la Sección de Análisis de Puestos determinar si es necesario el cambio para alguna de las plazas implicadas, por lo que deberán mediante criterio técnico recomendar lo pertinente, por lo anterior, lo interesados deberán tomar en cuenta que el cambio de estructura no genera derecho alguno ante una posible revaloración. 5.) La aprobación de la nueva estructura de la Dirección de Tecnología de la Información iniciará a partir del 7 de enero de 2019.
Las Direcciones de Planificación, de Gestión Humana, Ejecutiva, y de Tecnología de la Información, tomarán nota para lo que corresponda.”
- 0 -
El licenciado Jonathan Montiel Álvarez, Jefe del Subproceso Gestión del Servicio, en oficio N° 196-DTI-2019 del 24 de enero de 2019, solicitó lo siguiente:
“Para que por su medio se haga del conocimiento de los señores integrantes del Consejo Superior. En relación con los puestos aprobados producto de los permisos con goce de salario otorgados mediante acuerdo de ese estimable Consejo en su Sesión N° 110-18 celebrada el 19 de diciembre del 2018, Artículo II, en el que se conoció el informe de reestructuración 671-PLA-2018 emitido por la Dirección de Planificación para esta Dirección de Tecnología; aprobando 27 plazas extraordinarias mismas que se resumen en el cuadro N° 1.
[bookmark: _Toc536160262]Cuadro N°1. Resumen de PGS aprobados con la reestructuración
[bookmark: _Toc536713243]Fuente: Elaboración propia
	Análisis de permisos con goce de salario (pgs) solicitados en oficio 483-pla-2018
	Cantidad de plazas

	Profesional 2
	11

	Profesional 1
	5

	Técnico especializado 5
	11

	Total de PGS
	27


Después de una distribución de las 27 plazas asignadas de manera extraordinaria y respondiendo a  una necesidad institucional, se determinó mayor cantidad de plazas técnicas para poder aplicar la mayor funcionalidad la estructura recomendada por la Dirección de Planificación, por lo que me permito solicitar respetuosamente modificar la categoría de un puesto de Profesional en Informática 2 y un puesto de Profesional en Informática 1 solicitado en los permisos anteriormente mencionados a Técnicos Especializados 5, esto en aras de hacer un mejor uso de los recursos asignados por la Institución y en respuesta a la necesidad actual.
(…)”
- 0 -
Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Modificar el acuerdo tomado en sesión N° 110-18 celebrada el 19 de diciembre de 2018, artículo II, en el sentido que se cambia la categoría de un puesto de Profesional en Informática 2 y un puesto de Profesional en Informática 1 a 2 plazas de Técnicos Especializados 5, lo anterior, en aras de hacer un mejor uso de los recursos asignados. Quedando la estructura de la Dirección de Tecnología de la Información de la siguiente manera:
	
	Cantidad de plazas

	Profesional 2
	10

	Profesional 1
	4

	Técnico especializado 5
	13

	Total de PGS
	27



En lo demás se mantiene incólume el citado acuerdo.
Las Direcciones de Planificación, de Gestión Humana, Ejecutiva, y de Tecnología de la Información, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713245]ARTÍCULO XXXIX 
DOCUMENTO N° 585-17, 989-19
En sesión N° 108-18 celebrada el 13 de diciembre de 2018, artículo LXXV, se tomó el acuerdo que dice:
“En la sesión Nº 38-17 celebrada el 25 de abril de 2017, artículo VII, se rechazó el recurso de apelación formulado por el Lic. Erick Zúñiga Madrigal, Defensor Público y representante de las quejosas, Mariela Brenes Carrillo y Arlyn Montoya Solís; contra la resolución Nº 2075 de las 14:16 horas del 20 de diciembre de 2016, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial bajo el expediente Nº 15-001726-031-IJ, por consiguiente, se confirmó el acto recurrido en cuanto a declarar sin lugar la causa disciplinaria seguida contra la servidora Ana Yancy Ruphuy Herrera y el servidor José David Arana Rojas, por no contarse con los elementos objetivos y subjetivos para aplicar el régimen disciplinario. A esos efectos, se comunicó este acuerdo a la Dirección de Gestión Humana, Tribunal de la Inspección Judicial y el Ministerio Público para lo de su competencia.  Se acogieron las recomendaciones emitidas por el Tribunal de la Inspección Judicial, por lo que debería la Fiscalía General realizar las acciones necesarias para que la Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica funcione con un ambiente laboral adecuado, que incentive el compañerismo, el respecto y la colaboración entre el personal. En ese momento, se dejó sin efecto la medida cautelar impuesta a la servidora Ana Yancy Ruphuy Herrera. 
La máster Ana Yanci Ruphuy Herrera, Fiscala de la Fiscalía General de la República, en nota de 4 de diciembre de 2018, solicitó lo siguiente:
“Ante ustedes y con el mayor de los respetos, por medio de la presente la suscrita Ana Yanci Ruphuy Herrera, formulo la presente solicitud a fin de que se valore el cese del nombramiento de la Lic. Mariela Brenes Carballo en el Juzgado Penal de Siquirres, con fundamento en lo siguiente:
El 9 de diciembre del 2015, ingrese a laborar en la Fiscalía de Siquirres, lo anterior debido a una medida cautelar, a causa de una denuncia interpuesta por la Lic. Mariela Brenes, por Acoso Laboral en perjuicio de la suscrita, causa número 15-001726-0031-IJ,  lo anterior debido a la supuesta afectación que le causaba mi permanencia.
Mediante Acto Final del Procedimiento Disciplinario N° 2075 -2016 del TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL; Sección Primera. San José, al ser las catorce horas y diecisiete minutos del veinte de diciembre del año dos mil dieciséis, declaró SIN LUGAR en su totalidad las diligencias y me exime de cualquier responsabilidad. 
Evidentemente la anterior situación, afecto mi vida profesional y laboral, al separarme de mi domicilio y de mi familia. Situaciones que argumente en su momento ante este mismo órgano al indicar:  
“Este fundamento es inmotivado pues corresponde a una aplicación genérica de las medidas sin ahondar en las razones por las cuales la misma es procedente en mis caso. Como medida cautelar gravosa que es, debe explicarse por que es necesaria y proporcional en este asunto y no aplicarse casi de forma automática. Pese a que se haya aplicado como regla, en un correcto ejercicio del derecho administrativo y disciplinario es necesario justificar detalladamente la imposición de tal medida, pues en efecto resulta innecesaria en mi caso y las argumentaciones externadas son pobres y en consecuencia insuficientes. Por razones que explicaré en el desarrollo de este proceso no tengo relación con las quejosas, de forma tal que no puedo perturbarlas ni influir en ella o en ninguna de las persona ofrecidas como testigo. Demostraré que este asunto en el que se denuncia hoy acoso laboral de hace más de un año corresponde a niveles de exigencia en la calidad del trabajo que deben rendirse esta oficina, que es y ha sido a nivel nacional una de  las peores en desempeño y rendimiento. Mi gestión -por la que ahora me denuncian- obedece a mis cuestionamientos a la Jefatura por temas de control interno y a la corrección del trabajo de algunas de las señoras denunciantes.
Petitoria: En razón de la violación al derecho de defensa expuesto, así como por resultar la medida solicitada en desproporcional y de sumo agravio para mi persona, solicito rechazar la gestión formulada por el Tribunal de la Inspección Judicial para que proceda conforme a las reglas del debido proceso y me mantengan en el puesto mientras se desarrolla el proceso.”
Argumentaciones que no fueron atendidas en momento, confirmándose lo solicitado por la denunciante, que finalmente como se indicó, se me exime de responsabilidad.
Ahora bien, está funcionaria, a sabiendas de la enemistad manifiesta, pues evidentemente ante tales circunstancias, y otras que voy a omitir, no la considero mi amiga, pues se ha encargado en muchas y reiteradas ocasiones a afectar mi vida profesional hablando mal de la suscrita ante terceros y evidentemente con la denuncia temeraria que ésta encabezó a fin de afectarme y pedir mi traslado (de esto tengo testigos).
Ante tales circunstancias, siendo que laboro como Fiscal Jefe de la Fiscalía de Siquirres, donde somos 5 fiscales, obligatoriamente  tengo que atender audiencias preliminares, disponibilidad, también soy quien da el visto bueno a las acusaciones, por ello considero que ante tales circunstancias esta persona por ética debió rechazar dicho nombramiento, no obstante al no hacerlo, me veo obligada a gestionar ante este Órgano reubicada en otro lugar, pues mi fin no es afectarla, sino evitar que ésta continúe afectando mi vida profesional, y personal, pues considero que ella no se va Excusar, y la suscrita va tener que Recusarla. La situación se torna aún más difícil con la atención de la disponibilidad pues la suscrita debe realizar una vez por semana disponibilidad y también los fines de semana, y no puedo cargar a mis compañeros de trabajo, dada la cantidad de personal con que cuenta esta oficina. Como puede notarse se dan 2 motivos de Excusa de conformidad con el artículo 55, que son el inciso f)  y el h).
Petitoria: En razón de lo anteriormente mencionado de sumo agravio para mi persona, solicito se reubique a dicha funcionaria.”
- 0 -
Se acordó: 1.) Trasladar la gestión planteada por la máster Ana Yanci Ruphuy Herrera, Fiscala de la Fiscalía General de la República, en nota de 4 de diciembre de 2018, a la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, lo anterior, para que valore la situación presentada e informe a este Consejo Superior lo que corresponda. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante.”
- 0 -
El licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio N° 073-CACMFJ-AGA-2019 del 25 de enero de 2019, indicó:
“La Secretaría de la Corte remite el oficio Nº402-19, consignando lo acordado por el Consejo Superior en sesión Nº108-18, artículo LXXV, que dispuso trasladar para valoración la situación planteada por la máster Ana Yanci Ruphuy Herrera, Fiscala de la Fiscalía General. Al respecto informo que la designación de la licenciada Mariela Brenes Carballo en el Juzgado Penal de Siquirres se realizó de conformidad con lo dispuesto por la Ley de Carrera Judicial. Sin embargo, es importante hacer de conocimiento que doña Mariela declinó el nombramiento desde el pasado 8 de enero de 2019.”
- 0 -
Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe del licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la máster Ana Yanci Ruphuy Herrera, Fiscala de la Fiscalía General de la República, con la indicación que carece de interés actual, por cuanto la licenciada Mariela Brenes Carballo declino del nombramiento. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713248]ARTÍCULO XL 
DOCUMENTO N° 652-19, 1024 y 1358-19
El licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, Director interino de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-014-2019 del 28 de enero de 2019, solicitó:
“Reciban un saludo cordial. Como es de su conocimiento, la Comisión de la Jurisdicción Civil y la Escuela Judicial estamos trabajando en la capacitación de las personas juzgadoras que tramitan materia civil, a la luz de la Reforma Procesal Civil, por lo que ahora con el fin de continuar con este proceso formativo, se realizará una serie de cursos sobre "Redacción de Sentencias". 
Este proceso ha sido realizado de manera sistemática y metódica, con una orientación curricular basada en el enfoque por competencias, en busca de dotar a las personas juzgadoras de las herramientas necesarias para atender de manera oportuna, célere, eficiente y eficaz los asuntos sometidos a su conocimiento.
La implementación de la reforma Procesal Civil representa un cambio de paradigma y un reto institucional, por lo que brindar la capacitación a los funcionarios judiciales, constituye un importante hito por superar, con el fin de lograr una transición que permita brindar seguridad y confianza a las personas juzgadoras en su accionar
Por ello, se solicita permiso con goce de salario y sustitución para el listado de personas y fechas que a continuación se detalla, con la indicación de que los recursos económicos para el pago de esas sustituciones se cargará al presupuesto asignado para la Reforma Procesal Civil. Se adjuntan las respectivas certificaciones de contenido presupuestario.
Grupo 2-2019
Fechas: 11, 12 y 13 de Febrero
Lugar: San Joaquín de Heredia, Escuela Judicial (AULA 10)
	No.
	Nombre
	Cédula
	Despacho
	Puesto

	
	Arce Jiménez Rosny Eddie
	108000973
	Tribunal Colegiado I Instancia Civil III Circuito Judicial SJ
	Juez 4
378876

	
	Blandón Mena Yesenia
	401590395
	Juzgado Especializado de Cobro II
Circuito Judicial de San José
	Juez 2
369858

	
	Campos Barboza Ana Elsy
	109500865
	Juzgado Especializado de Cobro II Circuito Judicial de San José
	Juez 2
5286

	
	Carrillo Angúlo Shirley
	602490113

	Juzgado Menor Cuantía y Tránsito II Circuito Judicial de Guanacaste
	Juez 1
103156

	
	Fallas Abarca Greivin
	109040660
	Juzgado I Especializado de Cobro I Circuito Judicial SJ
	Juez 2
367850

	
	Fernández Cubillo Jessika Beatriz
	303970170
	Juzgado Especializado de Cobro II Circuito Judicial de San José
	Juez 2
369857

	
	García Jiménez Gustavo
	107390386
	Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Puntarenas
	Juez 5
44931

	
	Hurtado Villalobos Roberto
	110250871
	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires
	Juez 3
352631

	
	Jiménez Vargas Flor Melania
	107680184
	Juzgado I Civil menor cuantía de San José
	Juez 1
55651

	
	López Matarrita Johanna
	503180882
	Sección especializada de asistencia social
	Abogado de asistencia social
374130

	
	Martínez Bolívar Deyanira Adelaida
	105520916
	Tribunal Segundo Civil SJ
	Juez 5
54010

	
	Mena Gutiérrez Margarita
	206620495
	Juzgado Civil de Heredia
	Juez 3
378936

	
	Morales González Paula
	109590592
	Juzgado III Especializado de Cobro I Circuito Judicial SJ
	Juez 2
44087

	
	Robleto Artola Ericka Esther
	602330612
	Área de gestión y apoyo
	Juez 3
377692

	
	Rodríguez Aguilar Bridley
	205550869
	Administración regional II circuito  judicial de Alajuela
	Juez Supernumerario
351316

	
	Rodríguez Pereira Elizabeth
	401420255
	Juzgado de Cobro y Civil Menor Cuantía I Circuito Judicial Alajuela
	Juez 2
44538

	
	Rodríguez Sandí Luis Fernando
	107220489
	Tribunal de apelación civil y de trabajo de Alajuela
	Juez 5
378703

	
	Rosales Alvarado Miguel Ángel

	602000020
	Tribunal II Civil
	Juez 4
54009

	
	Ruiz Murillo José Arturo
	107390401
	Sala Primera
	Prof. en Derecho
56759

	
	Salazar Solórzano Randall
	106760957
	Procuraduría General de la República
	Procurador

	
	Sequeira Muñoz Adriana María
	109330978
	Juzgado Especializado de Cobro II Circuito Judicial SJ
	Juez 2
24330

	
	Solano Gómez Ivannia
	303770370
	Tribunal II Colegiado I Instancia Civil
	Juez 4
103664

	
	Ugalde González Olman
	601780828
	Área de gestión y apoyo
	Juez 3
372096

	
	Vargas Montero Lineth Alejandra

	109000222
	Juzgado II Civil de San José
	Juez 3
55541

	
	Vindas  Campos Johanna
	112040123
	Tribunal colegiado I Instancia Civil, I Circuito Jud. SJ
	Juez 4
37888


Grupo 3-2019
Fechas: 18, 19 y 20 de Febrero
Lugar: San Joaquín de Heredia, Escuela Judicial (AULA 6)
	No.
	Nombre
	Cédula
	Despacho
	Puesto

	
	Araya Durán Rodrigo
	109620012
	Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Alajuela
	Juez 5
44425


	
	Araya Jacome Katia María
	106330340
	Juzgado Segundo Especializado De  Cobro I Circuito Judicial San José
	Juez 3
43863

	
	Araya Ugalde Luis Esteban

	108600133
	Tribunal de apelación civil y trabajo I Circuito Judicial SJ
	Juez 5
45101

	
	Brenes Castro Adriana
	113740737
	Juzgado Civil de Heredia
	Juez 3
378938

	
	Córdoba Artavia Ana
	109310383
	Área de gestión y apoyo
	Juez 3
377696

	
	Coronado Rojas Gabriela
	113700134
	Sala Primera
	Prof. en derecho
92381

	
	Díaz Anchía Ricardo
	501930650

	Tribunal Colegiado I Instancia Civil Cartago
	Juez 4
378933

	
	Echegaray Rodríguez Edgar
	109800817

	Juzgado I Civil San José
	Juez 3
378861

	
	Fernández Hidalgo Luis Fernando
	107100175

	Tribunal Segundo Civil
	Juez 5
54012

	
	Guevara Guevara Emi Lorena
	502240963
	Juzgado Civil y Trabajo Grecia
	Juez 3
55673

	
	Irias Obando Gustavo
	106900129

	Juzgado Especializado De Cobro II Circuito Judicial De San José
	Juez 2
43779

	
	Miranda Arias Charlyn
	111340406
	Juzgado Civil, trabajo y familia de Puriscal
	Juez 3
96471

	
	Molina Escobar Patricia
	106030309

	Tribunal Segundo Civil
	Juez 4
54013

	
	Prendas Ugalde Ana Noelia
	109870186

	Juzgado De Cobro, Civil Y Menor Cuantía Heredia
	Juez 2
57093

	
	Prienfalk Lavagni Ivonne
	108760840
	Sala Primera
	Prof. en Derecho
109766

	
	Quesada Blanco Karina María
	204960403
	Juzgado Especializado De Cobro Cartago
	Juez 2
44076

	
	Rojas Pérez Yendri Patricia
	602730116
	Juzgado Especializado de Cobro II Circuito Judicial de SJ
	Juez 2
369863

	
	Salas Hernández Viviana

	107840667

	Juzgado de cobro y menor cuantía II Circuito Judicial Alajuela
	Juez 1
44597

	
	Salas Muñoz Luis Abner
	109360797
	Área de gestión y apoyo

	Juez Supernumerario
350169

	
	Sánchez Aguilar Milkan


	205370709
	Tribunal Colegiado I Instancia I Circuito Judicial SJ
	Juez 4
378959

	
	Sancho Araya Carlos
	206200978
	Juzgado Civil I Circuito Judicial Alajuela
	Juez 3
92883

	
	Seing Murillo Maribel
	107450892
	Tribunal Primero Civil de San José
	Juez 4
42964

	
	Solano Pérez Alexander
	109310195
	Juzgado Civil de Heredia
	Juez 3
38700

	
	Valverde Vindas German

	602200205
	Juzgado De Cobro, Civil Y Menor Cuantía Heredia
	Juez 2
85722

	
	Víquez Herrera Javier
	106790116
	Tribunal de Heredia
	Juez 4
95499


Grupo 4-2019
Fechas: 25, 26 y 27 de Febrero
Lugar: San Joaquín de Heredia, Escuela Judicial (AULA 6)
	No.
	Nombre
	Cédula
	Despacho
	Puesto

	
	Brenes Piedra Marcela
	108080180
	Juzgado Especializado de Cobro, Cartago
	Juez 2
92905

	
	Castillo Bolaños Hazel
	112110144
	Juzgado Cobro de Golfito
	Juez 2
367902

	
	Cerdas Monge José Ricardo
	109100489
	Juzgado de Cobro y Menor Cuantía del I Circuito Judicial de la Zona Sur
	Juez 3
57002


	
	Chaves Redondo José Manuel
	 111940765
	Área de Gestión y Apoyo
	Juez Supernumerario
5427

	
	Cortés Palma María del Rocío
	401760924
	Área de Gestión y Apoyo
	Juez Supernumerario
377268

	
	Cruz Conejo Óscar
	302410349
	Tribunal de Apelación Civil y Laboral de Cartago
	Juez 5
95487

	
	Delgado Chavarría Liseth Marcela
	109430796
	Juzgado de Cobro, civil y menor cuantía Heredia
	Juez 2
367896

	
	Gómez Marín María Del Pilar
	303650151

	Juzgado Especializado De Cobro Cartago
	Juez 2
47548

	
	Herrera Vargas Esteban Jesús
	205480835
	Juzgado II Especializado de Cobro I Circuito Judicial San José
	Juez 2
367873

	
	Herrera Vargas Norman Armando
	205130569
	Juzgado Civil y de Trabajo Del Primer Circuito Judicial de La Zona Sur
	Juez 3
43888

	
	Jiménez Castro Ivannia Cristina
	108410091
	Juzgado III Civil
San José
	Juez 3
378864

	
	Jiménez Ramírez Jessica
	401710033
	Tribunal de apelación Civil y Trabajo de  Alajuela
	Juez 5
106406

	
	Jinesta Blanco Carlos Felipe
	110820172

	Tribunal II Colegiado I Instancia Civil
	Juez 4
378873

	
	Juárez Gutiérrez Alberto
	503280870
	Juzgado Civil y Trabajo, II Circuito Judicial de Guanacaste
	Juez 3
57141

	
	López Casal Yuri
	401550122
	Tribunal Colegiado I Instancia Civil Heredia
	Juez 4
378949

	
	Matamoros Bendaña Dany Gerardo
	108930345
	Juzgado Civil y Trabajo II Circuito Judicial Zona Sur
	Juez 3
84207

	
	Ramírez Bazan Alba Aurora
	800800053
	Juzgado Civil II Circuito Judicial SJ
	 Juez 3
102189

	
	Retana Álvarez Wilkko Adred
	107370795

	Juzgado Especializado De Cobro II Circuito Judicial De San José
	Juez 2
56965

	
	Rivera Meza José Francisco
	602770893
	Juzgado Especializado De Cobro II Circuito Judicial De San José
	Juez 2
369861

	
	Ruiz Bravo Luis Guillermo
	401590367
	Juzgado Civil de Heredia
	Juez 3
378937

	
	Ruiz Herradora Jeannette
	108270465
	Juzgado Especializado de Cobro II Circuito Judicial de San José
	Juez 2
112243

	
	Tames Brenes Flory Ivette
	302670889
	Juzgado Civil Menor Cuantía Cartago
	Juez 1
34403


	
	Ubau Hernández Pedro Javier
	900920328
	Juzgado De Cobro, Civil Y Menor Cuantía Heredia
	Juez 2
367897

	
	Valverde Phillips Carmen Laura
	111990728
	Área de gestión y apoyo
	Juez 2
377702

	
	Vargas González María del Carmen
	601820040
	Juzgado II Especializado De Cobro I Circuito
	Juez 2
43839


Por otra parte, en caso de darse algún cambio en la persona nombrada en las plazas convocadas, solicito se nos autorice realizar el cambio correspondiente, quedando de esa forma autorizado para sustitución el número de puesto ante el Centro de Apoyo, Cooperación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.
Respetuosamente, de acogerse la solicitud planteada, solicito se declare acuerdo firme.”
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Asimismo, la licenciada Ashley Román Conejo, Gestora de Capacitación 2 de la Escuela Judicial, en correo electrónico del 05 de febrero de 2019, solicitó lo siguiente:
“Les solicito por favor adicionar el oficio EJ-DIR-014-2019, (referencia número 1024-2019, presentado el 28H de enero del 2019) en el siguiente sentido:
Se solicita incorporar los nombres de las siguientes personas en la lista de participantes de los grupos 2, 3 y 4 del curso sobre Redacción de Sentencias, a quienes también se les solicita permiso con goce de salario y sustitución, para los días de la capacitación:
Grupo 2-2019. Escuela Judicial / 11, 12 y 13 de febrero de 2019

	Ramírez Víquez Victoria Eugenia
	109850910
	Tribunal Colegiado I Instancia Civil Puntarenas
	Juez 4
378986

	Carmiol Ulloa Roberto
	109740134
	Área de gestión y apoyo
	Juez 5
365698

	Rivera Hernández Kathya
	206080978
	Juzgado Civil I Circuito Judicial Alajuela
	Jueza 3
378894

	Rojas Castro Claudio César
	206330369

	Juez Civil, Trabajo y Familia Hatillo
	Juez 3
95456

	Sáenz Gutiérrez Paula
	110230319

	Tribunal II Colegiado I Instancia Civil
	Juez 4
43828

	Alvarado Valverde Luis Carlos
	603170476
	Área de gestión y apoyo  
	Juez 3
378600



Grupo 3-2019. Escuela Judicial / 18, 19 y 20 de febrero de 2019

	Orellana Guevara David
	107970528
	Área de gestión y apoyo
	Juez 3
377699

	Alpízar Solórzano Max
	115120601
	Tribunal Colegiado I Instancia Civil III Circuito Judicial
	Juez 4
378877

	Arauz Cabrera Andrea Vanessa
	603190013
	Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur
	Juez 4
367594

	Cerdas Bermúdez Juan Carlos
	203990560
	Tribunal I Colegiado I Instancia Civil
	Juez 4
43815

	Duran Oviedo Nidia
	109810659
	Juzgado III Especializado de Cobro I Circuito de S.J
	Juez 2
44131

	Orozco Fernández Jonathan

	303650255

	Sala Primera

	Prof. en Derecho
3B
378856

	Rebelo Orellana Julio David
	114610372
	Juzgado Civil, familia y trabajo Quepos
	Juez 3
86077



Grupo 4-2019. Escuela Judicial / 25, 26 y 27 de febrero de 2019

	Garro Sánchez Lilliana
	111350586
	Tribunal II Colegiado I Instancia Civil
	Juez 4
47551

	Delgado Montoya Cesar Roberto
	114670243
	Juzgado Civil y Trabajo III Circuito Judicial Alajuela  San Ramón
	Juez 3
372033

	Madrigal Soto José Antonio
	203920504
	Tribunal Colegiado I Instancia Civil I Circuito Judicial
	Juez 4
378905

	Marín Angulo Carlos Alberto
	602090714
	Juzgado Especializado de Cobro II Circuito Judicial SJ
	Juez 2
369862




2. Se solicita excluir los nombres de las siguientes personas de la lista de participantes de los grupos 2, 3 y 4  del curso sobre Redacción de Sentencias:
Grupo 2-2019. Escuela Judicial /11, 12 y 13  de febrero de 2019

	Ugalde González Olman
	601780828
	Área de gestión y apoyo
	Juez 3
372096

	Arce Jiménez Rosny Eddie
	108000973
	Tribunal Colegiado I Instancia Civil III Circuito Judicial SJ
	Juez 4
378876

	Arguedas Vargas André Rolando
	108910994
	Juzgado Civil I Circuito Judicial Alajuela
	Juez 3
378895


	Mena Gutiérrez Margarita
	206620495
	Juzgado Civil de Heredia
	Juez 3
378936

	Vindas  Campos Johanna
	112040123
	Tribunal colegiado I Instancia Civil, I Circuito Jud. SJ
	Juez 4
37888

	Rodríguez Sandí Luis Fernando
	107220489
	Tribunal de apelación civil y de trabajo de Alajuela
	Juez 5
378703

	Rivera Hernández Kathya
	206080978
    
	Juzgado Civil I Circuito Judicial Alajuela
	Jueza 3                          
378894



Grupo 3-2019. Escuela Judicial /18, 19 y 20 de febrero de 2019

	Irias Obando Gustavo
	106900129

	Juzgado Especializado De Cobro II Circuito Judicial De San José
	Juez 2
43779

	Molina Escobar Patricia
	106030309
	Tribunal Segundo Civil
	Juez 4
54013

	Brenes Castro Adriana
	113740737
	Juzgado Civil de Heredia
	Juez 3
378938

	Díaz Anchía Ricardo
	501930650

	Tribunal Colegiado I Instancia Civil Cartago
	Juez 4
378933

	Echegaray Rodríguez Edgar
	109800817

	Juzgado I Civil San José
	Juez 3
378861

	Sánchez Aguilar Milkan

	205370709
	Tribunal Colegiado I Instancia I Circuito Judicial SJ
	Juez 4
378959

	Prienfalk Lavagni Ivonne
	108760840
	Sala Primera
	Prof. en Derecho
109766



Grupo 4-2019. Escuela Judicial / 25, 26 y 27 de febrero de 2019

	López Casal Yuri
	401550122
	Tribunal Colegiado I Instancia Civil Heredia
	Juez 4
378949

	Jinesta Blanco Carlos Felipe
	110820172

	Tribunal II Colegiado I Instancia Civil
	Juez 4
378873

	Ruiz Bravo Luis Guillermo
	401590367
	Juzgado Civil de Heredia
	Juez 3
378937

	Gómez Marín María Del Pilar
	303650151

	Juzgado Especializado De Cobro Cartago
	Juez 2
47548



(…)”
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A esos efectos se adjuntan certificaciones de contenido presupuestario N° 37, 38, 39-P-2019 del 25 de enero de 2019, suscritas por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento Financiero Contable, en el que se indicó que en el programa 927 del presupuesto del 2019, aprobado mediante la Ley 9632, existen recursos para “Cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para:
a.) 1 Juez 1, 11 Jueces 2, 7 Jueces 3, 2 Jueces 4, 2 Jueces 5 y 2 Jueces Supernumerarios por el período comprendido del 25/02/2019 al 27/02/2019” por un monto total estimado de ¢7.830.086,22 (siete millones ochocientos treinta mil ochenta y seis colones con 22/100).
b.) 1 Juez 1, 5 Jueces 2, 6 Jueces 3, 5 Jueces 4, 3 Jueces 5, 1 Juez Supernumerario y 2 Profesionales en Derecho 3B por el período comprendido del 18/02/2019 al 20/02/2019” por un monto total estimado de ¢8.048.125,35 (ocho millones cuarenta y ocho mil ciento veinticinco colones con 35/100).
c.) 2 Jueces 1, 7 Jueces 2, 5 Jueces 3, 4 Jueces 4, 3 Jueces 5, 1 Juez Supernumerario, 2 Profesionales en Derecho 3B y 1 Abogado en Asistencia Social por el período comprendido del 11/02/2019 al 13/02/2019” por un monto total estimado de ¢7.953.495,61 (siete millones novecientos cincuenta y tres mil cuatrocientos noventa y cinco colones con 61/100). 
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación de las personas servidoras judiciales de las listas transcritas anteriormente, para que durante las fechas indicadas asistan a cursos sobre "Redacción de Sentencias" que será brindada a las personas juzgadoras que tramitan materia civil, a la luz de la Reforma Procesal Civil. Lo anterior con cargo al presupuesto asignado para la Reforma Procesal Civil. 2.) Aprobar la sustitución en los casos estrictamente necesarios y para las personas juzgadoras que tiene audiencias previamente señaladas, a fin de optimizar los recursos presupuestarios, en el entendido, que conforme lo dispuso por este Consejo en sesión N° 03-08, celebrada el 15 de enero del 2008, artículo LXXXII, publicado en la circular N° 20-08 del 2008, no podrán asistir a la actividad, si el sustituto que fuese nombrado no hubiese asumido el puesto, en el caso que no pudiera ser posible su sustitución, o las personas se encuentren ocupando plazas extraordinarias. 3.) En caso de darse algún cambio en la persona nombrada en las plazas convocadas, se autoriza a la Escuela Judicial a realizar el cambio correspondiente en igualdad de condiciones. 4.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las personas asistentes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 5.) Indicar a las personas participantes, que la inasistencia a la actividad de referencia deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo. 
La Escuela Judicial, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc536713251]ARTÍCULO XLI 
DOCUMENTO N° 411-19, 995-19
En sesión N° 107-18 celebrada el 11 de diciembre, artículo LXIV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El servidor Óscar Otarola Solís, Auxiliar Administrativo de la Administración del Organismo de Investigación Judicial, en correo electrónico del 29 de noviembre de 2018, solicitó:
“…solicitarle con el respeto que sus autoridades se merecen, si fuese posible establecer una investigación jurídica ante la Direccion Jurídica del Poder Judicial ya que pasan los días y con respeto no veo un interés de este asunto que me inquieta ya que, es un acto de injusticia, mala Fe y de venganza y así se deja ver en las notas de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial números de oficios 731-DG-2018, 693-DG-2018 y 694-DG-2018, de fecha junio del 2018, donde se me notifica el traslado y la devolución a mi plaza en propiedad, estando para esa fecha incapacitado y además no veo el motivo para no regresar a mis funciones habituales como Técnico Especializado 5 ascenso que vengo teniendo desde el 2014. También no omito el motivo de tan aberrante decisión por parte del Señor Gerald Campos Director General del Organismo de Investigación Judicial interino en ese momento, claramente se ve la que el Señor Campos se dedicado a una vil persecución en contra de mi persona por.
1-Por mi situación laborales de un ascenso como Técnico Especializado 5 ( CHOFER ), donde yo manejo un camión con Licencia B3, y realizó funciones diversas dentro del puesto.
2- Que mi persona en calidad de superación dentro de esta honorable Institución he tenido que luchar contra la discriminación por parte de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial.
3- También se deja ver la discriminación de mi persona ante la Dirección General con la solicitud de una placa y un curso de armas, como un acto de superación teniendo en cuenta que los Chóferes de la unidad de Trasporte lo tiene con menos de riesgos que mi persona, como así lo menciona el Señor Campos y yo nunca se me a tomado en cuenta.
4- Es por eso, y por la denuncia en contra del Señor Mauricio Fonseca Umaña Administrador del Organismo de Investigación Judicial, que han tomado venganza, no entiendo como por la denuncia de un acto de corrupción se vea tan normal. Acto de corrupción que está en Investigación en la Fiscalía de Probidad, y en la Inspección Judicial, señores será que es una situación de desigualdad y se debería dar a la luz pública ya que aquí el víctima soy yo y el Señor Fonseca esta como si nada.
5- Lo anterior es para que recurro ante sus autoridades con todo respeto que situación se ventile con la transparencia e importancia que se merece.
6- Respeto a el Oficio N 1785-AP-2018, donde se refiere el Dr Nino Castro a mi estado de salud dejar en claro que ese Dictamen es fechado 10 de Abril del 2018 no es vinculante al dictamen médico de la Dra Alejandra Arce médico del Hospital San Juan de Dios ya, que ese dictamen es en la actualidad y el del Dr Nino Castro fue en fecha pasado no en la actualidad.
7- Sobre el traslado al puesto de propiedad como Auxiliar Administrativo en el Edificio de Torre Z, en la Oficina de Planes y Operación mis funciones son mínimas y por eso deseo solicitarle que me dejen manejar vehículos oficiales ya que cumplo con todos requisitos para hacerlos, para ayudar y como lo mencioné mis funciones son pocas.
8- Dejar en CLARO que el Señor Gerald Campos Valverde emitió un criterio médico, el cual el Señor no es Galeno para referirse a ningún Dictamen o criterio Médico Legal o de Medicina General.
9- La solicitud de trasladarme a la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de la Cuidad de Cartago es para no entorpecer con la investigación de las denuncias antes mencionadas en contra del Señor Mauricio Fonseca Umaña.
10- Solicitar unas medidas de preventivas o cautelares para mi persona ya que como lo indiqué. Por lo denuncia, que está en Investigación es muy cerca de las Oficinas Centrales del Organismo de Investigación Judicial.
11- Pedirles por favor y con todo el respeto, hasta que está investigación se termine se me traslade con la plaza vacante como Técnico Especializado 5 (CHOFER), en la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Cartago. Y si esto es imposible que se me de la oportunidad de reclamar todo esta situación en la vía Legal del Contencioso Administrativo.
12- Y por último en el Dictamen de la Dra Alejandra Arce  indica que ahora mi condición de salud es buena y estoy sufriendo un trastorno de Adaptación por el motivo anteriormente expuesto. También se menciona una ausencia de cita de Medicina Legal el 29 de Octubre 2018, por el motivo de que está en mi no seguir con el acto de seguir se valorado por Medina del Trabajo ya que el porcentaje de la jubilación es bajo y estoy 11 meses de mi pensión es por eso la ausencia. Gracias señores espero que no quede esto sin justicia.”
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Por su parte, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 1293-DG-18 del 3 de diciembre de 2018, informó lo siguiente:
“Reciba un respetuoso saludo por parte de esta Dirección General.
En relación con el informe solicitado mediante el Oficio número 12139-18 de fecha 22 de noviembre del presente año; concerniente con la petitoria expuesta por el servidor Oscar Otárola Solís, Auxiliar Administrativo de la Oficina de Planes y Operaciones de este Organismo; me permito puntualizar cada una de sus manifestaciones:
“1- Que se me mantenga mi situación salarial de técnico especializado 5”: es un escenario que no procede en razón de que el servidor ejerce sus funciones en el puesto que ocupa en propiedad de Auxiliar Administrativo por lo tanto devenga el salario correspondiente a dicho puesto.
“2-Que se me traslade a la Delegación del Organismo de Investigación Judicial por el motivo que en las Oficina de Torre Z en San Pedro esta cerca de la Administración del O.I.J., y el señor Fonseca viene a reuniones a estas oficina y por la investigación de la Fiscalía de Probidad no es prudente que este en este Edificio”: no se ha dictado ninguna medida cautelar que prohíba el que el señor Otárola Solís labore en el edificio de Torre Z por lo tanto por necesidad institucional debe mantenerse laborando en dicho edificio.
“3- Que se habla una investigación al Señor Herald Campos Valverde por injurias y calumnias Asia (sic) mi pero donde yo denuncié los hechos anteriormente mencionados y unos de los párrafos mencionados en el oficio 731- DG-2018, indica que NO Es conveniente que mi persona este en la Administración por haber activos de suma importancia y otras cosas más causando en mi un perjuicio por es la investigación”: la queja interpuesta por el servidor Otárola Solís fue traslada a la Inspección Judicial bajo el número de Oficio N° 1234-DG-2018.
“4- Que se me permita manejar vehículos oficiales ya que tengo experiencia en la materia es de más de 20 años y que es mentira que por mi condición de estrés que se me ha causado y hacer ver  por el Señor Mauricio Fonceca (sic),  Administrador de dicha oficina en mencion (sic) por los actos denunciados de un supuesto peculado  en donde yo soy victima NO se me permite conducir vehículos oficiales es injusto que teniendo 29 de srvicio (sic) y querer colaborar en la conducion (sic) de vehiculos (sic)  para abortar mas de lo que e querido abortar a esta tan honrable (sic) institucion (sic) ademas tengo en regla mis documentos donde me faculta hacer esa función (sic). Agradecer su colaboración este esta situación de mucha importancia”: el cargo que ocupa el servidor dentro de la Institución no amerita ni requiere que conduzca vehículos oficiales.
Me suscribo de usted muy atentamente y quedo a su disposición para cualquier ampliación o aclaración.”
-0-
El servidor Óscar Otarola Solís, Auxiliar Administrativo de la Administración del Organismo de Investigación Judicial, en correo electrónico del 07 de diciembre de 2018, expuso lo siguiente:
“Buen Días: saludarles y para  hacer de su conocimiento hago llegar a sus autoridades lo comunicado por parte de Gestion Humana en el área de Pensiones y Jubilaciones. Una vez mas que demostrado la mal intención del Señor Subdirector del Organismo de Investigación Judicial Gerald Campos Valverde, de tomar la decisión de traslarme y quitar mi asenso como Técnico Especializado 5. Tomando un criterio Medico que NO le correspondía. Así queda CLARO, la mal fe y un acto de VENGANZA, discriminación y persecución laboral por parte del Señor Campos. Adjunto documentación de Gestion Humana en el área de Pensiones y Jubilaciones donde se indica CLARAMENTE que la valoración No se puede dar un criterio. Es por eso que vengo a solicitar con todo el respeto  que se merecen que se me devuelva la plaza vacante como Técnico Especializado 5, por la razones antes mencionadas, o en caso que no pueda dar lo solicitado se me integre el  SALARIO que venia devengando ya que todo esto lo inicio el Señor Gerald Campos Subdirector  General del Organismo de Investigación Judicial al tomar un  criterio Médicos, Así que como indico deseo una Justicia transparente ante este caso. Y se tome como prueba en contra del el Señor Campos la documentación de Gestion Humana. Adjunto la documentación del la unidad de Gestion Humana en el área de Pensiones y Jubilaciones. Agradezco su atención y la coloración.”



- 0 –

En sesión N° 53-18 celebrada el 12 de junio de 2018, artículo LXXXIII, se denegó la solicitud presentada por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 0598-DG-2018 del 25 de mayo de 2018, en la que solicitaba que en caso de que la incapacidad del servidor Oscar Otárola Solís no se extendiera más, se pudiera solicitar la suspensión con goce de salario y sustitución hasta resolver la causa administrativa en su contra, no obstante, este Consejo dispuso estar a la espera de la investigación de la causa administrativa que tramita el Tribunal de la Inspección Judicial. A esos efectos se indicó al máster Espinoza Espinoza, que conforme las facultades que le confiere la ley de ese Organismo, puede ubicar al servidor en otra oficina.

Luego, en sesión N° 58-18 celebrada el 28 de junio del 2018, artículo LXVII, se tomó nota del oficio N° 693-DG-18 de 20 de junio de 2018, suscrito por el máster Gerald Campos Valverde, Director General interino del Organismo de Investigación Judicial. Así también, se denegó la solicitud presentada por la citada Dirección referente al otorgamiento del permiso con goce de salario y sustitución del servidor Oscar Mario Otárola Solís, por cuanto, en los casos que se valoraría el traslado a raíz de un proceso disciplinario, debería tener fundamento en una solicitud del Tribunal de la Inspección Judicial. También de comunicó al máster Campos Valverde, que la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, en los numerales 17 inciso 1 y 18, faculta a la citada Dirección para realizar traslados o permutas del personal a su cargo, con el fin de velar por el buen funcionamiento de todas las dependencias de ese Organismo. En caso de realizar algún cambio, debería comunicarlo a este Consejo Superior.
Seguidamente, en sesión N° 97-18 celebrada el 6 de noviembre de 2018, artículo XC, se trasladó el acuerdo del servidor Oscar Mario Otárola Solís, a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial para que analizara lo solicitado por el señor Otárola Solís e informara a este Consejo lo correspondiente. 
Finalmente, en sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo LXII, se comunicó al servidor Oscar Mario Otárola Solís, que este Consejo está a la espera del informe solicitado al Director General del Organismo de Investigación Judicial en sesión N° 97-18 del 6 de noviembre de 2018, artículo XC.
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Se acordó: Tener por rendido el informe solicitado al máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en sesión N° 97-18 celebrada el 6 de noviembre de 2018 y hacerlo de conocimiento del servidor Oscar Otárola Solís, Auxiliar Administrativo de la Administración del Organismo de Investigación Judicial.”
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El servidor Óscar Otárola Solís, Auxiliar Administrativo de la Administración del Organismo de Investigación Judicial, en correo electrónico del 14 de enero 2019, solicitó:
“…deseo una Aclaración del acuerdo en mención ya que no he recibido de de Dirección General del O.I.J., ya que no se me resuelve el asunto salarial ya que he venido mencionado fui transladado  estando incapacitado. Gracias
Se acordó: Tener por rendido el informe solicitado al máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en sesión N° 97-18 celebrada el 6 de noviembre de 2018 y hacerlo de conocimiento del servidor Oscar Otárola Solís, Auxiliar Administrativo de la Administración del Organismo de Investigación Judicial.”
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Informa la Secretaría General de la Corte, que previamente a someter a conocimiento de este Consejo, la gestión anterior, mediante oficio N° 411-19 del 16 de enero de 2019, solicitó al máster máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, un informe respecto a lo manifestado por el servidor Óscar Otárola Solís, Auxiliar Administrativo de la Administración del Organismo de Investigación Judicial.
En respuesta a lo anterior, el máster Walter Espinoza Espinoza, en su citada condición en oficio N° 075-D.G.-19 del 25 de enero de 2019, informó:
“En relación con el informe solicitado por su persona mediante el Oficio número 411-19 de fecha 16 de los corrientes; concerniente con la aclaración solicitada por el servidor Oscar Otárola Solís, Auxiliar Administrativo de la Administración de este Organismo; me permito adjuntarle el Oficio número 981-DG-2018 mediante el cual se informa a ese Honorable Consejo que lo que el señor Otárola Solís indica con respecto a que se le dejó de nombrar estando incapacitado en la plaza que ocupaba de manera interina de Técnico Especializado 5 asignada a la Administración de este Organismo, no es cierto ya que el servidor se mantuvo incapacitado hasta el día 12 de octubre del año recién pasado y hasta ese día estuvo nombrado ocupando el puesto en mención, más cuando regresó de su incapacidad se incorporó a desempeñar las funciones propias de su puesto en propiedad el cual es Auxiliar Administrativo; por lo que no es de recibo el que el servidor asevere que se le debe pagar un salario de un puesto que no está desempeñando.
Ahora bien, aprovecho el presente para hacerles ver que en su momento la valoración médica realizada en el Departamento de Medicina Legal de este Organismo al servidor el año recién pasado, arrojó que no estaba apto para desempeñar ninguno de los dos puestos mencionados en el párrafo anterior, por lo que se le programa una nueva cita para el mes de octubre para realizarle una nueva valoración a la que el servidor no asistió y ha hecho manifiesto vía correo electrónico no tener interés en asistir; razón de peso para que evidentemente no consideremos la posibilidad de nombrarlo como Técnico Especializado 5 porque hay un dictamen que indica que no es apto para realizar las funciones inherentes de ese puesto; teniendo que ejercer entonces las funciones del puesto que ocupa en propiedad cuando no está incapacitado.
A fin de demostrar lo consignado adjunto el Oficio 981-DG-2018 donde se evacua la consulta de ese Honorable Consejo sobre varias aclaraciones realizadas por el servidor Otárola Solís; correo electrónico en el cual consta su nombramiento hasta el último día de su incapacidad antes de su regreso el día 13 de octubre del año anterior; Oficio número 1785-AP-2018 de fecha 23 de abril del año anterior, de la Dirección de Gestión Humana en el cual se indica que el servidor Otárola Solís no es apto para realizar funciones ni de Auxiliar Administrativo ni de Técnico Especializado 5, indicándose además de que debe realizarse una nueva valoración en seis meses; correo electrónico del servidor Otárola Solís donde hace manifiesta su disposición de no ir a realizarse la valoración médica programada para el mes de octubre del año anterior.”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el informe presentado por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en oficio N° 075-D.G.-19 del 25 de enero de 2019. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del servidor Óscar Otárola Solís, Auxiliar Administrativo de la Administración del Organismo de Investigación Judicial. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713254]ARTÍCULO XLII 
DOCUMENTO N° 1008-19
El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en oficio N° 76-DG-19 del 28 de enero del 2018, realizó la siguiente solicitud:
“Con el respeto de siempre, después de un atento saludo, me dirijo a su persona por lo siguiente:
La Academia Nacional de Policía, invita al Curso “Entrenamiento de Comunicaciones Operacionales” que se llevará a cabo del 18 de febrero al 08 de marzo del 2019 en la Academia Nacional de Policías, en su sede central en San José.
Según lo dispuesto por el Consejo Superior mediante acuerdo tomado en la sesión Nº 26-14 celebrada el 25 de marzo del 2014, artículo LXIII, y en virtud de la importancia de este tipo de convocatorias para la labor que realiza este Organismo, se solicita el permiso respectivo para que el funcionario Eddie Ulate Naranjo, oficial de investigación de la Sección de Especializada contra el Crimen Organizado, participe de tan importante actividad. 
Por lo anterior, se solicita el permiso correspondiente. Tal actividad no tiene costo alguno para la institución.
(…)”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación del servidor Eddie Ulate Naranjo, Oficial de Investigación de la Sección de Especializada contra el Crimen Organizado del Organismo de Investigación Judicial, del 18 de febrero al 08 de marzo de 2019, en el curso “Entrenamiento de Comunicaciones Operacionales”, a realizarse en el Academia Nacional de Policías, en su sede central en San José. Lo anterior, en el entendido no tiene costo alguno para la institución. 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá don Eddie coordinar lo necesario, con el fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección de Gestión Humana y la Sección de Especializada contra el Crimen Organizado, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713257]ARTÍCULO XLIII 
DOCUMENTO N° 936-19
La licenciada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria y Jueza del Tribunal Agrario, en correo electrónico del 24 de enero, remitió:
“Reciban un atento saludo. A la vez, con instrucciones del Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente de la Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental, se les remite la minuta de la Primera Sesión de Seguimiento del Proceso de Implementación de la Reforma Procesal Agraria, para su conocimiento y ejecución.
En ese contexto y conforme al cronograma definido, la Dirección de Planificación iniciará con el proceso de inventario de los expedientes de los Juzgados Agrarios del Primer Circuito Judicial de Alajuela (Alajuela), Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón) y Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia), el día lunes 28 de enero y continuará con el rediseño de esos despachos. 
Para lograr la eficiencia y eficacia de la Implementación de la Reforma Procesal Agraria se requiere contar con sistemas de información que permitan a la Institución desarrollar procesos que permitan identificar y registrar información confiable, relevante, pertinente y oportuna. Por lo anterior, se les solicita dar a la Dirección de Planificación y la Dirección Ejecutiva, por medio de las Administraciones Regionales, toda la colaboración que requieran, a fin de no debilitar el sistema de control. Es importante considerar que la inversión de recursos ordinarios que se están destinando es muy altos y para su mejor aprovechamiento se requiere de su apoyo en este proceso.
Reitero mi disposición en todo lo que pueda colaborar en el proceso.”
- 0 -
A esos efectos, se adjunta la citada minuta.


Se acordó: Tomar nota de la comunicación de la minuta de la Primera Sesión de Seguimiento del Proceso de Implementación de la Reforma Procesal Agraria y hacerla de conocimiento de las Administraciones Regionales del País.
Las Direcciones Ejecutiva y de Planificación, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. se declara este acuerdo firme. 
ARTÍCULO XLIV 
DOCUMENTO N° 14826-18, 1245-19
En sesión N° 3-19 celebrada el 15 de enero de 2019, artículo XXXIV, se autorizó al licenciado Roberto Garita Navarro, Juez del Tribunal Contencioso Administrativo, para que imparta la charla denominada “La Responsabilidad Civil de la Administración Pública frente a los actos de naturaleza discrecional: aplicación del criterio experto del supervisor financiero en la supervisión de entidades bancarias”, el 01 de febrero de 2019, en la Asesoría Jurídica de la Superintendencia General de Entidades Financieras.
El licenciado Roberto Garita Navarro, Juez del Tribunal Contencioso Administrativo, en correo electrónico del 1 de febrero de 2019, comunicó:
“Para los efectos correspondientes, siendo que ya se contaba con acuerdo dando la autorización para impartir esta charla.”
- 0 -
A continuación de detalla el correo electrónico del 31 de enero de 2019, de la Superintendencia General de Entidades Financieras.
 “Para el día de mañana 1 de febrero de 2019 se tenía programada la charla sobre el tema: La Responsabilidad Civil de la Administración Pública frente a los actos de naturaleza discrecional: aplicación del criterio experto del supervisor financiero en la supervisión de entidades bancarias.
 No obstante deseo consultarle si es posible trasladar la fecha de la charla para el día viernes 8 de febrero. Lo anterior debido a que se han presentado una serie de tareas en la Asesoría Jurídica que imposibilitan la participación de buena parte de nuestros abogados y en razón de ello, se desea trasladar la fecha de la charla para contar con una mayor participación como la tenida en la charla del pasado 13 de diciembre. 
-0-
Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Modificar el acuerdo tomado en la sesión N° 3-19 celebrada el 15 de enero de 2019, artículo XXXIV, en el sentido que el licenciado Roberto Garita Navarro, Juez del Tribunal Contencioso Administrativo, impartirá la charla denominada “La Responsabilidad Civil de la Administración Pública frente a los actos de naturaleza discrecional: aplicación del criterio experto del supervisor financiero en la supervisión de entidades bancarias”, el 8 de febrero de 2019 y no como se indicó.
La Dirección de Gestión Humana y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XLV)
DOCUMENTO N° 1309, 1159-19
La servidora Astrid Brenes Castillo, Técnica Judicial 2 del Juzgado de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José, en correo electrónico del 30 de enero de 2019, solicitó:
“…En unas 5 ocasiones yo he pedido días de vacaciones o sin goce de salario por asuntos fuera de mis manos. Un día de estos pedí un día sin goce de salario, porque un tubo se reventó y la casa se me inundó, yo tenía que buscar a alguien que me arreglara dicho desperfecto. Yo llamé al Juzgado para comunicar la situación cómo siempre lo he hecho. Al llegar el otro día a la Jueza Cinthia Pérez Pereira para justificar el día solicitad, cuando voy a su oficina para que me firme la boleta me dice que tengo que pedir con anterioridad los permisos. Yo no tengo el poder de adivinar cuando van a ocurrir las cosas y creo que a muchos les ha pasado. Ella me dijo que ya había agotado el límite de permisos, esas fueron sus palabras textuales, quiero que ustedes me indiquen que si para pedir permisos hay un límite, en que reglamento del Poder Judicial dice eso y si es cierto lo que ella indica. El día de hoy 30-1-2019 le envíe un correo solicitándole tres días de vacaciones porque mi hijo ingresó a la universidad y solicitó una beca, nos dieron una cita para el día 6-2-2019, le comunican que tengo que llevar constancias de los lugares donde yo tengo préstamos y o deudas, me piden constancia y desglose de salario. Yo le pido a la licenciada 4,5 y 6 de febrero para hacer todas estas vueltas, porque no me las van a dar en un solo día. La licenciada me contesta que ella sólo me da el día 6 de febrero porque mi hijo es mayor de edad y él puede solicitar las cosas, efectivamente él es mayor de edad y puede recibir la constancia que no recibe pensión de su padre, pero las certificaciones de bancos y otras certificaciones no se las van a dar a él, porque yo fui quien solicitó los préstamos. Tal vez ella diga que con una autorización firmada por mí se la den, pero para que eso pueda ser, tiene que ir autenticada por un abogado, mismo que no puedo pagar, mi salario es muy poco y debido a esto es que se está solicitando la beca. Yo soy madre soltera y sostengo mi hogar con mi salario, gracias a Dios tengo este trabajo y he podido solventar los gastos de mi hijo, pago casa y muchas cosas más. Sé que esto no es problema de ustedes, es su problema pero mi hijo por gracia de Dios ha sido un buen estudiante y ha logrado salir adelante con sus estudios. Ahora entró a la universidad y espero con la ayuda de Dios le otorguen la beca porque sería de gran ayuda para mí.
Creo que la decisión de la licenciada de solo darme un día es arbitraria, porque en un día no se pueden hacer todas estas cosas, ella alega lo de la mayoría de edad de mi hijo y las veces que he pedido permisos. Ella indica que mi falta delega las funciones en otros compañeros, esto es cierto, pero me pregunto cómo hacían cuando yo no estaba ahí, sólo estoy cómo apoyo, un apoyo que muchas veces he creído no ocupan. En este Juzgado hay un atraso de más o menos dos meses y medio en la resolución de expedientes. Pero todos los días esta licenciada llega, pasa por las auxiliares y se van al comedor a desayunar durando hasta casi una hora, lo mismo ocurre en la tarde he incluso hasta en ocasiones les da las 4:30 p.m., esto repercute en el buen desempeño del Juzgado, he ahí el gran atraso.
No veo correcto que ella como jefa inste a esa pérdida de tiempo. Creo que ustedes cómo Consejo Superior están enterados de este atraso.
Les solicito con todo el respeto que ustedes se merecen me ayuden a poder tener esos días de vacaciones que son importantes para obtener la beca de mi hijo y a la vez me aclaren si es correcto que lleven un conteo sobre cuantos días puedo pedir. Es mi derecho cómo madre y empleada de solicitar permisos o vacaciones.
Yo he solicitado mi reubicación, he conversado con el señor Gustavo Herrera Rodríguez, de reclutamiento y selección de personal, él me indica que no puedo solicitar una plaza en descenso porque se verían obligados a bajar mi salario. Estoy segura de que esto sería anti-inconstitucional porque yo vengo con una enfermedad psiquiátrica y no porque he querido, yo le aclaré a él en un correo que le envíe que a mí no me molesta que me pongan en un puesto más bajo, pero no que se me rebaje mi salario, él me indicó que ustedes me bajarían el salario si aceptaba un puesto menor. No sé si esto es cierto o no, lo único que yo deseo es estar bien en mi salud física como mental y emocionalmente.
Yo recurro recurro (sic) a ustedes como en muchas otras ocasiones porque quiero terminar los años que me quedan tranquila, sin temores y sin miedos, por favor ayúdenme.
(…)”
-0-
Informa la Secretaría General de la Corte, que previamente a someter a conocimiento de este Consejo, la gestión anterior, mediante oficio N° 1184-19 del 1 de febrero de 2019, solicitó a la licenciada Cinthia Pérez Pereira, Jueza del Juzgado de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José, un informe respecto a lo manifestado por la servidora Astrid Brenes Castillo, Técnica Judicial 2 del Juzgado a su cargo.
En respuesta a lo anterior, licenciada Cinthia Pérez Pereira, en su mencionada condición, en correo electrónico del 4 de febrero de 2019, indicó:
“… procedo a rendir el informe requerido respecto a los hechos expuestos por la señora Astrid Brenes Castillo, en los siguientes términos:
En unas 5 ocasiones yo he pedido días de vacaciones o sin goce de salario por asuntos fuera de mis manos.  Efectivamente desde su ingreso a este Despacho la señora Astrid Brenes a reincidido en ausentismo y llegadas tardías sin previo aviso, siendo que en  casi todos los casos alega situaciones no previsibles que no siempre se ha preocupado por acreditar, al efecto les remito una reseña de su registro de asistencia durante los meses de diciembre y enero. 
	Día 
	Detalle de incumplimiento de Asistencia 
	Motivo indicado por la señora Astrid Brenes 

	Jueves 13 de diciembre del 2018
	Solicitud de salida a las 15:00 hrs. 
	Indica que el día 14 de diciembre del 2018, tiene la graduación de su hijo y tiene cosas pendientes por hacer.

	Viernes 14 de diciembre del 2018
	Inasistencia-Permiso sin goce de salario
	Solicita el día por graduación del hijo. 

	Lunes 17 de diciembre del 2018
	Llega tardía: 09:00 am
	Manifestó la señora Brenes Castillo, que ese día amaneció en el sector su casa sin agua para poder bañarse.

	Lunes 07 de enero del 2019
	Llegada Tardía: 10:00 hrs 
	Retiro de medicamentos ante la CCSS, los cuales según correo de la funcionaria, estaban disponibles desde el 05 de enero. Esa indicación no la realizó de previo, sino al momento de llegar 

	Martes 08 enero del 2019
	Inasistencia
	Informó vía telefónica la señora Brenes en horas tempranas del 08 de enero, que se tomaría el día por no sentirse bien.

	Lunes 21 de enero del 2019.
	Inasistencia-Permiso sin goce de salario
	El día 21/01/2019 a las 7:30 am solicita permiso sin goce de salario, informando que al momento de despertar encontró una fuga de agua en su casa. De esto dio aviso durante la misma jornada laboral del día 21/01/2019 vía telefónica.



Al llegar el otro día a la Jueza Cinthia Pérez Pereira para justificar el día solicitad, cuando voy a su oficina para que me firme la boleta me dice que tengo que pedir con anterioridad los permisos.  Efectivamente ante su reincidente ausentismo se le llamó la atención de forma verbal indicándole que era su obligación cumplir con su jornada laboral motivo por el cual todo permiso debía gestionarlo con la antelación respectiva. Debo señalar que la señora Brenes se ha valido de la coyuntura que existe entre el Centro de Apoyo, su Jefatura mediata, y este Despacho, siendo que comunica a la señora Geannina Jiménez sobre su solicitud de permisos sin goce y/o vacaciones casi de forma simultánea comprometiendo a la suscrita básicamente a firmar el visto bueno de estos permisos. Razón por la cual se le indicó con su última ausencia el 21 de enero que no contaría más con mi visto bueno si no gestionaba conforme los lineamientos institucionales sus permisos.
Yo no tengo el poder de adivinar cuando van a ocurrir las cosas y creo que a muchos les ha pasado. Comprendo a cabalidad que a todos se nos pueden presentar situaciones imprevistas, no obstante la actitud mostrada por la funcionaria evidencia su falta de compromiso con el trabajo, lo que permite generar duda razonable sobre la veracidad de sus argumentos.-
Ella me dijo que ya había agotado el límite de permisos, esas fueron sus palabras textuales: No es cierto en la forma expuesta, es claro para la suscrita como laboralista que es obligación de todos prestar el servicio contratado en el tiempo, lugar establecido y con el esmero requerido, sin que exista “permisibilidad” taxativa respecto a “permisos sin goce” sin previa autorización como lo pretende la señora Brenes Castillo.-
El día de hoy 30-1-2019 le envíe un correo solicitándole tres días de vacaciones porque mi hijo ingresó a la universidad y solicitó una beca, nos dieron una cita para el día 6-2-2019: Efectivamente la señora gestiona la solicitud de vacaciones sin la antelación respectiva, y sin acreditar su dicho respecto a la citación señalada para justificar el motivo por el cual no cumple con el requerimiento de anticipación antes advertido. Pese a ello, y en aras de no afectarla, mi disposición fue otorgarle el visto bueno para que disfrutara el día de la citación que según ella debe acudir a la Universidad de su hijo. Resulta de importancia destacar que la señora argumenta que debe gestionar certificaciones que sólo ella puede realizar, sin embargo no informa ante que entidades, lo que me hace presumir bajo la lógica y entendimiento común que son gestiones que puede realizar fuera de su horario laboral, considerando que la mayoría de las entidades financieras cierran sus puertas con posterioridad a su hora de salida y habitualmente están habilitados los días sábados, de manera que es responsabilidad de la señora Brenes administrar su tiempo conforme a sus obligaciones laborales. Reitero no sin que resulte indiferente para la suscrita una situación excepcional que se hubiere acreditado, pero esa situación no es la que nos ocupa. Al respecto esta fue mi respuesta para la señora Brenes: 
“Buenas tardes Doña Astrid. En virtud de su reiterado ausentismo, considerando que su hijo es una persona mayor de edad, y con el propósito de no seguir recargando sus labores a los demás compañeros, salvo mejor criterio de la señora Umaña, considero prudente otorgarle únicamente el día seis de febrero de las vacaciones. Previamente debe aportar el saldo de vacaciones para su constatación. Saludos cordiales” 
Valga aclarar que al día de hoy 4 de febrero la señora no ha remitido informe de saldo de vacaciones a la suscrita
Yo soy madre soltera y sostengo mi hogar con mi salario, gracias a Dios tengo este trabajo y he podido solventar los gastos de mi hijo, pago casa y muchas cosas más. (…) Estoy segura de que esto sería anti-inconstitucional porque yo vengo con una enfermedad psiquiátrica y no porque he querido:  Sin ser perito ni experta en desordenes emocionales, mucho menos en los problemas psiquiátricos que argumenta la señora Brenes me permito realizar mi apreciación respecto a su decir, y de la forma más respetuosa posible considero inconveniente incluso para la salud emocional de la señora Brenes permitirle manipular sus situaciones a su conveniencia so pena de no atender responsablemente sus obligaciones laborales, pues de seguir victimizándose como pretexto para no hacer las cosas de la forma correcta lo único que va a conseguir es crear un círculo vicioso que no le permita superarse personalmente y consecuentemente no brindará el servicio de forma eficiente.
Creo que la decisión de la licenciada de solo darme un día es arbitraria (…) Ella indica que mi falta delega las funciones en otros compañeros, esto es cierto, pero me pregunto cómo hacían cuando yo no estaba ahí, sólo estoy cómo apoyo, un apoyo que muchas veces he creído no ocupan. Como se ha evidenciado con anterioridad, existe un razonamiento fundamentado en los lineamientos institucionales para haber negado la autorización. Nótese incluso que la señora solicita 3 días de vacaciones y según me fue informado por el Centro de Apoyo (ya que ella no aporta saldo de vacaciones), ella tiene a su disposición únicamente dos días de vacaciones luego de descontar las vacaciones colectivas. Efectivamente cada funcionario en este Despacho tiene tareas claramente definidas, el apoyo que ella y su compañera nos están brindando resulta de una necesidad real de este Despacho cuyo crecimiento supera el 300% de lo proyectado por la Dirección de Planificación. La señora Brenes está destacada en el área de manifestación, y efectivamente es la persona que menos carga laboral tiene en este Despacho, no obstante el puesto requiere puntualidad y permanencia para brindar el servicio de forma idónea. Resulta preocupante que la señora Brenes considere que no se ocupa de sus servicios pues deja aún más en evidencia su apatía laboral. 
En este Juzgado hay un atraso de más o menos dos meses y medio en la resolución de expedientes. Pero todos los días esta licenciada llega, pasa por las auxiliares y se van al comedor a desayunar durando hasta casi una hora, lo mismo ocurre en la tarde he incluso hasta en ocasiones les da las 4:30 p.m., esto repercute en el buen desempeño del Juzgado, he ahí el gran atraso. Me resultan altamente irrespetuosas las manifestaciones de la señora Brenes, y someto a su criterio realizar cualquier estudio de rendimiento de este Despacho pues con absoluto orgullo podré mostrarlo. Así por ejemplo debo señalar que durante el último semestre del año 2018 el rendimiento de las personas Juzgadoras fue de un 187% en promedio, es decir casi duplicamos las metas propuestas por la Dirección de Planificación en sus indicadores, considerando además que nuestros parámetros de rendimiento son superiores a los del resto de Jueces laborales de Despachos homólogos, quienes tienen un parámetro de 16 sentencias por mes, y nuestro parámetro es de 19 sentencias por mes; recibimos de 4 a 5 juicios por semana, además de firmar el trámite, y en mi caso particular realizar las gestiones administrativas que como ésta se llevan su tiempo atender. Es importante además hacerles saber que no sólo mantenemos un excelente rendimiento, sino que desde noviembre de 2016 a la fecha, únicamente hemos recibido 4 sentencias anuladas de las Juezas destacadas en este Despacho.- 
Además se recibieron cerca de ocho mil gestiones de las cuales el personal subalterno atendió más de seis mil doscientas gestiones, esto pese a que teníamos una capacidad productiva de cinco mil seiscientas gestiones pues contábamos con sólo dos técnicos. Bajo estos criterios, es que nuestras Autoridades han verificado que el retraso que se refleja es producto de una deficiencia en las cargas laborales pues somos un Despacho que tiene un circulante superior a 1200 asuntos, por lo que se nos asignó una plaza extraordinaria y dos plazas de apoyo para recuperar el retraso que esta deficiencia en personal nos provocó. Igual situación atravesamos actualmente las personas Juzgadoras, quienes tenemos una carga de 600 asuntos, cuando en promedio en los Despachos homólogos la carga de cada juez es de 350 asuntos, es decir casi duplicamos la carga y pese a esto mantenemos nuestra agenda en promedio a cinco meses lo que nos ha impuesto una sobrecarga significativa de trabajo para lograrlo. Aún así, tenemos un esquema de trabajo altamente eficiente y organizado, siendo que efectivamente parte de la clave del éxito que hemos tenido es el tiempo que como equipo de trabajo nos tomamos para compartir situaciones que ameriten la toma de decisiones de forma oportuna, por lo que acostumbro diariamente antes de iniciar mis labores jurisdiccionales, sentarme en el comedor con los compañeros que deseen o requieran conversar conmigo alguna situación laboral y  en muchas ocasiones personales, que me han permitido tomar acciones oportunas para colaborarles y no afectar las labores designadas.-
No veo correcto que ella como jefa inste a esa pérdida de tiempo. Creo que ustedes cómo Consejo Superior están enterados de este atraso. Nuevamente reitero, me resultan irrespetuosas las manifestaciones de la señora Brenes, aquí no se pierde el tiempo, se administra de forma correcta de manera que el equipo puede contar con un ambiente laboral muy sano y humano. Pero es importante para mi persona que se genere esta oportunidad e invitarlos a revisar tanto nuestro rendimiento laboral del cual estoy muy orgullosa, sino además las necesidades reales de este Despacho.
Yo he solicitado mi reubicación, he conversado con el señor Gustavo Herrera Rodríguez, de reclutamiento y selección de personal, él me indica que no puedo solicitar una plaza en descenso porque se verían obligados a bajar mi salario. Nuevamente la señora Brenes es dueña de gestionar lo que conforme a sus intereses considere conveniente, y serán ustedes los que definen si la reubican o no. En este Despacho tiene las puertas abiertas, se le seguirá tratando con el mismo respeto y consideración de siempre en un ambiente laboral loable, donde sólo se le impone cumplir con los lineamientos necesarios para mantener el orden y la eficiencia deseados. Sin embargo como Autoridad los insto a llamar a la reflexión a la señora Brenes respecto a su compromiso laboral, pues si bien sufre de problemas psiquiátricos como ella mismo lo argumenta, no le resultan incapacitantes (ya que está habilitada para trabajar), y por ende se debe presumir que tiene la capacidad, la necesidad y la obligación de asumir sus compromisos laborales de forma responsable.
(…)”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación que hace la servidora Astrid Brenes Castillo, Técnica Judicial 2 del Juzgado de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José. 2.) Tener por rendido el informe presentado por la licenciada Cinthia Pérez Pereira, Jueza del Juzgado de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José y con base en el denegar lo solicitado por la servidora Astrid Brenes Castillo, por cuanto, es potestad de la jefatura conceder este tipo de permisos al amparo de las directrices aprobadas por este órgano. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713260]ARTÍCULO XLVI 
DOCUMENTO N° 14514-18
Se entra a conocer el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 56-18 celebrada el 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII, que dice:
“La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, en oficio N°1463-PLA-2018 de 30 de noviembre de 2018, remitió lo siguiente:
[bookmark: _Hlk535509944]“Le remito el informe 66-PE-2018 de hoy, suscrito por el Ing. Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso Planificación Estratégica relacionado con la propuesta del Plan Estratégico Institucional 2019-2024. 
Este responde al Plan de Gestión para la Formulación del Plan Estratégico Institucional (PEI) del Poder Judicial 2019-2024, aprobado en la sesión del Consejo Superior 83-17 del 12 de setiembre de 2017, artículo LXIV y conocido en la sesión de Corte Plena 32-17 del 02 de octubre de 2017; se informa que el mismo es producto de los 36 talleres programados con el personal judicial de las diferentes instancias, representantes gremiales, personas usuarias e instituciones, además de los realizados con la Corte Plena y estrato gerencial, lo que permitió también elaborar una matriz denominada “Matriz General del PEI 2019-2024”, en el cual se contemplan los compromisos de todas las instancias institucionales involucradas en el cumplimiento del nuevo Plan Estratégico Institucional 2019-2024. 
Con el fin de que se manifestara al respecto, mediante oficio 1351-PLA-2018 del 02 de noviembre del 2018,  el preliminar de esta matriz de responsabilidades,  fue puesta en conocimiento de las siguientes oficinas:
Presidencia de la Corte, Programa 928 Organismo de Investigación Judicial, Programa 929 Ministerio Público, Programa 930 Programa Defensa Pública, Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos,Secretaría General de la Corte, Administración Primer Circuito Judicial de San José, Administración Segundo Circuito Judicial de San José, Administración Tercer Circuito Judicial de San José ,Administración Primer Circuito Judicial Zona Sur, Administración Segundo Circuito Judicial Zona Sur (Corredores) ,Administración Golfito ,Administración Primer Circuito Judicial Alajuela ,Administración Grecia ,Administración Segundo Circuito Judicial Alajuela (San Carlos) ,Administración Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón), Administración Circuito Judicial Cartago ,Administración Turrialba, Administración Circuito Judicial Heredia, Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores,           Administración Primer Circuito Judicial Guanacaste (Liberia),Administración Segundo Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya),Administración Santa Cruz,  Administración Circuito Judicial de Puntarenas, Administración de Quepos (Aguirre y Parrita),Administración de Osa, Administración Primer Circuito Judicial Zona Atlántica, Administración Segundo Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí),Administración Edificio Anexo A, Segundo Circuito Judicial de San José, Auditoría Judicial, Archivo Judicial, Biblioteca Judicial, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Centro de Conciliación del Poder Judicial, Comisión de la Jurisdicción Agraria, Comisión de la Jurisdicción Civil, Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de la Jurisdicción Penal, Comisión de Buenas Prácticas, Comisión de Construcciones, Comisión de Enlace Corte – OIJ,Comisión de Ética y Valores,Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia,Comisión de Género, Comisión de Gestión Ambiental Institucional, Comisión de Justicia Abierta, Comisión de Resolución Alterna de Conflictos, Comisión de Teletrabajo,Comisión Interinstitucional de Tránsito, Comisión de Transparencia Institucional, Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, Comisión Monitoreo y Seguimiento de la Ley de penalización de la Violencia contra la Mujer,Comisión de la Jurisdicción Laboral, Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, Consejo Directivo de la Escuela Judicial    ,Consejo de Administración Primer Circuito Judicial de San José, Consejo de Administración Segundo Circuito Judicial de San José, Consejo de Administración Tercer Circuito Judicial de San José, Consejo de Administración Primer Circuito Judicial Zona Sur, Consejo de Administración Segundo Circuito Judicial Zona Sur (Corredores),Consejo de Administración Golfito, Consejo de Administración Primer Circuito Judicial Alajuela, Consejo de Administración Grecia, Consejo de Administración Segundo Circuito Judicial Alajuela (San Carlos),Consejo de Administración Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón),Consejo de Administración Circuito Judicial Cartago, Consejo de Administración Turrialba, Consejo de Administración Circuito Judicial Heredia ,Consejo de Administración Primer Circuito Judicial Guanacaste (Liberia),Consejo de Administración Segundo Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya),Consejo de Administración Santa Cruz, Consejo de Administración Circuito Judicial de Puntarenas, Consejo de Administración Quepos (Aguirre y Parrita),Consejo de Administración Primer Circuito Judicial Zona Atlántica, Consejo de Administración Segundo Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí),Contraloría de Servicios, Departamento de Artes Gráficas, Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Proveeduría, Departamento de Seguridad, Departamento de Servicios Generales, Departamento de Trabajo Social y Psicología, Digesto de Jurisprudencia, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección de Tecnología de Información, Dirección Jurídica, Escuela Judicial, Inspección Judicial, Oficina de Atención a la Víctima de Delitos, Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Programa de Justicia Restaurativa, Sala Constitucional, Sala Primera, Sala Segunda, Sala Tercera, Secretaría Técnica de Ética y Valores, Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia y Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales. Como respuesta se recibieron observaciones de algunos de los destinatarios, las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta.
Por último, es importante señalar, que el documento debe estar aprobado en lo que resta de este año 2018, ya que se requiere para iniciar a operar en enero 2019.”
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Seguidamente, se transcribe el informe de cita.
“En atención al acuerdo del Consejo Superior, en sesión 83-17 celebrada el 12 de setiembre de 2017, artículo LXIV, en el que se aprueba el informe 1365-PLA-2017 denominado “Plan de Gestión para la Formulación del Plan Estratégico Institucional del Poder Judicial (PEI).
Le informo que mediante el oficio 1351-PLA-2018 del 2 de noviembre de 2018 esta Dirección remitió la “Matriz General PEI 2019-2024” a todas las instancias institucionales involucradas en el cumplimiento del nuevo Plan Estratégico Institucional 2019-2024, solicitando en un plazo de 8 días naturales, analizar y enviar las observaciones que estimaran pertinentes, considerando que ese contenido será el principal referente para la elaboración de los Planes Anuales Operativos de los próximos 6 años. 
Al respecto, se recibieron observaciones de las siguientes instancias: Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia; Organismo de Investigación Judicial; Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito; Despacho de la Presidencia de la Corte; Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional; Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia; Digesto de Jurisprudencia; Dirección de Gestión Humana; Dirección Jurídica; Comisión Interinstitucional de Tránsito; Defensa Pública; Departamento de Trabajo Social y Psicología; Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental; Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional; Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción; Dirección Ejecutiva; Comisión de Gestión Ambiental Institucional; Escuela Judicial; Programa de Justicia Restaurativa; Dirección de Gestión Humana; Ministerio Público; Unidad de Acceso a la Justicia; Dirección de Gestión Humana; Dirección de Tecnología de la Información y el Centro de Conciliación del Poder Judicial.
En virtud de lo anterior, le remito la Propuesta del Plan Estratégico Institucional 2019-2014 donde se incorporaron las observaciones recibidas.
Este informe fue elaborado por Ellen Villegas Hernández, Graciela Lugo Solano, Eimy Solano Castro, Miguel Mc Calla Vaz y Eder Arias Vargas; profesionales del Subproceso de Planificación Estratégica. ”
- 0 -
          
A esos efectos, en lo conducente, se transcriben las respectivas recomendaciones.
[bookmark: _Toc531963276][bookmark: _Hlk536101412]“(…)
Aprobar el Plan Estratégico Institucional 2019-2024, que incluye: 
Marco Filosófico: Misión, Visión, Valores Institucionales, Ejes Transversales y las Políticas Institucionales. 
Plan Estratégico Institucional: Temas, Objetivos, Acciones y Resultados; así como la Matriz General del Plan Estratégico Institucional 2019-2024; y las Iniciativas para el Portafolio Institucional de Proyectos Estratégicos. 
Aprobar el Modelo de Gestión Estratégica Institucional y sus componentes, que incluye los siguientes componentes: 
Cuadro de Mando Integral (con base en el mapa estratégico institucional). 
Gestión del Portafolio Institucional de Proyectos Estratégicos (PPE).
Planes Anuales Operativos (PAO)
Presupuesto orientado a resultados. 
Gestión de Políticas Institucionales. 
Gestión de Innovación. 
A la Dirección Jurídica con la colaboración técnica de la Dirección de Planificación, elaborar propuesta de reglamento para la Administración del Portafolio de Proyectos Estratégicos, que incluya: procedimiento para la priorización, asignación de los recursos humanos, financieros y otros para la ejecución de los proyectos. 
A la Dirección de Planificación, diseñar propuesta para la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas institucionales. 
A la Dirección de Planificación en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, preparar y brindar capacitación a la jerarquía institucional (Corte Plena, Consejo Superior, Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y el Estrato Gerencial) sobre el Modelo de Gestión Estratégica.
(…)”
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Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: “La Directora de Planificación nos va a exponer, es un documento importante que debe ser aprobado antes de finalizar el año, es el Plan de Gestión de la formulación del Plan Estratégico del Poder Judicial 2019-2024, aprobado por el Consejo Superior el 12 de setiembre del año pasado y conocido en sesión de Corte el 2 de octubre del año pasado.
Se informa que el mismo es producto de 36 talleres programados con el personal judicial de diferentes instancias, representantes gremiales, personas usuarias e instituciones, además de los realizados por la Corte Plena y Estrato Gerencial, lo que permitió elaborar una matriz denominada Matriz General del PEI 2019-2024, en el cual se contemplan los compromisos de todas las instancias, institucionales involucradas en el cumplimiento del nuevo Plan Estratégico.
El documento debe estar aprobado -por esto la premura- en lo que resta del año 2018, ya que se requiere para iniciar su operación y vigencia a partir de enero del año 2019”.
Se concede el uso de la palabra a la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, quien expone: “Partiendo del resumen que nos ha realizado el señor Presidente, solamente recordar cuando efectivamente se realizaron los talleres en donde se establecieron las nuevas prioridades o solicitudes que se vinieron planteando, partiendo de varios principios que también se fueron dando, la innovación, la participación y la integración en el accionar judicial.
Lo habíamos planteado en cuatro fases, la fase de diagnóstico, que fue la situación actual en la que nos encontrábamos. 
La fase dos que fue la elaboración, se participó con esta Corte sobre todo en la elaboración de la misión, visión, labores institucionales que ya se tenían, ejes trasversales y temas estratégicos. En esta fase desarrollamos el marco filosófico, el desarrollo de las estrategias y el plan de acción, que viene hacer lo que son las políticas, programas y proyectos, así como estimación de los proyectos con los que se trabajarán.
Tenemos la fase tres, que es la implementación del PEI, que es el plan estratégico. En esa fase constituimos un portafolio de proyectos institucionales, por primera vez se constituye ese portafolio de proyectos a nivel institucional, eso no se manejaba.
Tenemos un presupuesto por resultados y ya irlo desarrollando de forma plurianual, porque entonces al determinar cartera de proyectos, estos trascenderán en el tiempo. 
Los planes operativos que están ligados y vinculados con el Plan Estratégico, hoy las oficinas a nivel sistema ya tienen estos objetivos propuestos y automáticamente en sus sistemas, en sus planes operativos, se les despliega los compromisos que ya tienen asignados desde el Plan Estratégico, que era un problema que teníamos antes, que cuando llegábamos a revisar el Plan Estratégico, no se había trabajado en eso porque no estaba vinculado en la operativa de las oficinas, ahora este problema se va a evitar porque desde el principio ya está vinculado desde la estrategia a la operativa de las oficinas. Tenemos un alineamiento estratégico.
La fase número cuatro es el seguimiento de evaluación, en ese seguimiento de evaluación el papel fundamental es el sistema electrónico que nos ayudó a formularlo y a diseñarlo. El Organismo de Investigación Judicial con su área de tecnología y con el apoyo también de la Dirección de Tecnología de la Información, en donde se están con todas las oficinas desarrollando automáticamente esos indicadores.
En resumen, los 36 talleres que a ustedes también en las sesiones de trabajo se les comentaron, la participación que se tuvo con 1048 personas que participaron en estos talleres, donde participaron todos los ámbitos, Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Ámbito Administrativo, instituciones como el Estado de la Nación, Contraloría General de la República, usuarios, comisiones de usuarios, en fin, muchos participantes que nos dieron todos los insumos para lo que hoy se presenta.
Se trabajó todo a través de una página Web que está establecida y desarrollada para que cualquiera ingrese, ahí está desde el marco teórico, calendario, documentos, encuestas y galerías, se utilizaron foros, encuestas y en un instrumento de ideas innovadoras, en donde las personas opinaban al respecto de qué podían aportar como diseño para las propuestas de mejora en todos estos objetivos.
La metodología que se usó a través de los talleres en donde se determinaron causas y efectos, se validaron las estrategias de propuesta y se consolida también, se hicieron grupos de trabajo con cada ámbito administrativo, jurisdiccional, Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público y Defensa Pública para validar todas estas propuestas.
Como base del diagnóstico de las necesidades que se tenían, se analizó el informe del Estado de la Región del Centro de Estudio de Justicia de las Américas, los Objetivos de Desarrollo Sostenible, los cuales se ha comprometido el Poder Judicial en la agenda 2030, el Plan Nacional de Desarrollo que estaba formulado hasta el 2018, que antes no estaba vinculado con el Poder Judicial, los compromisos que tenemos en el informe del Estado de la Justicia y los compromisos que traíamos pendientes en el Plan Estratégico Institucional 2013-2018, también revisamos.
A lo interno, analizamos algunas estructuras organizacionales. El presupuesto formulado y ejecutado, un informe que se realiza el costo de la Justicia, recursos humanos, estadísticas, infraestructura, equipamiento y también datos de la Contraloría de Servicios, históricos para determinar nuestro funcionamiento a nivel de Contraloría de Servicios y percepción del ciudadano.
En análisis interno, lo hicimos también por cada ámbito, trabajamos internamente con la Defensa Pública, Ministerio Público y Organismo de Investigación Judicial para valorar sus necesidades internas”.
Consulta el Magistrado Sánchez: “Una consulta sobre eso, ahí hizo falta judicatura. ¿Por qué no se incorpora el área jurisdiccional?”.
Responde la licenciada Valverde Bermúdez: “Sí trabajamos con la Judicatura a través de las Comisiones”.
Consulta el Magistrado Molinari: “¿Se hizo algún análisis de riesgos institucionales a nivel general sobre cada una de las oficinas, etcétera, para incorporarlo aquí en este diagnóstico?”
Responde la licenciada Valverde Bermúdez: “Los riesgos los establecimos a través de las necesidades, efectivamente, valoramos los datos estadísticos que traíamos, valoramos la necesidades propuestas en los diferentes informes que se vienen dando a través del Estado de la Justicia, el Estado de la Nación, e informes internos que también la Dirección de Planificación ha realizado sobre las necesidades planteadas por los diferentes ámbitos, así como toda la recolección que se hizo en todos los talleres con estas personas que recopilamos”.
Indica el Magistrado Molinari: “Utilizaron el SEVRI de alguna forma para generar este análisis o no”.
Responde la licenciada Valverde Bermúdez: “El SEVRI como tal, también fue documentos que revisamos, los SEVRIS de las diferentes oficinas, también los planes operativos de las diferentes oficinas.
De hecho, este Plan Estratégico tiene otro elemento que no tenía el anterior, que es crear una matriz de riesgos asociadas al plan como tal en cuanto al posible cumplimiento y no cumplimiento también de objetivos, hay una matriz específica que creamos de riesgos para poder o no al 100% cumplir todo esto”.
Añade la Magistrada Escoto: “Quería más que todo hacerles ver que este informe fue producto de 36 talleres -como usted lo dijo- y 1048 participantes, en el cual participé, pero no es esa mi finalidad, sino la de reconocer el gran trabajo, la labor, la constancia que hubo de todas las personas y la identidad de criterios en la mayoría para llegar a este producto, lo cual, desde el ángulo de mi humilde entender, comparto y admiro, porque dentro de los principios orientadores están la innovación, la participación y la integración.
Me atrevo a decir esto porque hay una compañera aquí o dos que no estuvieron por razones obvias, quienes integran ahora Corte, la magistrada Solano y también los compañeros de la Sala Segunda, la magistrada y magistrado aquí presentes. 
Creo que la misión validada por el colectivo judicial de administrar justicia pronta, cumplida y accesible muestra ese avance de personalizar, las actuaciones de quienes impartimos Justicia o quienes administramos justicia. No solo los juzgadores, va más allá para todos los ámbitos que el Poder Judicial costarricense cubre, a su vez de conformidad con el ordenamiento jurídico para contribuir a la paz social.
Esto considero es un gran avance, porque no necesariamente solo estamos para administrar Justicia, comparto plenamente este Plan Estratégico.
La visión cuenta con elementos predominantes que el Poder Judicial resuelve, conflictos con pleno acceso a la justicia y de manera transparente. 
Ese es otro elemento esencial, que por haber estado a cargo de quien les habla desde hace algunos años, comparto plenamente, porque si algo hemos avanzado y somos un ejemplo en Iberoamérica en cumbres es por esa lucha por el trato diferenciado para las poblaciones en vulnerabilidad social. Aunque hagamos tantos esfuerzos. 
Sin embargo, voy para lo último que es lo que me preocupa -y creo que al magistrado Molinari también- y se toman en cuenta las Políticas de igualdad de género, de accesibilidad, de Reglas de Brasilia, acceso a la justicia, agenda 20-30 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), que hemos dado ya tres informes a nivel nacional e Iberoamericano, y quizás es la institución que más se ha preocupado gracias al seguimiento que le da la Oficina de Relaciones Internacionales (OCRI) –doña Karen y su grupo son increíblemente valiosas-.
Esto muestra en este informe también que nos va a regir, ese humanismo que se le está dando al Poder Judicial. Pero ya vamos más allá, en ambiente nos interesa también reverdecer el planeta, en cooperar y esto ha sido una tarea desde el ángulo de la Comisión Institucional de Gestión Ambiental, reuniéndonos mes a mes, yendo por todo el país a motivar -que eso quita tiempo- pero es algo más allá de impartir Justicia.
La búsqueda de la paz social, según quienes saben, se logra al tratar de buscar la forma en que las personas tengan menos pobreza.
Desde ese ángulo, quiero dejar visto que este es un reto que el Poder Judicial abraza y que hemos hecho a veces con las uñas por el presupuesto.
Quisiera ver y ahí es donde me preocupa, porque una de las situaciones para el acceso a la Justicia es la defensa técnica gratuita, ya no solo para quienes lo ocupen -porque hay una cuestión por ahí que no debe de ser- es para las personas que están en pobreza, con la carta de las personas indígenas, y otra normativa a nivel internacional, se nos exige que todas las personas en condición de pobreza, sobre todo indígenas, tengan acceso gratuito. Esto es un asunto que nos está preocupando a futuro por proyectos de ley sin contenido económico dentro del presupuesto.  
Por eso, desde ese ángulo, dejo la inquietud de que estos Planes Estratégicos fundados en los principios más elevados que comparto, y ahora también desde el Principio de la madre tierra, la “Pachamama”, donde también van los animales, otras cosas de ciclos biológicos, conllevan gastos. 
Aunque lo más importante es el cambio de actitud y eso lo hemos tenido y lo seguiremos teniendo en el Poder Judicial con quienes están al frente de las comisiones encargadas de ellos, como es la de Gestión Ambiental, la de Acceso a la Justicia, la de Género.
Pero sí quisiera, licenciada Valverde Bermúdez, que está en las cuentas, el presupuesto y todo eso. ¿Cómo vamos a hacerle frente a situaciones que se nos vienen y que ya se están viniendo? El magistrado Molinari y yo, lo hemos visto en cuestión de acceso para lograr contar con el personal requerido en asistencia técnica gratuita”.                     
Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: “La licenciada Valverde Bermúdez le puede responder a la magistrada Escoto, pero terminemos la información, creo que no había terminado y le responde a la magistrada Escoto”.  
Prosigue la licenciada Valverde Bermúdez: “Decíamos que como parte del diagnóstico también tomamos datos importantes del aporte del Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) en cuanto a los índices y lo servicios judiciales que se prestan en línea, aspectos que se identifican ahí, que se pueden mejorar, el índice de accesibilidad a la información judicial, con respecto a otros Poderes de la República. Ahí veíamos donde estamos posicionados con respecto a esos índices, que también en su momento lo analizamos con las diferentes comisiones.
Los Objetivos de Desarrollo Sostenible que están contenidos en el análisis, que ahora lo comentaba la magistrada Escoto, donde también se analizó con todas estas personas el ligar todos esos Objetivos de Desarrollo sostenible para poder visibilizar la tarea del Poder Judicial y el compromiso de esa agenda 2030.
El informe del Estado de la Justicia donde se vieron temas importantes de gobierno judicial, indicadores territoriales, calidad del recurso humano en el Poder Judicial, el control constitucional, patrones de votación, controles democráticos sobre la labor del Organismo de Investigación Judicial, causas de la privación de libertad y perfil de la población penitenciaria, la gestión de la Defensa Pública y análisis de casos del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, estos fueron insumos que también se toman en consideración como parte de las necesidades a resolver.    
También el Plan Estratégico Institucional se efectúa el análisis y recopilación de lo que nos queda pendiente de este plan y se retoma para lo que se incluye también lo pendiente.
Un aspecto básico que quedó pendiente de este plan del 2013-2018 fue todo lo que tiene que ver con el tema de comunicación y transmitir la información hacia la ciudadanía, se tenía una política y otros temas propuestos en relación a la Política de comunicación y eso quedó pendiente. Entonces también el personal consultado coincide sobre la necesidad y se vuelve a incluir lo que está pendiente y retomar para este nuevo plan.
Las reformas urgentes que plantea esta Corte a partir de las necesidades que se detectan, también se incluyen algunos objetivos y algunas metas para darle continuidad a los proyectos y las prioridades que también fijó esta Corte a partir de estos 10 aspectos importantes que consideraron ustedes como jerarquía y que se tenían que incorporar como requerimientos urgentes, también contempla estas necesidades.  
Las Contralorías de Servicios también fueron analizadas y la mayor necesidad de las personas. Les habíamos compartido a ustedes en el taller que se realizó sobre la necesidad de las personas, todas coinciden en que se haga una Justicia con celeridad, todos coinciden en que se tarda mucho en resolver sus procesos, se les trata bien, se les trata de acuerdo a accesibilidad, pero el mayor problema que hay es la celeridad en cuanto a la resolución de sus asuntos. 
Tenemos el Plan Estratégico, les decía que en la fase dos, elaborábamos el marco filosófico, el desarrollo de estrategias y el plan de acción. 
Tuvimos en el taller con ustedes y los directores de las diferentes direcciones propuestas de misión-visión, que ya fueron revisadas con ustedes, y como ustedes lo acordaron también las pusimos a consulta. En esa consulta participaron 491 personas y el resultado de la validación de esa misión fue de un 76.37% contra un 23.63%.
La misión que las personas consideraron que más se adaptaba a la institución, administrar justicia pronta, cumplida y accesible de conformidad con el ordenamiento jurídico para contribuir con la democracia, la paz social y el desarrollo sostenible del país, esa es la que las personas consideraron que se adaptaban más a la misión institucional.
La segunda encuesta que se realiza es sobre la visión institucional, sobre ella se obtiene el 29.47% sobre una y el 70.53% sobre la otra. En esa misma encuesta de las 491 personas se hizo tanto la consulta de misión como de visión.
La visión que alcanza el 70.53%, es ser un Poder Judicial que garantice al país pleno acceso a la Justicia, que resuelva los conflictos de manera pacífica, eficaz, eficiente, transparente y en apego a la ley, con personas servidoras comprometidas con su misión y valores, conscientes de su papel.
En resumen, quedaría la misión-visión planteada por las personas a las que se les consultó esta votación, la misión: administrar justicia pronta, cumplida y accesible de conformidad con el ordenamiento jurídico para contribuir con la democracia, la paz social y el desarrollo sostenible del país. Y la visión: ser un Poder Judicial que garantice al país pleno acceso a la justicia, que resuelva los conflictos de manera pacífica, eficaz, eficiente, transparente y en apego a la ley, con personas servidoras comprometidas con su misión y valores, conscientes de su papel en el desarrollo de la sociedad”.        
  SALEN LA MAGISTRADA ROJAS Y EL MAGISTRADO ARAYA. 
Refiere el Magistrado Molinari: “Una pregunta a la licenciada Valverde Bermúdez. ¿Por qué no misión y visión se determinan en Corte, sino que se hace esa consulta? 
Para que usted me lo explique desde el punto de vista técnico”. 
Aclara la licenciada Valverde Bermúdez: “Cuando se hizo el taller, usted no nos pudo acompañar en la tarde, la situación fue porque cuando nosotros analizamos la misión-visión con todos, quedaron dos propuestas las cuales la jerarquía las aceptaba, técnicamente eran válidas.
Lo que sucede es que sí se dio la necesidad de parte del grupo de que fuese consulta popular para que toda la institución también valorara las propuestas técnicas que había realizado esta Corte.
 Fue atendiendo a la solicitud de ustedes, que nosotros planteamos la consulta de estas dos propuestas que habían quedado de forma definitiva de todo el grupo”. 
Añade la Magistrada Escoto: “Tal vez es oportuno hacer ver la trascendencia cuando se consulta a todas las personas de un equipo, porque lo que se obtenga de producto tiene un mayor impacto para su cumplimiento.
Esto lo aprendimos en la Comisión de Valores cuando mediante el sistema Scorecard, que nos permitió la citada Comisión, se escogieron, no al azar, ni por Corte Plena, ni por jerarquías, sino al consultar a todos los diferentes ámbitos y se obtuvo un producto que trata de identificar más a ese conglomerado.
Me parece un sistema y un medio idóneo, porque no hay peor cosa que imponer, es mejor compartir. 
Sería bueno que se destaque, porque así lo quisimos en una mayoría y no fue impuesto, evita un poco más esa forma tradicional que tenemos de jerarquías, que a nada conducen, en muchos campos en otros hay necesidad de ello”.
Prosigue la licenciada Valverde Bermúdez: “Importante entonces que, como ejes trasversales de los grupos de trabajo, entonces están propuestos Acceso a la Justicia, Ambiente, Género, Innovación, Justicia Abierta, Valor del servicio de Administración de Justicia y Valores institucionales.
Como mapa estratégico, tenemos la estrategia, la misión y la visión, la sociedad en la resolución oportuna de conflictos, confianza y probidad de justicia.
En los procesos tenemos que es la optimización y la innovación de los servicios judiciales, tenemos aprendizaje y crecimiento por parte de la gestión del personal y recursos con planificación institucional.
Vamos a ver ya puntualmente los temas estratégicos.

La resolución oportuna de los conflictos.
Confianza y probidad en la justicia.
Optimización e innovación de los servicios judiciales.
Gestión del personal
Planificación institucional.
En los objetivos estratégicos de resolución oportuna de conflictos, resolver conflictos de forma imparcial, célere y eficaz para contribuir con la democracia y la paz social, las acciones estratégicas, celeridad judicial, abordaje integral de la criminalidad, medidas alternas y justicia restaurativa.
Aquí hay un aspecto importante, porque nosotros -Poder Judicial- siempre hemos manejado el tema de mora judicial, que es lo que tenemos pendiente y es lo que se conoce como mora. 
En este nuevo diseño de Plan Estratégico, se está dando un cambio a lo que es el concepto de mora judicial y se está adaptando por celeridad judicial. Los nuevos tiempos nos están llevando a ser más céleres, a buscar nuevas formas de hacer diferentes las cosas. Entonces, en este plan no van a ver el concepto de mora judicial, sino al contrario, lo estamos trasformando como celeridad judicial y esto adaptándolo a mecanismos y objetivos que nos ayuden a buscar más la celeridad.
En confianza y probidad, tenemos fortalecer la confianza de la sociedad con probidad en el servicio de Justicia, para contribuir con el desarrollo integral y sostenible del país.
Las acciones estratégicas: Tenemos transparencia y rendición de cuentas, probidad y anticorrupción, participación ciudadana, comunicación y proyección institucional, colaboración interna y externa.
En el 3), optimización e innovación de los servicios judiciales: Tenemos en el objetivo: optimizar los recursos institucionales e impulsar la innovación de los procesos judiciales para agilizar los servicios de justicia.
En las acciones estratégicas, tenemos los servicios tecnológicos, buenas prácticas, modalidades alternas de trabajo, leyes y reformas, y desarrollo de organización de servicios y procesos judiciales.
En la gestión del personal, este fue un apartado importante que ustedes en los talleres de jerarquía lo concluyeron, en donde el objetivo estratégico, mejorar la idoneidad competencial, el compromiso y el bienestar del personal judicial, con el fin de alcanzar la excelencia en la administración de justicia.

En las acciones estratégicas, tenemos la evaluación del desempeño, bienestar y salud, la carrera, la capacitación y reclutamiento y selección, entendiendo carrera como todos los ámbitos, no solo el jurisdiccional.
En Planificación Institucional, dirigir la gestión judicial en función de las prioridades institucionales con el fin de maximizar el uso de los recursos.
Tenemos en la acción estratégica, la gestión estratégica institucional, la gestión del portafolio de proyectos y la gestión de políticas institucionales.
Todas las acciones y los objetivos del cual se estará derivando más de 200 metas estratégicas que se plantearon en el plan por todos los programas. 
Este es un detalle, el que no lo doy por razones de tiempo, pero está contenido también en el CD que se les entregó.
	Las iniciativas de proyectos que en este momento contienen este plan son 62 iniciativas de programas de proyectos, y que están contenida 57 iniciativas de proyectos. 
El accionar del portafolio de proyectos en el Poder Judicial, nace de un Plan Estratégico, hasta derivarse hacia las propuestas de este portafolio, en donde se priorizan los proyectos sobre un balanceo de estas estrategias y que de aprobarse luego la cartera de proyectos para poder movilizarlos y cambiar de prioridad, tendría que venir a Corte a cambiar la prioridad en cuanto a la estrategia para tratar de moldear lo que hoy ha sucedido, en donde crecen proyectos que al final no tienen un soporte posterior.
Entonces, con este ordenamiento de los proyectos y de la cartera, pues tendría que darse un manejo distinto a nivel institucional.
Les decía que, como parte importante, el sistema que ahora van a tener información en línea para los temas importantes que se designaron acá, van a poder ver en Género, en Acceso a la Justicia, en los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), todo se va a poder obtener información en línea porque va a estar directamente ligado en el sistema.
Riesgos identificados. Pusimos una matriz de riesgos de cosas que nos pueden afectar institucionalmente o de riesgos asociados a la institución, un poco lo que la magistrada Escoto indicaba.
Un riesgo identificado, puede ser la aprobación de nuevas leyes, puede darse también un riesgo las brechas generacionales, un bajo rendimiento en el desempeño de los proyectos, los recortes financieros que afecten las partidas relacionadas con recurso humano, falta de recursos en general, los cambios organizacionales a nivel de estructura. Puede ser también un riesgo, incremento en la criminalidad, lo que provocaría la necesidad de cambiar o redirigir recursos para afrontar la necesidad que se vaya a dar en ese momento. En fin, algunos riesgos que se identifican de primera mano para tener controlado lo que se nos pueda estar presentando en este plan.
Factores críticos de éxito. Estamos planteando que se defina y se apruebe un reglamento para la administración de portafolios estratégicos por parte de la Dirección Jurídica. Esto es importante, porque hoy en día cambian las prioridades y no se tiene establecido como cambian las prioridades, como se manejan los cambios de los proyectos. Entonces, proponemos que a través de la Dirección Jurídica se plantee un pequeño reglamento que nos oriente en este accionar.
Definición y aprobación de alineamiento estratégico. Quedaría incorporado en este reglamento, el apoyo de la jerarquía para la adopción de esta implementación integral de gestión estratégica, la definición objetiva de los criterios de priorización, analizar de manera oportuna el otorgamiento de los recursos tanto financieros como humanos para la ejecución de estos proyectos, la definición y aprobación del procedimiento para elaboración y cumplimiento de las políticas.
Estamos proponiendo que, a nivel institucional, la Dirección de Planificación les proponga a ustedes una metodología a nivel institucional para generar las políticas, ya que se ha visualizado que hay diferentes grupos en donde proponen las políticas, pero no se estandariza y no todos los objetivos muchas veces se cumplen en la generación de políticas, entonces estamos proponiendo que se elabore ese procedimiento.
La capacitación y entrenamiento para las instancias estratégicas para liderar el modelo de gestión estratégica. Entonces, el último apartado de recomendaciones es, bueno, aprobar el Plan Institucional con todo el marco filosófico y todo lo que constituye el Plan Estratégico Institucional. Aprobar este modelo de gestión institucional, en donde estamos hablando de este cuadro de mando integral de administración de proyectos, planes anuales operativos, presupuesto orientado a resultados, gestión de políticas institucionales y gestión de la innovación.
A la Dirección Jurídica con la colaboración técnica de la Dirección de Planificación que se elabore la propuesta de reglamento para la administración del portafolio de proyectos a nivel institucional, que incluya la priorización y asignación de recursos y financieros para la ejecución de los proyectos.
A la Dirección de Planificación, que diseñemos lo que les decía, la propuesta para la ejecución, elaboración y evaluación de las políticas institucionales y que nosotros Dirección de Planificación en coordinación con la Dirección de Gestión Humana les brindemos una capacitación a la jerarquía institucional, así como a los ámbitos Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial sobre el modelo de gestión estratégica para que se mantenga en el tiempo.
Esto es un resumen muy general. En el documento que ustedes tienen anexos hay una matriz, en el anexo N°9 se detalla todos y cada uno de los objetivos a nivel ya por materia, por oficina hay responsables asignados y hay indicadores asignados, son más de 200 metas que le dan soporte a todo este planteamiento”.
Dice el Presidente, Magistrado Cruz: “Este es un ejercicio muy importante de la Dirección de Planificación.
Voy a decir que con la única experiencia que he tenido con relación a las objeciones al presupuesto de la Corte, nunca tienen que ver con discusiones de fondo sino aspectos meramente cuantitativos y contables.
Es a propósito de una pretensión de que haya planificación, este plan nos da un buen fundamento, pero debo decir que el recorte y la supresión de objetivos y metas no obedecen a criterios técnicos, el 90%, sino a criterios estrictamente presupuestarios. 
Si tienen alguna observación o algo que decir sobre el tema”.
Refiere el Magistrado Molinari: “Nada más que mientras se hacía el Plan Estratégico, íbamos avanzando en el proyecto del grupo 8 de Reforma de toda la institución y algunas cosas que plantea la Dirección de Planificación las integramos nosotros también, aunque no necesariamente coincidimos plenamente.
Entonces habrá, en su momento, que integrarnos de alguna forma, que convendría hacerlo. 
De todas formas, ya vamos a entrar en ese proceso, licenciada Valverde Bermúdez, porque el 12 de este mes les vamos a pasar lo del grupo 8, la definición completa que tenemos para que sea validada por el grupo 8 y entonces ahí podemos discutir algunas cosas.
Pero más o menos tenemos -creo yo- que lo que se establece en el Plan, de alguna forma lo comprendemos nosotros, pero con una diferencia que es que nosotros estamos partiendo de que podemos rearmar el rompecabezas, que no es una posibilidad que ustedes tienen, sino que ustedes tienen que trabajar a partir de lo que ya tenemos organizado, de la estructura orgánica, funcional, que tiene esta institución y no es cosa que nosotros nos haya limitado, de acuerdo a lo que usted misma ha visto en todo el proceso que hemos llevado a cabo.
Pero precisamente por esa posibilidad, nos hemos extendido, hemos reacomodado de alguna forma competencias, hemos ideado algún otro órgano que ya podríamos valorar en su momento y nada más quería decirlo.
Si vamos a aprobar esto, la posibilidad de que varíe de alguna forma el Plan Estratégico nuestro, si se llega a aprobar también lo que finalmente hagamos, que no solamente es una aprobación de Corte, sino que va bastante más allá, pues entonces tendríamos que considerar eso y no quería dejar de decirlo”.
Manifiesta el Presidente, Magistrado Cruz: “Comprendo muy bien, más bien fortalecería el Plan, porque tendría incidencia en correcciones, rectificaciones sobre el desarrollo.
No hay ninguna otra observación sobre lo que expuso la licenciada Valverde Bermúdez y se aprueba.”
Se acordó: Tener por hecha la exposición de la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, sobre el Plan Estratégico Institucional 2019-2024. En ese sentido se acoge el informe N° 1463-PLA-2018, Plan Estratégico Institucional 2019-2024, así como sus recomendaciones en los términos señalados.
Las Direcciones Jurídica, de Planificación y de Gestión Humana tomarán nota para lo que a cada uno corresponda.”
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Se acordó: Tomar nota del acuerdo de la Corte Plena en sesión N° 56-18 celebrada el 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII, referente al Plan Estratégico Institucional 2019-2024 y hacerlo de conocimiento del Ministerio Público, la Defensa Pública, y la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713262]ARTÍCULO XLVII 
DOCUMENTO N° 15646-15, 43-19 y 961-19
En sesión N° 3-19 celebrada el 15 de enero del 2019, artículo XXVIII, se dispuso lo que literalmente dice:
“Se acordó: 1) Tomar nota del oficio N° 1570-376-SEGA-2018 del 21 de diciembre de 2018, suscrito por el máster Roy Díaz Chavarría, Sub-auditor Judicial interino, donde remite “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Juzgado Contravencional de Golfito. 2) Deberá el personal del citado Juzgado tomar las medidas necesarias para aplicar las recomendaciones que se encuentran en proceso o no han sido aplicadas 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo, en virtud del incumplimiento indicado.
La Auditoría Judicial, la Dirección de Gestión Humana, el Tribunal de la Inspección Judicial y la Contraloría de Servicio del Poder Judicial, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”
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La licenciada Hannia Núñez Rodríguez. Jueza del Juzgado Contravencional de Golfito, en correo electrónico del 25 de enero de 2019, solicitó:
“Después de saludarle les paso a informar que el Juzgado Contravencional de Golfito ha cumplido con la recomendación realizada por la Auditoría, con relación a la aprobación de 1 registro pendiente en el sistema del SOAP.
La suscrita en conjunto con el personal del despacho tomamos medidas para que la aprobación en el sistema SOAP se realice dentro del plazo establecido, sea este de tres días máximo.
Las medidas que se toman son las siguientes:
1 Cuando las personas técnicas judiciales realicen un registro en dicho sistema, pasarlo inmediatamente al Juez o Jueza para su aprobación.
2. Comunicar al personal que realiza sustituciones por vacaciones, incapacidad u otros, lo anterior. Ya sean de técnicos judiciales (supernumerarios o externos y Jueces Supernumerarios o que vienen de Presidencia).
3. Jueces y juezas que laboren en el despacho tener mayor control de los registros por aprobar y en caso de que el personal haya realizado el registro y no ha pasado el expediente para su aprobación, la persona juzgadora solicitarlo al personal.
Es importante hacer ver que el sistema del SOAP toma en cuenta también los días inhábiles, lo que quiere decir que cuenta sábados, domingos, feriados y asuetos, cierre colectivo como días normales de trabajo, lo que puede generar perjuicio en algún momento, siendo que no se está laborando.
Se adjunta archivo con la pantalla del sistema para que se verifique que no hay registros por aprobar.”
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Se acordó: Tomar nota de lo informado por licenciada Hannia Núñez Rodríguez. Jueza del Juzgado Contravencional de Golfito, en correo electrónico del 25 de enero de 2019. 
La Auditoría, el Tribunal de la Inspección Judicial y la Contraloría de Servicio del Poder Judicial, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713264]ARTÍCULO XLVIII 
DOCUMENTO N° 8616-16, 3379-18 y 6609 y 11071-18, 389 y 994-19
El licenciado Mario Alberto Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, en oficio N° ANEJUD-0009-2019 del 11 de enero de 2019, solicitó lo siguiente:
 “Nos referimos al oficio N° 001-UPS-2019 del 02 de enero de 2019. 
A solicitud de servidores y servidoras del Organismo de Investigación Judicial, destacados en el SITE, Primer Circuito Judicial de San José, nos presentamos con todo respeto, solicitando atención y solución al problema que señalamos.
Los citados servidores judiciales, fueron notificados mediante oficio N°001-UPS-AS-2019, de fecha 02 de enero de 2019, oficio dirigido al Licenciado Manuel Enrique Durán Castro, sobre la disposición de la Unidad de Pagos y Salarios de suspender el pago del rubro de disponibilidad, bajo el argumento que dicho personal no está sometido a ese régimen laboral.
El oficio en mención, lo firman las Licenciadas Rosibel Brenes Alvarado y la Licenciada Maureen Siles Mata, en su orden, Coordinadora Unidad de Pagos y Jefa Administrativa Salarial. Adjuntamos Oficio de marras.
En reunión con las personas afectadas, nuestra organización conoció el sistema de roles que prima en el SITE y la variante de atención cotidiana que requiere desarrollar el personal de esa Unidad, para brindar un  servicio eficaz y eficiente como el que exige la Institución. Aquí se demostró que ese personal sí está sometido al régimen de la disponibilidad, que incluso sus jefaturas, aunque en forma equivocada, les exigen laborar a diario 12 horas en vez de las ocho de ley, y que, para justificar el recargo sin paga de horas extras, argumenta el cumplimiento de la disponibilidad como normativa oficial.
Conforme al oficio de marras, el personal de SITE y esta organización sindical, consideramos que el informe 794-43-SAP-2017 de la Auditoría Judicial para el mejoramiento del sistema de control interno referente al rubro de Disponibilidad, cancelado al Departamento de Investigaciones Criminales, del OIJ, al ordenar la suspensión del pago de ese rubro al personal de SITE, desconoce por completo las funciones que desempeña este personal y el sistema de roles y horarios establecidos para  el buen funcionamiento de esta Unidad.
En tal sentido el personal de SITE y este sindicato, solicitamos con  todo respeto al Honorable Consejo Superior, dejar sin efecto la directriz de marras hasta tanto no se haga un estudio minucioso, por parte de la Unidad de Planificación, donde se demuestre como en verdad lo es, que en el SITE, por la naturaleza de las funciones que desempeña  el personal, se requiere y así lo ha sido siempre aplicar el régimen de disponibilidad para operar con eficiencia y eficacia.  

En espera de su pronta respuesta, me suscribo atento,
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Informa el licenciado Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General interino de la Corte, que previo a someter a conocimiento de este Consejo, la gestión anterior, en oficio N° 401-19 del 16 de enero de 2019, solicitó informe al máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, sobre lo expuesto por el licenciado Mario Alberto Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, ANEJUD.
En repuesta a lo anterior, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en oficio N° 63-DG-19 del 24 de enero de 2019, informó lo siguiente:
“En relación con el informe solicitado por su persona mediante el Oficio número 401-19 de fecha 16 de los corrientes; me permito remitir el Oficio número 018-SITE-2019, suscrito por el Lic. Ernesto Durán Castro, Jefe Coordinador de la Sección de Investigación de Turno Extraordinario; mediante el cual hace del conocimiento de las Licenciadas Rosibel Brenes Alvarado y Mauren Siles Mata, por sus funciones Coordinadora de la Unidad de Pagos y Jefa de Administración Salarial del Departamento de Gestión Humana; que en la Sección a su cargo se realizan disponibilidades por parte del personal que en ella labora, por lo que no es de recibo que se aplique el rebajo del rubro disponibilidad a las personas servidoras que laboran bajo su cargo.
 Se adjunta el Oficio mencionado, así como la documentación donde consta la distribución de los roles de disponibilidad aplicados en la Sección citada para los meses de octubre a diciembre del año recién pasado.
No omito manifestarle que esta Dirección General comparte en todos sus extremos el Informe suscrito por la Jefatura de la Sección de Turno Extraordinario de este Organismo.
Con mis más altas muestras de respeto y consideración, y a sus órdenes para cualquier aclaración o ampliación”

-0-
En sesión N°6-18 celebrada el 23 de enero de 2018, artículo LXXVIII, se devolvió el informe de la Dirección Jurídica sobre la procedencia o no del rebajo del 40% de los pluses salariales devengados por el personal de investigación que conforma el Organismo de Investigación Judicial, (variación de jornada, riesgo policial y disponibilidad), cuando presentan alguna situación especial de salud psicológica o física y de la  procedencia o no del pago de los pluses salariales en los casos donde los reciben, pero no ejercen ninguna función relacionada con el puesto que ocupan, y si el rubro recibido por el personal a su cargo denominado “Servicio médico forense ininterrumpido”, que es considerado como “disponibilidad”, se debía de pagar a personal que ha permanecido incapacitado por tiempos prolongados o se debe aplicar lo estipulado en el artículo 10 del “Reglamento de Compensación de disponibilidad”; para que revisara su dictamen, considerando, específicamente, lo señalado en el artículo 157 del Código de Trabajo en cuanto a la forma de pago de las vacaciones; lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial respecto al pago de las incapacidades, así como cualquier otra normativa o jurisprudencia que regule el pago de pluses salariales de la persona trabajadora ante situaciones especiales de salud psicológicas o físicas y donde se logra demostrar que no es de su haber el no poder realizar las funciones a cabalidad. En relación con las siguientes situaciones: a.) Personas servidoras se encuentren disfrutando de permisos con goce de salario total, parcial o sin goce de sueldo. b.) Personas servidoras se encuentra disfrutando de vacaciones. c.) Personas servidoras se encuentre en cualquier otra situación que le impida desempeñar las funciones definidas para el puesto y que devenguen el pago de algún plus salarial.
Seguidamente, en sesión Nº26-18 celebrada el 05 de abril de 2018, artículo XC, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana, no realizar ningún rebajo de los pluses salariales devengados por el personal de investigación que conforma el Organismo de Investigación Judicial, respecto a (variación de jornada, riesgo policial y disponibilidad), hasta tanto la Dirección Jurídica informe a este Consejo lo pertinente. Lo anterior, de conformidad con lo resuelto por este órgano, en sesión N°6-18 celebrada el 23 de enero de 2018, artículo LXXVIII.
Finalmente, en sesión Nº 85-18 celebrada del 27 de setiembre de 2018, artículo XXV, se acogió el criterio vertido por la Dirección Jurídica en oficio N° DJ-AJ-3207-2018 del 20 de setiembre de 2018, todos sus extremos. Asimismo, se hizo ese acuerdo de conocimiento de las Direcciones de Gestión Humana y del Organismo de Investigación Judicial y se trasladó la gestión presentada por el servidor Jorge Pérez Espinoza, Investigador Judicial de la Oficina Regional del Organismos de Investigación Judicial de Cóbano a la Dirección de Gestión Humana para lo que correspondiera.
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana informe respecto a lo argumentado tanto por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial y por el licenciado Mario Alberto Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD). Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713269]ARTÍCULO XLIX 
DOCUMENTO N° 10076-15, 939-19

La servidora Lizeth Orozco Bolaños, Secretaría Ejecutiva de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, con indicaciones del máster Rafael Segura Bonilla, Magistrado Director del Programa Fortalecimiento Justicia Restaurativa, en oficio No. 009-Europe-Aid-19 del 23 de enero de 2019, solicitó:
“Como parte de la ejecución de la subvención de fondos donados para el Proyecto Regional  Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa, que responde al Convenio firmado entre el Poder Judicial de Costa Rica y la Comisión Europea, según Contrato nº LA/2016/378-555, en asocio a los Poderes Judiciales del Estado de México y Colombia, y siendo declarado dicho Proyecto en sesión N° 64-16, de interés institucional,  en forma atenta solicito aprobar los gastos que se detallan en el siguiente cuadro y que fueron incorporados a la corriente presupuestaria del presente año 2019:
 
Aunado a lo anterior, es de suma importancia indicar que estos montos son necesarios para llevar a cabo las actividades que se explican en el documento adjunto denominado: “Actividades ejecutar I Semestre 2019.doc”.
Por otra parte, se acompaña la proyección de presupuesto coordinado con la Dirección de Planificación y las respectivas certificaciones de contenido presupuestario.

(…)”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Aprobar los gastos con cargo al programa 927, fuente de financiamiento 923 "Subvención Unión Europea para Fortalecimiento Programa Justicia Restaurativa-PJ", del presupuesto del 2019 aprobado mediante la ley 9632, según el siguiente detalle:

Lo anterior, en el entendido, que para el caso de las personas servidoras judiciales del Poder Judicial de Costa Rica, deberán remitir la información para cada caso concreto, a fin de autorizar lo corresponda.
La Dirección Ejecutiva, el Departamento de Financiero Contable y el Programa de Justicia Restaurativa, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc536713273]ARTÍCULO L 
DOCUMENTO N° 1122-19
La servidora Angélica María Porras Sánchez, Auxiliar de Servicios Generales del Juzgado Penal de Puntarenas, en nota del 28 de enero de 2019, solicitó: 
“Sirva la presente para saludarles con todo respeto, por este medio de la forma más respetuosa, acudo al honorable Consejo Superior, a solicitar permiso con el fin de que se me autorice el permiso de asistencia a clases, actualmente me encuentro cursando el último cuatrimestre de la Licenciatura de la carrera de Derecho, el permiso que necesito comprende de semana por medio para los  días martes, jueves, días de examen, y exposición, en la segunda audiencia solamente, y todos los viernes de la segunda audiencia. Laboro en el Juzgado Penal de Puntarenas, soy propietaria, en el puesto de Auxiliar de Servicios Generales, plaza N° 44996. Es mi deseo de superación personal y profesional dentro de esta Institución que me impulsa a solicitar a este Honorable Consejo se me otorgue el permiso con goce de salario, para poder asistir a clases y así poder finalizar mi carrera, todo el primer cuatrimestre del 2019, comprendiendo del período que va del 29 de enero del 2019 al 30 de abril del 2019, a razón de que cursos, 5 materias (Derecho Agrario- Juicios Universales II- Derecho Reales II- Derecho Notarial y Registral- Derecho Internacional Privado). Debo tomar el Autobús de Puntarenas a San José, al ser las 13:00 horas, y de ahí trasladarme 98 kilómetros aproximadamente, y al llegar a la terminal de buses Empresarios Unidos en San José, debo tomar un autobús nuevamente, para trasladarme a la Universidad de la Ciencias y el arte, clases que inician a las 17:00 horas y concluye a las 21:00 horas. En toda mi carrera es la primera vez que solicito permiso esto por cuanto curse las materias los sábados o en jornada nocturna, pero este último cuatrimestre de la licenciatura fue imposible ya que no imparten los días sábados mi mayor deseo es terminar la carrera que durante todos estos años ha sido de sacrificio el trabajar, estudiar y no compartir tiempo con mi familia. 
Solicito que mi petición sea tomada, cabe indicar que  en caso que el honorable Consejo me autorice, estaría contando con el visto bueno de la Jueza Coordinadora del Juzgado Penal, quién junto con mis compañeros están anuentes a que yo pueda retirarme y colaborarme con mis funciones en caso necesario para que no se de ninguna afectación en el despacho o la atención al usuario 
Agradezco la atención que se me pueda brindar y de la forma más respetuosa dejo ofrecida mi petición, quedando a sus órdenes.
(…)”
- 0 -
Se acordó: Denegar la solicitud de la servidora Angélica María Porras Sánchez, Auxiliar de Servicios Generales del Juzgado Penal de Puntarenas, en razón de que en esa localidad ofrece facilidades de estudio. Además este tipo de permisos para ocupar tiempo laboral en actividades personales son de carácter restrictivo.  Ya que su situación es la misma que enfrentan muchos servidores y servidoras judiciales, por lo que se debe garantizar la prestación del servicio público y dar un trato equitativo a quienes laboran en el Poder Judicial, siendo que, por control interno este órgano está obligado al buen uso de los recursos públicos. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc536713275]ARTÍCULO LI
DOCUMENTO N° 974-19
La servidora Joselyn Fonseca Gamboa, Técnica Judicial de la Fiscalía de Pavas, con el visto bueno de la licenciada María Gabriela Alfaro Zuñiga, Fiscal Adjunta de Género, en correo electrónico del 25 de enero de 2019, solicitó lo siguiente:
“Señores Consejo Superior del Poder Judicial espero se encuentren muy bien, les remito este correo con el fin de solicitarles su autorización para ver si es posible que los días Martes y Viernes durante el mes de Febrero de este año yo tenga la posibilidad de salir a las cuatro de la tarde dado que matriculé los seminarios para mis pruebas de grado en la Universidad y los horarios que establecieron son Martes y Viernes a partir de las 4:45 de la tarde en adelante, como viajó desde la Fiscalía de PISAV Pavas hasta San José donde se ubica la Universidad Santo Tomas se me hace imposible llegar a tiempo.
Además adjunto carta de la Universidad donde se acredita lo anterior expuesto y adjunto copia de correo donde la Licenciada María Gabriela Alfaro Zuñiga Fiscal Adjunta de Género da visto bueno siempre y cuando no se afecté el servicio brindado, cabe indicar que mi persona conversó sobre este permiso con las demás compañeras de la oficina y todas están en la disposición de cubrir ese tiempo a fin de que el servicio no se afecte.”


-0-
Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar a la servidora Joselyn Fonseca Gamboa, Técnica Judicial de la Fiscalía de Pavas, para que se retire los martes y viernes de cada semana, a partir de las 16:00 horas, durante el mes de febrero de 2019, para que asista a lecciones en la Universidad Santo Tomás. Lo anterior, en el entendido de que deberá dar prioridad a las funciones propias de su cargo y en caso de presentarse algún asunto urgente en la Oficina deberá dar prioridad para atenderlo. 2.) Deberá la servidora Fonseca Gamboa informar a este Consejo la forma en que va a reponer el tiempo que ocupe en este permiso, lo anterior por tratarse de tiempo que se encuentra dentro de la jornada laboral. Asimismo, comprobará el resultado final que obtenga de los cursos ante la Dirección de Gestión Humana. 3.) Debe entenderse, además, que el consentimiento de la Jefatura, se da porque esa oficina cuenta con personal suficiente para hacerle frente a la ausencia temporal de la citada servidora y no requiere de recurso humano adicional.
Las Direcciones de Gestión Humana y la Fiscalía de Pavas, tomarán nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc536713278]ARTÍCULO LII
DOCUMENTO N° 4826-18, 521 y 991-19

En sesión N° 4-19 celebrada el 17 de enero del 2019, artículo XXIV, se denegó la solicitud presentada por la Dirección de Gestión Humana, en su oficio N° 18-CAP-2019, del 16 de enero de 2019, con motivo de las limitaciones presupuestarias que enfrenta este Poder de la República y por no encontrarse dentro de las prioridades establecidas por este Consejo, en la sesión N°110-18 celebrada el 19 de diciembre de 2018, artículo I. Asimismo se comunicó a la Dirección de Gestión Humana que este órgano analizaría en el momento oportuno la viabilidad del otorgamiento de los citados permisos, una vez se conociera en conjunto con las demás solicitudes de esa naturaleza, con la finalidad de determinar las necesidades de la Institución.
La máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Waiman Hin Herrera y Cheryl Bolaños Madrigal; por su orden, Directora interina de Gestión Humana, Subdirectora interina de Desarrollo Humana y Jefa interina de Gestión de la Capacitación, mediante oficio N° 37-CAP-2019 del 25 de enero de 2019, manifestaron lo siguiente:
“Para mejor resolver a lo indicado en el oficio N° 18- CAP-2019 del 08 de enero del 2019 se aclara que el presupuesto asignado para especialistas en contenido del Subproceso Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, fue aprobado en la sesión N° 34-18 del 05 de abril del 2018, Subpartida 00105 (Permisos con goce de salario) del programa 926 (Dirección y Administración); por lo que al estar formulado y aprobado, esta oficina se pronuncia en razón de la utilización de los mismos para lo que en esencia corresponde: brindar capacitación a la población judicial. Se remite el documento mencionado.



Según el acuerdo citado se aprueban 30.329.079.00 (treinta millones trescientos veintinueve mil setenta y nueve colones) para el rubro correspondiente a la Actividad Especialistas en contenido y que se formula precisamente para lograr el cumplimiento de lo propuesto en el plan de capacitación. A continuación, el detalle de lo aprobado:



[bookmark: _Toc501036409]Se aclara al estimable Consejo Superior que la gestión presentada en oficio 18-CAP-2019 forma parte de las actividades que este Subproceso programa para dar cumplimiento al plan de capacitación y que no se refiere a ningún proyecto institucional, si no  que refiere a  una labor sustantiva de esta oficina de acuerdo con el  plan  aprobado por el Consejo Directivo y posteriormente por este estimable Consejo en la sesión N° 93-18 celebrada el 25 de octubre del 2018 artículo XLVI.



Además, es importante indicar que esta acción es similar a las gestiones que realizaron la Escuela Judicial y las unidades de capacitación del Ministerio Público y la Defensa Pública, con la misma premisa de cumplir los planes de capacitación aprobados, por lo que limitar al Subproceso Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana de tales recursos, provoca desigualdad en la asignación de los recursos y coarta el cumplimiento del Plan de Capacitación 2019. 

Cabe resaltar al estimable Consejo Superior el acuerdo N°97-18 de la sesión celebrada el 06 de noviembre del 2018 que indica:

Se acordó: 1- Tener por rendidos los oficios N° 185-CAP-2018 y N° 250-CAP-2018, remitidos por la Dirección de Gestión Humana y el Subproceso de Capacitación. 2- Tomar nota de que el Subproceso Gestión de la Capacitación realiza un análisis de las necesidades de capacitación diagnosticadas lo que permite identificar la relación entre las solicitudes de actividades de capacitación y los perfiles competenciales, el nivel estratégico de la necesidad, la prioridad y la correspondiente asignación de recursos. Que el Poder Judicial cuenta con poblaciones de atención prioritaria identificadas que es fundamental capacitar, ya que de ellos depende el desarrollo, seguridad e innovación de los procesos, que a su vez garantizan la operación de la Institución y la continuidad del servicio, así como la reducción del riesgo. Estas poblaciones son: La Auditoría, la Dirección de Tecnología de la Información, el Departamento de la Proveeduría, el Departamento de Financiero Contable, la Dirección de Planificación, Dirección de Gestión Humana, la Dirección Jurídica, las Secretarías de Género y Ética y Valores, así como las Comisiones institucionales que requieren del componente capacitación como Acceso a la Justicia y Ambiental. 3- Aprobar el informe y sus recomendaciones tales como: a) Que debido a las limitaciones presupuestarias que enfrenta el Subproceso Gestión de la Capacitación y que no será posible cubrir el 100% de las necesidades diagnosticadas para el 2018, se recomienda continuar ejecutando las necesidades pendientes del 2018, durante el 2019.  b) Que se remita los planes de capacitación oportunamente a las instancias superiores que deban validar y aprobarlos antes de iniciar el año de implementación, con el fin de que no se afecte la ejecución de estos planes. c) Otorgar prioridad y recursos a la Dirección de Tecnologías de la Información, para que atienda la necesidad de este subproceso con el desarrollo de un sistema de gestión de la capacitación por competencias que permita generar diagnósticos bajo el modelo establecido en la Dirección de Gestión Humana y gestionar las necesidades de capacitación de forma sistematizada. 4- Lo anterior siempre y cuando exista la disponibilidad de contenido presupuestario para el 2019.” (La negrita no es del original)
Con base en el acuerdo anterior, hacemos notar que se ha reconocido la importancia de la labor de este Subproceso, así como el análisis y gestión de las necesidades de capacitación, mismas que están implícitas en los planes de capacitación y planes operativos de esta oficina, para los cuales se requieren los recursos presupuestados y aprobados en especialistas en contenido. Además, se agrega que en el punto 4) del acuerdo, se hace referencia a la disponibilidad presupuestaria, misma que se certifica en el documento adjunto que también se incluyó en la gestión original.


Se adjunta además el plan operativo del 2019 para su conocimiento.”



-0-
Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: De  conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, y por ser un asunto de interés institucional; conceder permiso con goce de salario y sustitución del 5 de febrero al 5 de mayo de 2019, a las plazas N° 359183 de Gestor de Capacitación 2 y N° 103609 de Asistente Administrativo 2 de la Dirección de Gestión Humana, para que se dediquen a la Conformación del Programa Calidad de Vida. 
La Direcciones de Gestión Humana y Planificación, tomarán nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc536713282]ARTÍCULO LIII
DOCUMENTO N° 8960-14, 1006-19
En sesión N° 72-14 celebrada el 12 de agosto de 2014, artículo XXVII, se tuvo rendido el informe del Departamento de Personal y con base en él se denegó la solicitud de traslado del servidor Dennis Obando Aguilar, Técnico Judicial del Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José.
La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, de Gestión Humana y la licenciada Krissia Rojas Quirós, por su orden de Directora interina, Subdirectora interina de Gestión Humana y Jefa interina de la Sección de Reclutamiento y Selección, en oficio N° RS-16-2019 del 28 de enero de 2019, informaron:
“En fecha 19 de febrero 2018, se recibió en la Sección de Reclutamiento y Selección, solicitud de traslado del servidor Denis Obando Aguilar, Técnico Judicial 2 del Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José.
Antecedentes.
El señor Obando Aguilar solicitó traslado para las zonas de Liberia, Filadelfia, Santa Cruz, Bagaces, La Cruz o Cañas, fundamentado en las siguientes razones:
Que es oriundo de Jicaral de Guanacaste.
Que por razones de trabajo se trasladó hace veinte años a Liberia Guanacaste y hace diez a San José.
Que en abril del 2015 contrajo matrimonio.
Que por motivos laborales y familiares su esposa no puede trasladarse a vivir a San José.
Que desde hace siete años viaja semanalmente desde San José a   Liberia, lo que le ha venido afectando su estado económico, de salud y emocional, al tener que cubrir obligaciones en ambas zonas, realizar largos viajes y tener que separarse de su esposa semana a semana.  
 Se tiene registro que con anterioridad el señor Obando Aguilar ha gestionado su traslado ante esta Sección.  Así, en el 2014, en la sesión N° 72-14, artículo XXVII, se conoció el oficio Nº RS-2542-14 del 1 de agosto de 2014, en la que, al no encontrar anuencia por parte de las jefaturas para realizar el movimiento, la gestión le fue denegada.  Adicionalmente, se tiene registro del señor Obando Aguilar en el banco de permutas, el cual a la fecha no ha sido efectivo.
Situación actual del gestionante.
Según se ha podido confirmar en los sistemas de información de la Dirección de Gestión Humana, don Denis se encuentra actualmente nombrado en su plaza en propiedad No. 56960 de Técnico Judicial 2 en el Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia, nombramiento que obtuvo el 28 de febrero del 2011.
Información laboral.
De acuerdo con los sistemas de información de la Dirección de Gestión Humana, los detalles de tiempo servido del señor Obando Aguilar son los siguientes:
	Detalles de tiempo servido

	Total, tiempo servido en el Poder Judicial
	13 años, 11 meses, 15 días

	Total, tiempo servido como Técnico Judicial 2 
	13 años, 06 meses, 13 días

	Total, tiempo servido como Técnico Judicial 2 en el Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia, I CJ San José.
	13 años, 06 meses


[bookmark: _Hlk530658101]Información generada al 15 de enero 2019.
La Inspección Judicial confirma que el señor Obando Aguilar NO presenta causas disciplinarias activas a la fecha y hora de la consulta. 
La Unidad de Pagos de la Dirección de Gestión Humana informa que, don Denis no goza del pago del plus del zonaje, mismo que pudiera verse afectado con el movimiento solicitado.  
Análisis de alternativas.
Con el objetivo de presentar una opción de traslado definitivo para el señor Obando Aguilar, se procede a revisar las plazas de Técnico Judicial 2 en las zonas de interés de don Denis, que se encuentren vacantes y sean ordinarias. 
El detalle de estas plazas, así como los tiempos servidos de las personas servidoras judiciales en condición interina que las ocupan actualmente, se muestran a continuación: 


Información generada al 15 de enero del 2019.
TS= Tiempo Servido. 
a=años / m=meses / d=días.
*Se tiene el registro en la PIN (Proposición Electrónica de Nombramientos) de una proposición de nombramiento aprobado del 01/02/2019 al 28/02/2019.
Se confirmó con la Unidad de Llenado de Vacantes de la Sección de Reclutamiento y Selección que las plazas vacantes aquí propuestas no forman parte de ninguna nómina para próximos nombramientos en propiedad mediante la metodología ordinaria de selección.
No se encontró ninguna opción disponible en el banco de permutas que pudiera coincidir con los intereses de don Denis. Tampoco se ubicó alguna plaza de la categoría y zonas de interés que haya sido liberada recientemente por jubilación.
Como última alternativa de solución se evaluaron las opciones de plazas vacantes en descenso de Técnico Judicial 1 en las mencionadas zonas y en la materia de familia, no encontrándose ninguna opción disponible.
Criterios de jefaturas.
Se consultó a las jefaturas de las plazas vacantes presentadas en el apartado anterior, la posibilidad de trasladar al señor Denis Obando a alguna de ellas.  Lamentablemente no se obtuvo ninguna respuesta favorable.
Entre las principales razones de justificación que ofrecieron se encuentran:
Licda. Ivannia Cristina Solano Gómez, Jueza Coordinadora, Juzgado Civil y Trabajo I Circuito Judicial de Guanacaste:
“… En relación a la consulta está jefatura NO DEACUERDO, en que se traslade al señor Dennis Obando Aguilar, técnico 2 del Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia del I Circuito Judicial de San José a la plaza 44.810, de este despacho. Lo anterior por lo siguiente: Primero, el servidor judicial tiene la categoría de técnico 2, en una materia distinta a la que se conoce esté despacho, en esta oficina se conoce la materia civil y laboral (no familia, ni penal juvenil); tanto civil como laboral, son materias complejas, que no son fáciles de aprender, que la experiencia en esas especialidades es relevante, y ya contamos con un servidor con tales atestados. Segundo, según la Constitución Política, el nombramiento de un empleado público debe hacerse mediante concurso por idoneidad comprobada, dicho señor no cuenta con idoneidad comprobada, ya que su experiencia y nombramiento lo es en otra materia muy distinta a las que conoce este despacho.   Su traslado o imposición sería ilegal e inconstitucional. Tercero. El traslado tendría sentido, en un puesto de su misma categoría y especialidad, porque sería en relación a funciones homologas, en este caso no lo es. Es decir, en un juzgado de Familia y/o Penal Juvenil del Circuito de Liberia, pero no en el Juzgado Civil y de Trabajo, donde los técnicos cumplen con funciones y labores diametralmente diferentes, amén de que se emplean códigos, leyes y principios diferentes; y que con la reforma su especialidad es marcada por taller, y cursos.   Cuarto. Imponer a una persona técnico como recurso humano, vendría hacer un acto administrativo ilegal, porque no sería un acto dictado en beneficio de la administración pública. Actualmente, aseguramos que la persona interina cumple con  todos los requisitos y prueba legales (idoneidad comprobada ) para estar en el puesto que ocupa,  que contribuye  a un servicio público de justicia pronta y cumplida; que cumple con las cuotas establecidas,  máxime en este tiempo, que por las reformas en ambas materias y la migración de expedientes de las periferias, dejó un circulante importante que solo puede ser atendido por persona con experiencia en el puesto, que en este caso, además, repito, con los atestados legales. Por otro lado, el modelo selectivo vigente (Circular N° 72-15) establece una medida transitoria que señala:
“las personas que ya cuentan con tiempo servido en la institución al momento de su inscripción en la convocatoria y que no logren superar positivamente el proceso evaluativo no podrán integrar el Registro de Postulantes, pero tendrán la posibilidad de continuar realizando sustituciones en el Poder Judicial, en caso de que sus jefaturas así lo estimen conveniente,  y hasta tanto el puesto que ocupen no sea concursado, dado que es claro que el servidor interino que no supere positivamente el proceso no tendrá la opción de optar por una vacante.
Tal disposición sería aplicable únicamente a los servidores que ya se encuentran en la institución pues para las personas que desean ingresar por primera vez al Poder Judicial, deberán superar previamente la evaluación correspondiente, tal y como se expuso en el punto anterior, lo que garantizará que quien ingrese a laborar contará con la idoneidad mínima demostrada”.
Por consiguiente, si la jefatura estima que el traslado solicitado no es procedente y categóricamente insiste en que NO ESTA DEACUERDO.
Licda. Xinia María Esquivel Herrera, Jueza Coordinadora, Juzgado Civil y Trabajo de Cañas:
“… que este Juzgado es semi especializado, conoce únicamente materia civil y laboral, las cuales han sufrido reformas estructurales, resultando en ambas legislaciones novedosas, para cuya atención hemos recibido, tanto el personal juzgador como técnico, capacitación por parte de la Escuela Judicial, y de facilitadores que nos han visitado en la oficina. Lo anterior dado que, actualmente, existen procesos de trámite urgente, en materia laboral especialmente, en casos de fueros, medidas cautelares, huelgas, en los cuales los técnicos tienen menos de veinticuatro horas para resolver. Además, en materia civil, la Comisión de Reforma Civil realizó grandes esfuerzos en capacitación de técnicos judiciales, para que pudieran afrontar los cambios en esa materia, los cuales van desde plazos, formatos, procesos nuevos, por ejemplo.
No considero, con todo respeto, que sea un funcionario idóneo, para la labor técnica que se debe desempeñar en este Juzgado, máxime que al no tener conocimiento de las materias y procesos que se tramitan en este Despacho, no logrará cumplir con las cuotas diarias establecidas por el Departamento de Planificación, lo cual será un problema, que se reflejará y afectará los Indicadores del Despacho. Máxime que, por la presión, y cantidad de trabajo, con la que se labora, ninguna compañera técnica Judicial, podría servir de capacitador, pues afectaría el rendimiento de las mismas, y la complejidad de los procesos, no permite que nadie se avoque a enseñar a otra persona, aun cuando se desee ayudar.
… la persona que ocupa actualmente esa plaza vacante, que es la señorita Natalia Jiménez Gamboa, ha desempeñado la misma eficientemente, con mucha mística, entrega y dedicación. La señorita Jiménez Gamboa, quien es vecina de la ciudad de Cañas, cuenta con exámenes aprobados de técnico judicial, actualmente está llevando el curso para personas técnicas judiciales, en Liberia; ha recibido las capacitaciones impartidas por la Escuela Judicial, tanto en la reforma laboral, como para el nuevo Código Procesal Civil, además, ella antes de su nombramiento, ya colaboraba como meritoria en este Despacho, lo que le permitió aprender del manejo de ambas materias, y desde el inicio de las reforma procesal civil, es quien ha ocupado el puesto, cuya plaza está vacante.
… reitero que es mi deber, como Jueza Coordinadora, oponerme al traslado solicitado, dado que el compañero propuesto, no tiene experiencia en trámite de materia civil ni laboral, especialmente…”.
Licda. Alejandra Pérez Cordero, Jueza Coordinadora, Juzgado de Trabajo de Santa Cruz:
“…
1.	Somos un Despacho que conoce únicamente la materia laboral. Como consecuencia de la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Laboral, la institución ha invertido muchísimo tiempo y dinero en la capacitación de la compañera que actualmente ocupa la plaza vacante, quien al día de hoy ha cumplido con eficiencia y esmero sus funciones. Siendo que el compañero Obando Aguilar labora en un Juzgado de Familia, asumo que no posee la experiencia y el conocimiento necesario para el trámite de la materia laboral. 
2.	A diferencia de los Juzgados de Familia, somos un Juzgado electrónico. Es decir, que el Despacho no solo tendría que invertir horas de trabajo en la capacitación sobre de la materia, sino también en la utilización de los Sistemas Electrónicos.
3.	El Departamento de Planificación y el Centro de Apoyo de la Función Jurisdiccional nos exige el cumplimiento de cuotas diarias de trabajo. Gracias a la capacitación recibida, antes y después de la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Laboral, las personas técnicas judiciales de la oficina han venido cumpliendo con las cargas de trabajo. De accederse a la petición de traslado del compañero Denis es probable que no se logre cumplir con esas cargas de trabajo, dado el desconocimiento de la nueva legislación laboral y los sistemas electrónicos.
… de accederse a la petición de traslado formulada por don Denis, se le estaría causando un perjuicio al Despacho, pues se estaría quitando a una persona con experiencia y dominio de la materia laboral, para nombrar a una persona que no tiene el conocimiento necesario, lo cual incidiría negativamente en la tramitación de los procesos y consecuentemente en el servicio público que le brindamos a los usuarios.”
Conclusiones.
El señor Denis Obando fundamenta la solicitud de su traslado permanente en razones meramente personales (motivo de lejanía de su residencia respecto de la zona en la que actualmente se desempeña, y las implicaciones de índole económico y familiar que esto conlleva), lo cual hace que, según la Circular No. 19-2016 inciso 1, su gestión en principio no sea atendible, sin embargo, no siendo omisa la Sección de Reclutamiento y Selección del beneficio que este traslado pudiera significar para el servidor Denis Obando Aguilar y consecuentemente el que pudiera traer para la Institución, además del tiempo que el mismo ha estado laborando en esta condición, se procede a realizar el estudio técnico respectivo con el objetivo de ubicar una alternativa de solución para el señor Obando Aguilar.
Producto del estudio realizado, se identificaron tres plazas vacantes de Técnico Judicial 2, siendo las tres en materia civil y laboral. 
Se procedió a solicitar criterio a las jefaturas de estas plazas para hacer efectivo el movimiento pretendido, sin embargo, no se tuvo anuencia de ninguna de ellas, justificado principalmente en la experiencia de don Denis en la materia de familia, no así en Civil y Laboral, lo cual se une a las reformas que ambas materias han sufrido recientemente y las capacitaciones que al efecto ha recibido el personal que actualmente se destaca en estos despachos.
[bookmark: _Hlk519688128]Al no haber anuencia de las jefaturas, se analizaron los tiempos servidos de las personas servidoras judiciales en condición interina que actualmente ocupan estas plazas, ya que, es criterio de la Sección de Reclutamiento y Selección que para poder hacer efectivo el traslado del servidor Obando Aguilar se deberá designar una de estas plazas vacantes, dando prioridad en primera instancia a aquella en la que la persona servidora judicial en condición interina que actualmente la ocupa, tenga el menor tiempo servido en el puesto.
Por lo anterior, la Sección de Reclutamiento y Selección considera que, para hacer efectivo el traslado del servidor Obando Aguilar se podría designar una de las plazas vacantes analizadas, si así lo dispone ese Órgano superior.
Recomendación.
La Sección de Reclutamiento y Selección considera oportuno que este Consejo valore no solo la pretensión del servidor, sino también las justificaciones técnicas que los jueces apuntan, y que también son válidas, relacionadas con el conocimiento, especialización y capacitación indispensable, dadas las nuevas reformas en las materias civil y laboral, así como la exigencia de una cantidad determinada de cuotas ordinarias de trabajo que una persona técnica judicial debe rendir.
En ese sentido, siendo que no existen otras plazas que puedan ser objeto de valoración, esta oficina se ve imposibilitada técnicamente en recomendar el traslado de don Denis a alguna de estas vacantes, sin contar con elementos objetivos que hagan presumir que tal movimiento no vendría a menoscabar el servicio público que debe privar al momento de tomar este tipo de decisiones para cualquiera de los despachos que estarían recibiendo al servidor, sin dejar de lado los criterios constitucionales de idoneidad que deberían considerarse para autorizar este tipo de movimientos de personas propietarias.
Por tal motivo, se somete a consideración del Consejo Superior, según las competencias que legalmente le asisten, para que tome la decisión que mejor considere para la resolución de este asunto. 
En caso de que se considere oportuno disponer el traslado del servidor Denis Obando Aguilar, Técnico Judicial 2 del Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José, se reitera que a la fecha las posibles opciones para las zonas de Liberia, Filadelfia, Santa Cruz, Bagaces, La Cruz o Cañas son las siguientes: 
Opción No.1
Plaza vacante N°44810 de Técnico Judicial 2, del Juzgado Civil y Trabajo I Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia.
Opción No.2
Plaza vacante N° 48563 de Técnico Judicial 2, Juzgado Civil y Trabajo de Cañas.
Opción No.3
Plaza vacante N° 359283 de Técnico Judicial 2, Juzgado de Trabajo de Santa Cruz.
De no inclinarse por ninguna de esas alternativas, es importante hacer saber al Consejo Superior de la forma más respetuosa, que esta oficina se encontraría ante una imposibilidad material de satisfacer las necesidades del gestionante, en virtud de que no existen otras opciones que en este momento se puedan valorar y al agotarse las posibilidades, procedería mantenerse a la espera de una eventual variación en las condiciones, en este caso, creación de plazas o liberación de alguna de las existentes.
De ser así, se recomendaría reservar la presente gestión para una revisión posterior en un plazo prudencial no menor de 6 meses, a fin de verificar si en ese periodo existen condiciones favorables para la reactivación del caso, para lo cual deberá ser planteado nuevamente por la parte interesada. Asimismo, en caso de que el servidor tenga conocimiento de alguna nueva opción (plaza liberada, creada, jubilación, deceso, etc.) antes de cumplido ese plazo, podrá reactivar su gestión ante esta Dirección.
No omitimos manifestar al gestionante que, paralelamente puede realizar a título personal las gestiones pertinentes para poder hacer efectivo el movimiento pretendido, entre las que se pueden mencionar:
a.	Acercamiento a las jefaturas de los despachos y zonas de su interés, para poder ubicar (al momento en que se presente) una plaza vacante en la cual se le pueda nombrar de manera interina.
b.	Mantener activo su registro en el “Banco de Permutas” y consultarlo frecuentemente, con el objetivo de encontrar una opción que se ajuste a sus intereses con la cual pueda permutar su plaza.
c.	Mantenerse a la expectativa de los concursos y convocatorias que en adelante publique la Dirección de Gestión de Gestión Humana, para que, en igualdad de condiciones participe con cualquier otro interesado, de acuerdo con el nuevo modelo de Reclutamiento y Selección.
(…)”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del informe de la Dirección de Gestión Humana en oficio N° RS-16-2019 y con base en él denegar la solicitud de traslado del servidor Dennis Obando Aguilar, Técnico Judicial del Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, aplicar los criterios aprobados por este Consejo para solicitudes de traslado por parte de las personas servidoras. según la Circular No. 19-016  y, sólo en caso que se cumplan,  darles trámites.
 
ARTÍCULO LIV
DOCUMENTO N° 15248-18, 1071-18
En sesión N° 110-18 celebrada el 19 de diciembre de 2018, artículo II, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:
“(…)	
En razón que en la sesión N° 70-18 celebrada el 7 de agosto de 2018, artículo XXXVII, este Consejo Superior dispuso dejar en suspenso la aprobación del informe Nº 671-PLA-2018 del 22 de junio de 2018 suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación, así como el oficio N° 2414-DTI-2018, remitido por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, relacionado con la nueva estructura organizacional y cargas de trabajo de la Dirección de Tecnología de la Información, hasta tanto se contará con la aprobación del presupuesto del periodo 2019,  a esos efectos, entra este Consejo a conocer lo referente; siendo que una vez analizado el informe N°1524-PLA-2018 de 18 de diciembre de 2018, firmado por la licenciada Valverde Bermúdez, acerca de las solicitudes de proyectos estratégicos remitidos por las diferentes oficinas y  que se proponen ejecutar durante el año 2019, asimismo, en consideración de las manifestaciones expuestas en esta sesión por parte de la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, sobre los recursos económicos para hacer frente a dicha estructuración, se acordó: 1.) Aprobar el escenario de solución N° 2, en el cual se establece la organización de Tecnología de la Información con plazas ordinarias, consignando el traslado de las 10 plazas de personal técnico supernumerario a las Administraciones Regionales dentro de los próximos 2 años, debiendo cada año ser evaluado el requerimiento de continuidad de plazas por parte de la Dirección de Planificación. 2.) El Subproceso de Normas y Estándares de Tecnología de la Información deberá definir nuevos indicadores que demuestren el rendimiento de cada Proceso, Subproceso y Unidad, por lo que cuando se encuentren definidos los pondrá en conocimiento de la Dirección de Planificación, quien dará el visto bueno correspondiente, en un plazo de seis meses posterior a la aprobación de ese informe; utilizando como base los resultados mapeados en los diferentes diagramas SIPOC indicados supra. De esta manera, se deberá coordinar con la Dirección de Planificación, para la confección de un formulario estadístico que garantice la medición de resultados, con el fin de que sean base para las evaluaciones futuras. Además, la Dirección de Tecnología procederá con la automatización de este procedimiento partiendo de que será el insumo también para evaluación del Desempeño. 3.) La Dirección de Planificación realizará seguimientos anuales una vez aprobado la estructura organizacional, hasta verificar que se haya completado su implementación, así como asegurar que cada macroproceso, proceso, subproceso y unidad se encuentren desempeñando las funciones alineadas al objetivo para el cual han sido creadas. Durante el seguimiento la Dirección de Planificación emitirá las recomendaciones pertinentes.  4.) Es menester indicar por parte de este Consejo Superior que en cuanto al tema de las posibles recalificaciones y valoraciones de puestos generados por el cambio de estructura aprobada en el presente acuerdo, quedará a criterio de la Dirección de Gestión Humana y la Sección de Análisis de Puestos determinar si es necesario el cambio para alguna de las plazas implicadas, por lo que deberán mediante criterio técnico recomendar lo pertinente, por lo anterior, lo interesados deberán tomar en cuenta que el cambio de estructura no genera derecho alguno ante una posible revaloración. 5.) La aprobación de la nueva estructura de la Dirección de Tecnología de la Información iniciará a partir del 7 de enero de 2019.
Las Direcciones de Planificación, de Gestión Humana, Ejecutiva, y de Tecnología de la Información, tomarán nota para lo que corresponda.”
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La licenciada Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, en oficio N° 219-DTI-2019 del 29 de enero de 2019, solicitó lo siguiente:
[bookmark: _Toc512266803] “En relación con el oficio 13389-18, en el que se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N° 35-18 artículo LXXV, en la cual se aprobaron  los permisos con goce requeridos por esta Dirección para la ejecución de proyectos en el 2019, me permito indicar que debido a un error, se omitió solicitar un permiso para una plaza de Profesional en Informática 1, necesario para el proyecto de “Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información”.
Por lo anterior me permito remitir el oficio 75-DTI-2019, suscrito por la Licda. Vivian Rímola Soto, Jefa del Subproceso de Sistemas Jurisdiccionales, mediante el que solicita y justifica la necesidad de dicho recurso.
Se debe indicar que este trámite se remitió a la Dirección de Planificación y mediante el oficio 110-PLA-PP-2019, el cual se adjunta, esa Dirección informa lo siguiente:
“las solicitudes aprobadas por el Consejo Superior fueron previamente priorizadas por las oficinas solicitantes, por lo cual, en caso de que se haya incurrido en algún error material durante el proceso de priorización de necesidades, tal como lo indica la Dirección de Tecnología, deberá presentarse la gestión directamente ante el Consejo Superior, debido a que la Dirección de Planificación según el procedimiento establecido, no tiene competencia para tramitar este tipo de solicitudes.”
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Se acordó: Comunicar a la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, que no posible acceder a lo que solicita, debido a las limitaciones presupuestarias por las que atraviesa esta institución, por lo que deberá la citada Dirección, ajustar a la estructura otorgada para el cumplimiento de los proyectos en el 2019.  
[bookmark: _Toc536713285]ARTÍCULO LV
DOCUMENTO N° 13514-16, 979-19
La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, en oficio N° 203-DTI-2019 del 29 de enero de 2019, solicitó lo siguiente:
“En relación con el oficio 565-19 con fecha 21 de enero del año en curso, mediante el cual se comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N° 109-18 celebrada el 18 de diciembre del 2018, Artículo LXVII, en el cual se acordó:
“Tomar nota de la comunicación realizada por la licenciada Carmen Quesada Chacón, Jefa de la Sección Sistemas de Información”,  al respecto se debe señalar que en esta sesión se conoció el  oficio 4319-DTI-2018 del 6 de diciembre de 2018, en el cual esta Dirección incluyó el procedimiento denominado:
“Procedimiento para la administración de bitácoras de los sistemas del Poder Judicial”,  el cual debe ser remitido a todas las oficinas judiciales para su respectivo acatamiento. 
Este procedimiento especifica las acciones que se deben llevar a cabo en los despachos judiciales con el fin de cumplir la recomendación emitida por la Auditoría Judicial en el informe N° 1250-50-SATI«Staff_type»-2016 en relación con los procedimientos de revisión de las bitácoras de los sistemas.
Petitoria 
Por lo anterior, se solicita al Consejo Superior la emisión de una circular, mediante la cual se les comunique a todos los despachos judiciales la responsabilidad de ejecutar periódicamente el “procedimiento para la administración de bitácoras de los sistemas del Poder Judicial”. Se anexa un borrador con la propuesta de la Circular.”
Propuesta de Circular 
A todos los despachos judiciales se les hace saber que, es responsabilidad del jefe del despacho designar un responsable de la revisión periódica de las bitácoras de los sistemas, para lo cual deben ejecutar el siguiente procedimiento:
“Procedimiento para la administración de bitácoras de los sistemas del Poder Judicial”

	PROCEDIMIENTO:     Actual: __X__                  Propuesto: ______
[bookmark: _Hlk526773684]NOMBRE: Procedimiento para la administración de bitácoras en cuanto a las revisiones periódicas de los movimientos realizados en los sistemas del Poder Judicial
OFICINAS PARTICIPANTES: Oficinas judiciales que acceden a la información de las bitácoras de los sistemas de información.
FECHA: Enero 2019

	PASO
	RESPONSABLE
	DESCRIPCIÓN

	1
	Usuario encargado de oficina 
	Ingresa periódicamente al sistema(s) a su cargo, para verificar la bitácora de transacciones del sistema.

	2
	Usuario encargado de oficina
	Una vez que ingresa al sistema correspondiente, ejecuta el(los) reporte(s) o pantallas de consulta disponibles para visualizar los movimientos realizados por los usuarios. Ver Anexo 4 con la lista de reportes o consultas disponibles por sistema para revisar la bitácora de transacciones. En caso de requerir nuevos reportes deberá plantear la solicitud a la DTIC, para realizar la priorización de la atención.

	3
	Usuario encargado de oficina
	Revisar los movimientos realizados por los usuarios en el sistema y notifica a su jefatura los resultados de la revisión.

	4
	Usuario encargado de oficina
	Guardar evidencia de la revisión realizada. Para esto en su equipo de trabajo se debe guardar un respaldo de los reportes generados o una imagen de la pantalla consultada, así como llenar una bitácora de la información revisada, con los datos:
Reporte generado o pantalla consultada
Persona que genera el reporte o consulta
Jefatura que autoriza la revisión
Fecha de generación
Resultado: Exitoso / Con observaciones
Observaciones



Se anexa a continuación la lista de reporte y consultas disponibles que permiten la revisión de las bitácoras.
Lista de reportes o consultas disponibles por sistema para revisar la bitácora de transacciones

	Nombre del Sistema
	Sigla del Sistema
	Nombre de reporte o pantalla

	Sistema de Control de Activos Fijos
	CAF
	-Bitácora de transacción General
-Bitácora de transacción por opción
-Bitácora por Referencia
-Bitácora de transacción por Usuario

	Sistema de Contabilidad Judicial
	CONTABILIDAD
	-Reporte de Transacciones
-Bitácora de Generación de Reportes
-Bitácora de Cambios de estado

	Sistema de Control de Expedientes Médicos
	MEDISYS
	Pantalla denominada "Consulta"

	Sistema Salud de Empleados (Agenda de citas para empleados)
	SALEM
	Reporte Bitácora

	Sistema de Automatización de Sentencias
	SAS 
	-Reporte de Seguimiento Trabajo Realizado 
-Reporte de Seguimiento de Sentencias Específica 

	Sistema de alerta Temprana
	SAT
	Reporte de Bitácora

	Sistema de Depósitos Judiciales versión Web
	SDJ WEB
	Consulta de bitácora de movimientos

	Sistema de Seguridad Poder Judicial
	Seguridad PJ
	-Consulta bitácora de control
-Consulta bitácora de uso

	Sistema Integrado de Correspondencia Electrónica
	SICE
	Bitácora

	Sistema de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
	SIGA-FJP
	-Reporte Transacciones General
-Consulta Transacciones por Usuario

	Administración Cobro de Incapacidades
Administración de Personal
Administración Salarial
Ambiente Laboral
Becas
Certificaciones y constancias salariales
Deducciones
Control Horas Extras
Fondo Socorro Mutuo
Gestión de Capacitación
Gestión Humana En Línea
Pago de colectivas
Reclutamiento y Selección
Reconocimiento de tiempo servido fuera del PJ
Reservas y Liquidaciones presupuestarias
Régimen Disciplinario
Proposición Electrónica de Nombramientos
	SIGA-GFH
	-Bitácora de transacción por pantalla
-Bitácora GH en Línea

	Sistema integrado de Gestión Administrativa de Formulación Presupuestaria
	SIGA-PJ
	- Reporte de Bitácora de Transacciones General
- Reporte de Bitácora de Transacciones por Usuario
- Reporte de Cambio de Estados de Documento
- Reporte de Envío de Acciones de Caja Chica a Libro de Bancos de Contabilidad
- Reporte de Notificaciones de Caja Chica por correo electrónico
- En pantalla de usuarios se cuenta con un histórico de Acciones de modificaciones En usuarios del SIGAPJ

	Sistema de Gestión Administrativa - Compras
	SIGA-PJ
	

	Sistema de Gestión Administrativa - Ejecución Presupuestaria
	SIGA-PJ
	

	Sistema de Gestión Administrativa - Pagos
	SIGA-PJ
	

	Sistema de Registro de Proveedores
	SIGA-PJ
	

	Sistema de Retenciones de Hacienda
	SIGA-PJ
	

	Sistema de Seguridad SIGA-PJ
	SIGA-PJ
	

	Oferta Electrónica
	SIGA-PJ
	

	Sistema de Inventarios Servicios Generales
	SIM_SG
	Reporte de bitácora de transacciones

	Sistema de Sorteo de Magistrados Suplentes
	SIMAS
	Pantalla "Consulta de Bitácora"

	Aplicación Móvil - Sistema de Magistrados suplentes
	SIMAS - Móvil
	

	Reportes gerenciales para la toma de decisiones
	RGTD
	Ahorro del Poder Judicial al utilizar la plataforma de Inteligencia de la Información

	Recepción Honorarios Electrónico Oficina de la Defensa Civil de las Víctimas
	RHE_ODCV
	Reporte de bitácoras

	Sistema Escritorio Virtual
	EV
	Consulta de Bitácora

	Sistema Gestión Despachos Judiciales
	SGDJ
	Módulo de Bitácora Sistema Gestión

	Sistema Itineraciones
	SI
	Módulo de Bitácora Sistema Gestión



	Sistema Itineraciones
	SI
	Módulo de Bitácora Sistema Gestión

	Agenda Cronos
	Cronos
	Si se registra bitácora, pero no hay consulta disponible, se debe de solicitar a TI

	Sistema Registro Mandamientos
	SREM
	Módulo Reporte de Mandamientos

	Sistema Archivo
	SISAJUD
	Módulo Consulta de Bitácoras

	Sistema Notificaciones
	NC
	Reporte de transacciones por usuario

	Sistema Recepción de Documentos
	CEREDOC
	Módulo de Consultas, reporte de bitácora

	Sistema Gestión en Línea
	SGL
	Consulta de transacciones de escritos y demandas por usuario.

	App Móvil
	App Móvil
	Si se registra bitácora, pero no hay consulta disponible, se debe de solicitar a TI

	Sistema Seguimiento de Casos
	SSC
	Módulo Consulta de Bitácoras

	Sistema de administración de usuarios de gestión
	-
	Módulo de Bitácora Sistema Gestión

	Sistema de administración de usuarios Gestión en línea
	_
	Consulta de bitácora por usuario

	Sistema SIGMA
	SIGMA
	Si se registra bitácora, pero no hay consulta disponible, se debe de solicitar a TI

	Expediente Criminal Único
	ECU
	Reporte de bitácoras

	Consulta Integrada
	CONSULTA INTEGRADA
	Sistema BitacoraWeb
Reporte de movimientos de bitácoras
Reporte Informe Estadístico Cuatrimestral sobre el uso de Consulta Integrada.
Reporte para Jefaturas
Reporte para Supervisores

	Sistema BitacoraWeb
	BitacoraWeb
	Pantalla de Consulta de movimientos
Reporte de movimientos de bitácoras

	Tecnología de la Información Apoyo Administrativo Policial
	TIAPO
	

	Sistema de Control de Activos
	TIAPO-SICA
	Bitácora de transacciones

	Sistema de Inventario Control de Drogas
	TIAPO-SICOD
	Bitácora de transacciones

	[bookmark: _Toc536713287]Sistema del Depósito de Objetos 

	TIAPO-SDOD
	Bitácora de transacciones

	[bookmark: _Toc536713288]Sistema de Control Vehicular 
	SICOVE
	Bitácora de transacciones

	[bookmark: _Toc536713289]Informe Policial Homologado
	IPH
	Bitácora de transacciones
Consulta de reportes
Bitácora de ingreso
Estadísticas

	[bookmark: _Toc536713290]Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional
	SEVRI
	Sistema BitacoraWeb
Bitácora de transacciones
Reporte de movimientos de bitácoras

	[bookmark: _Toc536713291]Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual Operativo 
	PAO
	Sistema BitacoraWeb
Bitácora de transacciones
Reporte de movimientos de bitácoras

	[bookmark: _Toc536713292]Sistema de Plan Anual Institucional
	PAI
	Sistema BitacoraWeb
Bitácora de transacciones
Reporte de movimientos de bitácoras

	[bookmark: _Toc536713293]Sistema Plan Estratégico Institucional 
	PEI
	Sistema BitacoraWeb

	[bookmark: _Toc536713294]Sistema Correlacionador de Entidades Judiciales
	SCEJ
	Bitácora de transacciones

	[bookmark: _Toc536713295]Sistema de Cuestionarios Judiciales
	SCJ
	Reporte de movimientos de bitácoras

	[bookmark: _Toc536713296]Gestor de Actividades Judiciales
	GAJ
	Sistema BitacoraWeb

	[bookmark: _Toc536713297]Gestor Documental	
	GD
	Bitácora de transacciones

	[bookmark: _Toc536713298]Informe Policial Homologado
	IPH
	Reporte de movimientos de bitácoras

	[bookmark: _Toc536713299]Sistema de Actividades de Control
	SISCOA
	Sistema BitacoraWeb

	[bookmark: _Toc536713300]Sistema de solicitudes Telefónicas
	SOLITEL
	Bitácora de transacciones


	[bookmark: _Toc536713301]Sistema de Análisis de Registros Telefónicos
	SART
	Sistema BitacoraWeb

	[bookmark: _Toc536713302]Sistema de Medicina Legal
	SIMEL
	Bitácora de consulta y transacciones de forma parcial

	[bookmark: _Toc536713303]Sistema de Patología
	Patología
	Bitácora de consulta y transacciones de forma parcial

	[bookmark: _Toc536713304]Sistema Automatizado de Ciencias Forenses
	SADCF
	Consulta de bitácora transaccional de forma parcial y roles

	Sistema Automatizado de Identificación de Huellas Dactilares 
	AFIS
	Reporte de bitácora de transacciones


	[bookmark: _Toc536713306]Estadísticas Policiales OIJ
	EOIJ
	Bitácora de consulta
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En sesión Nº 108-16 celebrada el 1 de diciembre del año 2016, artículo LXXVI, se tuvo por rendido el informe N° 1250-50-SATI-2016, de 23 de noviembre de 2016, elaborado por la Sección de Auditoría de Tecnología de la Información, de la Auditoría Judicial, referente al Informe de Advertencia relativa a las Bitácoras de los Sistemas Informáticos, el cual se trasladó a la Dirección de Tecnología de la Información para que valorara las sugerencias e indicara a este Consejo la forma de atender lo señalado por la Auditoría.
Luego, en sesión N° 28-18 celebrada el 10 de abril del año 2018, artículo LXXVII, se tuvo por recibida la comunicación de la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información. Así también, se autorizó la conformación del equipo interdisciplinario con integrantes de los distintos ámbitos, el cual estaría coordinado por la Dirección de Tecnología de la información.
Finalmente, en sesión N° 109-18 celebrada el 18 de diciembre del 2018, LXVII, se tomó nota de la comunicación realizada por la licenciada Carmen Quesada Chacón, Jefa de la Sección Sistemas de Información.
Se acordó: Acoger la solicitud de la  máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, mediante oficio N° 203-DTI-2019 del 29 de enero de 2019, en consecuencia, autorizar la publicación de la siguiente circular:
CIRCULAR No. XX-2019

Asunto: Procedimiento para la administración de bitácoras de los sistemas del Poder Judicial

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior, en la sesión Nº 9-19 celebrada el 05 de febrero del 2019, artículo LV, acogió la solicitud de la máster de la  máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, por lo que comunica a todos los despachos judiciales la responsabilidad de ejecutar periódicamente el “procedimiento para la administración de bitácoras de los sistemas del Poder Judicial”, ejecutando el siguiente procedimiento:

	PROCEDIMIENTO:     Actual: __X__                  Propuesto: ______
NOMBRE: Procedimiento para la administración de bitácoras en cuanto a las revisiones periódicas de los movimientos realizados en los sistemas del Poder Judicial
OFICINAS PARTICIPANTES: Oficinas judiciales que acceden a la información de las bitácoras de los sistemas de información.
FECHA: Enero 2019

	PASO
	RESPONSABLE
	DESCRIPCIÓN

	1
	Usuario encargado de oficina 
	Ingresa periódicamente al sistema(s) a su cargo, para verificar la bitácora de transacciones del sistema.

	2
	Usuario encargado de oficina
	Una vez que ingresa al sistema correspondiente, ejecuta el(los) reporte(s) o pantallas de consulta disponibles para visualizar los movimientos realizados por los usuarios. Ver Anexo 4 con la lista de reportes o consultas disponibles por sistema para revisar la bitácora de transacciones. En caso de requerir nuevos reportes deberá plantear la solicitud a la DTIC, para realizar la priorización de la atención.

	3
	Usuario encargado de oficina
	Revisar los movimientos realizados por los usuarios en el sistema y notifica a su jefatura los resultados de la revisión.

	4
	Usuario encargado de oficina
	Guardar evidencia de la revisión realizada. Para esto en su equipo de trabajo se debe guardar un respaldo de los reportes generados o una imagen de la pantalla consultada, así como llenar una bitácora de la información revisada, con los datos:
Reporte generado o pantalla consultada
Persona que genera el reporte o consulta
Jefatura que autoriza la revisión
Fecha de generación
Resultado: Exitoso / Con observaciones
Observaciones



Se anexa a continuación la lista de reporte y consultas disponibles que permiten la revisión de las bitácoras.
Lista de reportes o consultas disponibles por sistema para revisar la bitácora de transacciones

	Nombre del Sistema
	Sigla del Sistema
	Nombre de reporte o pantalla

	Sistema de Control de Activos Fijos
	CAF
	-Bitácora de transacción General
-Bitácora de transacción por opción
-Bitácora por Referencia
-Bitácora de transacción por Usuario

	Sistema de Contabilidad Judicial
	CONTABILIDAD
	-Reporte de Transacciones
-Bitácora de Generación de Reportes
-Bitácora de Cambios de estado

	Sistema de Control de Expedientes Médicos
	MEDISYS
	Pantalla denominada "Consulta"

	Sistema Salud de Empleados (Agenda de citas para empleados)
	SALEM
	Reporte Bitácora

	Sistema de Automatización de Sentencias
	SAS 
	-Reporte de Seguimiento Trabajo Realizado 
-Reporte de Seguimiento de Sentencias Específica 

	Sistema de alerta Temprana
	SAT
	Reporte de Bitácora

	Sistema de Depósitos Judiciales versión Web
	SDJ WEB
	Consulta de bitácora de movimientos

	Sistema de Seguridad Poder Judicial
	Seguridad PJ
	-Consulta bitácora de control
-Consulta bitácora de uso

	Sistema Integrado de Correspondencia Electrónica
	SICE
	Bitácora

	Sistema de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
	SIGA-FJP
	-Reporte Transacciones General
-Consulta Transacciones por Usuario

	Administración Cobro de Incapacidades
Administración de Personal
Administración Salarial
Ambiente Laboral
Becas
Certificaciones y constancias salariales
Deducciones
Control Horas Extras
Fondo Socorro Mutuo
Gestión de Capacitación
Gestión Humana En Línea
Pago de colectivas
Reclutamiento y Selección
Reconocimiento de tiempo servido fuera del PJ
Reservas y Liquidaciones presupuestarias
Régimen Disciplinario
Proposición Electrónica de Nombramientos
	SIGA-GFH
	-Bitácora de transacción por pantalla
-Bitácora GH en Línea

	Sistema integrado de Gestión Administrativa de Formulación Presupuestaria
	SIGA-PJ
	- Reporte de Bitácora de Transacciones General
- Reporte de Bitácora de Transacciones por Usuario
- Reporte de Cambio de Estados de Documento
- Reporte de Envío de Acciones de Caja Chica a Libro de Bancos de Contabilidad
- Reporte de Notificaciones de Caja Chica por correo electrónico
- En pantalla de usuarios se cuenta con un histórico de Acciones de modificaciones En usuarios del SIGAPJ

	Sistema de Gestión Administrativa - Compras
	SIGA-PJ
	

	Sistema de Gestión Administrativa - Ejecución Presupuestaria
	SIGA-PJ
	

	Sistema de Gestión Administrativa - Pagos
	SIGA-PJ
	

	Sistema de Registro de Proveedores
	SIGA-PJ
	

	Sistema de Retenciones de Hacienda
	SIGA-PJ
	

	Sistema de Seguridad SIGA-PJ
	SIGA-PJ
	

	Oferta Electrónica
	SIGA-PJ
	

	Sistema de Inventarios Servicios Generales
	SIM_SG
	Reporte de bitácora de transacciones

	Sistema de Sorteo de Magistrados Suplentes
	SIMAS
	Pantalla "Consulta de Bitácora"

	Aplicación Móvil - Sistema de Magistrados suplentes
	SIMAS - Móvil
	

	Reportes gerenciales para la toma de decisiones
	RGTD
	Ahorro del Poder Judicial al utilizar la plataforma de Inteligencia de la Información

	Recepción Honorarios Electrónico Oficina de la Defensa Civil de las Víctimas
	RHE_ODCV
	Reporte de bitácoras

	Sistema Escritorio Virtual
	EV
	Consulta de Bitácora

	Sistema Gestión Despachos Judiciales
	SGDJ
	Módulo de Bitácora Sistema Gestión

	Sistema Itineraciones
	SI
	Módulo de Bitácora Sistema Gestión



	Sistema Itineraciones
	SI
	Módulo de Bitácora Sistema Gestión

	Agenda Cronos
	Cronos
	Si se registra bitácora, pero no hay consulta disponible, se debe de solicitar a TI

	Sistema Registro Mandamientos
	SREM
	Módulo Reporte de Mandamientos

	Sistema Archivo
	SISAJUD
	Módulo Consulta de Bitácoras

	Sistema Notificaciones
	NC
	Reporte de transacciones por usuario

	Sistema Recepción de Documentos
	CEREDOC
	Módulo de Consultas, reporte de bitácora

	Sistema Gestión en Línea
	SGL
	Consulta de transacciones de escritos y demandas por usuario.

	App Móvil
	App Móvil
	Si se registra bitácora, pero no hay consulta disponible, se debe de solicitar a TI

	Sistema Seguimiento de Casos
	SSC
	Módulo Consulta de Bitácoras

	Sistema de administración de usuarios de gestión
	-
	Módulo de Bitácora Sistema Gestión

	Sistema de administración de usuarios Gestión en línea
	_
	Consulta de bitácora por usuario

	Sistema SIGMA
	SIGMA
	Si se registra bitácora, pero no hay consulta disponible, se debe de solicitar a TI

	Expediente Criminal Único
	ECU
	Reporte de bitácoras

	Consulta Integrada
	CONSULTA INTEGRADA
	Sistema BitacoraWeb
Reporte de movimientos de bitácoras
Reporte Informe Estadístico Cuatrimestral sobre el uso de Consulta Integrada.
Reporte para Jefaturas
Reporte para Supervisores

	Sistema BitacoraWeb
	BitacoraWeb
	Pantalla de Consulta de movimientos
Reporte de movimientos de bitácoras

	Tecnología de la Información Apoyo Administrativo Policial
	TIAPO
	

	Sistema de Control de Activos
	TIAPO-SICA
	Bitácora de transacciones

	Sistema de Inventario Control de Drogas
	TIAPO-SICOD
	Bitácora de transacciones

	Sistema del Depósito de Objetos 

	TIAPO-SDOD
	Bitácora de transacciones

	Sistema de Control Vehicular 
	SICOVE
	Bitácora de transacciones

	Informe Policial Homologado
	IPH
	Bitácora de transacciones
Consulta de reportes
Bitácora de ingreso
Estadísticas

	Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional
	SEVRI
	Sistema BitacoraWeb
Bitácora de transacciones
Reporte de movimientos de bitácoras

	Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual Operativo 
	PAO
	Sistema BitacoraWeb
Bitácora de transacciones
Reporte de movimientos de bitácoras

	Sistema de Plan Anual Institucional
	PAI
	Sistema BitacoraWeb
Bitácora de transacciones
Reporte de movimientos de bitácoras

	Sistema Plan Estratégico Institucional 
	PEI
	Sistema BitacoraWeb

	Sistema Correlacionador de Entidades Judiciales
	SCEJ
	Bitácora de transacciones

	Sistema de Cuestionarios Judiciales
	SCJ
	Reporte de movimientos de bitácoras

	Gestor de Actividades Judiciales
	GAJ
	Sistema BitacoraWeb

	Gestor Documental	
	GD
	Bitácora de transacciones

	Informe Policial Homologado
	IPH
	Reporte de movimientos de bitácoras

	Sistema de Actividades de Control
	SISCOA
	Sistema BitacoraWeb

	Sistema de solicitudes Telefónicas
	SOLITEL
	Bitácora de transacciones


	Sistema de Análisis de Registros Telefónicos
	SART
	Sistema BitacoraWeb

	Sistema de Medicina Legal
	SIMEL
	Bitácora de consulta y transacciones de forma parcial

	Sistema de Patología
	Patología
	Bitácora de consulta y transacciones de forma parcial

	Sistema Automatizado de Ciencias Forenses
	SADCF
	Consulta de bitácora transaccional de forma parcial y roles

	Sistema Automatizado de Identificación de Huellas Dactilares 
	AFIS
	Reporte de bitácora de transacciones


	Estadísticas Policiales OIJ
	EOIJ
	Bitácora de consulta



San José, XX de febrero de 2019. 

[bookmark: _Toc536713308]
- 0 -
La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda. 
ARTÍCULO LVI
DOCUMENTO N° 15290-18 y 978-19
El servidor Douglas Fallas Fallas, Investigador de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo, en correo electrónico del 19 de diciembre de 2018, solicitó:
“Buenas tardes, por este medio les solicito efectuar estudio para analizar si procede o no el derecho al cobro de viáticos de acuerdo al reglamento de viáticos del Poder Judicial, lo anterior en vista a mi participación en el año 2000 al “XLI Curso Básico de Investigaciones Criminales”, más conocido como Curso Básico del O.I.J., realizado del 14 de enero al 16 de junio del 2000.
Cabe señalar que en su momento el suscrito mantenía su domicilio en Guápiles y a razón del curso supra indicado me tuve que trasladar hasta san José, para entonces se nos indicó que no procedía el cobro de viáticos, sin embargo es de mi conocimiento que a compañeros de cursos anteriores y posteriores si se les acreditó y reconoció el pago de viáticos.”
“Después de un afectuoso saludo y a la vez deseándoles éxitos en sus labores diarias, quien suscribe, Douglas Fallas Fallas, cédula de identidad 1-1054-0576, Oficial de Investigación destacado en la Delegación Regional del O.I.J. de Pococí - Guácimo, me dirijo de la forma más atenta y respetuosa, para solicitar se efectúe un estudio para analizar si procede o no el derecho al cobro de viáticos de acuerdo al reglamento de viáticos del Poder Judicial, lo anterior en vista a mi participación en el año 2000 al “XLI Curso Básico de Investigaciones Criminales”, más conocido como Curso Básico del O.I.J., realizado del 14 de enero al 16 de junio del 2000, siendo que para ese momento mi persona estaba nombrado como Investigador en la Delegación Regional del O.I.J de Pococí y Guácimo, siendo que dicho programa o curso fue impartido en las Oficinas Centrales del Organismo de Investigación Judicial, San José, en vista de que para mi participación o asistencia a dicho programa requerí trasladarme desde la zona de Guápiles donde tenía establecido mi domicilio, hasta San José y en su momento no se me canceló ninguna suma por concepto de viáticos o alguna otra ayuda económica. Agradeciendo que mi solicitud sea analizada, aporto como medio para notificaciones principal para recibir notificaciones de la presente causa el correo institucional dfallasf @ poder-judicial. go.cr”
-0-
Informa el licenciado Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General de la Corte, que previamente a someter a conocimiento de este Consejo, la gestión anterior, mediante oficio N° 13340-18 del 20 de diciembre de 2018, solicitó informe al máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, de lo indicado por el servidor Douglas Fallas Fallas, Investigador la Delegación Regional de Pococí-Guácimo.
En relación con lo anterior, la licenciada Rebeca Ferrero Villa, Asesora Jurídica, Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, en oficio N° 34-DG-2019 del 14 de enero de 2019, informó lo siguiente:
“Reciba un respetuoso saludo de parte de esta representación. Con instrucciones de don Walter Espinoza, Director General de éste Organismo, en respuesta a lo solicitado mediante oficio N° 13340-18 de 20 de diciembre del 2018, por medio del cual se solicitó un informe con relación a la gestión que presentó el servidor Douglas Fallas Fallas, Investigador de la Delegación Regional de Pococí-Guácimo para que se le realice el pago de viáticos mientras asistió al Curso Básico de Investigación Policial en el año 2000; hago de su conocimiento que una vez realizadas las consultas a la Escuela Judicial, se hizo de nuestro conocimiento que en el archivo de la Escuela Judicial no aparece el contrato del señor Douglas Fallas Fallas. No obstante, se remite certificación haciendo constar la participación del citado servidor en el Curso Básico de Investigación Policial.
Al respecto, indica el citado servidor, que en ese tiempo el contrato de adiestramiento lo firmaba el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, de ahí que existe la posibilidad de que se mantenga archivado en la Presidencia de la Corte o en la Dirección de Gestión Humana.”


-0-
Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N°34-DG-2019 del 14 de enero de 2019, suscrito por la licenciada Rebeca Ferrero Villa, Asesora Jurídica de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial. 2.) Con base en la cláusula octava del “Contrato de Adiestramiento para Investigadores Policiales N° 69-AD-99, firmado el tres de diciembre de mil novecientos noventa y nueve, entre el Poder Judicial y el señor Douglas Fallas Fallas, denegar la solicitud de pago de los viáticos realizada por el servidor Fallas Fallas. 
La Dirección del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomará nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc536713311]ARTÍCULO LVII 
DOCUMENTO N° 8457-10, 949, 1020-19
[bookmark: _Hlk526427571]En sesión N°106-18 celebrada el 6 de diciembre del 2018, artículo LVII, se aprobó el cambio de horario para la Sección de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios y para la Sección de Investigaciones de Turno Extraordinario, ambas del Organismo de Investigación Judicial, asimismo, se solicitó a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, que considera, valorara o aplicara las medidas compensatorias para reducir la afectación en la salud de los servidores de las citadas secciones, a esos efectos, dicha Dirección previo a definir la fecha en la que se aplicaría el cambio de jornada, remitiría a conocimiento de este Consejo para su respectiva aprobación el plan de Implementación sobre las medidas señaladas por el Área de Salud Ocupacional, para compensar el cambio horario de los servidores de las secciones de ese organismo.  
El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en oficio N° 35-DG-2019 del 14 de enero de 2019, informó lo siguiente:
“… De conformidad con lo solicitado mediante oficio N° 13347-18 de 20 de diciembre de los corrientes, por medio del cual se solicita a esta Dirección considerar, valorar o aplicar las medidas compensatorias para reducir la afectación en la salud de los servidores, previo a definir la fecha en la que se aplicará el cambio de jornada, me permito informarle las siguientes medidas compensatorias:
De nuestra parte se mantiene la propuesta de modificar el horario que ha venido funcionando en las Secciones de Turno Extraordinario (SITE) y Sección de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios (SIORI), para que funcione el rol de 4x2, de forma tal que los 4 días laborados sean en un mismo horario, a saber 4 días de día, 2 días de descanso, 4 días de noche, 2 días libres y así sucesivamente.  El cambio entraría en funcionamiento a partir del lunes 18 de febrero de 2019.
Con la presente modificación lo que se pretende es que los grupos puedan contar con 2 días completos libres entre la finalización de la guardia diurna y la transición a la guardia nocturna, agregando que el tercer día que ingresan a laborar lo hacen hasta las 19:30 horas, teniendo todas las horas antes libres, lo que suma 3 días completos libres.
Para poder poner en práctica ese horario en SIORI, es necesario que la conformación de los grupos sea de un mínimo de 7 investigadores, con lo cual siempre contarán con tres parejas y un encargado de escritorio para la atención de los casos que surjan durante la guardia, mientras que para el caso del SITE es necesario que la conformación de los grupos sea de un mínimo de 9 investigadores más el jefe de Servicio.
En el caso del SIORI, los casos de muertes intrahospitalarias que surjan después de las 05:30 horas, serán atendidos por los grupos entrantes de la guardia diurna.
La Jefatura de la Sección en el caso del SIORI o en su defecto el Jefe de Servicio (SITE), dispondrá de la sustitución del personal que haya amanecido atendiendo un caso después de las 07:30 horas, salvo aquellos casos en los que por razones de conveniencia y estrategia criminalística el personal que inició las diligencias deba ser el mismo que las culminen, esto sobre todo en casos de homicidio.
En aquellas situaciones en las que por la atención de un caso o inspección relevante, se haya tenido que laborar más de 16 horas seguidas, la jefatura coordinará con dicho personal para que el ingreso a la jornada inmediata siguiente (si le corresponde laborar el día siguiente) sea suficiente para que complete las ocho horas de descanso, entre la salida y el ingreso a laborar.
En el caso de exceder las 20 horas seguidas de labor, la jefatura de Sección (SIORI) o Jefe de Servicio (SITE) coordinará lo correspondiente para que la pareja sea sustituida al día siguiente (en el caso que le corresponda laborar).
En el caso de la Sección de Inspecciones Oculares (SIORI), específicamente lo que corresponde a las cargas de trabajo realizadas en el horario de las 07:30 horas a las 19:30 horas, se puede afirmar que se ha venido presentando una distribución sostenida en los últimos años de un 60%, de 30% de las  19:30 horas a las 01:00 horas y de un 10% en horas de la madrugada; es decir, de las 01:00 horas a las 07:30 horas, se contará con dos parejas diurnas que coadyubarán a que el trabajo que quede pendiente para las guardias nocturnas sea el mínimo posible, evitando la saturación del personal en dichas guardias.
En el caso del SIORI, se dispondrá que las parejas conformadas para reforzar el trabajo diurno, sean cambiadas cada 4 meses, lo cual permitirá que los grupos que realizan roles-rotativos, puedan variar sus horarios y refrescar su metabolismo.
El personal de SITE que se encuentra destinado tanto a Expedientes Médicos, como a Diligencias Menores, rotarán cada 4 meses, con lo cual el personal de los grupos podrá cambiar de horarios y refrescar su metabolismo.
La jefatura de sección (SIORI) o el Jefe de Servicio (SITE) implementará un plan de vacaciones, de manera tal, que el personal pueda salir una semana por semestre a vacaciones, salvo en los casos en que por razones fuera de control no se puedan realizar.
Según el rol establecido por la Jefatura de Sección (SIORI) o Jefe de Servicio (SITE) el personal designado estará disponible a partir de las 19:30 horas y hasta las 07:30 horas del día siguiente a la finalización del rol, sin embargo, las jefaturas indicadas procurarán atender las necesidades investigativas con el personal ordinario, de manera que puedan disfrutar de sus días de descanso.
En lo que concierne al Plan de Implementación sobre las medidas señaladas por el Área de Salud Ocupacional para compensar el cambio horario, hago de su estimable conocimiento que se redactó una Circular dirigida a Todo el Personal de OIJ por medio de la cual se comunican las medidas sugeridas por los Técnicos en Salud Ocupacional, con relación a los cuidados que deben observar las personas investigadoras en lo que concierne al tema de la alimentación, ejercicio y cuidados médicos preventivos para garantizarles una buena salud y por ende, calidad de vida.
Se adjunta a los efectos, los roles confeccionados para las Secciones de Turno Extraordinario (SITE) y de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios (SIORI), así como la circular mencionada anteriormente.
Quedando a sus órdenes para cualquier aclaración o adición, se despide atentamente.”
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El señor Álvaro Rodríguez Zamora, Secretario del Sindicato Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística, en oficio N° 0005-19 de 28 de enero de 2019, solicitó lo siguiente:
“En seguimiento al tema de cambio de horarios de las oficinas de SITE y SIORI que nos ocupa en los últimos meses, seguimos con una serie de dudas y preocupaciones que a continuación describimos:
1. El dia 19 de diciembre del 2018, bajo el Oficio N 0955-18 hicimos llegar a este Consejo Superior una serie de dudas y consultas sobre la implementación de nuevos roles en los horarios de los trabajadores y trabajadoras de las oficinas de SITE y SIORI.
2. El día 21 de diciembre del 2018, recibimos una certificación bajo el #340-2018, donde certifica el oficio #1836-SO-2018, que habla sobre un estudio de la Comisión de Salud Ocupacional con donde se describen una serie de posibles afectaciones en detrimento de los trabajadores que nos preocupa sobre manera dejar pasar por alto, o peor aún, tratar de compensar estas afectaciones a futuro.
3. El día 16 de febrero del 2019. bajo el Oficio N°003-19, le hicimos llegar a la señora Nacira Valverde Bermúdez, Directora de la Dirección de Planificación del Poder Judicial, una solicitud para que nos hiciera llegar el Informe sobre la fusión 1509, Plan 2018 de las oficinas SIORI y SITE, al día de hoy no contamos con respuesta a dicha solicitud. A nuestro parecer, indispensable para poder tomar la mejor decisión sobre la implementación sobre los nuevo roles y horarios dentro de las oficinas SITE y SIORI. Sumado a esta solicitud ahora se nos informa por parte de un grupo de trabajadores que existió otro informe sobre esta materia, por (o que estamos solicitando ahora copia del expediente completo sobre los trabajos realizados por dicha Dirección sobre estas Oficinas.
4. Basados en este estudio se toma la decisión de implementar el nuevo rol de horarios a partir del día 18 de febrero del 2019, donde se plantean realidades que viven o que llegarían a vivir estos trabajadores y trabajadoras que incluso son contrarias al marco legal de nuestro país, como por ejemplo el punto 6 y 7 del Oficio N°35-DG-2019/Ref.756-18, donde se plantean jornadas que podrían llegar hasta las 16 y 20 horas laboradas diarias.
5. Las medidas compensatorias para sustentar la implementación de dicho rol y horarios propuestas por el señor Lic. Walter Espinoza, según oficio #35-DG- 2019/REF.756-418, del pasado 14 de enero del 2019, nos parece, se aleja de la realidad que viven los trabajadores y trabajadoras de dichos departamentos, ya que cuentan con recargos de funciones propias del cargo que desempeñan que les impide acceder a estas medidas, y que en el mejor de los casos y como cita el mismo documento enviado por el Lic. Espinoza, “en la medida de los posible”, estos trabajadores y trabajadoras podrán o no implementarlas.
Por lo anteriormente mencionado y en aras de crear un ambiente sano, donde se antepongan las mejores condiciones para los trabajadores y trabajadoras para el mejor funcionamiento que como servidores públicos brindamos a la ciudadanía, solicitamos respetuosamente:
1. Se posponga la implementación de este cambio de rol y horarios, esto sustentado en que aún no se cuenta con un escenario claro y acorde a las realidades que viven los trabajadores y trabajadoras para que el mismo entre en funcionamiento.
2. Se conforme una comisión con representación de la administración, una representación de los trabajadores y trabajadoras de las oficinas en mención, y representación de ANIC. Esto con el fin de llegar a un acuerdo consensuado, que pueda llenar las expectativas de las partes involucradas y que además contribuya con un mejor funcionamiento de estas para la prestación del servicio público.”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 35-DG-2019 del 14 de enero de 2019, suscrito por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial. 2.) Remitir la gestión del señor Álvaro Rodríguez Zamora, Secretario del Sindicato Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística a conocimiento del máster Walter Espinoza Espinoza, para que de acuerdo a sus potestades valore lo que corresponda y lo informe a este Consejo.
La Direcciones del Organismo de Investigación Judicial, de Gestión Humana y las oficinas interesadas, tomaran nota para lo que cada uno corresponda.
[bookmark: _Toc536713314]ARTÍCULO LVIII
DOCUMENTO N° 229-19, 960-19
La licenciada Stephanie Friedlander Delgado, Profesional en Informática de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, en correo electrónico del 9 de enero de 2019, solicitó lo siguiente:
“Pido con todo respecto la ayuda del consejo superior para que me aclaren una duda sobre el procedimiento que han estado usando mis jefes para unos nombramientos que se dieron en diciembre, acá explico mi caso:
Yo entre en el 01/05/2015 en una plaza extraordinaria como Profesional en Informática 2 en la PIP, cuando entre, entregue todos los documentos y realizaron una prueba interna (propia de la oficina) para verificar que cumplía con el conocimiento, efectivamente pase la prueba y cumplía con todos los requisitos necesarios para el puesto.
Entramos 5 personas nuevas en esa fecha, este año se pidieron que todas esas plazas se ordinarizaran, para darle continuidad a las plazas extraordinarias que entraron en el 2015, durante los siguientes años entraron otras nuevas personas como técnicos especializados 5.
Este año, el jefe decidió realizar una "evaluación" tomada del DTIC (en donde supuestamente también la estaban aplicando, la cual no se si es propia de personal) los "lideres técnicos" serian quienes nos evaluarían, en mi caso, la persona que me evaluó había tenido conmigo ya varios roces debido al mal trato que yo consideraba que me daba (los cuales verbalmente indique a mi jefe en su debido momento), cuando se realizo la evaluación me califico como la más baja alegando que yo no estaba calificada para el puesto de Profesional en Informática 2, por lo que le externe que no estaba de acuerdo y me reuní con mi jefe para que el también estuviera al tanto de mi disconformidad y que yo sentía que la evaluación estaba siendo una mal practica pues me estaba evaluando por el mal sentimiento que me tiene y no por lo laboral, a lo cual el jefe me indicio que el no podía hacer nada porque confiaba en mi líder técnica, pero que ellos veían una mejora y que en la segunda evaluación vería una mejoría en la calificación.
Cuando llego la segunda evaluación (diciembre), solo me calificaron con 2 puntos de mas (lo que no entendí puesto que ellos mismos me dijeron que vieron una mejoría), por lo que de nuevo indique mi disconformidad y lo eleve a una jefatura mas alta, la cual solo me indico que no se podía hacer nada porque según la calificación obtenida, seria como iban a nombrar en las plazas ordinanarias que llegaron.
Yo evidencie ante ambas jefaturas las preferencias que se dan en la oficina y que las evaluaciones no estaban siendo objetivas, que ademas de que a las demás personas que califico otro líder técnico salieron bien y también que si mi líder técnica consideraba que yo no estaba apta para el puesto en el que estaba, porque esperaron 4 años para decírmelo, justo cuando las iban a ordinarizar.
Una vez que se anuncio que las plazas de Profesional en Informática 2 habían sido aprobadas para ordinarizarse, el jefe decidió nombrar a las primeras 5 notas mas altas según la evaluación, por lo que evidentemente yo quede fuera y me descendieron a una plaza de Técnico Especializado 5.
Me dijeron que yo iba a estar en una plaza ordinaria de Técnico Especializado 5, sin embargo, se clono una plaza de Profesional en Informática 2 y a mi me pusieron en la cola de esta clonacion, nombrándome únicamente si la plaza de Profesional en Informática 2 se aprobara, la cual fue aprobada y es en la que estoy actualmente.
Yo quisiera saber si lo que se esta haciendo es correcto y sigue el reglamento que la institución demanda.
Adjunto todos mis nombramientos extraordinarios y los nuevos que se ordinarizaron, así como también la nueva plaza de Técnico Especializado 5 en la que estoy actualmente.”


Informa la Secretaría General de la Corte, que previamente a someter la gestión anterior a conocimiento de este Consejo, mediante oficio N° 600-19 del 18 de enero de 2019, solicitó informe al máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, sobre lo expuesto por la servidora Stephanie Friedlander Delgado, Técnico Especializado 5 de la Plataforma de Información Policial del Organismo de Investigación Judicial.
En relación con lo anterior, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en oficio N° 64-DG-19 del 24 de enero de 2019, informó:
“…En relación con el informe solicitado por su persona mediante el Oficio número 600-19 de fecha 18 de los corrientes; me permito remitir el Oficio número 09-OPO/PIP-2019, suscrito por el Lic. Rodolfo Arce Hernández, Jefe de la Plataforma de Información Policial de este Organismo; mediante el cual expone las razones por las cuales no fue tomada en consideración la servidora Stephanie Friedlander Delgado para ser nombrada en una de las plazas que a partir de este año fueron asignadas a la Plataforma de Información Policial de manera ordinaria.
Se adjunta el Oficio mencionado, así como la documentación referida en el mismo: matriz de evaluación, correo electrónico donde se plasman los resultados de la evaluación realizada, correo electrónico donde consta la matriz del desempeño, evaluación de empeño de la servidora Friedlander Delgado y las actas de reuniones generales número 005 y 006-PIP-2018 donde se pone en conocimiento de los servidores las acciones a seguir.
No omito manifestarle que esta Dirección General comparte en todos sus extremos el Informe suscrito por la Jefatura de la Plataforma de Información Policial.
(…)”
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A continuación de detalla el oficio N° 09-OPO/PIP-2019.
 “Sirva el presente dar respuesta a su solicitud formulada mediante correo del 22 de los corrientes referente a contestar el oficio 600-19 de la Corte Suprema de Justicia con fecha del 18 de enero de 2019, mismo en el que se solicita rendir informe sobre el correo electrónico del 9 de enero de 2019, en que la servidora Stephanie Friedlander Delgado, Técnico Especializado 5 de la Plataforma de Información Policial del Organismo de Investigación Judicial, por las razones que expone, solicita se evalúen los movimientos realizados en la oficina a la cual se encuentra designada.
 Sobre los hechos que la funcionaria Stephanie Friedlander se refiere, me permito informar que según acuerdo tomado por Consejo Superior, en sesión Nº 35-14 del 23 de abril de 2014 (Presupuesto 2015), artículo XXII, se aprobó el informe ejecutivo Nº 47-PLA-CE-2014 de requerimiento de recurso humano 2015 para Control, Gerencia de la Policía y el Combate a la Criminalidad Organizada, destacándose el desarrollo del Sistema de Evaluación del Desempeño para la Policía Judicial. Y se dispuso a incluir en el anteproyecto de presupuesto del 2015, las siguientes plazas extraordinarias por todo el 2015:
	Despacho 
	Cant. 
	Tipo de plaza 
	Recomen-dación 
	Prioridad 
	Observaciones 

	Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial 
	3 
	Profesional en Informática 2 
	Extraordinaria 
	1 
	Para el desarrollo del Sistema de Evaluación del Desempeño en la Policía Judicial. 

	
	2 
	Profesional en Informática 2 
	Extraordinaria 
	3 
	

	
	1 
	Profesional en Informática 3 
	Extraordinaria 
	1 
	


De lo anterior deviene que, desde el 1 de mayo de 2015, la funcionaria Stephanie Friedlander hay sido nombrada de forma regular como Profesional en Informática 2 en la Plataforma de Información Policial hasta el 31 de diciembre de 2018. 
Es importante mencionar que las plazas extraordinarias antes citadas son aprobadas por un tiempo definido, han sido prorrogadas año con año a partir del año 2015 con diferentes acuerdos del honorable Consejo Superior y por consiguiente los números de plaza han cambiado con cada prórroga para todas las plazas aludidas. Tal es el caso de la funcionaria Stephanie Friedlander, quien ha ocupado los números de plaza en el puesto de Profesional en Informática 2: 371474, 372333, 372662 y 377283.
A raíz de los constantes avisos del gobierno respecto al cese de plazas extraordinarias en las instituciones gubernamentales y previendo que las plazas extraordinarias supra citadas fueran eliminadas o bien se recortara la cantidad de estas, la jefatura de la PIP toma en consideración la metodología que en una reunión de jefaturas de la Dirección de Tecnología de Información (ente rector en la materia informática del Poder Judicial) misma que fue propuesta por la jefa de la Unidad de Desarrollo de Sistemas de esa Dirección, señora Carmen Quesada Chacón, propiamente la de utilizar una plantilla para evaluar a los desarrolladores, pues enfrentaban los mismos problemas de cese de personal en plazas con permisos o extraordinarias y se consideraba esta evaluación como la forma más objetiva de decidir que personas continuaban y cuales no, pues se consideraría su desempeño y no aspectos subjetivos.
La matriz de evaluación de colaboradores fue remitida a las diferentes jefaturas del DTIC por parte de doña Carmen Quesada mediante correo del 10 de agosto e 2018, indicando: 
“Esta es la matriz que les comenté sobre la Evaluación…por si les es de utilidad, se puede afinar”. 
Si bien es cierto no es una directriz del DTIC que obligue a implementarla, lo cierto es que la Ley de Control Interno en las Normas de Control Interno para el Sector Público, capítulo II, Normas sobre Ambiente de Control, artículo 2.4 Idoneidad del personal, establece que:
“El personal debe reunir las competencias y valores requeridos, de conformidad con los manuales de puestos institucionales, para el desempeño de los puestos y la operación de las actividades de control respectivas. Con ese propósito, las políticas y actividades de planificación, reclutamiento, selección, motivación, promoción, evaluación del desempeño, capacitación y otras relacionadas con la gestión de recursos humanos, deben dirigirse técnica y profesionalmente con miras a la contratación, la retención y la actualización de personal idóneo en la cantidad que se estime suficiente para el logro de los objetivos institucionales.”
Aunado a lo anterior, el Plan de Autoevaluación Institucional (P.A.I.), establece que se evalúe al personal que labora en la oficina para verificar la idoneidad para asumir el cargo que se le asigna. Se muestra captura de pantalla del sistema PAI de la Oficina de Control Interno del Poder Judicial:
[image: ]
La plantilla afinada para la PIP se remitió a todos los funcionarios de la oficina mediante correo de la Jefatura con fecha del 14 de agosto de 2018 para que la revisaran y se manifestaran sobre aspectos a variar, agregar o quitar de la misma. (ver correo: RV_ Matriz de evaluación de desempeño.msg). 
El 20 de agosto de 2018, mediante correo, la jefatura PIP solicita a los líderes técnicos de la PIP, Msc. Juan José Quesada Sánchez y Msc. Wendy Mejías Acevedo realizar la evaluación del primer semestre del año 2018, resultando que la funcionaria Stephanie Friedlander integra el grupo de trabajo de la Msc. Wendy Mejías, por tanto correspondía a esta funcionaria la evaluación de marras.
Para el año 2019 se asignan 5 plazas ordinarias de profesional en informática 2 (378541, 378542, 378543, 378544 y 378545) y una ordinaria de profesional en informática 3 (378546) a la PIP y el personal interino de la PIP hace ver a la jefatura su interés por optar por una de estas plazas, lo que justifica aún más que se realice una evaluación al personal para que estas plazas sean asignadas de forma objetiva, recordando que el que una persona ocupe de forma interina un puesto no le crea el derecho de que esa plaza le sea otorgada por esa sola razón, sino que es una expectativa en la que inciden otros factores, como en este caso, la idoneidad para ocuparla de forma permanente.
Cabe mencionar que tanto el máster Juan José Quesada como la máster Wendy Mejías, son personas de gran capacidad técnica, liderazgo y probidad dentro de la institución. Para el caso de la Msc. Wendy Mejías, esta funcionaria cuenta un vasto conocimiento en el tema en que se desarrolla, lo cual incluye a parte de la licenciatura requerida, la obtención de dos maestrías profesionales, una en Ciencias de la Computación y Tecnología de la Universidad de Costa Rica; y otra en Tecnologías de la Información de la Universidad Politécnica de Madrid; asimismo, tiene una larga trayectoria dentro de la Institución de ya casi 20 años de trabajo sin que a la fecha se le pueda reprochar en lo absoluto cuestión alguna sobre su labor. Además, la señorita Wendy Mejías también ha realizado suplencias a la jefatura de la Unidad Tecnológica Informática del Organismo de Investigación Judicial, por lo que cuenta de sobra amplia experiencia en gestión de personal y proyectos informáticos.
Respecto al mal trato al que se refiere la funcionaria Stephanie Friedlander, sin adicionar ninguna prueba al respecto por parte de la máster Wendy Mejías, la jefatura de la PIP no lo comparte y manifiesta que la Msc. Wendy Mejías es muy profesional y minuciosa en su función de líder técnica y que constantemente detecta errores o inconsistencias en las tareas asignadas a la funcionaria Stephanie Friedlander, por lo que en las reuniones de seguimiento de tareas del grupo de trabajo, debe hacerle ver dichos errores para que sean corregidos, lo mismo hace con los demás integrantes del equipo, pero siempre de forma respetuosa y procurando que el proyecto se desarrolle de la mejor manera, por lo que la jefatura de la PIP al igual que la Jefatura de la OPO, confían plenamente en los criterios emitidos por la Msc. Wendy Mejías y en la evaluación realizada a todos los integrantes de su equipo de trabajo. Cabe destacar que el actual jefe de la OPO, fue en su momento jefe de la PIP, por lo que conoce la calidad y credenciales de trabajo de la máster Wendy Mejías.
Sobre los resultados de la evaluación a los desarrolladores de la PIP, la misma se puso en conocimiento de la jefatura de la Oficina de Planes y Operaciones, mediante correo del 10 de diciembre de 2019 (Re_ Plazas PIP 2019.msg) y en la referida evaluación, se valoró tanto al personal interino como al propietario, esto para que también los ascensos sean otorgados de forma objetiva. De lo anterior la jefatura de la OPO no encontró ninguna irregularidad y dio el visto bueno para realizar los nombramientos Según lo anterior, el resultado de las evaluaciones del desempeño de los desarrolladores de la PIP para el primer y segundo semestre del año 2018, indicó que la funcionaria Stephanie Friedlander ocupara el último lugar:

	Item Evaluado \ Recurso Humano 
	Nota 

	Luis Mata Carpio 
	9,95 

	Alejandro Nuñez Solano 
	9,94 

	Freddy Alvarado Orozco 
	9,91 

	Yonisio Alvarado Salas 
	9,75 

	Gerardo Morales Anchía 
	9,77 

	Oscar González Hernández 
	9,29 

	Mauricio Acón Madriz 
	9,17 

	Eduardo González Bustos 
	8,94 

	Erick Walsh Pizarro 
	9,10 

	Max Jimenez Alpizar 
	8,77 

	Johnny Solís Brenes 
	8,63 

	Jerry Rosales González 
	8,48 

	Álvaro Castro Ledezma 
	7,86 

	Douglas Aguilar Hernández 
	7,84 

	Stephanie Friedlander Delgado 
	7,21 

	Promedio 
	8,97 


El resultado de cada ítem evaluado de todo el personal de desarrollo de la PIP se puede apreciar en la plantilla Excel adjunta: Matriz evaluación de desempeño acumulada (version 1).xlsx en la hoja de nombre: Final. 
De igual forma la jefatura de la PIP en reuniones generales (ver actas Acta 005-PIP-2018 Reunión General.pdf y Acta 006-PIP-2018 Reunión General.pdf) informó al personal de la PIP sobre los nombramientos en las plazas ordinarias aludidas, siempre atento a atender cualquier disconformidad con la debida fundamentación del caso.
Por lo anterior no se estima que se haya tomado una actitud arbitraria respecto al nombramiento de la funcionaria Stephanie Friedlander, sino más bien, se fortalece el control interno de la oficina y de la Institución al promover la excelencia en sus funcionarios y motivándolos para que su esfuerzo sea reconocido de una forma objetiva, en este caso mediante evaluaciones a su desempeño y conocimiento.”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 64-DG-19 del 24 de enero de 2019, suscrito por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial. 2.) Hacer este acuerdo del conocimiento de la licenciada Stephanie Friedlander Delgado, Profesional en Informática interina de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial. 
ARTÍCULO LIX
Documento N° 1308-19
La licenciada Nazareth González Jiménez, Trabajadora Social de la Oficina Regional de Trabajo Social y Psicología del Primer Circuito Judicial de Alajuela, en correo electrónico del 04 de febrero de 2019, solicitó lo siguiente:
“… De la manera más respetuosa me dirijo a ustedes para exponer mi situación y solicitarles se valora la posibilidad de que se me excluya del Rol de Disponibilidad en el Protocolo para la Atención Integral a Víctimas de Delitos Sexuales y Violación”, fuera de la jornada de trabajo o en días inhábiles, que se estableció para profesionales de la Oficina Regional de Trabajo Social y Psicología del Primer Circuito Judicial de Alajuela, a partir de enero del 2017.
La suscrita Nazareth González Jiménez labora en el ICJ de Alajuela desde el año 1999 como Trabajadora Social en el puesto de Perito Judicial 2, resido en San Ramón de Alajuela y desde que ingresé a la institución me he desplazado a laborar en mi vehículo personal o en autobús en algunas ocasiones. Desde el año 2000 me aqueja el padecimiento crónico de Hipertensión Arterial por lo que he sido atendida por diferentes cardiólogos siendo el actual el Dr. Luis Fernando Valerio Soto y aproximadamente desde el 2012 recibo atención en el servicio de Psiquiatría de la Clínica del Seguro Social de San Ramón, con los diagnósticos de "Reacción de ajuste tono depresivo, Observación por trastorno por ansiedad generalizado, Stress Laboral, Observación por Síndrome de Burnout, Trastorno depresivo ansioso, episodio depresivo leve-moderado"; además recibo atención psicológica del Sevicio de Salud del ICJ de Alajuela  (adjunto las epicrisis). 
Debido a estos dos estados de salud física y metal desde hace unos diez  años  tengo padecimiento crónico de insomnio por lo que después de probar con muchos medicamentos sin los resultados esperados, estoy medicada con "Clonazepam" para dormir (adjunto certificación médica), el cual es un fármaco psicotrópico ansiolítico, sedante y estabilizador del estado de ánimo, cuyo consumo en mi caso es constante por las noches y no se debe suspender de forma abrupta pues afecta la estabilidad emocional y hasta podría llegar a causar la muerte por el síndrome de abstinencia.
Dicha situación me ha preocupado desde que debí formar parte del rol de disponibilidad en la oficina en la cual me desempeño, debido a que cada noche que me encuentre expectante, ya sea entre o fines de semana debo suspender temporalmente el tratamiento mencionado, en razón de que debo estar alerta ante el posible aviso o llamada de la Fiscal en turno para atender alguna situación de emergencia, lo cual implica mi traslado desde mi residencia manejando hasta Alajuela. Aclaro que aunque pernocte en Alajuela los días que me corresponden de disponibilidad, siempre he tenido que suspender el tratamiento para estar atenta y en condiciones para realizar la intervención solicitada, aunque en ocasiones no se presenta ninguna situación que atender.
Valga resaltar que ante la suspensión parcial de mi tratamiento con Clonazepam he experimentado en los días próximos eventos como crisis de ansiedad, desmotivación, letargo y cansancio acumulado, requiriendo un nuevo periodo de tiempo para estabilizarme, lo cual me expuso a sufrir la más reciente y grave que fue un accidente de tránsito, al quedarme dormida conduciendo de mi casa hacia el trabajo, en la madrugada (5:00 a.m.) del pasado 6 de agosto de 2018 (adjunto epicrisis de INS). Aclaro que ese día no me encontraba disponible, pero me estaba recuperando de las secuelas de la suspensión del medicamento por disponibilidad del fin de semana anterior o sea  27, 28, 29 y 30 de julio. 
Como resultado permanecí incapacitada desde la fecha del accidente hasta el 30 de noviembre del año pasado. Actualmente estoy viajando en autobús pues no supero el temor de que esa experiencia se vuelva a repetir, además de los importantes daños que sufrió mi vehículo.
Por lo anterior, recurro a ustedes de la manera más respetuosa y objetiva para solicitarles que atiendan mi situación y analicen la posibilidad de que se me excluya de forma permanente de la función de disponibilidad. Agrego que la oficina en la cual laboro cuenta con personal profesional suficiente para realizar dicha atención, a saber siete profesionales en Trabajo Social y cuatro en Psicología. No omito manifestar que cuento con la anuencia de la Msc. Tania Loría Sanchez, Coordinadora de esta Oficina, quien tiene pleno conocimiento de la situación aquí expuesta.
Esperando una respuesta favorable, se despide atentamente”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Remitir a la licenciada Nazareth González Jiménez, Trabajadora Social de la Oficina Regional de Trabajo Social y Psicología del Primer Circuito Judicial de Alajuela, a valoración médica por parte Departamento de Medicina Legal, para que informe a este Consejo, si existe de alguna limitación para que la citada servidora ejerza el rol de disponibilidad.
[bookmark: _Toc536713318]ARTÍCULO LX
DOCUMENTO N° 992-19
La señora Sonia Valverde Agüero, Directora Nacional de la Asociación Costarricense Pro Niño y Niña con Labio y/o Paladar Hendido, en nota del 25 de enero de 2019, solicitó:
“Reciban un cordial saludo de parte de la Asociación Costarricense Pro Niño con Labio y/o Paladar Hendido, cedula jurídica 3 002066511, la misma es una organización sin fines de lucro que fue fundada el 9 de diciembre de 1983 y el objetivo desde su creación ha sido velar por mejorar la calidad de vida de los portan esta malformación así como brindar apoyo a las familias para que puedan llevar el proceso de los tratamiento y así asegurarles la recuperación completa a sus hijos.
Durante nuestros 35 años en funcionamiento nunca hemos contado con la ayuda del Estado y el único ingreso que tenemos son las donaciones que dan los estudiantes por medio de la Campaña Nacional sobre Labio Y Paladar Hendido que se realiza conjuntamente con el Ministerio de Educación Pública, cuyo objetivo es educar e informar sobre la malformación y los tratamientos que deben recibir los que nacen con LPH y además recaudar fondos para pagar los gastos de la Campaña y mantener los servicios que ofrecemos a nuestros pacientes. En Costa Rica nacen aproximadamente 9C1 niños con LP1L al año y es la malformación que mas incide en la población par lo tanto las apartes que ha dado y sigue dando nuestra Asociación a la Clínica de Labio y/o Paladar Hendido del Hospital Nacional de Niños, a las familias y a sus hijos ha sido y seguirá siendo de gran importancia en la recuperación completa e integral de nuestros pacientes. Además, a lo largo de los años hemos podido implementar diversos servicios en pro de una rehabilitación integral y de que las familias puedan traer a sus hijos al tratamiento hasta el HNN Dentro de estos servicios están-: Terapia de Lenguaje, Odontología-, Albergue Temporal (nuestra Asociación- está. ubicada en Ave. 3, entre calle 24y 28, contiguo a la Funeraria del Magisterio, estratégicamente cerca del HNN para poder acoger a las familias que viven en zonas alejadas, especialmente indígenas), alimentación y además se les dan los chupones especiales, leche a los bebés, pasajes entre otras muchas ayudas.
Por todo lo anterior y en celebración de los 30 años de nuestra Campaña Nacional hemos decidido extenderla a las diferentes instituciones del país. Esta Campaña se realiza durante el mes de abril y deseamos contar con su colaboración para que se pueda implementar por medio digital en la Institución que ustedes representan, divulgando información sobre nuestra importante labor y solicitando el apoyo económico que pueden brindar mediante donaciones a nuestras cuentas bancarias.”
La Asociación fue declarada de Utilidad Pública en marzo del 2108 por el Ministerio de Justicia y Paz.
Esperando una respuesta positiva a nuestra solicitud, se suscribe.”
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Se acordó: Trasladar la solicitud de la señora Sonia Valverde Agüero, Directora Nacional de la Asociación Costarricense Pro Niño y Niña con Labio y/o Paladar Hendido a la Oficina de Protocolo y Relaciones Públicas para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc536713320]ARTÍCULO LXI
DOCUMENTO N° 1011-19
La licenciada Rebeca Salazar Alcócer, Jueza Coordinadora del Juzgado Agrario de Cartago, en correo electrónico del 28 de enero de 2019, solicitó:
“…procedo a realizar la siguiente consulta: Uno de los técnicos judiciales de dicho Despacho tiene pendiente un proceso ante uno de los Juzgados Cobro del país, el cual ha sido instado por un tercero, por lo que no es ésta institución quién figura como acreedora. Por el monto de la deuda es mi persona quién también debe darle traslado a la causa.
Ahora bien, en días pasado dicho técnico me había solicitado un permiso sin goce de salario por el plazo de tres meses por motivos personales, entre los que tengo entendido pretende salir del país.
Mi consulta consiste específicamente en si puedo o no otorgarle el permiso solicitado, aún y cuando tengo conocimiento de la deuda y de su intención de salir del país. Lo anterior lo consulto con la finalidad de librar cualquier responsabilidad.”
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Se acordó: Comunicar a la licenciada Rebeca Salazar Alcócer, Jueza Coordinadora del Juzgado Agrario de Cartago, que dentro de las potestades que tiene como jefatura, está el otorgar todos aquellos permisos que se ajusten a los lineamientos establecidos en los artículos 41 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc536713322]ARTÍCULO LXII
DOCUMENTO N° 1001-19
La máster Sandra Jiménez Torres, Contralora de Servicios de Cartago del Poder Judicial, mediante oficio N° 142-OM-CA-2018 recibido el 28 de enero de 2019, remitió el Informe de Oportunidad de Mejora 015-OM-CA-2018, que dice:
“El presente informe se remite en apego al Artículo 6, aparte segundo del Reglamento de Creación y Funcionamiento de la Contraloría de Servicios, que reza: “(...) Sugerir lineamientos generales respecto al trámite para la unificación de criterios y acciones.  Lo anterior, al tenor de lo establecido en el numeral 14 de la Ley Reguladora del Sistema Nacional de Contraloría de Servicios (Ley 9158), el cual establece que una de las funciones de las contralorías de servicios es emitir y dar seguimiento a las recomendaciones dirigidas a la administración activa respecto a los servicios que brinda la organización con el fin de mejorar su prestación, en búsqueda del mejoramiento continuo e innovación y de cumplimiento de las expectativas de las personas usuarias.  
Por lo anterior, siendo que se ha identificado una situación que de alguna manera afecta el servicio que se brinda a la persona usuaria, a continuación, se presenta una oportunidad para mejorar el mismo. 
INFORMACIÓN GENERAL
	GESTIÓN
	FECHA DE RECEPCIÓN
	DEFICIENCIA

	13682
	21 de noviembre del 2018
	Identificada



FUENTE: Base de datos de Aranda SERVICE DESK.
CONSULTAS REALIZADAS
Con el objeto de obtener información de interés con respecto a la situación que se planteó en la gestión antes indicada, la Contraloría de Servicios dirigió consulta a:
Todas las Contraloría de Servicio del País 
Al coordinador Judicial Manuel Sánchez Solano del Juzgado Civil de Cartago.
DESCRIPCIÓN DE LA GESTIÓN
La persona usuaria manifestó ser abogada de la parte actora dentro del expediente 10-002122-0346-CI. Agrega que se apersonó al Juzgado Civil de Cartago a solicitar copia de la parte física del expediente.  Lo cual indica es únicamente la demanda, sin embargo, el funcionario que la atendió, le dijo que el expediente se encontraba en el Archivo Judicial en San Joaquín.   En virtud de esto, ella le consultó si lo podían solicitar al Archivo.   No obstante el funcionario le indicó que tenía que presentarlo por escrito.  Enfatiza, que la solicitud le extrañó, a que en todos los otros juzgados en los cuales litiga nunca le piden que lo hagan por escrito.  El funcionario le entregó el número de remesa y archivo: C11-C10 – 874. 
En relación a la situación planteada se obtuvo informe de las siguientes oficinas: 
Informe de la Contraloría de Servicios de Alajuela respondió que:
Que en el Juzgado de Familia se nos indicó que la solicitud la puede hacer el usuario en forma verbal y ellos le dan un comprobante de que el expediente se solicitó al archivo. Si el usuario requiere copias del expediente o certificación, lo remiten al Archivo porque allá puede hacer ese trámite. 
Que en el Juzgado de Pensiones indicó que las personas usuarias deben hacer la solicitud en forma escrita en un formulario de manifestación. 
Que en el Tribunal Penal indicó que la persona usuaria debe hacer la solicitud en forma escrita. Si el usuario requiere copias del expediente o certificación, lo remiten al Archivo porque allá puede hacer ese trámite.
Que en el Juzgado de Cobro indicó que si se trata de un expediente anterior al año 2009 (que es físico y no electrónico), que esta archivado y únicamente se requiere el levantamiento de un embargo, con solo la solicitud verbal del usuario ellos mandan a pedir el expediente. Pero si el expediente es anterior al 2009  y esta activo,  la persona usuaria requiere hacer la solicitud en forma escrita.
Informe de la Contraloría de Servicios de Limón y Pococí que indicó, consultados los despachos de ambos circuitos, se constató que más del noventa por ciento de los despachos, informan que la parte interesada puede hacer la solicitud del expediente por medio de una manifestación en el despacho o bien se hace de oficio a solicitud de la parte. 
Informe de la Contraloría de Servicios de Turrialba que indicó que el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba, Juzgado Penal de Turrialba, Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Turrialba y el Tribunal de Juicio de Turrialba manifestaron que sólo basta con la solicitud verbal de la persona usuaria para proceder con el trámite, mientras el Juzgado Contravencional de Turrialba (materias: contravención, tránsito y pensiones alimentarias) explicó que se le solicita a la parte interesada llenar y firmar una boleta de "manifestación" en la cual debe indicar para que efecto requiere el expediente.
Informe de la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón que indicó que ese circuito con la manifestación verbal de la persona usuaria procedía al tramite correspondiente. 
Informe de la Contraloría de Servicios de Heredia indicó lo siguiente:
En algunos despachos, si las partes necesitan que se tramite algo del expediente y presentan el escrito con dicha solicitud; el juzgado lo solicita al archivo para poder resolver lo solicitado.
En otros despachos, donde la materia no requiere patrocinio legal, la parte puede solicitar el trámite de forma verbal, aún para que le resuelvan algo de su interés y el juzgado realiza la solicitud del expediente al archivo para resolver. 
En los casos en que las partes del proceso, únicamente requieren fotocopiar los expedientes, hay juzgados que igual solicitan el expediente al archivo, otros envían a las partes al archivo judicial con los datos necesarios para que saquen las copias; este trámite es más expedito. 
Que el coordinador judicial del Juzgado Civil de Cartago indicó, que ellos no mandan a traer un expediente sin que medie solicitud por escrito.  Lo anterior, porque muchas veces se trae y se pone en conocimiento  de las partes y no hacen ninguna gestión.  Por ello ellos solicitan se haga por escrito con alguna indicación de la razón para la que se solicita.  
CONSULTA PARA OPORTUNIDAD DE MEJORA
Considerando el detalle de la inconformidad y con el fin de uniformar criterios a nivel nacional, respecto el trámite de solicitud de expedientes al Archivo Judicial en San Pablo de Heredia, se consulta respetuosamente:
Sí es posible que este honorable Consejo, analice la posibilidad de uniformar los criterios esgrimidos por los diferentes despachos del país, en relación con los requisitos en la solicitud de expedientes al Archivo Judicial y se estructure y agilice los requisitos para tal solicitud.  Lo anterior, de manera que se evite cualquier confusión entre la población de personas usuarias del Poder Judicial.  
Tomando en cuenta lo anterior, resulta importante dentro de este análisis que se tome en consideración lo estipulado en la Ley 8220 de Ley de Protección al Ciudadano del exceso de Requisitos y trámites administrativos, que establece como parte de la obligación institucional el informar a las personas usuarias sobre los requisitos que deben cumplir para los determinados trámites. Todo ello para agilizar el trámite al mismo tiempo, que se uniforman los criterios o requisitos. 
Por lo que se somete la propuesta a consideración para lo que estimen pertinente, cordialmente, 
(…)”
- 0 -
Se acordó: Solicitar al máster Erick Alfaro Romero, Contralor de Servicios, presente a este Consejo, una propuesta para unificar los requisitos que se deben cumplir para solicitar los expedientes al Archivo Judicial, por parte de la población usuaria del Poder Judicial, tomando en consideración lo estipulado en la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, lo anterior con la intención de agilizar el trámite respectivo.
-o0o-
A las 12:40. horas terminó la sesión.
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Formulario 


Valoración técnica de bienes, para trámites de donación en el Poder Judicial


		Valoración técnica de bienes, para trámites de donación en el Poder Judicial



		Referencia o número de oficio: 038-SANCARLOS-2019



		Fecha de solicitud: 23 de enero de 2019

		



		Nombre del Proyecto:

		MORGUE JUDICIAL DE SAN CARLOS    



		

		



		Oficina que tramita la donación:

		ADMINISTRACIÓN REGIONAL DE SAN CARLOS    



		

		



		Oficina u oficinas que harán uso de la donación:

		DELEGENCIÓN REGIONAL DEL OIJ DE SAN CARLOS    



		

		



		Número de oficio mediante el cual se ofrece la donación al Poder Judicial (se debe adjuntar)

		    



		Descripción general de los Bienes en donación:

		Vehículo marca Toyota Laind Crusier, serie JTELB71J3H4329377, vin JTELB71J3H4329377, carrocería camioneta pick-up caja abierta, capacidad 3 personas, año 2017, chasis JTELB71J3H4329377, motor número 1HZ0880634, color blanco, tipo de combustible diesel, tracción 4x4, techo duro, cero kilómetros, dos puertas.

Responde al siguiente diseño:


[image: image1.jpg]







		

		



		Valor estimado de la donación:

		$23,437.00 USD    



		

		



		Garantía de los bienes en donación (en meses)

		24 MESES    



		Resultado de la valoración técnica       

		Positiva  ( X  )

		                     Negativa (   )



		Fecha: 

		26/06/2018.

		



		Observaciones

		Para la compra de este vehículo se utilizaron las mismas especificaciones técnicas  que utiliza el Poder Judicial  para comprar los suyos. Igualmente, el taller que hizo las adaptaciones para que opere como Unidad de Transporte Forense es el mismo que utiliza el Poder Judicial.


Fue valorado positivamente por la Perito Valuadora del OIJ Elieth Alfaro Solís el 14 de junio del 2018.  



		    

		



		Firma y sello de oficina responsable de solicitar la donación

		    



		    

		





* Documento al  cual se hace referencia en los Artículos del 12 al 15, del Reglamento para el Registro, Control y Uso de activos institucionales del Poder Judicial.
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Sitios Solicitadas Canceladas Efectivas Destiempo

Congresos y Eventos 23 5 18 0

Alajuela 37 5 32 4

Bribri 0 0 0 0

Capacitaciones 2 0 2 0

Cartago 53 16 37 6

Ciencias Forences 0 0 0 0

Cobano 0 0 0 0

Contencioso 5 2 3 4

Corredores 123 36 87 39

Desamparados 11 2 9 1

Escuela Judicial 0 0 0 0

Grecia 16 5 11 0

Goicoechea 76 10 66 22

Golfito 106 13 93 32

Guapiles 62 13 49 11

Heredia 23 4 19 1

Inspeccion Judicial 76 8 68 1

Internacionales 75 15 60 22

Jaco 0 0 0 0

Jicaral 0 0 0 0

Liberia 55 9 46 11

Limon 174 47 127 34

Nicoya 54 17 37 15

Osa 48 11 37 21

Pavas 7 3 4 1

Peréz Zeledón 57 5 52 19

Pruebas 28 0 28 0

Puerto Jimenez 0 0 0 0

Puntarenas 70 19 51 18

San Joaquin  0 0 0 0

San José (general) 83 15 68 11

San Carlos 32 5 27 10

San Ramon 12 6 6 2

San Vito  0 0 0 0

Santa Cruz 42 4 38 10

Sarapiqui 0 0 0 0

Siquirres 0 0 0 0

Turrialba 27 7 20 8

Upala 0 0 0 0

Complejo Medicina Legal 18 5 13 0

Quepos 43 13 30 9

TOTALES 1438 300 1138 312

III-Trimestre-2018
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Sitios Solicitadas Canceladas Efectivas Destiempo

Congresos y Eventos 36 6 30 0

Alajuela 17 6 11 3

Bribri 5 0 5 2

Capacitaciones 0 0 0 0

Cartago 38 5 33 5

Ciencias Forences 0 0 0 0

Cobano 2 0 2 0

Contencioso 11 2 9 1

Corredores 79 16 63 18

Desamparados 13 6 7 1

Escuela Judicial 1 0 1 0

Grecia 12 5 7 2

Goicoechea 80 15 65 22

Golfito 76 8 68 15

Guapiles 31 7 24 13

Heredia 15 5 10 0

Inspección Judicial 41 4 37 4

Internacionales 0 0 0 0

Jaco 1 0 1 0

Jicaral 2 0 2 1

Liberia 47 9 38 20

Limón 92 28 64 29

Nicoya 48 18 30 16

Osa 49 16 33 20

Pavas 21 7 14 4

Pérez Zeledón 42 15 27 8

Pruebas 6 0 6 0

Puerto Jiménez 2 0 2 1

Puntarenas 29 10 19 2

San Joaquin 4 0 4 0

San José (Salas de Juicio) 86 20 66 8

San José (general) 89 19 70 12

San Carlos 14 4 10 6

San Ramón 7 0 7 2

San Vito  12 2 10 2

Santa Cruz 41 6 35 6

Sarapiquí 2 0 2 1

Siquirres 4 0 4 1

Turrialba 12 3 9 4

Upala 7 0 7 2

Complejo Medicina Legal 0 0 0 0

Quepos 50 18 32 6

TOTALES 1124 260 864 237

IV-Trimestre-2018
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, PODER JUDICIAL 
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           San José, 22 de enero de 2019 
 
MBA. 
Ana Romero Jenkins  
Directora Ejecutiva 
Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial 
S.            D. 
 


Asunto: Oficio BPG-971-2018, cambio de 
titularidad a favor del FJPPJ en el BPDC. 


 
Estimada señora: 
 


Conforme las políticas de transparencia de la institución, se anexa el oficio BPG-
971-2018, firmado por la señora Joanna Li Zúñiga, Ejecutiva de Cuenta del BPDC, 
donde se comunica la imposibilidad de realizar el cambio de titularidad de los 
instrumentos de inversión adquiridos con los recursos del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial y actualmente ligados a la cédula jurídica de la Corte 
Suprema de Justicia (2-300-042155) a la nueva cédula jurídica instrumental (3-110-
759688) asignada al dicho Fondo.  
 
De tal forma, no sería posible modificar la titularidad de la cuenta corriente asignada, 
ni asociar los vencimientos actuales a una nueva cuenta corriente (dada la 
diferencia de cédulas jurídicas), por lo cual se considera inconveniente modificar el 
esquema actual hasta el vencimiento del último instrumento de ventanilla efectuado 
con dicho Emisor. 
 
Dado lo anterior, salvo criterio en contrario, este Macroproceso mantendrá el 
esquema de triangulación de cuentas utilizado a la fecha, con el fin de recuperar los 
recursos del FJPPJ en cada vencimiento. 
 
Atentamente;  
 
 
 


MPM. Oslean Mora Valdez 
Jefe Proceso de Inversiones 


MBA. Floribel Campos Solano 
Jefa a.í. Macroproceso Financiero Contable 


 
FSF  


 
Anexos:  


1) Oficio BPG-971-2018 


CC: Archivo  
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		FABIAN SALAS FERNANDEZ (FIRMA)
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		San José, Costa Rica

		Dar Validez al documento





				2019-01-22T10:20:57-0600

		San José, Costa Rica

		Dar Validez al documento
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Concepto Monto

Subsidio por incapacidades  

(Enfermedad, Fase Terminal, 

Maternidad )

160.125.637,62

Cuota patronal (9.25%)** 20.269.719,58

Salario escolar (8.19%) 69.989.667,44

Accidentes de Tránsito 

(Subsidio, Salario Escolar y 

Cuota Patronal)

53.410.966,84

Saldo contable de la cuenta 

por cobrar al 31 de 

diciembre 2018



303.795.991,48
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Concepto Monto

Subsidio por incapacidades  

(Enfermedad, Fase Terminal, 

Maternidad ) 160.125.637,62

Salario escolar (8.19%) 69.989.667,44

Saldo de cuenta por cobrar 

al 31 de diciembre 2018 230.115.305,06
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Suma de Monto CXC según Ajuste Año 

Tipo de Incapacidad  2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016Total general

ENFERMEDAD 43.742,00   3.970.800,00   4.506.054,93   5.706.139,94   17.517.570,24   11.650.900,24   17.023.075,35   20.034.012,79   23.434.634,58   26.008.223,83   129.895.153,90  

FASE TERMINAL 3.002.370,00     2.236.189,06     2.907.731,35     8.146.290,41      

MATERNIDAD 34.443,00        1.466.772,46   615.192,40        4.424.335,30     5.792.824,06     4.197.237,86     2.974.998,42     2.578.389,81     22.084.193,31    

Total general 43.742,00   3.970.800,00   4.540.497,93   7.172.912,40   18.132.762,64   16.075.235,54   22.815.899,41   27.233.620,65   28.645.822,06   31.494.344,99   160.125.637,62  
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Concepto Monto Observaciones

Total 12.768.833,60         

Corresponde al monto de cuota 

patronal (9.25%) sobre el subsidio 

pendiente de pago 

(¢138.041.444,31), de las 

incapacidades de  enfermedad y fase 

terminal, con corte al 31 de diciembre 

de 2018, conforme el procedimiento 

de cobro actual.

Cuota patronal sobre el 

subsidio pendiente de pago

12.768.833,60         
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Periodo de Planilla Informe de Inspección

Monto 

rechazado

may-15 1236-1837-2016-I

485.446,03

Saldo de cuenta por 

cobrar

485.446,03
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Periodo de Planilla Informe de Inspección Monto rechazado

dic-15

1237-00649-2017, 1237-00650-2017-I, 1237-

00651-2017-I, 1237-00652-2017-I y 1237-

00653-2017-I, 

4.997.940,68

ene-16

1237-00649-2017, 1237-00650-2017-I, 1237-

00651-2017-I, 1237-00652-2017-I y 1237-

00653-2017-I, 

78.297,19

Saldo de cuenta por cobrar

5.076.237,87
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Periodo planilla

Monto cuota 

patronal (9,25%)

ago-17               18.139,91 

ago-18           1.188.748,58 

nov-18              732.313,58 

Total           1.939.202,07 
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Periodo de Planilla_[informe de Inspeccion| _rechazado
ag013 123800231-2015 157.376,45

feb15 1242005842016 | 1381.713,20)

mar15 124200592.20161 | 2.495.465,67]

abr1s 1242005942016 | 470603453}

oot15 123500890-20174 13.331,94]
Accidentes de Trénsito

(Anexo 10) 1238020052016 | 14797.619,23)

feb16 1238026482016 61.270,79)

abr16 123500892.20174 37.930,60]
Accidentes de Trénsito

(Anexo 10) 1235008982017+ 4188295

un16 123500894-20174 194.082,5}

-6 1235008962017+ 47.237,25

Salario esoolar 2014 | 1237-01778.20164 13.579,74]

Salario Escolar

(Accidentes Trénsito) | 12350090020174 | 126671717
Accidentes de Trénsito

091011-12-13-14-15| 1242.0191220161 | 337626099

ju5 123501590-20164 168.013,15}

Saldo de cuenta por cobrar

28.758.826,91
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Concepto

Accidentes de

transito
ST 40.077.315.97

incapacidades :
Cuota patronal 9.25%) | 466122521
Salario escolar (8.19%) | _6.67242566
Total 53.410.966,80
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       PODER JUDICIAL                DIRECCION EJECUTIVA


Tel. 2295-4322
San José


Fax 2233-8438                                                   direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr
  Costa Rica


N° 27-DE-2019

8 de enero de 2019.

Licenciado


Steven Picado Gamboa


Administrador Regional de Heredia


Su Oficina


Estimado señor:


El informe Nº 1532-55-SAEEC-2018 de 19 de diciembre de 2018, la Auditoria remitió a esa Administración, el informe final del estudio denominado “Evaluación de fondos públicos asignados a la caja chica y contratación administrativa de la Administración Regional del Circuito Judicial de Heredia”, de donde se consignan las recomendaciones que literalmente dicen:

“4.1 Girar instrucciones al Administrador Regional de Heredia para que ejerza una supervisión constante de la ejecución y cumplimiento del Contrato N° 046115 de Servicios de Vigilancia, Protección y Seguridad.



Lo anterior dada la importancia que reviste el servicio de vigilancia, protección y seguridad para la conservación de las instalaciones y el personal judicial de ese Circuito Judicial. 


Plazo de implementación de la recomendación: Inmediato a la recepción del informe final.


4.3.
Girar instrucciones a la Coordinadora de Unidad 3, a fin de que dicha servidora proceda a realizar las siguientes labores:


a. Realizar inspecciones periódicas a los puestos de seguridad para detectar si existe algún faltante de activos y reportarlo a la empresa en forma escrita.


b. Verificar en los libros de novedades ubicados en los diferentes puestos, que las visitas de supervisión realizadas por la empresa, sean 2 veces al día y 2 veces en la noche como mínimo en los puestos que corresponda.


c. Llevar un control de esas inspecciones, que contenga todos los datos necesarios como sistema de control, para tener evidencia del cumplimiento de la empresa sobre estos aspectos.


d. Hacer las comunicaciones a la empresa contratada, sobre las omisiones en las visitas de supervisión y los casos en que el personal no cuente con todos los activos que señala el contrato y supervisar que se cumpla con la entrega a la mayor brevedad posible.

4.4.
Comunicar al Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual del Departamento de Proveeduría Judicial el incumplimiento de los compromisos adquiridos en las contrataciones evaluadas, así como cualquier otra que ostenten las mismas condiciones, con el objetivo de que proceda con la aplicación de las acciones que corresponde según el marco legal y normativo de contratación. 


4.5.
Dar seguimiento al plazo de vencimiento de los contratos que están bajo su supervisión y vigilancia, para que se pueda solicitar oportunamente la nueva contratación, de tal forma que se garantice la continuidad del servicio; específicamente con al menos 12 meses de anticipación en caso de que se requiera un nuevo proceso de contratación para procesos que se tramiten por licitaciones y de 6 meses en procesos que se tramiten por compra directa.



Lo anterior de acuerdo con las directrices emitidas por el Departamento de Proveeduría Judicial y citadas en el presente informe.


Plazo de implementación de las recomendaciones: Inmediato a la recepción del informe final.


4.6 Supervisar las actividades asignadas a la Coordinadora de Unidad, para que detecte oportunamente el cumplimiento de las labores y en caso necesario, se puedan realizar en tiempo los ajustes requeridos.


Plazo de implementación de la recomendación: Inmediato a la recepción del informe final.


A LA COORDINADORA DE UNIDAD 3 DE LA ADMINISTRACION REGIONAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE HEREDIA


4.7   Realizar inspecciones periódicas a los puestos de seguridad para detectar si existe algún faltante de activos y reportarlo a la empresa en forma escrita.


4.8    Verificar en los libros de novedades ubicados en los diferentes puestos, que las visitas de supervisión realizadas por la empresa sean 2 veces al día y 2 veces en la noche como mínimo en los puestos que corresponda.


4.9   Llevar un control de esas inspecciones, que contenga todos los datos necesarios como sistema de control, para tener evidencia del cumplimiento de la empresa sobre estos aspectos.


4.10   Hacer las comunicaciones a la empresa contratada, sobre las omisiones en las visitas de supervisión y los casos en que el personal no cuente con todos los activos que señala el contrato y supervisar que se cumpla con la entrega a la mayor brevedad posible.

Plazo de implementación de las recomendaciones: Inmediato a la recepción del informe final.


(…)

4.11 Cumplir con lo establecido en la cláusula vigésima del Contrato N° 46115, referente a la realización de estudios de mercado que sirvan como base para la revisión de los precios de la contratación, así como para la inclusión de nuevas líneas y solicitudes de reajustes de precios por parte de la casa comercial.


Plazo de implementación de la recomendación: 3 meses a partir de la recepción del informe final.”

Por lo anterior, ruego tener presente el cumplimiento de las recomendaciones antes transcritas e informar sobre las acciones tomadas para su ejecución.


Atentamente,



Dinorah Alvarez Acosta



Directora a.í. Ejecutiva


Copia:
Mba Roy Díaz Chavarría, Subauditor a.í.


Silvia C./Ref. 11311
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